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                               VERSIÓN TAQUIGRÁFICA
I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Álvaro Elizalde Soto. Asimismo, se encontraba presente el asesor jurídico de dicho ministerio, señor Cristóbal Osorio Vargas. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 16 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 48ª y 49ª, ordinarias, en 23 y 24 de septiembre, respectivamente, ambas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de reforma constitucional que crea el cargo de Fiscal Especial de Alta Complejidad en el Ministerio Público (boletín N° 9.608-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el siguiente hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, al proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



Con los tres últimos retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que autoriza para erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (boletín Nº 7.523-24).



2.- Proyecto que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (boletín N° 4.162-07).



3.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que declara feriado el 2 de octubre de 2014 para la comuna de Rancagua (boletín N° 9.353-06).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el segundo comunica que rechazó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional (boletín N° 3.849-04).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República, a los efectos de consultarle si hará uso de la facultad que le otorga el inciso segundo del artículo 71 de la Constitución Política.



Con los otros tres informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las Notas intercambiadas, de iguales fecha y lugar, relativas a dicho Convenio (boletín N° 9.258-10) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Dinamarca, en Materia de Programa de Vacaciones con Permiso de Trabajo (Working Holiday Programme)”, suscrito en Copenhagen, Dinamarca, el 8 de diciembre de 2008 (boletín N° 9.439-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un Procedimiento de Comunicaciones”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 19 de diciembre de 2011 (boletín N° 9.465-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los siguientes preceptos legales:



1.- Artículos 456 del Código Civil y 4º de la ley Nº 18.600.



2.- Artículo 393, inciso segundo, del Código Procesal Penal.



3.- Artículos 36 y 37 del decreto ley Nº 2.222, de 1978, que sustituye la Ley de Navegación, y artículos 18, inciso segundo, 26 y 35 del decreto con fuerza de ley N° 292/1953, que aprueba la Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:


Transcribe resolución de la Contraloría que desestima una solicitud de reconsideración del dictamen N° 33.175, de 2012, en lo relativo a los trabajos extraordinarios de los funcionarios municipales que se desempeñan en los juzgados de policía local.



Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de la legalidad de ciertas actuaciones de la Sociedad de Rentas Inmobiliarias Limitada, concesionaria de la Zona Franca de Punta Arenas.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor García-Huidobro, sobre la colaboración que esa Secretaría de Estado puede prestar a los tribunales en lo que concierne a declaraciones de una religiosa en Holanda relativas a casos de sustracción de menores ocurridos hace algunas décadas en hospitales públicos y privados de nuestro país.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Responde petición de información, cursada en nombre del Senador señor Lagos, respecto al estado del suministro de agua en el sector de Pelumpén, comuna de Olmué, y a las medidas previstas para su pronta restitución.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Von Baer, acerca de la implementación de un plan de contingencia ante la prohibición que afecta al tránsito de vehículos de dos ejes por el puente Collilelfu, en la comuna de Los Lagos. 



Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor García-Huidobro, sobre planes de término del servicio ferroviario en el tramo San Fernando-Rancagua en ciertos horarios, y la posibilidad de destinar a su financiamiento un porcentaje de las subvenciones para el transporte público de provincias.



Atiende consulta, hecha en nombre del Senador señor Navarro, sobre antecedentes disponibles en la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito relativos a accidentes ocurridos durante los últimos cinco años en la ruta a Boca Itata, comuna de Trehuaco.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:


Adjunta copia del oficio con el que pide al señor Comandante en Jefe de la Armada que se estudie la factibilidad de examinar al ex sargento segundo don Carlos Enrique Moscoso Ortega por la Comisión de Sanidad de esa Institución, materia consultada en nombre del Senador señor Bianchi.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Atiende petición de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, acerca del estado actual del recurso merluza y de la posibilidad de que se otorgue un bono para hacer frente a los problemas de esa pesquería.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:


Complementa respuesta dada a solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Ossandón, sobre la mala cobertura y escasa conectividad a la red de telefonía móvil Entel en la comuna de Pirque. 



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado:


Contesta petición de información, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto de la situación jurídica y administrativa de don Ramón Melo Silva, funcionario del referido ente.



Del señor Director Jurídico del Consejo para la Transparencia:


Remite copia de decisión de inadmisibilidad recaída en solicitud de amparo al derecho de acceso a la información en contra del Senado por no ser asunto de competencia de aquel órgano.



Del señor Superintendente de Seguridad Social (TyP):


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, respecto de la situación que afecta a don Juan Pablo Soto Patiño, residente en la ciudad de Valdivia, por el no pago de licencias médicas por los meses de enero, febrero y marzo de este año, no obstante que fueron aceptadas las apelaciones correspondientes a dichos períodos.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Contesta solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del proyecto de dendroenergía que se desarrolla en la Región del Biobío y de la posibilidad de ampliar esa iniciativa y sus incentivos a otras regiones que hagan uso intensivo de la leña como combustible.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería:


Remite nómina de personal contratado por dicha empresa en el lapso del 11 de marzo de 2014 al 5 del mes en curso, e informa sobre el número de desvinculaciones producidas en el mismo período, materia consultada en nombre del Senador señor Prokurica. 



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía:


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Horvath, relativa a la posibilidad de que en el proceso de tarificación de los sistemas medianos se efectúen modificaciones reglamentarias que permitan  incorporar nuevas generadoras e incentiven el ingreso de energías renovables no convencionales.



Del señor Director Ejecutivo (TyP) del Servicio de Evaluación Ambiental:


Contesta petición de información, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de reunión con representantes de Endesa realizada el 11 de julio pasado en la oficina de ese servicio en la Región de Los Ríos y de su relación con el proceso de consulta indígena del proyecto Central Neltume, en la comuna de Panguipulli.



Del señor Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social de Los Ríos



Responde solicitud de antecedentes, hecha en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de actos de fiscalización que ese organismo ha realizado respecto del accidente que sufrió el 8 de agosto pasado don Juan Santana Delgado, desaparecido tras caer a las aguas del río Callecalle mientras prestaba servicios para una empresa contratista.



Del señor Director Regional del Maule (TyP) del Instituto de Desarrollo Agropecuario:


Da respuesta a solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Matta, relativa al otorgamiento de asesoría técnica e incentivos de inversión para los pequeños apicultores de la comuna de Chanco que integran el Taller Laboral de Apicultores.



Del señor Jefe de la División de Análisis y Control de Gestión del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena:


Responde petición de información, enviada en nombre del  Senador señor García, sobre la disminución del clasificador presupuestario “Iniciativas de Inversión” de ese gobierno regional, desde un monto inicial de M$ 23.659.641 al vigente de M$ 21.760.228, publicado por la Dirección de Presupuestos el 31 de julio pasado.



Del señor Secretario Técnico del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena:


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, relativa a la denuncia que la Fundación Luz y Esperanza hizo en materia de la ejecución del Programa de Atención Domiciliaria para Pacientes con Dependencia Severa, a cargo del Centro de Salud Familiar de Puerto Natales.



Del señor Alcalde de Carahue:


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor García, sobre planes y proyectos del Municipio de Carahue para la instalación de un terminal de buses que dé cumplimiento pleno a las disposiciones legales



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el administrador provisional y el administrador de cierre de instituciones de educación superior, y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que deroga los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad de ciegos y mudos para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas (boletín N° 9.409-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que prohíbe la discriminación laboral frente a análisis genéticos (boletín N° 7.709-13) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Araya, con la que da inicio a un proyecto de ley que declara feriado el 29 de septiembre para la comuna de Tocopilla (boletín N° 9.609-06) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor García, señora Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Lagos, Matta, Orpis, Ossandón, Prokurica y Patricio Walker, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República que, en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 75 del decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1997, se libere del pago de peajes a los vehículos policiales, carros de bomberos, ambulancias y otros móviles similares en servicio de las funciones institucionales respectivas (boletín Nº S 1.724-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



De los Senadores señores Bianchi, Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Lagos, Prokurica y Patricio Walker, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que el Ministerio de Salud adopte medidas para incorporar en la atención primaria un número importante de médicos, incluidos profesionales extranjeros; que incremente, asimismo, los recursos para personal operativo de los nuevos establecimientos hospitalarios, y que aumente la dotación de especialistas en el sector público (boletín N° S 1.725-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



-Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que crea el administrador provisional y el administrador de cierre de instituciones de educación superior, y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04), siempre que se hubiera despachado el que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines N°s 7.011-07 y 7.873-07, refundidos).


2.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones a los siguientes proyectos:



a) El que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y amplía su plazo de vigencia (boletín N° 9.407-14): hasta las 12 del lunes 13 de octubre (en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo).



b) El que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14): hasta las 12 del martes 14 de octubre (en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo).



c) El que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11): hasta las 12 del martes 14 de octubre (en la Secretaría de la Comisión de Salud).



3.- Remitir a la Comisión de Hacienda el proyecto de ley que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y concede autorización para contraer endeudamiento (boletín N° 9.530-08), una vez despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

ACLARACIÓN SOBRE PERTENENCIA A GRUPO DE PARLAMENTARIOS PROTRASLADO DE CONGRESO NACIONAL A SANTIAGO 
El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, he sido mencionado en un medio de comunicación como integrante de un grupo de parlamentarios que se estaría reuniendo para avanzar en una propuesta tendiente a trasladar el Congreso Nacional a Santiago.



Al respecto, quiero decir públicamente acá que nunca me contactó el periodista autor del reportaje en que se me involucra; que jamás sostuve reunión alguna con los Senadores allí mencionados, y que mucho menos pretendo llevar el Parlamento a la Capital.



Declaraciones de prensa como la que señalo, que son falsas de falsedad absoluta, desprestigian a los parlamentarios y al Congreso.



Siento que en esta materia existe una tremenda irresponsabilidad de parte de quienes escriben en medios de comunicación como aquel y ni siquiera son capaces de llamar a los legisladores para consultarles si lo que alguien señaló es cierto o no.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, con el Comité del Partido Por la Democracia e Independiente solicitamos citar para mañana a una sesión especial al objeto de conocer la evaluación del trabajo realizado y las conclusiones y las propuestas a que arribó la Comisión Asesora Presidencial para la Descentralización y el Desarrollo Regional.



Acordamos posponer dicha sesión una semana, hasta el miércoles 8, luego de que la Comisión Valenzuela presente el próximo martes su informe final.



Entonces, quiero que se me ratifique lo que acabo de señalar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se acordó postergar la sesión especial convocada para mañana en la medida que ello fuese planteado por los mismos Comités que pidieron su realización.



Como ya confirmaron aquello los Comités respectivos, la referida sesión se realizará el próximo miércoles.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, solo quiero formularle una petición.



Las sesiones especiales siempre se celebran los miércoles, a la misma hora. Ello afecta el funcionamiento de la Comisión de Minería y Energía.



Entonces, proponemos que dichas sesiones se lleven a cabo de modo alternado los martes y miércoles, para así mitigar el impacto que el referido horario tiene en nuestra Comisión, que ya se halla muy menguada.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Analizaremos el planteamiento formulado por Su Señoría en la próxima reunión de Comités.



Entiendo perfectamente la situación, por cuanto, como integrante de la Comisión de Minería y Energía, sé que sus reuniones coinciden en día y hora con las sesiones especiales a que convoca nuestra Corporación.



Pero, para información de los Señores Senadores, la sesión especial fijada para mañana quedó postergada hasta el miércoles 8 de octubre.

V. ORDEN DEL DÍA

HOMENAJE EN MEMORIA DE GENERAL CARLOS PRATS GONZÁLEZ

El señor TUMA (Vicepresidente).- Corresponde rendir homenaje al General Carlos Prats González.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Honorables Senadoras y Senadores; queridas Sofía, Angélica y Cecilia; estimados nietos del General Carlos Prats; señor Alcalde de Huechuraba, don Francisco Cuadrado; familiares todos:



Me parece de entera justicia que el Senado rinda hoy homenaje al General Carlos Prats González, uno de los más destacados Comandantes en Jefe que ha tenido el Ejército de Chile, continuador de una brillante tradición de soldados chilenos que, desde las luchas por la independencia, han honrado a la patria por su valor, por su concepción republicana y por mantener en alto los principios éticos que deben guiar a aquella rama de las Fuerzas Armadas.



El currículum del General Carlos Prats resulta impecable, y es la expresión de sus cualidades personales.



Fue el mejor alumno de su promoción, distinción que recibió del Presidente Arturo Alessandri Palma.



Continuó siendo alumno brillante en los cursos para oficiales del Estado Mayor en la Academia de Guerra, donde igualmente obtuvo el primer lugar.



Su vocación por el estudio lo llevó a cursar en la Universidad Católica de Chile una maestría en Ciencias Políticas, con mención en Relaciones Internacionales. También cursó un doctorado en Ciencias Políticas y Sociología en la Universidad Complutense de Madrid.



Fue un soldado con sólida preparación militar y un intelectual que incursionó en otras disciplinas para tener una más cabal comprensión de los fenómenos que se dan en las sociedades y en las relaciones entre los países.



Sus memorias constituyen una clara expresión de su profundidad de análisis y son fiel reflejo de su capacidad de interpretación objetiva de los hechos que le correspondió vivir. Son texto obligado para quienes quieran incursionar en uno de los períodos históricos más difíciles de nuestro país, donde la polarización, el sectarismo y la falta de visión de futuro caracterizaron a muchos actores.



Como oficial de artillería, el General Carlos Prats se desempeñó en diversas divisiones a lo largo de Chile. De trato cordial, preocupado por sus subalternos, sobresalía por su liderazgo y don de mando. Su autoridad era incuestionable: estaba fundada en su carisma; en la solidez de sus conocimientos; en la confianza que inspiraba; en su sentido del honor y de amor por la patria.



Ocurrido el asesinato de su gran amigo y compañero de armas General René Schneider, su antecesor en la Comandancia en Jefe del Ejército, el Presidente Eduardo Frei Montalva lo designó su sucesor. Asumió el cargo en un momento de gran complejidad política, caracterizado por los intentos de sectores de Derecha para evitar que Salvador Allende asumiera la Presidencia de la República.



La muerte del General Schneider, decidido defensor del Estado de Derecho y contrario a toda intervención de los cuerpos militares en el ámbito político, generó un clima de gran tensión en nuestro país.



Al General Prats le correspondió mantener la unidad del Ejército en torno a la denominada “Doctrina Schneider”, de prescindencia política, y al mismo tiempo, desincentivar a los sectores partidarios de un golpe de Estado.



La Doctrina Schneider, que recoge los más altos valores de nuestras Fuerzas Armadas, es una herencia valiosa, que concibe al Ejército como una entidad que actúa en el marco del Estado de Derecho, subordinando los mandos militares al poder civil, en el cual residen la soberanía y la voluntad populares.



El General Prats entendía que las armas que les confiere el pueblo a sus Fuerzas Armadas nunca deben volverse en contra de este. No corresponde a las Fuerzas Armadas, ostentadoras del monopolio de las armas, pretender torcer la voluntad ciudadana expresada a través del voto en elecciones libres e informadas, como tampoco erigirse en gobernantes de corte dictatorial.



No obstante sus diferencias, el General Carlos Prats y el Presidente Salvador Allende se entendieron a cabalidad. Ambos consideraban que por sobre sus discrepancias estaban los intereses más elevados de la patria. Por consiguiente, les correspondía trabajar en conjunto, respetándose recíprocamente. 


Salvador Allende era el Jefe del Estado; Carlos Prats, el Comandante en Jefe del Ejército: ambos representaban dos dimensiones de país y en sus hombros residía la estabilidad de la nación.



En tal sentido, el General Carlos Prats fue un verdadero paradigma del necesario entendimiento entre las Fuerzas Armadas y el pueblo soberano.


Al respecto, él mismo decía: “La institución tiene plena conciencia de que la tradicional unidad entre el pueblo y su Ejército es más fuerte que cualquier acción de la política contingente”.


Bajo la Presidencia de Salvador Allende, el General Prats llegó a ocupar cargos de la más alta responsabilidad. Fue Ministro de Defensa y del Interior, y Vicepresidente de la República. Cumplió con rigor sus funciones públicas; dio confianza a todos los sectores políticos, y con su esfuerzo logró momentos de entendimiento.



En junio de 1973 nuestro país se conmocionó con un intento de golpe que encabezó el Capitán Souper, al mando de un batallón de tanques. El General Carlos Prats, molesto por ese acto de indisciplina militar, contrario a la doctrina de que estaba imbuido, con valentía y autoridad enfrentó a pie la columna de tanques, obligando a deponer el movimiento golpista.



Dicho acto fue de un arrojo temerario, y causó la sorpresa y admiración de todos, con excepción de aquellos que, refugiados en sus casas u observando desde los cuarteles, veían con esperanza que ese movimiento pudiese terminar con el Gobierno legítimo del Presidente Allende.



El General Prats renunció a su cargo de Comandante en Jefe del Ejército después de varias provocaciones públicas de que fue objeto. Su dignidad de soldado ejemplar lo llevó a tomar esa decisión. Con su salida del Ejército desaparecía el principal obstáculo que encontraban los líderes golpistas dentro de esa rama de las Fuerzas Armadas. Con su salida la doctrina Schneider, que era también suya, quedaba proscrita.



El golpe de Estado significó la detención del General Prats y su salida hacia Argentina, junto con su esposa, Sofía Cuthbert.


Pinochet temía el liderazgo de ese hombre, quien lo superaba como soldado imbuido en valor, en eticidad, y como intelectual. Existen evidencias de que con su autorización se perpetró el horroroso doble crimen.


Al abandonar el país, el General Prats le dejó al General Pinochet una carta donde señala: “El futuro dirá quién estuvo equivocado. Si lo que ustedes hicieron trae el bienestar general del país y el pueblo realmente siente que se impone una verdadera justicia social, me alegrará de haberme equivocado yo al buscar con tanto afán una salida política que evitara el golpe”.


Los responsables directos del asesinato del General Prats y su esposa, Sofía, están condenados por la justicia chilena. Las pesquisas las inició en Argentina una jueza notable por su dedicación a encontrar y sancionar a los culpables del crimen: María Servini. En Chile continuó el proceso el juez Alejandro Solís, de impecable desempeño.



La familia Prats-Cuthbert, por su parte, contó con la valiosa labor de la abogada Pamela Pereira y con la persistencia de las hijas del matrimonio, quienes lucharon más de veinte años para que se aclarara definitivamente el horroroso asesinato de sus padres.



No hay palabras para describir el dolor que nos causó la muerte del General Prats y su esposa, Sofía Cuthbert, y la desesperanza y la frustración experimentadas cuando la razón era destronada de su sitial. Las estelas de la explosión que les causó la muerte aún nos provocan mucha tristeza.



Valoramos que el Ejército de Chile haya repudiado el crimen del General Carlos Prats, al que calificó como acto cobarde consumado por militares. Su Comandante en Jefe señaló en aquella oportunidad que quienes cometieron tal acto “con su extrema crueldad violaron trágicamente, además, los principios que constituyen el acervo moral de la Institución”.


El General Carlos Prats nos deja una lección para el futuro de nuestra patria. Una lección que surge de la integridad moral de un hombre al que le tocó enfrentar circunstancias muy complejas y trágicas para nuestra historia, en las cuales logró mantener una convicción sobre cómo nuestra sociedad debía resolver sus conflictos.



Concluyo este homenaje reconociendo particularmente el admirable, valiente y perseverante esfuerzo de las hijas del matrimonio Prats-Cuthbert -asimismo, el de sus esposos e hijos- por exigir la verdad sobre la muerte de sus padres y condenar a los autores del crimen.



Muchas gracias.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, distinguidas Senadoras, distinguidos Senadores:



Un saludo muy especial y cariñoso a toda la familia del General Carlos Prats González, pero especialmente a sus hijas, Angélica, Sofía, Cecilia, y a sus nietos.



Hoy se conmemoran cuarenta años del cobarde asesinato del General Prats y su señora. Y es justo y correcto que el Senado de la República rinda este homenaje.



El General Prats fue un brillante soldado: su trayectoria así lo señala.



Egresó de su promoción en la Escuela Militar, a la que ingresó en el año 1931, como el mejor alumno. Y esta distinción se la entregó el Presidente Arturo Alessandri Palma.



Tenía una especial vocación por la Filosofía y la Literatura.



Hizo una carrera brillante no solo en sus primeros años de formación: también posteriormente, cuando ingresa al Curso Regular de Estado Mayor de la Academia de Guerra, del que egresa asimismo con la primera promoción.



Fue profesor de Historia Militar, Estrategia y Logística, y comandó los regimientos de Talca, Santiago y Concepción.



En 1969 ascendió a General de División. Luego fue designado Comandante en Jefe del Ejército por el Presidente Eduardo Frei Montalva y ratificado en ese cargo por el Presidente Salvador Allende.



¡Fue brutalmente asesinado!



La historia puede tener varias interpretaciones. Habrá en Chile por muchos años más quienes sustenten visiones distintas de lo que fue esa época trágica de nuestra vida como nación. Pero existe algo en lo que todos tenemos el deber moral y político de coincidir: asesinar a un General de Ejército -en este caso, también a su esposa- que había defendido con energía, vigor y valentía los valores y principios de la democracia es un acto no solo repudiable, sino además de una cobardía infinita.



El mayor legado del General Prats es precisamente demostrar que las democracias no se cuidan solas: tenemos que cuidarlas todos; que las democracias no se construyen al azar: se construyen día a día con el esfuerzo de todos los sectores políticos y de la ciudadanía, y que cada uno debe asumir la responsabilidad de saber que el respeto a las reglas de la democracia y a la dignidad de las personas es un valor que no se puede transar bajo ningún pretexto.



Además, con los años, el asesinato del General Prats debe transformarse, pese al dolor de su familia, en un símbolo: no hay causa ni justificación para la violación de los derechos humanos y quienes buscan algún pretexto para justificarla terminan siendo enemigos de la paz social.



Los derechos humanos deben respetarse siempre, pues cada persona tiene exactamente el mismo derecho a vivir que los demás.



El General Prats fue un soldado valiente. Defendió sus principios con convicción. Supo estar al mando en momentos dificilísimos de la historia de nuestro país, cuando parecía que, más que adversarios, éramos enemigos.



Fue objeto de ataques, de fuertes críticas. Y, probablemente, es parte de las reglas del juego de la democracia. Pero nadie puede poner en duda que fue un hombre íntegro, correcto; un soldado ejemplar, amante de su patria, a la que sirvió incluso con su vida.



Quiero, finalmente, expresar mi solidaridad a su familia -a sus hijas, a sus nietos- y señalarle que el ejemplo que Carlos Prats dejó a todos los chilenos debe quedar grabado para siempre no solo en el corazón sino también en el alma de la democracia y de las futuras generaciones.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Matta.

El señor MATTA.- Señora Presidenta, estimados colegas, querida y respetada familia Prats-Cuthbert:



El Comité de Senadores de la Democracia Cristiana adhiere a este homenaje, que se tributa cuando ya se cumplen exactamente cuarenta años del asesinato del ex General, ex Vicepresidente de la República, ex Ministro del Interior y de Defensa Nacional y ex Comandante en Jefe del Ejército, don Carlos Prats González, y de su esposa, señora Sofía Cuthbert, en la ciudad de Buenos Aires, a manos de un comando de la DINA.



Además de su impecable carrera militar, siempre como primera antigüedad, Carlos Prats destacó en cuanto intelectual: autor de cuentos y ensayos, bajo el seudónimo Aristarco, y amante de las artes, nos legó en sus Memorias. Testimonio de un soldado un acabado ensayo historiográfico acerca de los tumultuosos períodos que le tocó vivir y su visión sobre las principales figuras políticas de la época, libro que con el tiempo se ha convertido en esencial para quienes deseen de verdad conocer lo ocurrido en nuestro país durante las décadas de los 60 y 70.



En el plano castrense, Prats fue el primer responsable del proceso de modernización del Ejército.



Tuvo a su cargo el esfuerzo por mejorar significativamente las rentas de los militares luego de los sucesos conocidos como “tacnazo”.



Y más tarde, ya como Comandante en Jefe, fue indispensable a la hora de sofocar el “tanquetazo” del 29 de junio de 1973, cuando enfrentó en persona, uno a uno, a los sublevados.


La clara señal de descontento no sirvió para evitar el movimiento definitivo del 11 de septiembre de aquel año. Pero para esa fecha Prats ya había renunciado a la institución a la que sirvió toda su vida.



En esos cuarenta años el General Prats ha recibido el reconocimiento de la historia y una amplia valoración de todos los sectores nacionales como uno de los más firmes defensores de la doctrina de independencia de las Fuerzas Armadas frente al poder político, superando con su ejemplo las difíciles circunstancias en que se desempeñó como Comandante en Jefe del Ejército y las injustas críticas que se le hicieron en su momento por colaborar con el Gobierno de la Unidad Popular. Todo ello, con el fin de evitar el golpe de Estado y encontrar una solución política a la crisis institucional que nuestra nación vivía en esos años.



Una gran señal de reconciliación nacional en torno a su figura se produjo cuando el propio Ejército de Chile repudió en duros términos el asesinato de quien había sido su Comandante en Jefe. Ello, con motivo de la condena a los responsables del homicidio en julio de 2010: siete de los nueve condenados eran oficiales de la institución.



Se puede cuestionar la demora que demandó llegar a ese acto, pero lo importante es que hoy en día nadie se atrevería a cuestionar la doctrina de prescindencia política de nuestras Fuerzas Armadas. Y eso es en gran parte la herencia que dejó el General Carlos Prats.



Esperamos entonces que esta fecha, que es indudablemente dolorosa y debe mantenerse como vivo testimonio del grado de locura a que llegó nuestro país, sirva a las nuevas generaciones para comprender que el odio siempre termina siendo derrotado por la verdad y la justicia.



Como Senado, debemos rendir homenaje a la figura de Carlos Prats; agradecer a su familia los sacrificios que ha tenido que soportar debido a la vocación de servicio a la patria que tenía ese militar; y, sobre todo, con la sabiduría que proporciona el tiempo, tomar cuantas medidas sean necesarias para evitar que el odio vuelva a enquistarse en las relaciones de respeto que hemos de mantener entre los chilenos.



Al momento de cumplirse cuarenta años del alevoso homicidio del General Prats y de su esposa, el balance de la historia muestra claramente que la figura de ese militar se agranda con el paso del tiempo, mientras se empequeñece la de aquellos que se atrevieron a atentar contra quien había sido la máxima autoridad del Ejército.



Esa sola circunstancia debería servir como marco de honor a su nombre y como reafirmación de la permanente validez de la doctrina profesional y de prescindencia que deben observar las ramas de la Defensa Nacional.



La sociedad ha aprendido mucho  en estos difíciles años, y es impensable que vuelvan a registrarse abominaciones como las que se vivieron en ese período.



El sacrificio de Carlos Prats debe ser un recordatorio, un ejemplo y un modelo de compromiso de todos, sin excepción, con el país.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, Honorables Senadoras y Senadores, familia del General Carlos Prats y de la señora Sofía Cuthbert:



Era cerca de la medianoche del 30 de septiembre de 1974 cuando una explosión despertó a un habitualmente tranquilo barrio de Palermo, en Buenos Aires: una bomba adosada a un pequeño automóvil había destrozado la vida del ex Comandante en Jefe del Ejército de Chile General Carlos Prats González y de su esposa, Sofía Cuthbert, ambos refugiados en Argentina hacía ya casi un año.



El largo y terrorífico brazo de los organismos de represión chilenos inició esa noche una cacería a muerte de todas las personalidades que, por su prestigio y sólidos principios, pudieran eventualmente, desde el exilio, encabezar una opción democrática frente a una dictadura que se consolidaba sin mayores escrúpulos.



Se cumplía así una sentencia artera emitida desde los círculos más altos del Régimen militar, que el General Prats presentía y había manifestado a sus cercanos.



En representación de la bancada del PPD, integrada por los Senadores señora Adriana Muñoz y señores Ricardo Lagos, Guido Girardi, Eugenio Tuma, Jaime Quintana y Felipe Harboe, y en mi propio nombre, como Senador independiente miembro de ella, rindo homenaje -para mí es un honor hacerlo- a ese militar ejemplar, adherente incondicional a nuestro ordenamiento democrático y constitucional, lo que testimonió a lo largo de las cuatro décadas en que sirvió en las filas del Ejército de Chile, siendo fiel exponente de lo mejor de su doctrina como institución permanente creada para asegurar la plena soberanía nacional y la integridad territorial de la república.



No merece la pena detenerse a verbalizar el desprecio que sus asesinos provocan hoy en la conciencia del mundo decente: dejemos a la justicia hacer lo suyo.



Hoy queremos recordar a Carlos Prats, no a sus victimarios. Deseamos recordar a ese joven de 16 años que ingresó como cadete a la Escuela Militar en tiempos turbulentos para la república. Corrían los primeros años de la década de los 30, marcada por sublevaciones y revueltas.



Queremos recordar también a ese alférez que se sobrepuso al clima de enfrentamiento e inestabilidad imperante para egresar con las mejores calificaciones de su promoción y que posteriormente, ya en plena madurez profesional, logró un desempeño brillante en el Curso de Estado Mayor, en la Academia de Guerra del Ejército de Chile. 



Fue un artillero premiado cuando joven por el Presidente Arturo Alessandri y ascendió a la Comandancia en Jefe bajo el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva.



Carlos Prats fue más que un soldado: fue también un hombre sofisticado. Tenía especial afición por las artes. La pintura, la música y la literatura eran sus debilidades.



¡Qué duda cabe de que fue un gran escritor! Cuando se leen sus memorias (Testimonio de un soldado) u otros escritos se aprecia una pluma suelta, clara, de quien logra desarrollar un estilo propio: con ritmos, pausas, giros gramaticales… nos muestran a un hombre de letras culto, refinado y con un bagaje cultural amplio, de esos de la vieja estirpe renacentista.



No pasaron inadvertidas para sus superiores, y luego para sus alumnos y subordinados, sus dotes intelectuales excepcionales. Sus clases de Estrategia Militar y la disciplina por excelencia de quienes aspiran al mando superior de las instituciones armadas estaban pobladas no solo de conceptos de ciencia militar, sino también de un vastísimo repertorio de saberes históricos que le permitían ilustrar sus explicaciones con un innato sentido de la pedagogía. Desde las campañas del General Baquedano en la Guerra del Pacífico hasta desconocidos hechos de armas de las Guerras Napoleónicas, el oficial Carlos Prats ponía ejemplos lúcidos y clarificadores.



Pero, según decíamos, para Carlos Prats -como para todos sus camaradas de armas- los tiempos que le correspondió vivir al interior de las filas del Ejército no fueron fáciles. Muy por el contrario. 



Ingresó como cadete a la Escuela Militar un año después de la República Socialista. En ese momento, oficiales de la recién creada Fuerza Aérea de Chile, con Marmaduke Grove a la cabeza, se alzaron contra el Gobierno del Presidente Juan Esteban Montero, poniendo en duda la capacidad de la Constitución vigente, la de 1925, para subordinar a las Fuerzas Armadas al orden civil y democrático.



Entre 1925 y 1973 nuestras Fuerzas Armadas vivieron los mismos ciclos complejos de la sociedad chilena. Frente a clases medias y sectores populares que se movilizaban en torno a demandas de participación social y política y de un acceso más equitativo a la distribución de la riqueza nacional, los miembros de las Fuerzas Armadas veían cómo se iban quedando rezagadas con relación a sus pares de la región sudamericana. Los presupuestos del sector Defensa iban disminuyendo año a año, y a pocos parecía importarles la mermada capacidad disuasiva de nuestras Fuerzas Armadas, lo que permitió, en parte, generar escenarios de alto riesgo para la patria en sendos conflictos con Perú y luego con Argentina en la década de los años setenta. Los militares se sentían socialmente aislados, encerrados en sus cuarteles e ignorados y minusvalorados en sus funciones profesionales.



En ese clima, la suscripción del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR), promovido por los Estados Unidos de América, poco a poco fue generando niveles de cooptación intelectual y doctrinaria que tendrían severas secuelas para el futuro de la política militar chilena. 



Carlos Prats fue claro, y lo dijo: “Fuimos ignorados y comenzamos a transformarnos en desconocidos”.



Paralelo a lo anterior, bajo el clima de tensión de la Guerra Fría e imbuidos cada vez más en las doctrinas antiinsurgentes y de la seguridad continental, la experiencia de la Revolución Cubana y su influjo sobre nuevos actores políticos, asociados a partidos populares, comenzaron a ser vistos como una amenaza para la seguridad del estado-nación chileno. Casi sin advertirlo la clase política de entonces, se fue socavando el pensamiento constitucionalista que logró permear primero la Carta de 1833 y luego la de 1925. La experiencia de la Unidad Popular y las confrontaciones de ese tiempo marcaron el punto de quiebre.



Carlos Prats asumió el mando del Ejército tras el dramático y oscuro montaje diseñado por mano foránea para secuestrar o dar muerte al General René Schneider. El entonces Comandante en Jefe del Ejército cayó víctima de un atentado que buscaba impedir la asunción al cargo del Presidente electo por los chilenos: Salvador Allende. 



Prats, que era su camarada y amigo, compartía con Schneider la doctrina que hoy lleva su nombre, en virtud de la cual el Ejército se concibe como una institución que está al servicio de la Carta Fundamental y subordinada al poder civil democráticamente elegido por la soberanía popular.



Esa doctrina, que Prats hizo suya desde siempre, era parte de la vieja tradición constitucional chilena que podemos ya rastrear en la Carta de 1833 y que, precisamente, subordinaba el poder militar al civil, lo que impidió que Chile siguiera el camino de la anarquía derivada de las insurrecciones sucesivas de los caciques militares que caracterizaron a buena parte de las naciones republicanas latinoamericanas.



El General Prats era esencialmente un militar profesional. No fue un ideólogo, ni tampoco un militante o un activista, sino un soldado profesional, apolítico, y quizás algo conservador; firme convencido del rol profesional de las Fuerzas Armadas y de la necesidad de que estas siempre estuvieran al servicio de Chile y de todos los chilenos. 



Fue ese convencimiento el que lo llevó a aceptar en dos oportunidades la convocatoria a integrar el Gabinete del Presidente Allende, primero como Ministro del Interior y luego como Ministro de Defensa. 



Frente a la crisis política que vivía nuestro país, su demanda permanente fue al diálogo democrático y al estricto respeto a la Carta Fundamental.



En medio del frenesí, los maximalismos ideológicos y las conspiraciones soterradas, el General Prats se fue quedando solo. Fue aislado de su propio Alto Mando, pero también se vio aislado por sectores democráticos. No por el Presidente Allende, quien comprendía la gravedad del momento y la necesidad de generar una solución política a la crisis. 



Todavía son tema de debate entre políticos e historiadores el sentido y la profundidad de los postreros esfuerzos del Presidente Allende y de hombres y mujeres como el General Prats por convocar a un plebiscito que dirimiera el conflicto; esfuerzos desoídos por líderes maximalistas que se engolosinaron con la verborrea revolucionaria, o que contribuían a alimentar las tensiones, o que ya habían jugado sus cartas para desencadenar en Chile una intervención militar que les permitiera recuperar el control del poder político y sus privilegios.



Prats tuvo la generosidad de renunciar a su cargo cuando sintió que su presencia en la Comandancia en Jefe del Ejército podría generar aun mayor división, con consecuencias previsibles de una guerra civil como la ya vivida en el traumático 1891.



De todo eso quedan lecciones en sus memorias (Testimonio de un soldado), texto que debería ser materia de estudio en la educación de nuestros jóvenes.



La renuncia del General Prats y la posterior asunción de Pinochet terminarían de cerrar el círculo trágico. Su sucesor, quien se sumó a horas últimas a los conspiradores, asestaría el golpe que derrocó al Presidente Allende y que acabó instalando en Chile una dictadura que impulsó una revolución conservadora, muchas de cuyas estructuras económicas y sociales siguen definiendo la vida de millones de chilenas y chilenos.



Señora Presidenta, hace 10 años el entonces Comandante en Jefe del Ejército, Juan Emilio Cheyre, cumplió con una deuda de honor de esa Institución: rendir homenaje a su Comandante en Jefe asesinado, homenaje que Pinochet se negó a hacer, amparándose en cuestiones formales y administrativas. 



Pero vamos al General Cheyre, quien decía frente a la tumba de Prats: “La dignidad del cargo alcanzado por el señor general Prats no merece la mezquindad del olvido o la indiferencia. El general Prats nos permite en este acto quedar en paz con nosotros mismos y no persistir en ofender su memoria de soldado”.



Esta tarde, junto con este homenaje, quiero interpelar con respeto a mis colegas, preguntando a mi vez cuántos generales Prats hay en el Ejército de Chile a los cuales no hemos siquiera conocido; cuánto más podemos hacer como parlamentarios para reparar la memoria de las víctimas y avanzar realmente a una reconciliación y reconocimiento entre chilenos.



El mejor homenaje que podemos tributar al General Prats y a su legado de consecuencia democrática es evitar que en el siglo XXI mantengamos con nuestras Fuerzas Armadas una distancia artificial y perjudicial. Hoy, gracias al  sacrificio de soldados como Schneider y Prats, podemos decir con orgullo que ellas son nuevamente de todas las chilenas y de todos los chilenos.



Para los familiares del General Prats aquí presentes, nuestro saludo afectuoso y cariñoso, con la conciencia de que estamos ante una gran familia, forjada por un gran hombre y una gran mujer. Sus hijas, especialmente, han sufrido mucho, pero llevan consigo el legítimo orgullo de ser las herederas de un hombre para la historia de Chile.



He dicho. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, estimados Senadores y Senadoras; Angélica, Sofía, Cecilia; familiares y amigos del General Carlos Prats y de su señora, Sofía Cuthbert:



Las bancadas de la Unión Demócrata Independiente y de Amplitud nos unimos al homenaje que, con justicia, el Senado le rinde al General Carlos Prats cuarenta años después de su muerte.



Recordar la figura del General Prats a cuarenta años del infame asesinato de que fueron víctimas él y su esposa es recordar a un personaje clave del último medio siglo de nuestra no mucho más extensa historia política, social y militar.



Carlos Prats fue ante todo un militar. Y un militar en la más estricta tradición de nuestro Ejército. No solo fue un soldado destacado desde sus inicios en la Escuela Militar, donde recibió de manos del propio Presidente de la República de la época, don Arturo Alessandri, la distinción como el mejor alumno de su promoción. 



Fue un soldado destacado durante toda su carrera, y aun después de su muerte los chilenos seguimos conociendo aspectos íntimos desconocidos de su vida, que engrandecen su figura. 



Como militar, también fue un hombre de su tiempo. Le tocó enfrentar quizá la época más efervescente de nuestra historia, que, en medio de la llamada “Guerra Fría”, dividía a los chilenos de una manera profunda y que dificultaba su reconciliación. 



En ese contexto, Prats destacó como un General republicano, estrictamente apegado al mandato soberano de la Constitución, las leyes y la voluntad ciudadana. 



A pesar de que el propio General Prats se veía a sí mismo y se declaraba como un militar “apolítico”, al igual que su recordado amigo el General René Schneider, aceptó el llamado del Presidente Salvador Allende al denominado “Gabinete de la Paz Social”, en noviembre de 1972, y desde las Carteras del Interior y de Defensa cumplió el encargo presidencial hasta la realización de las elecciones parlamentarias que contemplaba la Carta Fundamental. 



Pero Carlos Prats fue mucho más que un militar respetuoso del orden jurídico: fue también un intelectual que sabía apreciar la pintura y que escribió no solo importantes textos vinculados a su profesión militar -publicados incluso en el extranjero-, sino también ensayos y novelas que recibieron más de un reconocimiento. Una faceta poco conocida tal vez sea el premio que obtuvo por su cuento Tribunal de honor en un concurso del diario El Sur, de Concepción. 



Sus auténticas memorias, tituladas Testimonio de un soldado, dan cuenta de una historia personal plena en el servicio a Chile y en su esfuerzo por impedir la fractura social entre los chilenos que -como tragedia griega- nos depararía la historia.



He tenido la oportunidad de leer esas memorias, y creo que, sin lugar a dudas, representan uno de los testimonios más desgarradores de un período muy significativo de la historia de nuestro país. 



Sus obras como Comandante en Jefe del Ejército dan cuenta de los tiempos que vivió y que con tanta valentía enfrentó. Fue así como impulsó la Ley de Control de Armas, que tanta actualidad ha cobrado en las últimas semanas. Fue también uno de los grandes defensores e impulsores del carácter profesional, disciplinado, jerarquizado, obediente y no deliberante de las Fuerzas Armadas y de la incorporación de estos elementos como norma constitucional.



Señora Presidenta, quizá si las mejores palabras que definen el carácter y el rol que la historia le deparó al General Carlos Prats sean las que él mismo escribió al renunciar a la Comandancia en Jefe del Ejército: 



“… he estimado un deber de soldado de sólidos principios no constituirme en factor de quiebre de la disciplina institucional y de dislocación del Estado de Derecho, ni servir de pretexto a quienes buscan el derrocamiento del Gobierno institucional”.



A cuarenta años de su ignominioso homicidio -lo repudiamos en forma clara y contundente, como lo hizo todo Chile; como lo realizó con fuerza el propio Ejército, del cual formó parte durante tantos años, y que, según se expresó recién, bajo la Comandancia en Jefe del General Juan Emilio Cheyre, fue reivindicado públicamente, en una ceremonia a la que me tocó asistir y que recuerdo con especial emoción, por lo que significaba ese minuto de reencuentro del General Carlos Prats con su querido Ejército-, quede para la memoria de todas las generaciones futuras la firme determinación de un hombre de armas en el sentido de respetar la Constitución y la ley, únicas herramientas legítimas para zanjar las diferencias entre los hombres. 



Por esos motivos, en nombre de los Senadores y Senadoras de la Unión Demócrata Independiente y de Amplitud, quiero expresar a la familia, a los amigos y a todos los que se sientan cercanos al General Carlos Prats y a su señora, Sofía Cuthbert, nuestro afecto y nuestra solidaridad ante el dolor que todavía les acompaña. 



He dicho. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Finalmente, tiene la palaba el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas Senadores y Senadoras; querida familia del General Carlos Prats y Sofía Cuthbert; Angélica, Sofía y Cecilia; nietos, como Carlos Cuadrado, Alcalde de Huechuraba, quien nos acompaña:



Hoy, a cuarenta años de ocurrido, conmemoramos el alevoso asesinato del General Carlos Prats, soldado que entregó su vida por la defensa de la democracia y la promoción de la igualdad entre los hombres, y de su esposa, Sofía Cuthbert. 



Nació en Talcahuano el 2 de febrero de 1915. Hijo de Hilda González y de Carlos Prats Risopatrón, fue el mayor de cuatro hermanos. Vivió la niñez en su ciudad natal, donde cursó también los estudios primarios. Ya en la enseñanza secundaria, en el liceo de Concepción, disfrutaba de su afición por la Filosofía y la Literatura. 



Fue, como se ha dicho aquí, el mejor egresado de su promoción en la Escuela Militar, a la que ingresó en 1931, cuando apenas tenía 16 años. En 1934, fue el entonces Presidente de la República, Arturo Alessandri Palma, el encargado de entregarle la distinción como tal.



Y es que el Ejército de Chile era para Carlos Prats uno de los pilares que, junto con su familia y el amor por su país, sostenían su vida.



Ya en ese entonces, según narró en sus memorias, “había aprendido la lección de que el Ejército es una institución que no tiene derecho a usar ilegítimamente las armas contra sus propios compatriotas”.


Su traslado a Santiago coincidió con el deseo de seguir la carrera militar. Oficial de artillería, desde su egreso de la Escuela Militar sirvió en diversas guarniciones de nuestro país. Pero su gusto por el Ejército crecía más y más, por lo que ingresó al Curso Regular para Oficiales del Estado Mayor en la Academia de Guerra, donde obtuvo el primer lugar de su promoción. Más tarde sería profesor de Historia Militar, Estrategia y Logística en ese establecimiento. 



En 1957, ya con el grado de Mayor, ocupó el puesto de Jefe del Departamento Confidencial de la Subsecretaría de Guerra. Fue destinado también a cumplir misiones en el Grupo de Artillería a Caballo N° 3. Asimismo, comandó los regimientos de Talca, Santiago y Concepción. Y en 1964 fue designado Agregado Militar en Argentina. 



Fue ascendido a coronel en 1967, y al año siguiente, a General de Brigada. En 1969 fue ascendido a General de División y puesto a la cabeza de la Tercera División del Ejército. También desempeñó el cargo de Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional.



Su carrera militar siguió creciendo y adquirió cada vez más responsabilidades. 


El 26 de octubre de 1970 fue nombrado Comandante en Jefe del Ejército por el Presidente Eduardo Frei Montalva, lo cual fue ratificado posteriormente por el Presidente Salvador Allende. Al asumir el cargo, el 2 de noviembre de ese año, el general no pudo obviar mencionar en su discurso el asesinato de su par, René Schneider, el 22 de octubre de 1970, como parte de una conspiración orquestada para intentar evitar que Allende asumiera la Primera Magistratura. Este asesinato es otro capítulo de la impunidad en nuestro país.



Durante su permanencia a la cabeza de la institución, el general Prats inició un plan de modernización y racionalización, cuya trascendencia se extiende hasta la actualidad. Por ejemplo, logró que se dictara una ley que permite que los suboficiales también voten en las elecciones regulares, lo que demuestra su profundo compromiso con los valores de la democracia.


Asimismo, como se ha recordado, fue Ministro del Interior y Vicepresidente de la República, y titular de Defensa en 1973. El ambiente político y social de este año era complejo en extremo. La presión ejercida por los opositores al Gobierno para destituir al Presidente Allende era inmensa, así como también el hostigamiento a las Fuerzas Armadas. En dicho escenario tuvo lugar el “tanquetazo”: sublevación de una parte del Ejército, que sacó sus tanques a la calle el 29 de junio, lo cual presagió el futuro golpe de Estado.


Por ello, el 23 de agosto de ese mismo año Prats se retiró del Ejército, motivado además por sus fuertes diferencias con el pensamiento de algunos sectores de la institución, que día tras día iban adquiriendo, por desgracia, más fuerza.



Solo cuatro días después del golpe de septiembre de 1973, que instaló a la dictadura en nuestro país, Prats viajó a Argentina desolado porque la institución que tanto amaba prefirió usar las armas antes que buscar una salida política a la situación que en ese tiempo se vivía.


En ese contexto, Prats interpeló al dictador Pinochet, al afirmar -como recordaba la señora Presidenta del Senado en su discurso-: "El futuro dirá quién estuvo equivocado. Si lo que ustedes hicieron trae el bienestar general del país, y el pueblo realmente siente que se impone una verdadera justicia social, me alegraré de haberme equivocado al buscar con tanto afán una salida política para evitar el golpe".


En Argentina trabajó como gerente de una empresa, a la par que escribía sus memorias, en medio de amenazas contra su vida. Estaba triste, según recuerdan sus cercanos, pues no lograba tranquilidad al ver el nuevo papel que cumplían en Chile el Ejército y las Fuerzas Armadas.



Planeaba viajar a Madrid, en donde una universidad le había ofrecido impartir clases por un año. Pero sus pretensiones fueron truncadas. Se le negó su pasaporte, ¡qué casual…! Y un bombazo cortó su vida y la de su esposa el 30 de septiembre de 1974.



A 40 años de distancia de ese hecho cobarde, que amputó un gran soldado a Chile y a su Ejército, podemos decir: “Prats no se equivocó. Por el contrario, fue un visionario que anticipó el dolor en que se sumergiría la patria por la acción de un sector de nuestra sociedad que instrumentalizó de manera siniestra a los cuerpos de las Fuerzas Armadas, rompiendo su larga tradición de respeto a la Constitución y las leyes”.


Prats también acertó en la elección de los principios que guiaron su existencia: la democracia, la justicia social y la igualdad constituyeron los principales focos que guiaron su larga y destacada trayectoria como militar y hombre público, la cual recordamos con orgullo y como ejemplo para las nuevas generaciones.


Su asesinato no fue un hecho aislado: fue parte de la llamada “Operación Cóndor”, fue parte de una decisión política.



Cómo no recordar hoy las palabras de Pamela Pereira, la abogada que representó a la familia durante años en los tribunales de Chile. Ella aseguró valientemente que, de acuerdo con los antecedentes existentes en el proceso, el exdictador Augusto Pinochet debió encabezar la nómina de los procesados en esa causa. De igual forma, afirmó valiente y decididamente que, por desgracia, en otro proceso se le decretó demente, pero que, hipotéticamente, si esa resolución no se hubiera dictado, Pinochet habría sido juzgado. A él lo salvó esa resolución de demencia.



Esta abogada solicitó -recordemos- el procesamiento de varias personas.



Todos sabemos quiénes estaban involucrados: por cierto, Manuel Contreras; Pedro Espinoza Bravo; el general Raúl Iturriaga Neumann; el agente civil Jorge Iturriaga Neumann; Michel Townley; el brigadier Zara; Enrique Arancibia Clavel.



Es bueno para la historia decir las cosas por su nombre. Porque fue en septiembre cuando se desplegaron varias operaciones. Y esta fue la primera del brazo largo de la DINA en el exterior.



Hoy, cuando las Fuerzas Armadas se han reencontrado con su pueblo y su tradición, con su legado constitucionalista y republicano, el recuerdo del general Carlos Prats continúa siendo fuente de inspiración para las nuevas generaciones militares; para los jóvenes que deciden seguir la carrera de las armas a fin de defender a la democracia y al pueblo de Chile, en la convicción de que nunca más quienes por mandato ostentan el poder de las armas se vuelvan en contra del poder constitucional o de las personas que dan forma a nuestra nación.


El recuerdo de Prats, que trascendió nuestras fronteras, también se mantiene vigente en países hermanos que supieron del dolor de nuestra patria en todo el mundo.



Prats vive en nosotros, en su Ejército, en el sentido del servicio público, en los símbolos patrios.



No pudieron destruirlo aunque atentaron contra su vida y la de su distinguida esposa, Sofía; no pudieron vaciar el sentido de su ejemplo, ni la precisión de sus palabras; no pudieron con su verdad. Y la vergüenza del crimen perpetrado perseguirá para siempre a quienes intentaron borrar de la historia el paso firme del general Carlos Prats González.


A 40 años de distancia, saludamos su recuerdo, pero también a sus familiares presentes: a Angélica, a Sofía, a Cecilia -que no nos pudo acompañar-, quienes estuvieron persistente y constantemente luchando por la verdad y por la justicia en Argentina y en Chile.


En nombre del Comité Partido Socialista, deseo entregar nuestro saludo y el del Senado, y rendir un homenaje a un hombre, a un patriota, a un republicano, quien jamás será olvidado, porque tenía razón: las muertes no acallan.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- De esta forma, el Senado de Chile ha rendido un justo homenaje al general Carlos Prats González, al cumplirse 40 años del vil asesinato de él y de su esposa, Sofía Cuthbert, en el cual todas las bancadas quisieron participar.



Suspenderemos la sesión por un minuto, a fin de compartir con su familia: sus hijas aquí presentes, aunque no esté Cecilia; sus nietos, y con el Alcalde de Huechuraba, quien también se encuentra con nosotros.



Se suspende la sesión.

)------------(



--Se suspendió a las 17:25



--Se reanudó a las 18.

)----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Después de haberse rendido el merecido homenaje en memoria de don Carlos Prats González por parte de los respectivos Comités y de la señora Presidenta, entraremos a tratar el primer proyecto del Orden del Día.



Aprovecho de saludar a las instituciones y organizaciones que han venido a presenciar el debate.



Solicito autorización para que ingrese a la Sala el señor Cristóbal Osorio, asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno.



--Se accede.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Saludo, además, al Ministro señor Elizalde, quien también se encuentra presente.

REGULACIÓN DE ACUERDO DE VIDA EN PAREJA
El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el acuerdo de vida en pareja, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7.873-07 y 7.011-07, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



1) Del primer proyecto (7.873-07) se da cuenta en sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.



2) Del segundo proyecto (7.011-07) se da cuenta en sesión 30ª, en 29 de junio de 2010.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 48ª, en 23 de septiembre de 2014.



Hacienda: sesión 48ª, en 23 de septiembre de 2014.



Discusión:



Sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013 (queda para segunda discusión); 83ª, en 7 de enero de 2013 (se aprueba en general).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 7 de enero del año en curso.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Dicho órgano técnico efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, algunas de las cuales fueron acordadas por unanimidad y otras, que serán puestas en discusión y votación oportunamente, solo por mayoría.



La Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que no introdujo modificaciones al texto propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.



De las enmiendas unánimes, la recaída en el artículo 36 tiene rango orgánico constitucional y ha de ser aprobada con 21 votos favorables. Por su parte, la recaída en el artículo 41 es de quórum calificado y requiere 19 votos a favor para su aprobación.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.



Hago presente que el Comité Unión Demócrata Independiente solicitó votación separada de todos los artículos, sin perjuicio de que Sus Señorías también deben pronunciarse separadamente acerca de las enmiendas que fueron aprobadas solo por mayoría en la Comisión de Constitución.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, don Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, corresponde que la Sala se pronuncie en particular sobre la iniciativa individualizada, cuyos antecedentes reglamentarios ya fueron descritos por el señor Secretario General.



Como se recordará, se trata de un proyecto que refunde en un solo texto una moción del Senador señor Allamand y un mensaje del anterior Gobierno.



Esta iniciativa cuenta, además, con el decidido respaldo del actual Ejecutivo.



En consecuencia, nos encontramos ante un cuerpo normativo que ha generado un alto consenso político.



Hace unos meses, la Corporación aprobó por amplia mayoría la idea de legislar sobre esta materia. En consecuencia, ahora nos corresponde pronunciarnos acerca de las enmiendas que introdujo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y que, en el ámbito de su competencia, ratificó la de Hacienda.



A las sesiones que celebró la Comisión de Constitución asistieron diversas organizaciones, las que tuvieron la oportunidad de presenciar el debate y exponer sus puntos de vista sobre esta iniciativa. Asimismo, se recibieron diversos informes de la Biblioteca del Congreso Nacional y las opiniones de distintos profesores de Derecho Civil, entre los cuales cabe destacar a los señores Eduardo Court, Pablo Cornejo y Pablo Urquízar.



Se trató de un estudio que nos demandó muchas sesiones y en el que consideramos alrededor de doscientas indicaciones.



Producto de ese trabajo, hemos concordado un texto que, en parte, confirma algunas de las reglas contenidas en el proyecto aprobado en general, pero que a su vez precisa y perfecciona algunas de sus disposiciones. Asimismo, reordenamos sus preceptos mediante una nueva numeración, con el fin de mejorar la redacción y la técnica legislativa.



Tal como lo establece la Constitución Política y lo prescribe nuestra Ley Orgánica Constitucional, hemos consultado la opinión de la Excelentísima Corte Suprema. Conforme a lo anterior, se incorporaron a esta iniciativa la totalidad de las sugerencias que en su oportunidad nos formuló el Máximo Tribunal del país.



¿Cuáles son las principales características del proyecto?



En primer lugar, se dispone que el acuerdo de vida en pareja es un contrato distinto del matrimonio que puede ser celebrado por dos personas, de igual o diferente sexo, con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente. Las partes de este contrato se denominan “convivientes civiles”, y este se enmarca dentro de aquellos que regulan las relaciones de familia.



Asimismo, se dispone que quienes lo celebren adquirirán el estado civil de pareja civil y tendrán los derechos y obligaciones que fija la ley.



Igualmente, se prescribe que este acuerdo no podrá sujetarse a plazo, condición, modo ni gravamen alguno. Tampoco será posible prometerse su celebración.



Se ha definido que este acuerdo se celebrará ante un oficial del Registro Civil, debiendo los contrayentes declarar que no se encuentran ligados por vínculo matrimonial o por un acuerdo de vida en pareja vigente. De todo lo anterior se dejará constancia en el registro especial que para estos efectos llevará el mencionado servicio.



Se ha sido particularmente estricto en cuanto a los requisitos que deben reunir quienes celebren este tipo de contratos.



Al respecto, se establece que los contrayentes han de ser mayores de edad y tener la libre administración de sus bienes. Se dispone que las partes deberán consentir libre y espontáneamente en su celebración.



En cuanto al último requisito, se dispone que la voluntad estará viciada si hubo error acerca de la persona del otro contrayente o se ejerció fuerza respecto de uno de ellos o de ambos.



El texto aprobado en particular precisa, además, que no podrán celebrar este tipo de contrato entre sí los ascendientes y descendientes por consanguinidad o afinidad.



También hemos aprobado normas no consideradas en el proyecto acordado en general. Ellas están destinadas a proteger los intereses de los menores de edad y las relaciones de familia.



Un aspecto importante de la iniciativa y que no había sido regulado previamente se refiere a la inscripción en nuestro país de acuerdos de vida en pareja, uniones civiles o contratos equivalentes no matrimoniales celebrados en el extranjero. En relación con ese aspecto, el proyecto regula sus efectos en Chile. En este sentido, se han definido seis reglas que clarifican especialmente lo vinculado con sus efectos.



En ningún caso tales disposiciones están pensadas para validar en nuestro país matrimonios celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo.



En cuanto a las obligaciones que nacen de este contrato, hemos acordado que las partes se deberán ayuda mutua y que estarán obligadas a solventar los gastos generados por su vida en común.



En materia patrimonial, acordamos que los convivientes civiles conserven la propiedad, goce y administración de los bienes que adquieran a cualquier título, a menos que se sometan de manera expresa e irrevocable a las reglas de la comunidad que se establecen en el artículo 15 del proyecto.



Igualmente, hemos perfeccionado las reglas en materia sucesoria ya contempladas en esta iniciativa. Se ha establecido que cada conviviente civil será legitimario del otro y que podrá ser desheredado si incurre en alguna de las indignidades señaladas en el artículo 1208 del Código Civil.



También hemos reforzado las normas para proteger los derechos del conviviente civil sobreviviente, en especial para reclamar las indemnizaciones que correspondan a consecuencia del fallecimiento de su conviviente civil por el hecho ilícito de un tercero.



En el aspecto jurisdiccional, la Comisión definió que el juez con competencia en el ámbito de familia será el encargado de conocer de los asuntos a que dé lugar este acuerdo, salvo que la materia por dilucidar sea de competencia del juez de letras en lo civil.



Para fijar ese criterio hemos tenido en consideración que este acuerdo crea un nuevo estado civil, por lo que los asuntos relacionados con él deben ser conocidos por el juez con competencia en materia de familia. Este planteamiento fue confirmado por la Excelentísima Corte Suprema.



El órgano técnico analizó con detalle las causales de término del acuerdo de vida en común.



En primer lugar, se precisó que puede concluir por la muerte natural o presunta de uno de los convivientes civiles; por el matrimonio de los convivientes entre sí, cuando proceda; por mutuo acuerdo de las partes; por voluntad unilateral de uno de los convivientes civiles, lo cual deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante el oficial del Registro Civil, y, finalmente, por declaración judicial de la nulidad del acuerdo.



Cuando este contrato termine por las tres últimas causales mencionadas, la parte que haya postergado su desarrollo profesional o laboral por haberse dedicado a las labores propias del hogar común tendrá derecho a ser compensada económicamente.



La iniciativa concluye, en su Título VII, con un conjunto de adecuaciones a otros cuerpos legales, modificaciones indispensables para adaptar nuestra legislación a las normas de la ley en proyecto.



En tal sentido, y a modo de síntesis, se modifican el Código Penal, el Código Procesal Penal, el Código Orgánico de Tribunales, el Código del Trabajo, diversas normas de seguridad social, los Estatutos Administrativos de los funcionarios públicos y municipales, el Código Sanitario, la ley que sanciona las conductas terroristas y la que castiga el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.



Finalmente, se adecúa la Ley de Matrimonio Civil para impedir que puedan celebrar el contrato de matrimonio no solo quienes se hallen ligados por un vínculo matrimonial no disuelto, sino también los que tengan un acuerdo de vida en pareja vigente.



Señor Presidente, el proyecto que ahora votaremos en particular es una iniciativa innovadora, que da respuesta a miles de chilenos que no han querido contraer matrimonio pero que quieren hacer una vida en común.



Este proyecto permitirá, además, que parejas del mismo sexo puedan exteriorizar sus afectos y construir una relación amparada por el Derecho, poniendo fin a la discriminación que hoy las afecta y perjudica.



Con esta iniciativa estamos ampliando los espacios de la autonomía personal y la tolerancia, factores fundamentales para el adecuado funcionamiento de un régimen democrático.



Su aprobación acrecienta, en el ámbito civil, los niveles de libertad e igualdad que plantea nuestra Constitución. Nadie será obligado a someterse a un acuerdo de vida en pareja. Cada credo podrá seguir celebrando sus ceremonias religiosas de acuerdo con sus convicciones.



Colocaremos a nuestro país en el camino de las naciones más modernas y respetuosas de la autonomía personal, y daremos respuesta a un problema que afecta a más de dos millones de chilenos que no han querido o no han podido formalizar sus relaciones afectivas.



Por tales consideraciones, señor Presidente, proponemos a la Sala del Senado la aprobación en particular de este proyecto de ley.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- La iniciativa en análisis se halla en discusión particular y cuenta con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la de Hacienda.



La Mesa propone a la Sala escuchar a los parlamentarios que deseen referirse a cada una de las enmiendas formuladas. Posteriormente, una vez completada la lista de inscritos, procederíamos a votar teniendo en consideración la solicitud, ajustada a Reglamento, que ha planteado el Comité UDI en orden a votar separadamente cada artículo. Asimismo, ha renovado un conjunto significativo de indicaciones que fueron rechazadas en su oportunidad por la Comisión.



La Mesa considera necesario ajustarse a ese procedimiento para llevar a cabo la discusión y posterior votación de cada una de las indicaciones. Del mismo modo, sugiere a los señores Senadores inscribirse con el fin de efectuar un debate referido a cada enmienda. Después de ello abriríamos la votación en particular.



¿Habría acuerdo?

El señor WALKER (don Patricio).- Sí, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, lamento, desde ya, la decisión de la UDI en orden a pedir votación separada de cada artículo. Espero que sea para pronunciarse a favor de la mayoría de las normas.



Parto felicitando el trabajo de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que llevó a cabo una labor muy seria, con mucha altura de miras, respecto de un tema que a mi juicio es tremendamente importante.



Hoy día, lamentablemente, hay un porcentaje significativo de la población de Chile que vive una vulneración de…



Perdón, ¿disponemos de cinco minutos o…?

El señor LARRAÍN.- Diez.

El señor ROSSI.- Son diez. Aparecen cinco en pantalla.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Que sean cinco, no más…!



Con diez no vamos a terminar nunca.

El señor ROSSI.- ¿Por qué cinco?



Entiendo que deben ser diez minutos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Estamos en discusión particular, señor Senador. 

El señor ROSSI.- Llama la atención esperar tanto tiempo para hablar sobre este proyecto y que después…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón, Su Señoría.



Le voy a dar la palabra al señor Secretario, para que precise la situación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la discusión particular se han empleado dos fórmulas en el Senado.



Una ha sido realizar el debate de cada enmienda. En tal caso, los señores Senadores disponen de cinco minutos en cada norma, cuando se trata de impugnar una modificación efectuada por la Comisión, sin perjuicio, naturalmente, del derecho a fundar el voto.



La otra consiste en dar un tiempo a Sus Señorías para referirse al conjunto de las enmiendas y, posteriormente, votar.



Ahora bien, en el caso específico de este proyecto, un Comité pidió votación separada, artículo por artículo, y renovó, además, un sinnúmero de indicaciones rechazadas o declaradas inadmisibles en la Comisión. Y otros señores Senadores también renovaron indicaciones y solicitaron algunas votaciones separadas. A la vez, las enmiendas aprobadas solo por mayoría en Comisión, sea por una abstención, sea por un voto en contra, también tienen que votarse individualmente.



Ese es el sistema.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Una propuesta razonable sería dar los diez minutos y, posteriormente, votar sin discusión. En caso contrario, podría ocurrir que uno usara de la palabra por cinco minutos para referirse a cada artículo, lo cual, multiplicado por todos los preceptos que se deben considerar, nos va a tener, ¡ahí sí!, hasta la próxima semana.



Es más razonable, en mi opinión, que cada uno de nosotros disponga de diez minutos para después pronunciarnos artículo por artículo -o como se quiera-, pero sin discusión acerca de cada uno de ellos, porque de lo contrario vamos a ocupar muchísimo más tiempo.



No sé si será factible acoger mi sugerencia.



El Senador Allamand está a favor de la propuesta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, respecto de las indicaciones que presentamos, en realidad son muchas en número, pero pocas en cuanto a lo que significan, porque se refieren a dos temas centrales. Por lo mismo, en caso de aprobarse uno de ellos, se generará un efecto en cadena en un sentido; pero si se rechaza, se caerán las indicaciones correspondientes. Igual cosa podría ocurrir a la inversa.



Por eso no me gusta el mecanismo que plantean tanto la Mesa como el Senador Rossi, porque si hubiera votación sin una discusión previa, no se entendería mucho de qué se trata.



Yo prefiero que procedamos como dice el Reglamento: artículo por artículo. Se debaten las indicaciones que se hayan renovado en cada caso; se votan, y luego nos pronunciamos por la modificación respectiva.

El señor QUINTANA.- ¡Eso es más largo!

El señor LARRAÍN.- Puede ser. Pero hemos tenido experiencias similares cuando los Senadores de las bancadas de enfrente lo han solicitado, y nosotros hemos acogido su requerimiento porque les asiste el derecho a ello.

El señor ROSSI.- ¡Ustedes están en su derecho también!

El señor LARRAÍN.- Lo que planteo parece implicar una discusión muy extensa. Sin embargo, no es nuestro ánimo alargarla. Sí lo es debatir bien los temas centrales, que son dos o tres.



Creo que, en la medida en que tales asuntos se aborden en detalle, se irá simplificando el análisis de las indicaciones siguientes.



Este debate, si lo hacemos bien -desgraciadamente hoy lo empezamos tarde-, no debería durar más de dos días. Después de discutir a fondo las primeras indicaciones, ya no será necesario abundar en la argumentación cuando se estudien las enmiendas posteriores.



Esa es mi sugerencia.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Señores Senadores, voy a suspender la sesión por unos minutos para efectuar una reunión de Comités, a fin de lograr un acuerdo respecto al procedimiento.

)----------(



--Se suspendió a las 16:21.


--Se reanudó a las 18:33.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.



Los Comités han acordado dar la palabra, hasta por siete minutos, a cada Senador que lo solicite para referirse a materias del proyecto que sean de su interés.



En la sesión de mañana vamos a tratar en primer lugar la iniciativa que crea el Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, y después continuaremos con el análisis del presente proyecto, que no será votado hoy día, sino mañana, ocasión en la cual nos pronunciaremos artículo por artículo, de acuerdo al Reglamento.



Ese el acuerdo al que han llegado los Comités.



Volviendo a la discusión particular, tiene la palabra el Honorable señor Rossi, a quien interrumpimos cuando estaba empezado su intervención.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, como dije, esta iniciativa es muy importante, porque hoy en nuestro país, lamentablemente, los derechos humanos, sobre todo los de las minorías sexuales, se violan y vulneran de manera habitual.



Basta ver lo que pasa con lo relativo al derecho a la identidad de género: en Chile aún no se reconoce legalmente. En todo caso, ya hay un proyecto presentado al respecto, el cual propone que, para regularizar esa situación, debe mediar un proceso judicial y no un trámite meramente administrativo.



Tampoco existe matrimonio igualitario. De hecho, por esa misma razón nos hallamos discutiendo esta propuesta legislativa, la que también regula las uniones civiles o relaciones de convivencia entre personas heterosexuales.



Además, se observa discriminación a nivel laboral. Y el sistema educativo segrega a los niños que tienen una orientación sexual distinta.



Por lo tanto, desde el punto de vista simbólico, me parece de extraordinaria relevancia el que hoy estemos debatiendo en particular este proyecto en la Sala.



La primera pregunta que uno se hace es si era necesario regular las uniones civiles, las relaciones de convivencia. Y me alegro mucho de que el Gobierno y el Parlamento estimaran que sí lo era, básicamente porque hoy resulta evidente que existe una discriminación hacia las parejas del mismo sexo, que no pueden formalizar el vínculo a través del matrimonio.



Afortunadamente, esta iniciativa ha sufrido muchas modificaciones, y siento que se acerca bastante, en lo que respecta a su estatuto jurídico, a lo que es un matrimonio. No se trata de un asunto meramente civil; no es como un contrato de compraventa de vehículo. Estamos hablando de afectos, de hijos y de un montón de aspectos de los más esenciales del ser humano, que dicen relación con la dignidad de las personas.



Asimismo, las normas propuestas sirven para las parejas heterosexuales que deseen formalizar su convivencia, regular sus bienes, alcanzar cierta estabilidad emocional y jurídica, sin necesidad de contraer matrimonio.



No concuerdo con lo planteado por los colegas de la UDI -están en su legítimo derecho a proponerlo- en cuanto a incluir un régimen legal para las parejas que conviven y que no opten por el AVP o por el matrimonio. Entonces, cabe preguntarse: ¿para qué establecer el AVP si finalmente vamos a regular las convivencias o las uniones civiles de todas las personas, independiente de su voluntad de contraer un vínculo formal?



El estatuto jurídico que establece el texto de la iniciativa, a mi juicio, está bien pensado. Se hicieron modificaciones importantes para dar estabilidad jurídica, tranquilidad emocional, estatus y reconocimiento social hacia esa unión civil que se está formalizando. 



Por eso dije que lo propuesto en este proyecto es muy parecido al matrimonio si uno analiza, por ejemplo, los derechos y las obligaciones de la “pareja civil”, como se le denomina al estado civil de los contrayentes.



Además, se consagran aspectos afectivos (el cuidado de la pareja, la solidaridad mutua) y patrimoniales.



Las inhabilidades y las prohibiciones que se fijan son exactamente las mismas que rigen para los cónyuges.



En definitiva, el texto ha sido perfeccionado y hoy estamos en condiciones de garantizar que el AVP tendrá casi las mismas implicancias, en la práctica, que un matrimonio, lo cual me parece muy positivo.



El acuerdo de vida en pareja, en un principio, claramente no fue concebido como una figura civil. Se planteó primero que fuera otorgado por escritura pública ante notario; hoy se establece que se celebrará ante el oficial de Registro Civil. 



Por lo tanto, queda claro, como dije anteriormente, que se trata de una relación de familia. 



Además, se dispone que los asuntos de dicho vínculo atañen a los tribunales de familia. Eso también lo considero muy importante.



Por otra parte, el primer texto de la iniciativa no concebía un cambio del estado civil para las parejas que suscribieran un AVP.



Los parentescos de afinidad se regulan de manera similar al régimen que existe para los cónyuges.



Se reconocen los acuerdos de vida en pareja registrados en el extranjero.



Se contempla una compensación económica para la parte más débil en caso de nulidad, similar a la del divorcio tratándose del matrimonio.



También existe un aspecto bien importante relacionado con los hijos.



Cuando fallece uno de los convivientes padre o madre de un hijo biológico criado con la pareja, el juez podrá entregarle el cuidado del niño o niña al conviviente civil sobreviviente, considerando el bien superior del menor.



Eso me parece sumamente relevante.



Señora Presidenta, por todo lo expuesto -insisto-, este es un día muy significativo para la democracia chilena; también, para los derechos humanos, y, asimismo, para integrantes de la sociedad chilena que pagan impuestos, que se supone nacieron libres e iguales en dignidad y derechos, pero que han sido permanentemente discriminados y excluidos de -entre comillas- muchos beneficios. Y digo “beneficios” porque el matrimonio establecido en el artículo 102 del Código Civil no debiese estar supeditado a la orientación sexual, a la conducta sexual o a la identidad sexual de una persona.



Creo que hacia allá hemos de avanzar.



Espero que algún día -ojalá pronto- hagamos el cambio y se remplace en dicho artículo la expresión “un hombre y una mujer” por “dos personas” y así en Chile cualquier ser humano pueda tomar la decisión de casarse o no de manera libre, autónoma.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, quiero en primer término, felicitar a los autores de este proyecto -el Senador Andrés Allamand presentó la iniciativa original- y a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia (ya escuchamos la relación hecha por su Presidente). En el caso de nuestra bancada, le ha cabido una activa participación al Senador Pedro Araya.



También felicito a los integrantes de la anterior Comisión de Constitución. Y tratándose de nuestra bancada, a la entonces Senadora Soledad Alvear y al Senador Patricio Walker.



Hemos ido construyendo, a partir de la propuesta original del Senador Allamand, un proyecto que a mi juicio apunta en la dirección correcta. Por lo tanto, es justo otorgarles crédito a quienes participaron de manera protagónica en la tramitación.



En una frase, yo diría que para la Democracia Cristiana, según su acervo doctrinario y los principios que sostenemos en común, el concepto básico que justifica el proyecto sobre acuerdo de vida en pareja es la dignidad de la persona humana: eso sustenta la innovación institucional propuesta.



Tan persona es el rico como el pobre, el joven como el viejo, el hombre como la mujer, el homosexual como el heterosexual.



Por lo tanto, hay aquí una realidad ontológica que le da un fundamento muy sólido a esta iniciativa.



Se halla en juego la dignidad de la persona humana, no en un sentido abstracto, sino en el sentido concreto de cada individuo que goza como tal de dignidad y de derechos y deberes que le son inherentes.



En segundo lugar, existe hoy en nuestro país un estatuto jurídico para las parejas heterosexuales: el matrimonio, que es un contrato solemne en virtud del cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente.



Hay, pues, un estatuto jurídico desde la creación del Código Civil. Existe una Ley de Matrimonio Civil, que establece una institucionalidad que rige a las parejas heterosexuales. Pero no hay un estatuto jurídico que rija la vida de los convivientes, especialmente de los homosexuales.



En tal sentido, eso sí puede considerarse una discriminación arbitraria: hay estatuto jurídico para las parejas heterosexuales, pero no existe lo mismo para las homosexuales.



Me adelanto a decir que yo soy partidario de un matrimonio heterosexual, de un contrato entre un hombre y una mujer. Sin embargo, el punto es harina de otro costal; y lo discutiremos en otro momento, aunque se halla indirectamente relacionado.



Pero -reitero- no puede ser que no exista ningún estatuto jurídico para las parejas homosexuales.



En la ley contra la discriminación dijimos que no era discriminación arbitraria establecer una distinción razonable. A mi juicio, es razonable que el matrimonio sea un contrato entre un hombre y una mujer; eso no es una discriminación arbitraria, sino una distinción razonable.



Sí es discriminatorio y arbitrario que no exista estatuto jurídico alguno para las parejas o convivientes homosexuales.



En tercer lugar, ¿de qué se trata? En mi concepto, de formalizar relaciones de pareja como un objetivo de política pública.



No se trata de un aspecto religioso. Por supuesto, puede haber consideraciones religiosas. Pero no es mi caso.



Entonces, conviene a las políticas públicas formalizar las relaciones de pareja.



Europa viene de vuelta en esta materia. Me remito, entre otros, a los trabajos de Esping-Andersen, gran sociólogo danés, quien ha demostrado desde el punto de vista de las políticas públicas que en el caso de las parejas heterosexuales es bueno incentivar el matrimonio.



Sin embargo, en el caso de las parejas homosexuales no hay formalización, no hay estatuto jurídico, no hay institucionalidad.



En tal sentido, existe una discriminación arbitraria.



Eso le interesa a la sociedad. Porque las políticas públicas son un instrumento del Estado, pero reflejan las prioridades de la comunidad.



En cuarto lugar, el acuerdo de vida en pareja apunta en tal dirección al establecer un estado civil, el de pareja civil, y considerar convivientes civiles a quienes la componen.



Es un perfeccionamiento al reconocimiento institucional de las parejas convivientes.



Se trata de formalizar, de establecer un estatuto jurídico. Y, por consiguiente, la ley en proyecto apunta en la dirección correcta -insisto- desde el punto vista de las políticas públicas.



¿Homosexuales? ¿Heterosexuales? Para ser franco, tengo la duda.



El proyecto contempla ambos casos.



Me asalta la interrogante. Porque la situación de la pareja heterosexual está resuelta con la posibilidad del matrimonio.



En consecuencia, el gran vacío se relaciona con las parejas homosexuales.



Tengo la duda, señora Presidenta, aunque hay una ventaja en extenderlo, al menos potencialmente, a ambos casos: si estamos frente a uniones de hecho -práctica muy extendida en nuestro país, que carece de toda regulación-, obviamente sería un incentivo para formalizar dichas relaciones o las de convivientes que por cualquier razón no desean contraer matrimonio.



Crear el acuerdo de vida en pareja me parece, en principio, una alternativa razonable, aunque -como digo- me asalta aquella duda.



Sin embargo, como se trata de un incentivo que apunta a la formalización, estimo que a la postre puede constituir una solución sensata. Y no veo por qué vaya a debilitar la institución del matrimonio.



Entonces, tal cual existe el matrimonio como estado civil, habrá otro estado civil, el de pareja civil. Es distinto de aquel, pero igualmente constituye estado civil.



Establecer, pues, dicho estatuto es darles dignidad a esas parejas.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Su Señoría dispone de un minuto adicional para concluir su intervención.

El señor WALKER (don Ignacio).- Decía, señora Presidenta -y con esto termino-, que habrá convivientes civiles -serán diferentes de los cónyuges, que son propios del matrimonio- y existirán relaciones patrimoniales, pero también personales, como el deber de ayuda mutua.



Votaré a favor de esta iniciativa.



En principio, el acuerdo de vida en pareja me parece razonable, no obstante la duda que explicité en cuanto a la extensión a parejas homosexuales y heterosexuales.



En el caso de los hijos, pienso que es sensato considerar la entrega del “cuidado personal del menor al cónyuge o conviviente civil del padre o madre, siempre que hayan contribuido significativamente a su crianza y educación” (artículo 45 del proyecto).



Asimismo, estimo razonable que el estado civil de pareja civil se adquiera ante el oficial del Registro Civil y que a quienes integran aquella se les llame “convivientes civiles”.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, sin duda, este proyecto ha generado bastante polémica. Durante los últimos días hemos escuchado expresiones a favor y en contra. Y qué duda cabe, pues estamos legislando para hacer justicia a una cantidad importante de chilenos que no pueden regular sus relaciones afectivas.



Voy a votar a favor porque a través de esta iniciativa -esperamos que sea ley en el corto tiempo- reconocemos la dignidad intrínseca de la persona, que todos somos iguales y que nos asisten los mismos derechos y obligaciones.



Como consecuencia de ello, el Estado hace hoy una reparación especialmente a personas del mismo sexo que, teniendo una relación afectiva de pareja, no pueden regular su situación.



Por eso, en su génesis la ley en proyecto parte como una suerte de contrato comercial.



Cuando uno mira los textos originales, tanto el del Senador Allamand cuanto el del anterior Gobierno, se da cuenta de que planteaba un contrato comercial que regulaba los efectos derivados de la vida en común de dos personas del mismo sexo.



Eso fue evolucionando durante la tramitación de la iniciativa.



Aquí hay que reconocer los aportes de todos los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en el sentido de, con el establecimiento de la nueva institución, procurar la regulación de los efectos que produce una relación afectiva entre parejas del mismo sexo o heterosexuales.



¿Por qué? Por lo siguiente. A mi juicio, el punto central del proyecto radica en que no estamos regulando un contrato comercial -como la compraventa de una casa, de un vehículo-, sino las relaciones afectivas entre dos personas, y a partir de eso les generamos a estas una serie de obligaciones y derechos.



El Senador Ignacio Walker planteó uno de los aspectos centrales que se discutieron: quiénes pueden suscribir el acuerdo de vida en pareja.



En lo personal, sostuve en la Comisión de Constitución que no podíamos discriminar y que el AVP debía regir tanto a parejas homosexuales como a parejas heterosexuales. Ello, porque si se dejaba solo para parejas del mismo sexo podíamos caer en una discriminación innecesaria.



Asimismo, señalé -y quiero reiterarlo- que existe una franja de chilenos heterosexuales que no creen en la institución del matrimonio, por diversas razones -convicciones filosóficas, políticas, en fin -, y seguramente están viendo el acuerdo de vida en pareja como una forma de regular los efectos patrimoniales que pueda tener la convivencia en común con su pareja durante largo tiempo.



La ley en proyecto pone énfasis, además de lo expresado con respecto a quién puede suscribir el AVP, en las consecuencias emanadas de la celebración de dicho acuerdo. De hecho, el conviviente sobreviviente pasa a ser heredero; existen ciertas inhabilidades; es factible la obtención de beneficios, aspectos que no se regulan en las convivencias.



Señora Presidenta, fui partidario de rechazar que el acuerdo de vida en pareja se hiciera extensivo a los convivientes de hecho porque se trata de instituciones distintas.



La convivencia de hecho presenta una serie de particularidades que no se ven reflejadas necesariamente en la forma como se regula el AVP.



Por tanto, me parecía complejo que, por el mero efecto legal o por una declaración en la ley en proyecto, se les aplicaran las normas del acuerdo de vida en pareja a los convivientes de hecho. 



Por esa razón sostuve que, si queríamos regular las convivencias de hecho y sus efectos, debíamos, dadas las particularidades que presentan, dictar una ley especial.



Señora Presidenta, esta iniciativa resuelve varias materias, pero deja pendientes tres que, a mi entender, no se abordaron suficientemente y serán fuente de conflicto.



En primer lugar, presenta un gran conflicto interior. Porque si bien es cierto que el acuerdo de vida en pareja se celebra ante el oficial del Registro Civil y se deben cumplir formalidades de carácter legal en cuanto a la capacidad de las partes y a la manera como se debe suscribir, no lo es menos que, como consecuencia de ello, uno puede colegir que al establecerse estado civil se están aplicando normas de orden público de carácter familiar.



Me parece que tendremos un problema con el término del acuerdo de vida en pareja, especialmente en lo relacionado con la voluntad unilateral de uno de los convivientes civiles, pues se permite su conclusión por mera declaración, la que “deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante oficial del Registro Civil”, la cual deberá ser notificada al otro conviviente mediante una gestión no contenciosa. 



Será un desafío para el Ejecutivo mejorar ese aspecto durante el segundo trámite constitucional.



Creo, señora Presidenta, que el punto más débil de esta iniciativa es el término unilateral del acuerdo de vida en pareja.



En segundo lugar, por una omisión original, la iniciativa no regula la situación patrimonial de los funcionarios de las Fuerzas Armadas, quienes, no obstante haber suscrito un acuerdo de vida en pareja, no tendrán derecho a pensión, porque ello no se halla expresamente señalado.



Esa es una materia que el Gobierno deberá recoger. Si no, se producirá también una injusticia con respecto a aquellos funcionarios, cuyos convivientes no podrán acceder a una pensión o a los beneficios establecidos en la ley orgánica de las Fuerzas Armadas porque el proyecto que nos ocupa nada dice sobre el particular.



En tercer lugar, debe resolverse una materia vinculada con aspectos tributarios. En efecto, esta iniciativa incurre en una omisión en cuanto a los beneficios de tal índole en el caso de la herencia, por ejemplo: tratándose del matrimonio, el cónyuge sobreviviente tiene un beneficio tributario; en el acuerdo de vida en pareja no se toman las exenciones establecidas para dicha situación.



Lo mismo ocurre, por ejemplo, con la compensación económica, en que ha de establecerse la exención tributaria.



Señora Presidenta, quiero terminar señalando un último punto, muy discutido y que también ha sido motivo de crítica: la situación de los hijos ante la muerte del conviviente padre o madre legal.



La Comisión de Constitución optó por establecer que fuera el juez de familia el que determinara a quién encargar el cuidado o la tuición del menor cuando fallece el padre biológico o la madre biológica que haya suscrito un acuerdo de vida en pareja.



Se termina acá con lo dispuesto en el artículo 226 del Código Civil, en el sentido de preferir siempre, por ejemplo, a los abuelos o a los consanguíneos.



Se dispuso que el juez de familia, valorando la situación del caso puntual que se le presente y atendiendo al interés superior del menor, podrá otorgarle la tuición al conviviente civil que no es progenitor biológico en la medida que haya contribuido significativamente a su educación, a solventar sus gastos, y sea parte integrante de su núcleo familiar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Su Señoría dispone de un minuto adicional para terminar.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, espero que la ley en proyecto se apruebe tal como la despachó la Comisión de Constitución, porque en el texto que proponemos hay reconocimiento de derechos.



Yo profeso una fe; tengo una religión. Sin embargo, siempre he entendido que nuestra obligación como parlamentarios es legislar para la totalidad de los chilenos, no solo para quienes profesan nuestra fe.



Insisto: en esta iniciativa existe reconocimiento a la dignidad y a los derechos de las personas; por ende, estamos dando un paso significativo en esa línea.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, quiero iniciar mi intervención felicitando a los miembros de la Comisión de Constitución del Senado por el acucioso trabajo que efectuaron durante largo tiempo.



En lo particular, deseo agradecer además la labor profesional realizada por el profesor de Derecho Civil don Eduardo Court, quien me acompañó desde el comienzo en mi iniciativa y luego se integró al trabajo de asesoría al referido órgano técnico, junto con otros destacados especialistas.



Han transcurrido más de cuatro años desde que presenté la moción pertinente, en junio de 2010. Sin embargo, pienso que el proyecto original ha sido enriquecido en -yo diría- la mayoría de sus aspectos, lo que habla bien de nuestro proceso legislativo.



Considero importante destacar, asimismo, que el espíritu, la intención, la convicción central de la ley en proyecto no solo se han mantenido, sino que se han reforzado.



Tal convicción es en el sentido de que las sociedades democráticas siempre deben ampliar las libertades individuales; ser capaces de generar respeto y valoración por la diversidad, y, sobre todo, estar obligadas a reconocer jurídicamente opciones diversas de vida afectiva cuando se fundan en el ejercicio de la autonomía de la voluntad, no perjudican a terceros y tampoco infieren perjuicios a la sociedad.



La convicción central -reitero- se ha mantenido. Y se acompaña con dos definiciones que el proyecto conserva hasta hoy: la primera, preservar el matrimonio para un hombre y una mujer; la segunda, abordar los temas de la convivencia -tal como aquí se ha señalado- sin establecer diferencias o discriminaciones arbitrarias en cuanto a si las parejas que conviven son del mismo sexo o de sexo distinto.



Creo que el debate ha sido muy positivo, pues de alguna manera durante este período se han descartado las que podríamos denominar “dos posiciones iniciales”, las cuales, lejos de ayudar a encontrar una adecuada solución, perturbaban la búsqueda.



La primera posición descartada fue la que decía que este proyecto era innecesario; que no había que legislar sobre los temas de la convivencia, y que quienes convivían, ya fueran parejas del mismo sexo o de sexo distinto, debían recurrir a instrumentos propios del Derecho Mercantil para resolver sus problemas de vida afectiva.



Sostener que las parejas, heterosexuales u homosexuales, para los efectos de establecer su vida afectiva deben ajustarse a las normas de una sociedad comercial, como si fueran objetos de comercio, constituye lisa y llanamente una aberración. Y esa aberración se ha despejado.



Al mismo tiempo, desde el lado opuesto, se despejó la posición que planteaba que la única forma razonable de resolver los temas de la convivencia era sobre la base de acoger la tesis del matrimonio homosexual.



Esas dos posiciones cedieron, hoy no son mayoritarias en la Comisión y, en definitiva, no han prevalecido.



Ahora, señora Presidenta, la reflexión de la Comisión sobre esta materia no fue hecha en el vacío. Se tomaron en cuenta, entre otros elementos, la valiosísima jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos; los distintos instrumentos relacionados con la protección de los derechos pertinentes, y, particularmente, el caso emblemático denominado “Schalk y Kopf”, que abordó en profundidad esta materia.



A este último respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos señaló algo especialmente significativo: que los países democráticos no estaban obligados a establecer la tesis del matrimonio igualitario o del matrimonio homosexual; que, a la inversa, ni siquiera se hallaban obligados a disponer fórmulas de unión civil, y, que, en consecuencia, no atentaba contra los derechos humanos, no implicaba discriminación, no afectaba a las normas de la igualdad ante la ley el hecho de que a cada sociedad, atendidas sus particularidades y considerando que el matrimonio tiene raíces culturales, raíces sociológicas, raíces asentadas muy profundamente en la comunidad, le asistiera el derecho a determinar la mejor forma de regulación jurídica para los temas de convivencia.



Creo que esa posición es sobremanera relevante para tenerla a la vista cuando se discutan en particular las normas del proyecto.



Las sociedades democráticas tienen una amplia gama para resolver las opciones que se ajustan a su propia identidad. Algunas preservarán el matrimonio para un hombre y una mujer; otras lo ampliarán a esa posibilidad; algunas harán coexistir la unión civil con el matrimonio en sus distintas modalidades; otras procederán en forma diferente. Pero esa gama de posibilidades es la que mayor valor posee, y es la que -pienso yo- ha estado en el fundamento del debate habido en la Comisión.



Los aspectos puntuales que algunos señores Senadores han expresado podremos debatirlos el día de mañana. 



Señora Presidenta, creo que el Senado -y espero que el Congreso Nacional-, al aprobar esta iniciativa, da un paso de extraordinaria importancia hacia una sociedad democrática que por un lado amplía las libertades y por otro es capaz de respetar, recoger y apreciar la diversidad de la vida afectiva que existe en su seno.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, cuando se está aquí, en el Senado, se legisla sobre la base de la Constitución. Pero también se legisla sobre la base de las convicciones.



En lo personal, cada vez que he sido elegido democráticamente, siempre he expresado en forma pública, antes de que la gente vote por mí, cuáles son mis convicciones valóricas con respecto a distintas materias.



Voy a votar en contra. Y voy a votar en contra...



--(Aplausos en tribunas).


Señora Presidenta, voy a votar en contra en lo que contribuye a legalizar el matrimonio de parejas homosexuales. 



Desde las perspectivas ética y valórica, creo que se atenta contra la institución del matrimonio y la familia. Porque la familia, desde el punto de vista de su naturaleza, es entre un hombre y una mujer, por lo que el matrimonio heterosexual es el eslabón fundamental de los procesos reproductivos para la mantención de la especie humana y el sustrato seguro para la formación de los hijos.



El derecho de la ciudadanía, de la familia, se funda en el reconocimiento de la condición sexual de un hombre y una mujer para establecer el matrimonio, la ética cristiana, valor fundamental de una sociedad occidental como la nuestra.



No puede ser mirada desde el prisma de una minoría. Debe ser reconocida como un valor de una nación, por lo que transgredir este valor promoviendo una condición matrimonial por personas del mismo sexo atenta necesariamente contra el respeto y el derecho de las familias heterosexuales.



Una propuesta de esta magnitud valórica, bajo la forma de AVP, por homoparentales derivará en la adopción de hijos por parte de personas de igual sexo.



Esto no es compatible con la obligación internacional del Estado de Chile, consagrada en el artículo 3 de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, en razón del cual se obligó siempre a actuar en el sentido del “interés superior del niño”.



Desde la perspectiva jurídica, el artículo 102 del Código Civil define el matrimonio como “... un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente”. Por ende, esa definición no debería admitir modificaciones, pues en ella se reconoce jurídicamente que la existencia de la condición sexual básica para la vida en conjunto, la procreación y el mutuo auxilio es y será entre un hombre y una mujer.



La igualdad ante la ley, para efectos del concepto de familia en la sociedad, es entre un hombre y una mujer. De la misma manera, la procreación, como base para la multiplicación familiar, es entre un hombre y una mujer. Así lo establece la ley vigente: artículo 102 del Código Civil.



Desde la perspectiva jurídica, aprobar la ley en proyecto es crear un estado civil que contradice el artículo 304 del Código Civil, que expresa: “El estado civil es la calidad de un individuo, en cuanto le habilita para ejercer ciertos derechos o contraer ciertas obligaciones civiles.”.



Por lo tanto, podemos decir que el estado civil actual entre un hombre y una mujer es un atributo de la personalidad consistente en la facultad de ejercer ciertos derechos y responder de ciertas obligaciones a partir de las relaciones de familia.



El proyecto deja a una institución tan relevante como el matrimonio en una condición de absoluta vulnerabilidad, porque erosiona todo el contenido jurídico, que implica obligaciones cauteladas por el Estado.



Creo que la mayor amenaza que puede tener un país no son los adversarios que están afuera, sino aquellos que se encuentran adentro. Por consiguiente, desde el punto de vista del crecimiento generacional de una nación, la mayor amenaza se halla en la detención de su crecimiento poblacional.



Un país crece no solo desde las perspectivas económica, cultural, social, educacional, sino también por su proyección generacional mediante su crecimiento poblacional.



No es posible promover, defender y legislar aquello que daña al país en su proyección integral.



Desde el ángulo religioso, cada cual tiene su propia fe. Y uno debe actuar siempre según las convicciones.



Yo quiero manifestar que el mensaje que dio inicio a la tramitación de este proyecto, que nace de dos iniciativas refundidas, contiene algunas referencias e ideas básicas destacables.



Primero, señala a la familia como pilar de la sociedad de valores.



Segundo, enumera políticas y reformas legales en pro de la familia, situadas preferentemente en el plano de la atención de las necesidades materiales.



Tercero, enuncia una decidida y explícita defensa del carácter heterosexual del matrimonio.



Los atributos antes indicados, sin embargo, fueron desapareciendo del texto en debate, hasta llegar hoy a un texto irreconocible.



Es cierto que el proyecto nació con una contradicción prácticamente insalvable: servir de solución a las parejas de convivientes y complacer a quienes aspiran a un matrimonio homosexual.



El afán por atender a organizaciones que propugnan esta última opción hizo que la iniciativa perdiera su orientación original y se centrara en la regulación de la convivencia entre homosexuales, por lo demás con una redacción que ni siquiera satisface a estos; basta leer las opiniones que dichos grupos han manifestado en la prensa.



Finalmente, señora Presidenta, quiero señalar que aquí, en el Senado, yo no estoy dispuesto a legislar por el mal menor. Sí estoy dispuesto a respetar siempre la diversidad y las diferencias. Y he aprendido a hacerlo con el tiempo.



Sin embargo, mis convicciones están por sobre todas las cosas.



Por eso, voy a votar en contra de este proyecto de ley.


--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Les ruego a quienes se encuentran en las tribunas guardar silencio.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, en primer lugar, voy a leer el artículo 1° de este proyecto, que dice: “El Acuerdo de Vida en Pareja es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente.”.



Yo quiero preguntarle a este Honorable Senado quién puede oponerse a que, ante una relación nacida del amor, del afecto, y que es de carácter estable y permanente, el Estado establezca regulaciones jurídicas destinadas a amparar a las personas que la mantienen.



Me resulta difícil comprender que alguien se oponga a que una relación estable y basada en el amor entre dos personas se regule jurídicamente; o sea, a que se sepa cuáles son los derechos hereditarios emanados de ella; qué incompatibilidades hay para su concreción (por ejemplo, si se trata de hermanos); cómo se le pone término.



Cuando permanentemente vemos, por un lado, actos de violencia, de odiosidad, conflictos, y por otro, relaciones de pareja basadas en el amor y el afecto, me parece que no estar dispuestos a avanzar en la regulación de tales relaciones implica no construir una sociedad más justa e inclusiva.



Por eso, considero que este proyecto está bien orientado. Y en la Comisión participé en su estudio.



Pero quiero decir algo más con respecto a las parejas homosexuales.



Yo -probablemente sucede lo mismo con todos nosotros- conozco a homosexuales. ¡Y no he visto expresión más brutal que “Salir del clóset”!



¿Saben, distinguidos colegas, lo que significa eso? Haber estado escondido una vida. ¿Por qué? Por tener una orientación sexual distinta de la de los heterosexuales.



Nosotros hablamos de querer una sociedad más justa, que avance, más integrada. ¿Pero por qué va a ser malo para esa sociedad que dos personas que tienen una relación afectiva estable puedan expresarla con respeto, con dignidad?



Pienso, pues, que hay un avance en el caso de quienes estiman que a esas personas hay que excluirlas de la comunidad.



¿O alguien cree que si no se dicta la ley en proyecto esa relación no va existir?



¡Va a existir igual, solo que sin ningún amparo jurídico!



Se pregunta, señora Presidenta, por qué la medida se extiende a las parejas heterosexuales.



Por una razón muy simple. Y la voy a señalar.



Yo tengo una convicción personal: no critico a quienes piensan distinto; empero, con la misma fuerza con que defendí el acuerdo de vida en pareja entre personas heterosexuales y homosexuales, sostengo que el matrimonio, por su esencia, por su naturaleza, es entre un hombre y una mujer.



Sin embargo, ¿por qué habría de negarles a dos heterosexuales que no quieren casarse el derecho a tener ciertas regulaciones en su relación de pareja?



¡Si el matrimonio -yo llevo casado 34 años- no se impone!



Pero voy a decir algo, señora Presidenta.



Si nuestro país no avanza en abrir espacios para ser una sociedad más integrada, donde dos personas que se quieren puedan expresar sus puntos de vista con respeto y sin tener que esconderse, sin tener que estar en una pieza oscura, ¿a quién daña eso?



Por tanto, cuando se rechaza el acuerdo de vida en pareja, no logro entender la lógica de oponerse a que exista una regulación jurídica respecto de parejas heterosexuales o de parejas homosexuales.



Aquí no estamos hablando del matrimonio. Esa es una institución a cuyo respecto, a mi entender, en su momento va a existir debate. Es legítimo. Y las comunidades lo tienen.



Aquí estamos hablando de regular jurídicamente otra institución.



Ya tendremos tiempo de debatir sobre el estado civil. Empero, quiero poner un solo ejemplo.



Había quienes decían que aquellos que celebraran el contrato no deberían tener estado civil. 



Yo me pregunto, entonces: si hay un acuerdo entre una pareja heterosexual u homosexual, ¿qué tiene que decir el estado civil de cada cual? ¿Soltero? Es un engaño: porque no es soltero. ¿Casado? Es un engaño: porque no es casado. ¿Viudo? Es un engaño: porque no es viudo.



¿Cómo podemos oponernos a que se diga que el estado civil es de pareja civil, o la denominación que el Senado estime conveniente? ¿Por qué esas personas no van tener una denominación? Si se procura que cierta relación se exprese adecuadamente, ¿por qué se buscan dificultades de manera permanente?



¿Por qué nos vamos a oponer a que el acuerdo se celebre en el Registro Civil? ¡Si es lo razonable!



¡Y qué decir de los mecanismos de disolución!



En consecuencia, señora Presidenta, yo tengo un problema de firme convicción, que consiste en que cada vez debemos crear una sociedad donde existan respeto, honestidad, honradez, responsabilidad, y no solo Derecho; pero una sociedad inclusiva, en que cada chileno sienta que es parte de ella, que tiene derecho a desarrollarse con felicidad y que querer o estar enamorado no es pecado.



Cuando existe una sociedad llena de gente violenta -tiran bombas, hay montones de problemas- y nosotros tenemos la posibilidad de regular jurídicamente una relación que nace del cariño, del amor, deberíamos estar felices. Porque así se construyen las sociedades más justas. Los países más justos no son ni los más sabios, ni los que tienen edificios más altos, ni los que tienen grandes torres: son aquellos que se construyen sobre la base del fomento de las relaciones afectivas entre los seres humanos.



Por tales consideraciones, reiterando que participé en la discusión de este proyecto, voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señora Presidenta, quiero felicitar a los integrantes de la Comisión de Constitución que debieron trabajar durante el año en curso en torno a este proyecto de ley a raíz de algunas indicaciones que se presentaron.



Tuve el privilegio de integrar ese órgano en los años anteriores. Lo presidía cuando se puso en tabla dicha iniciativa, que no tenía urgencia. Y hubo un trabajo muy muy destacado.



Deseo valorar, por ejemplo, la participación de los Senadores Hernán Larraín, Alberto Espina, Soledad Alvear, en fin, con quienes se hizo un trabajo muy serio. Y ahora, el de los Senadores Pedro Araya, Alfonso de Urresti y Felipe Harboe, quienes se integraron este año.



Señora Presidenta -y voy a decirlo con todas sus letras-, algunos preguntan por qué no se forma una sociedad para regular la situación de las personas que conviven, que tienen bienes y que enfrentan dificultades, pues uno muere, hay herencias, en fin



Acá no estamos hablando de bienes, de cosas, Honorables colegas: estamos hablando de personas, de personas que merecen respeto, dignidad.



Mañana vamos a aprobar numerosos aspectos patrimoniales: derechos hereditarios, pensiones de sobrevivencia, cargas de un conviviente con relación al otro en materia de salud, etcétera. Pero es mucho más importante el reconocimiento que les estamos dando a esas parejas, porque cuando el acto se celebra ante un oficial del Registro Civil, como se establece en el articulado, hay solemnidad. No más eso de “salir del clóset”. Existe un reconocimiento de la sociedad con respecto a una situación de amor, de estabilidad, de pareja, de vida.



El proyecto también preceptúa que el acuerdo de vida en pareja será un estado civil. Es decir, les va a dar a esas personas una posición permanente con relación a los parientes, a la familia del conviviente.



Asimismo, se establece que los problemas que se produzcan serán resueltos, por regla general, en los tribunales de familia.



O sea, no es solamente una regulación de cosas, de bienes: estamos reconociendo la dignidad de las personas.



Estimada Presidenta, yo soy católico, soy demócrata y trato de ser cristiano, con todos mis defectos; no siempre le achunto.



Pues bien: acá tenemos dos extremos. Uno es el de los partidarios del matrimonio igualitario, de la adopción de hijos por personas del mismo sexo.  Pero eso no es lo que estamos discutiendo hoy: lo que se debate ahora es el acuerdo de vida en pareja.



En lo personal, pienso que el matrimonio es, conceptualmente -para mí no se trata de una cuestión de principios-, entre un hombre y una mujer. Eso es lo que yo creo. 



Algunos quieren avanzar más allá: legítimo. Pero eso no es lo que se discute ahora.



El otro extremo es el de quienes no quieren hacer nada porque están absolutamente en desacuerdo con este proyecto de ley.



Señora Presidenta, a mí no me interesan las presiones, no me interesan los lobbies. Yo actúo por convicción, mirando el bien común. Y por eso quiero el reconocimiento a tales personas.



¡Qué fácil es hablar en teoría! ¡Qué distinto es el caso de quienes tienen un hijo homosexual que convive con otro y quiere ser feliz! ¡Cómo les cambia la visión, la vida! ¡Cómo dejan de pontificar! ¡Cómo dejan de juzgar y adoptan una actitud más caritativa y más respetuosa!



Decía que soy cristiano, con muchas dificultades, y me encanta cuando al Papa de mi Iglesia le preguntan por las parejas homosexuales y él dice: “¡Quién soy yo para juzgarlas!” 



Meses atrás me reuní con la Comunidad de Vida Cristiana de los Jesuitas -la CVX-, quienes tienen comunidades de vida cristiana con parejas homosexuales; no solo personas de condición homosexual: también, parejas homosexuales. Me encanta la acogida que hay. Ese es para mí -respeto las opiniones en otro sentido- el verdadero cristianismo, que respeta la dignidad de las personas.



--(Manifestaciones en tribunas).


No me importan las pifias, no me importan los abucheos, no me importa el lobby: me interesa la convicción.



--(Manifestaciones y aplausos en tribunas).


Porque la dignidad del ser humano es para todos.



Me acuerdo de que algunos grupos conservadores nos decían que nos iríamos al infierno por aprobar la Ley de Filiación, la cual establecía que todos los niños eran iguales.



¡Qué culpa tenían los niños de la forma como habían sido concebidos…!



Algunos nos señalaban que éramos anticristianos por eso.



Un obispo, Orozimbo Fuenzalida, ¡pagó una inserción en un diario para criticar a los legisladores católicos por aprobar la Ley de Filiación: la igualdad de los hijos! 



Ese no es el cristianismo que a mí me representa.



Otros nos criticaron cuando aprobamos la Ley Antidiscriminación.



¿Qué estábamos pidiendo? Que las personas no fueran objeto de diferenciaciones arbitrarias, odiosas, injustas por su orientación sexual o por su identidad de género.



¿Es eso anticristiano?



Algo similar ocurrió cuando votamos en general el proyecto sobre acuerdo de vida en pareja, que hoy empezamos a discutir en particular.



Yo no tengo ningún problema en pagar costos políticos. He votado en contra de acusaciones constitucionales que probablemente me hicieron pagarlos.



Voy a votar en contra del aborto, pues creo en la vida desde el momento de la concepción hasta la muerte natural. Y si por eso no soy reelecto, no tengo ningún problema, señora Presidenta.



Chesterton decía: “Cuando uno va a la iglesia le piden que se saque el sombrero, no la cabeza”.



Uno nunca debe dejar de pensar por sí mismo; uno nunca tiene que dejarse presionar por los lobbies, por las amenazas; uno debe actuar para relevar la dignidad del ser humano, pensando en el bien común, pensando en todos.



¡Qué fácil es predicar cuando hablamos de otros, y los condenamos, y pontificamos! ¡Pero qué difícil es cuando a alguien le toca vivir en carne propia -no es mi caso- el tener un hijo gay y eso les cambia su perspectiva!



Espero que votemos con humanidad, con dignidad, con respeto a todos los chilenos.



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Comisión de Educación pide autorización para funcionar simultáneamente con la Sala a partir de las 19:30, como habitualmente ha venido haciéndolo los días martes. 



¿Habría acuerdo?

El señor ALLAMAND.- No.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No hay acuerdo. 

El señor ORPIS.- ¡Es muy importante esta materia!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Nadie lo duda, señor Senador. Como sea, no existe acuerdo.

El señor ROSSI.- ¡No avancemos en educación…! 



¡Esa es la Derecha: no quiere avanzar!

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, estamos debatiendo en particular una iniciativa de ley que consagra el acuerdo de vida en pareja.



Es importante reconocer que ella fue impulsada principalmente por el Senador Allamand, acá presente, quien presentó la moción respectiva, y por el Gobierno anterior, que sometió a tramitación un proyecto que cambió la denominación original del contrato que se procuraba consagrar.



Por su parte, el Gobierno de la Presidenta Bachelet, luego de comprometerse a ello en la campaña, respaldó esta iniciativa. 



Creo que es fundamental reconocer el apoyo transversal a un articulado de esta naturaleza.



Estamos ante un proyecto que no pretende hegemonizar por parte de un sector de la sociedad la regulación del acuerdo de vida en pareja, sino que permite hacerse cargo de la realidad de aproximadamente dos millones de seres humanos, chilenas y chilenos, que conviven.



La discusión se ha dado con todas las garantías para que las más diversas organizaciones hagan sus planteamientos, adicionen información y contrasten opiniones.



Como señalé en el informe que me tocó realizar al inicio de esta discusión, escuchamos a distintos juristas y revisamos la legislación comparada. No estamos innovando, sino simplemente actualizando nuestra normativa a lo que ocurre en otros países. No podemos situarnos de espaldas a lo que sucede en otras sociedades. No podemos seguir negando derechos y la posibilidad de pleno desarrollo a seres humanos que, sean de igual sexo o de distinto sexo, quieren establecer una convivencia, un acuerdo de vida en pareja.



Ese es el centro de la discusión. Y eso es lo que ha buscado esta iniciativa de ley: respeto y valoración a la diversidad de nuestra sociedad.



No queremos imponer a nadie una visión, pero tampoco podemos negar derechos ciudadanos, derechos fundamentales a quienes tengan una orientación sexual distinta o deseen ordenar su vida en pareja de manera diferente al matrimonio. 



Valoro a quienes suscriban el matrimonio. Soy casado. Pero también respeto a las personas -siempre tendrán mi protección- que decidan, a través de un acuerdo de vida en pareja, establecer una relación distinta, con plena consideración al aspecto afectivo; con pleno reconocimiento como estado civil, dándole dignidad a ese contrato, y además, con reglas en materia sucesoria y otras que son fundamentales para la regulación de una convivencia. 



Lo señalamos al inicio de esta discusión: nadie será obligado a someterse a un acuerdo de vida en pareja; existirá la institución del matrimonio, que estará presente para quien desee suscribirlo. 



Respeto y tolerancia a la diversidad; respeto y tolerancia para quienes buscan la manera de desarrollar su vida afectiva, familiar, de pareja con alguien de igual o distinto sexo. 



Por eso, señora Presidenta, la discusión -ya lo veremos al votar cada una de las disposiciones de la iniciativa- se dio precisamente respecto del artículo 1°. Se trataba de definir si la ley en proyecto era para personas del mismo sexo o para personas de igual o distinto sexo. 



Optamos por la segunda alternativa, con la finalidad de no negarles la posibilidad de acogerse a ella a quienes, siendo de distinto sexo, no quieren contraer matrimonio. Y así se halla regulado en innumerables cuerpos legales de otros países.



De igual manera, quisimos darle dignidad al contrato estableciendo que se celebrará ante un oficial del Registro Civil y que generará un estado civil -precisamente, el de pareja civil, de conviviente civil-, otorgándoles a las partes derechos, dignidad, pleno respeto a su autonomía desde el punto de vista afectivo y de la forma como ordenan sus vidas. 



El debate que haremos sobre cada una de las normas del proyecto demostrará las distintas posiciones. Yo me aproximo a él desde la tolerancia, desde el respeto a la diversidad. 



Este debe ser el primer paso para reconocer un problema al que nuestra sociedad le ha dado la espalda durante mucho tiempo. Y nos hemos hecho cargo de él. 



Valoro mucho las palabras del Senador Patricio Walker, quien se refirió a la situación que teníamos hasta hacía un tiempo en nuestro país con relación a los hijos ilegítimos. Se trataba de una discriminación odiosa, inhumana, pues se daba a ciertos hijos una categoría distinta simplemente por haber nacido fuera del matrimonio. 



¡Qué culpa tenían esos niños! ¡Por qué esa discriminación! ¿Dónde estaba la tolerancia? ¿Dónde estaba la igualdad?



La misma situación se produjo con la Ley de Divorcio. Se argumentó que esta iba a provocar la ruptura de instituciones, el quiebre de la familia. Entretanto, teníamos a personas obligadas durante largos años a mantener su estado civil pese a que su matrimonio no había resultado, condenándolas al dolor, a la incapacidad y a miles de otros problemas derivados del hecho de no poder rehacer sus vidas. 



Aprobamos una ley…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ha concluido su tiempo, señor Senador. 



Dispone de un minuto para terminar su intervención. 

El señor DE URRESTI.- Aprobamos una ley de divorcio, señora Presidenta, y hoy tenemos una mejor sociedad, pues se puede rehacer la vida en pareja cuando el matrimonio ha fracasado. 



En consecuencia, voy a aprobar en particular el proyecto, pues representa un paso fundamental en el respeto y la valoración de la diversidad. Esa es la labor que nos corresponde como Senadores: relevar la dignidad de las personas y no establecer diferencias odiosas en nuestra sociedad. 



He dicho. 



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.
El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, el proyecto en debate pretende abordar, sin duda, uno de los temas más sensibles y complejos de la actualidad: la vida privada y su evolución.



Incluye, por cierto, materias como la sexualidad, el matrimonio y la procreación, que viven una revolución en todos los continentes. 



Ello nos obliga a preguntarnos cómo nos reconocemos entre nosotros mismos y cómo tejemos nuestras relaciones con los demás.



Una parte de la explicación de la crisis institucional que vivimos tiene que ver con el cuestionamiento a las relaciones de pareja basadas fundamentalmente en el patrimonio o en la estabilidad consagradas por el actual matrimonio civil.



La continuidad de las parejas se funda hoy mucho más en el amor, entendido como una comunicación íntima, emocional, sincera. Y, por consiguiente, la insatisfacción ante la rutina o la pérdida de comunicación de la pareja es parte de una compleja evolución de la sexualidad, el matrimonio y la procreación. 



No podemos ser absurdos e ignorar la realidad. 



Hoy, cerca del 70 por ciento de los niños chilenos nace fuera del matrimonio. Y, si comparamos las cifras con las de pocas décadas atrás, los matrimonios en la práctica se han reducido porcentualmente a la mitad, según el número de habitantes. 



Por lo tanto, lo que hace 30 años se consideraba una familia disfuncional hoy es lo normal. Pero carece de reconocimiento institucional. Ello priva a sus miembros de las protecciones que el Estado les debería proveer; y las consecuencias mayores las pagan los niños. 



También es un tema abierto, dentro de un Chile que ha luchado contra la intolerancia religiosa, étnica, de las nacionalidades, de los géneros, la situación de las personas del mismo sexo que se han comprometido a compartir sus afectos, intimidad y sexualidad, y que siguen siendo objeto, probablemente, de los casos más graves de discriminación y abandono que aún ocurren en nuestro país. 



Por consiguiente, valoro el proyecto del Senador Allamand, no solo por la valentía de haberlo presentado, sino también por el momento y la forma en que lo hizo. Y también quiero felicitar a los miembros de la Comisión de Constitución por la inteligencia que han mostrado para ir encontrando soluciones que parecen equilibradas y razonables para todos. 



Acá estamos haciendo un distingo entre la institución del matrimonio y un nuevo estatus legal, mediante el cual se reconocen por el Derecho ciertas vinculaciones y compromisos contraídos por las parejas que, debido a distintas circunstancias, no desean o no pueden contraer el vínculo del matrimonio, situación que, de acuerdo a la evolución del Derecho Internacional, debemos actualizar en nuestra propia legislación. 



De lo que se trata finalmente es de dar un reconocimiento formal para proteger a esas parejas y a sus descendientes, pero también de dignificar el compromiso de convivencia en pareja, con el objeto de que sus integrantes puedan mirar a la sociedad con igualdad, como cualquier otro ciudadano. 



Creo que hay algunos avances realmente significativos, como la creación de un estado civil para los contrayentes de aquel vínculo y de aquel compromiso, a quienes se les da el estatus de pareja civil. 



También considero de mínima seriedad que la celebración de tal acuerdo no se realice a través de una mera escritura pública, sino por intermedio de un oficial del Registro Civil, al objeto de que se garantice el cumplimiento de los requisitos determinados para el establecimiento de esa relación y, asimismo, para los eventuales casos en que ella concluya, aun cuando convengo con el Senador Araya en que el término unilateral de las relaciones en el acuerdo de vida en pareja presenta algunas insuficiencias. 



Por otro lado, valoro el reconocimiento y la protección que brinda el proyecto a las familias conformadas por parejas cuyos integrantes conviven sin estar casados, como una institución distinta del matrimonio. Ello, porque les otorga a los tribunales de familia la facultad de resolver controversias; porque reconoce al conviviente civil como carga, particularmente para efectos del sistema de salud; porque confiere el cuidado personal de los hijos; porque homologa muchos derechos del conviviente civil sobreviviente a los del cónyuge para efectos laborales, de pensiones de sobrevivencia, de derechos hereditarios.



 Finalmente, valoro también que la iniciativa reconozca y proteja a las parejas convivientes del mismo sexo. 



Señora Presidenta, estamos frente a una realidad que nos golpea y que nos obliga a entender que las sociedades cambian, que los problemas se multiplican y que debemos ser creativos y generosos a la hora de encontrar buenas respuestas para esos desafíos. 



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, al igual que el Senador Espina, quiero partir leyendo el artículo 1° de este proyecto de ley, que dice: “El Acuerdo de Vida en Pareja es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente”.



Lo cierto es que el país está en deuda con la regulación de las relaciones afectivas de las parejas homosexuales, pero hoy día en Chile las de las parejas heterosexuales se encuentran reguladas por el matrimonio.



Por lo tanto, que este proyecto de ley se haga extensivo a las parejas heterosexuales es francamente permisivo; resulta inconveniente para la institución del matrimonio y el fortalecimiento de la familia.



Se ha tratado de hacer creer que el extenderlo a las parejas heterosexuales de alguna manera generaría una suerte de igualdad. Y que el no hacerlo sería, por lo tanto, una suerte de discriminación.



He revisado la jurisprudencia internacional. Y en Alemania, en Austria, en Finlandia, en Suiza, en el Reino Unido, la verdad es que existe la unión civil homosexual y el matrimonio para las parejas heterosexuales, y nadie podría decir que esos países discriminan o no respetan los derechos civiles de las personas.



En consecuencia, acá se confunden dos cosas: una, que efectivamente es conveniente regular la convivencia afectiva de las parejas homosexuales. Sin embargo, tratar de hacer extensivo esto al matrimonio, mediante la homologación de la figura del acuerdo de vida en pareja a algo casi igual al matrimonio -como decía el Senador Rossi-, que se le parece mucho, pero que no es lo mismo, francamente me incomoda. Habría preferido que esta discusión se diera respecto a lo existente, al final, bajo este manto de querer hacer las cosas de una manera y tratar de decir que es de otra.



Me explico: si se quería hablar de matrimonio homosexual, yo habría preferido abiertamente que la discusión se diera en esos términos, y no en cuanto a lo que se propone, que es matrimonio, pero no tanto. De las veinte características del matrimonio le faltan solo cuatro: no tiene deberes; es para parejas homosexuales; su forma de disolución es absolutamente distinta, porque se puede disolver unilateralmente, y, además, no contempla el derecho a la adopción.



A mi juicio, no se dio en esos términos pues no existen los votos en el Congreso para aprobar el matrimonio homosexual, o el matrimonio igualitario, porque algunas personas piensan que es peyorativo el término “homosexual”.



Entonces, sinceramente, me habría gustado que la discusión se diera en forma abierta y transparente, en términos de qué desea el país y qué se le da.



Creo fervientemente que el matrimonio debe ser entre un hombre y una mujer. Además, tengo el convencimiento de que en el Congreso no están los votos para el matrimonio igualitario y que por esa razón se llegó al presente proyecto de ley, que incluye mucho más de lo planteado en un inicio: la regulación de los derechos civiles de las parejas homosexuales; que es casi el matrimonio, pero no lo es; que trata de ser una cosa y termina en algo medio ambiguo que, finalmente, perjudica a esa institución.



Por otra parte, me parece que en lo relativo al cuidado de los niños -imagino que de esto se hablará mucho más a fondo- hay un aspecto bastante discriminatorio, pues al contrayente del AVP se le exigen muchos menos requisitos que a los padres, en términos de la custodia.



Entonces, pienso que es lamentable que no se haya buscado el acuerdo para avanzar en algo que sí era consensual: la regulación de los derechos de las parejas homosexuales, y que se tratara de ampliar esto a las parejas heterosexuales, respecto a lo cual no existe consenso.



Por lo tanto, vamos a solicitar la renovación de la indicación pertinente. Supongo que la votarán negativamente. Y, si lo hacen, me pronunciaré en contra del proyecto.




--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, entre otras cosas, quiero recordar a algunos Senadores que manifestaron acá, en la Sala, su oposición a este proyecto e invocaron que destruye el matrimonio y atenta contra la familia, que fue presentado por nuestro Gobierno, el del Presidente Sebastián Piñera, y apoyado por Senadores que pertenecen a la Alianza.



Creo que es necesario decirlo, porque esta iniciativa tiene consecuencias políticas tremendamente importantes, desde el punto de vista social.



Primero, el Presidente Piñera formuló este proyecto recogiendo dos iniciativas legislativas: una transversal de un grupo de Diputados, de 2004, y otra, de los entonces Senadores señores Allamand y Chadwick, de 2010.



Producto de ello, Sebastián Piñera -durante su Gobierno, durante su campaña presidencial, durante su programa de Gobierno- comprometió la presentación de una iniciativa con el fin de regular y dar tranquilidad no solamente desde el punto de vista de los derechos civiles, sino también de asegurar la existencia de distintos tipos de familia en nuestra institucionalidad.



Eso lo cumplió. Y fue el primer Presidente de la República que envió un proyecto de ley en esa línea.



Dicho lo anterior, ¿qué consecuencias tiene esta iniciativa para Chile?



Muchísimas.



Yo recuerdo que cuando empezamos la discusión del proyecto de Ley de Divorcio nos decían lo mismo que hoy: que atentaba contra el país; que atentaba contra la tasa de natalidad; que atentaba contra la moral; que atentaba contra la fe, entre muchas otras cosas.



Tenemos una Ley de Divorcio, y ninguna de esas cosas terribles han pasado. Por el contrario, las últimas estadísticas demuestran que el número de matrimonios ha aumentado.



Como mencionaba el Senador Patricio Walker, cuando legislamos sobre la igualdad de derechos de los hijos considerados ilegítimos -yo siempre afirmaba que no había hijos ilegítimos, sino padres ilegítimos- se reunieron muy pocos votos a favor en mi sector: 3.



En Carabineros de Chile, los hijos no matrimoniales no podían ascender en ese entonces más allá de sargento, porque no eran hijos de matrimonio.



Cuando sacamos adelante la píldora anticonceptiva de emergencia nos dijeron que estábamos legislando sobre el aborto, cosa absolutamente falsa e irreal.



Y hoy día nos enfrentamos a este dilema, al igual que dos años atrás en la votación de la iniciativa de Ley Antidiscriminación: sus detractores, cuando hablaron en la Sala, lo hicieron desde una perspectiva muy similar respecto a algunas cosas que le escuché decir hoy al Senador Moreira, escondiendo una homofobia irritante. 



--(Aplausos en tribunas).



Y lo quiero decir con todas sus letras, señora Presidenta: es tremendamente llamativo, a mi juicio, que muchas de las personas que en ese entonces reclamaron contra el proyecto de Ley Antidiscriminación y que hoy lo hacen contra la iniciativa sobre acuerdo de vida en pareja fueran las más discriminadas por integrar una iglesia históricamente discriminada en Chile. Fuimos pocos los entonces Diputados y que ahora nos encontramos  sentados en la Sala que votamos a favor de la libertad de culto. Y gran parte de quienes se opusieron a esta se encuentran hoy día en contra del AVP, y son los mismos que intentaron bloquear la Ley Antidiscriminación.



Entonces, ¡las cosas claras! ¡Las cosas claras! Yo siempre he defendido el derecho y la libertad de los individuos a vivir su vida, como quieran hacerlo sin afectar a terceros. No obstante, con la misma claridad, no me gusta la discriminación. Y ha sido parte de mi historia política el combatirla ¡siempre! Como mujer, la he combatido ¡siempre!



Por tal razón, hoy es muy importante para nosotros avanzar en Chile, pues estamos dando herramientas jurídicas, legislativas, legales, a aquellos millones de personas que conviven en Chile, que en su mayoría son parejas heterosexuales, que serán afectadas por las mismas consecuencias que las de un mismo sexo, porque no podemos discriminar acerca de los beneficios de carácter social que otorgará la ley de acuerdo de vida en pareja en proyecto.



En consecuencia, una vez promulgada esta ley, la sociedad chilena tendrá que analizar cómo vive el país el acuerdo en pareja y cómo se encuentra el consenso y la legitimidad social en torno a él. Y posteriormente se verá si la sociedad en su conjunto quiere dar pasos más adelante.



Pero, como legisladores, debemos darles salida jurídica a los millones de personas que no pueden legar una herencia o postular a una vivienda social; que carecen de derechos previsionales y de salud, pues no pueden ser carga de su pareja solo por el hecho de convivir, ya sean mujer y hombre, mujer y mujer, hombre y hombre.



Eso tenemos que resguardar: los derechos de la gente.



Por tal razón, el acuerdo de vida en pareja presenta una base muy importante desde el punto de vista de los principios de las personas, que tiene que ver con el uso y el ejercicio de su libertad y con que el Estado garantice la existencia de herramientas legales para que ello pueda ser vivido en plenitud.



Además, quienes somos creyentes tenemos un mandato relevante y bíblico: Dios también quiere que cada uno sea feliz y que busque su felicidad de la manera que desee.



He dicho.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡Ruego a la gente presente en las tribunas guardar silencio, por favor!



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado:



En verdad, este debate se puede enfrentar desde distintos ángulos. Para mí, el más trascendente es si, en definitiva, la norma jurídica se encuentra llamada a regular situaciones de hecho o si encarna un conjunto de valores y principios que muchos denominan “el deber ser”.



En lo personal, suscribo la segunda idea: la norma jurídica ha de apuntar al deber ser, a qué se quiere con ella respecto de la sociedad.



Desde tal perspectiva, no me cabe la menor duda de que era necesario abordar un estatuto jurídico para las personas del mismo sexo. Existe un problema de dignidad y resulta fundamental regular esta situación.



Sin embargo, me quiero centrar en el deber con respecto al acuerdo de vida en pareja y las uniones heterosexuales.



Una de las reflexiones que deberían hacerse es si esta ley en proyecto fortalecerá o debilitará a la familia.



Yo por lo menos tengo la más absoluta convicción de que aplicar el acuerdo de vida en pareja a las uniones heterosexuales debilitará las relaciones estables y, por consiguiente, a la familia.



Cuando se piensa en el AVP hay que considerar no solo a los contrayentes, sino también a los hijos y las obligaciones que implica el establecimiento de una familia.



Sin duda, había problemas con las uniones heterosexuales cuando no se había dictado la Ley de Divorcio. Y para enfrentar situaciones de crisis, se legisló sobre la materia.



No obstante, el divorcio es muy distinto de la disolución planteada para el acuerdo de vida en pareja.


En efecto, frente a las dificultades, en la Ley de Matrimonio Civil incluso se acepta el divorcio unilateral. Así, el artículo 54 establece:


“El divorcio podrá ser demandado por uno de los cónyuges, por falta imputable al otro, siempre que constituya una violación grave de los deberes y obligaciones que les impone el matrimonio, o de los deberes y obligaciones para con los hijos, que torne intolerable la vida en común.”.


Y se agrega una serie de causales en que se incurre en lo anterior.



Con todo, si no hay incumplimiento grave de uno de los contrayentes con el otro o con los hijos, la disolución legal debe ser de común acuerdo. En ese caso no opera el divorcio unilateral.



En síntesis, la vida en común que libremente decidieron acordar impone necesariamente obligaciones.



¿Pero qué ocurre con el acuerdo de vida en pareja? Para poner término a la relación no hay que esgrimir ningún tipo de fundamento. Basta solo con remitir una carta en tal sentido al domicilio del otro conviviente, para concluir el vínculo.



En esta circunstancia me pregunto: ¿qué incentivo existe para mantener una relación estable en el tiempo? Ninguno. ¿Qué obligaciones se fijan? Ninguna.



Es decir, si ya se determinó que el divorcio unilateral puede disolver el vínculo respecto del matrimonio cuando hay dificultades, pero con causales claramente determinadas, en este caso damos un paso adicional en cuanto al debilitamiento de la familia, ya que, en la práctica, con una simple notificación ese acuerdo queda sin efecto.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).



Por lo tanto, no existe incentivo alguno, a la larga, para que las personas se comprometan a mantener una relación estable.



En suma, tal como señalé en la discusión en general, lo único que hace esta legislación al extender a las parejas heterosexuales el acuerdo de vida en pareja es debilitar la institución de la familia.



Al igual que lo manifesté al comienzo, considero absolutamente necesario legislar respecto de personas del mismo sexo. Sin embargo, este acuerdo de vida en pareja, que ha de centrarse en el deber ser, al incluir a las parejas heterosexuales, en vez de fortalecer la institución de la familia, lo único que logrará es debilitarla.



Me parece que ese no es el camino que debe seguir una sociedad sana que pretende fortalecer las relaciones familiares y las obligaciones emanadas de estas.



He dicho.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, creo que bastante gente se pregunta en sus casas qué legislamos hoy.



Porque cuando a uno le consultan a qué se refiere el acuerdo de vida en pareja, muchos dicen: “Senadora: es importante solucionar los problemas de herencia o previsionales de las parejas del mismo sexo que conviven, que han pasado una vida juntas y que sufren problemáticas reales”.



Pero otras, o quizás las mismas, señalan: “Numerosos chilenos que hoy son parejas de hecho, que conviven hace muchísimo tiempo y que tienen exactamente los mismos problemas optaron por no casarse”. Y expresan a continuación: “A esa gente también hay que solucionarles sus dificultades”.



Y tales problemáticas dieron pie, en parte, al argumento para iniciar esta discusión.



Lo que me preocupa del proyecto de ley en debate es que hay bastantes que creen que con él vamos a solucionarles situaciones de herencia o de tipo previsional a los convivientes heterosexuales. Esto no va a ser así.



Las parejas que han permanecido una vida juntas, que decidieron no casarse y que, por tanto, no acudieron al Registro Civil, tampoco concurrirán ahora para firmar un acuerdo de vida en pareja.



Por lo tanto, todas esas personas que hoy quizás nos siguen a través del canal de televisión del Senado, que creen que estos problemas se solucionarán con la ley en proyecto, se van a ver frustradas si no decimos la verdad. Esas dificultades se resolverán solo si van al Registro Civil y firman el acuerdo de vida en pareja.



Por lo tanto, no les estamos solucionando el problema.



De hecho, creo que se lo agravamos.



¿Por qué?



Porque no discutimos ese problema ni lo resolvemos. Y la próxima vez que debatamos esta materia existirán muchas parejas con estas dificultades pues no las habremos solucionado.



De hecho, se presentaron indicaciones en esa línea -las repondremos con el Senador Larraín- para resolver esa problemática, que es real. Se trata de parejas que han decidido no casarse, y tienen la libertad para ello. Pero -reitero- no estamos enfrentando esa situación.



¡En Chile nos hace falta discutir las cosas como son de verdad!



Acá se ha buscado solucionar una problemática que finalmente se bajó del proyecto de ley. Y yo todavía no comprendo por qué no se ha dicho: “¿Sabe qué?, vamos a buscar un vínculo para las parejas del mismo sexo, pero solo para ellas. Y este se formalizará frente al Registro Civil y se hará de la manera en que las parejas del mismo sexo quieran realizarlo. Pero será un vínculo que no considerará a las parejas heterosexuales. Porque de otro modo no se entiende que uno deba concurrir al Registro Civil”, etcétera.



Finalmente, esto terminó en una mezcla que nadie entiende. Y creo que la ciudadanía tampoco comprende por qué terminamos en esto: con el matrimonio, para parejas heterosexuales (o sea, un hombre y una mujer); con el acuerdo de vida en pareja, para parejas homosexuales (del mismo sexo), pero también para parejas de un hombre y una mujer. Y, adicionalmente, vamos a terminar con muchas parejas que deciden no formalizar su vínculo, a las cuales no les vamos a solucionar las problemáticas por las cuales empezó toda esta discusión.



Se ha mencionado acá que este debate no va a debilitar el matrimonio. No estoy de acuerdo con eso.



Para mí, el matrimonio es entre un hombre y una mujer, como lo han sostenido muchos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



--(Aplausos en tribunas).



Y tal como sostienen nuestra Constitución; la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el matrimonio es la base de la familia y esta es el núcleo fundamental de la sociedad.



--(Aplausos en tribunas).


Y sobre esta familia, sobre este vínculo, sobre esta institución descansa nuestra sociedad: sobre la unión entre un hombre y una mujer.



¿Lo anterior es discriminatorio? No.



¿Por qué?



Porque tenemos dos instituciones distintas (no tengo ningún problema en haber legislado en tal sentido): una para un hombre y una mujer, y otra diferente para las parejas del mismo sexo que deciden formalizar su vínculo.



No sé por qué terminamos en una cosa que es típicamente chilena, donde al final del día decimos: “Esto es para solucionar las problemáticas. Y se realizó según lo que han pedido los grupos que impulsan las ideas de las parejas del mismo sexo, a la medida de ellos”. Pero no sé por qué terminaron ahí también los heterosexuales, si se trata de parejas que decidieron no formalizar su vínculo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Tiene un minuto adicional.

La señora VON BAER.- Gracias, señora Presidenta.



¿Y por qué creo que finalmente esto atentará contra el matrimonio?



Porque se empezará a preguntar -estoy segura de que llegaremos a esa discusión- por qué el matrimonio es entre un hombre y una mujer, y eso sí es discriminatorio a partir de lo que aquí vamos a votar. Porque diremos que tenemos una institución para hombres y mujeres y para parejas del mismo sexo (el AVP), y otra solo para hombres y mujeres (el matrimonio). Y eso sí que es discriminatorio.



Entonces, el siguiente debate será: “¿Por qué el matrimonio no es también para parejas del mismo sexo?”. Y, por lo tanto…



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señora Senadora, terminó el minuto adicional. Le concedo uno más para que redondee la idea.

La señora VON BAER.- Gracias.



Por lo tanto, no es real que con esta legislación se proteja el matrimonio. Porque el próximo debate estribará en por qué se discrimina en el matrimonio y no pueden casarse las parejas del mismo sexo.



Me parece que debiéramos haber tenido una discusión mucho más abierta frente a la ciudadanía y abordar el matrimonio homosexual derechamente, si es lo que se busca.



Por eso, señora Presidenta, optaré por el rechazo, pues creo que se trata de una legislación mal concebida y que va contra el matrimonio.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por haberse cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, solicitando INCREMENTO DE FONDO DE MEDIOS PARA AÑO 2015. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que remita información respecto de CATASTRO DE CAMPAMENTOS EN REGIÓN DE LOS RÍOS Y MEDIDAS PARA SU ERRADICACIÓN. Al señor Superintendente de Seguridad Social, a fin de que informe sobre CRONOGRAMA DE INSTALACIÓN DE AGENCIA DE ESA ENTIDAD EN REGIÓN DE LOS RÍOS. A la señora Superintendenta de Pensiones, requiriéndole antecedentes acerca de RESULTADOS DE INVESTIGACIÓN POR CASO CASCADAS Y MEDIDAS PARA RESGUARDO A COTIZANTES DE AFP. Al señor Superintendente de Medio Ambiente, con el objeto de que informe sobre SITUACIÓN DE PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE CENTRAL HIDROELÉCTRICA SAN PEDRO DE COLBÚN EN COMUNA DE LOS LAGOS. A la señora Directora Nacional de FONASA, pidiéndole antecedentes sobre RESULTADOS DE PROGRAMA DE COBERTURA PARA TRATAMIENTO DE INFERTILIDAD EN CADA REGIÓN. Al señor Director General de Aeronáutica Civil, requiriéndole información relativa a DEMORA DE VUELO LAN ENTRE SANTIAGO Y VALDIVIA. Al señor SEREMI de Obras Públicas de Los Ríos, solicitándole antecedentes sobre SITUACIÓN DE PROYECTO DE AGUA POTABLE RURAL EN LOCALIDAD DE CIRUELOS, COMUNA DE MARIQUINA. Y al señor Presidente del Consejo Directivo y a la señora Gerenta General Ejecutiva de BancoEstado, requiriéndoles información relativa a cumplimiento de ANUNCIO PRESIDENCIAL DE INSTALACIÓN DE OFICINA DE BANCOESTADO EN COMUNA DE FUTRONO, REGIÓN DE LOS RÍOS.



Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Salud, pidiéndole informar sobre FECHA DE INICIO DE OBRAS CIVILES DE HOSPITAL DE ANCUD. Y al señor Presidente del Consejo Directivo de BancoEstado, solicitándole CONSIDERACIÓN DE CREACIÓN DE SUCURSAL EN COMUNA DE TEODORO SCHMIDT, PROVINCIA DE CAUTÍN.



De la señora GOIC:



A la señora Ministra de Salud, requiriéndole antecedentes sobre SITUACIÓN DE HOSPITAL MARCOS CHAMORRO, EN COMUNA DE PORVENIR, REFERIDA A DOTACIÓN DE MÉDICOS Y ATENCIÓN A COMUNIDAD.



Del señor NAVARRO:



A la señora Superintendenta de Pensiones, pidiéndole información acerca de PORCENTAJES DE FONDOS DE PENSIONES COMPUESTO POR SUBSIDIOS ESTATALES Y DE RECHAZO A PENSIONES POR DISCAPACIDAD E INCAPACIDAD. Al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, solicitándole antecedentes relativos a REGISTRO Y GANANCIAS DE EMPRESAS DE PARQUÍMETROS A NIVEL NACIONAL EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS. Al señor Director Nacional del Trabajo, pidiéndole información sobre REGISTRO Y CONTACTO DE TODOS LOS SINDICATOS DE ÁMBITOS FORESTAL Y DE TRANSPORTE PÚBLICO. Y a todos los municipios del país, requiriéndoles COPIA DE CONTRATOS DE CONCESIÓN DE VENTA Y EXPLOTACIÓN DE TARJETAS DE PARQUÍMETROS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS E INFORMACIÓN ACERCA DE INGRESOS PERCIBIDOS EN EL MISMO PERÍODO.



Del señor QUINTANA:



A la señora Ministra de Salud, solicitándole CONSTRUCCIÓN DE CENTRO ONCOLÓGICO Y DE RADIOTERAPIA EN LA ARAUCANÍA y solicitándole AMBULANCIA DE EMERGENCIA PARA LOCALIDAD DE CHERQUENCO, COMUNA DE VILCÚN.



Del señor TUMA:



Al señor Director Nacional de Aduanas, pidiéndole información sobre IMPORTACIÓN DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE DE VALORES ACOGIDOS A LEY Nº 18.483.
)-----------------(



--Se levantó la sesión a las 20:6.
Manuel Ocaña Vergara,
Jefe de la Redacción
ANEXOS

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE E INICIADO EN MENSAJE, QUE CREA EL CARGO DE FISCAL ESPECIAL DE ALTA COMPLEJIDAD EN EL MINISTERIO PÚBLICO

(9.608-07)

SANTIAGO, 23 de septiembre de 2014.
M E N S A J E  Nº561-362/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración, un proyecto de Reforma Constitucional que tiene por finalidad crear en el Ministerio Público, una Fiscalía Especial de Alta Complejidad.

I. 
ANTECEDENTES

Desde el punto de vista de la persecución penal, y para dar cumplimiento a los principios de eficiencia y eficacia que rigen el funcionamiento del Ministerio Público, como órgano de la Administración del Estado, resulta fundamental introducir reformas vinculadas a la organización de su trabajo. 

La persecución penal eficiente y eficaz se torna aún más relevante cuando el ejercicio de la acción penal está encaminado a reprimir los actos de criminalidad más graves para nuestra institucionalidad, garantizando con ello la protección de quienes son víctimas de estos delitos. 

La presente Reforma Constitucional propone la creación de una Fiscalía Especial de Alta Complejidad, dedicada a la investigación y persecución de cierto tipo de delitos cuya gravedad y significancia social requiere de una dedicación exclusiva y con personal especializado en la materia. 

Mediante la creación de esta Fiscalía Especial se lograría, además, una descongestión en el trabajo de las fiscalías locales. Ello, porque, actualmente, los delitos altamente complejos deben ser investigados por fiscales adjuntos, quienes deben dedicar la totalidad de su tiempo a tales investigaciones, suspendiendo su trabajo en los delitos menos complejos que constituyen su mayor carga de trabajo. El objeto de esta reforma, por tanto, no favorece solamente la investigación de los delitos de alta complejidad, sino que permite una distribución más eficiente de recursos del órgano persecutor que en definitiva beneficiará la persecución de los delitos menos complejos que más comúnmente afecta a la población. 

Finalmente, el hecho de que el Ministerio Público cuente con mejores condiciones para la persecución penal, favorece la obtención de pruebas suficientes e idóneas para cumplir con el estándar necesario para lograr la convicción del Tribunal y la condena por los delitos investigados.
II.
OBJETIVO

Se propone la creación de una nueva estructura dentro de la organización del Ministerio Público, dedicada a casos de criminalidad de alta complejidad. 

Como aspectos destacables de esta fiscalía especializada, resaltan su dirección a cargo de un Fiscal Jefe Especial sometido al mismo régimen que los fiscales regionales, y su composición por Fiscales Adjuntos; su competencia nacional, pudiendo investigar causas en una o varias regiones del país; y la integración multidisciplinaria y trabajo interinstitucional que guiarán su funcionamiento.

III.
CONTENIDO 

La presente Reforma Constitucional aborda como principales materias las siguientes:
En primer lugar, crea la Fiscalía Especial de Alta Complejidad, estableciendo la existencia de un Fiscal Jefe Especial. 

En segundo lugar, adecúa la normativa constitucional vigente, incorporando al Fiscal Jefe de la Fiscalía Especial en lo relativo a: (i) la designación de fiscales adjuntos que formen parte de esa Fiscalía Especial; (ii) la prohibición de ser aprehendido sin orden de tribunal competente; y (iii) las  inhabilidades para presentarse como candidatos de diputados y senadores. 

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.-
Modifícase la Constitución Política de la República de la siguiente forma: 

1) Agrégase en el numeral 9 del artículo 57, a continuación de la expresión "El Fiscal Nacional,", la siguiente expresión:"el Fiscal Jefe Especial,".
2) Intercálase a continuación del artículo 85, el siguiente artículo 85 bis:

“Art. 85 bis. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, existirá una Fiscalía Especial de Alta Complejidad, con competencia en todo el territorio de la República, a la que corresponderá ejercer permanentemente las funciones propias del Ministerio Público. Sus funciones y atribuciones serán determinadas en una ley orgánica constitucional.”.
La Fiscalía Especial de Alta Complejidad será dirigida por un Fiscal Jefe Especial, designado por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna de las Cortes de Apelaciones de la Región Metropolitana, de conformidad a lo dispuesto en el inciso  tercero del artículo 86.
Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 89, el Fiscal Jefe Especial cesará en su cargo conforme del modo que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.”.
3) Reemplázase en el artículo 88, la expresión: “a propuesta en terna del fiscal regional respectivo,” por la siguiente expresión: “a propuesta en terna del Fiscal Jefe Especial o fiscal regional respectivo, según corresponda,”
4) Modifícase el artículo 89, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero, la frase “El Fiscal Nacional y los fiscales regionales”, por la frase “El Fiscal Nacional, el Fiscal Jefe Especial y los fiscales regionales”.

b) Reemplázase en el inciso segundo, la frase “La remoción de los fiscales regionales”, por la frase “La remoción del Fiscal Jefe Especial y de los fiscales regionales”.

5) Agrégase en el artículo 90, entre las expresiones “al Fiscal Nacional,” y “a los fiscales regionales”, la siguiente expresión: “al Fiscal Jefe Especial,”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle  Bachelet  Jeria, Presidenta de la República.-  Rodrigo Peñailillo Briceño, Ministro del Interior  y Seguridad  Pública.- Ximena Rincón González, Ministra Secretaria General de la Presidencia.- José Antonio Gómez Urrutia, Ministro de Justicia.

2

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,  QUE APRUEBA EL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A LOS IMPUESTOS A LA RENTA Y AL PATRIMONIO, Y SU PROTOCOLO”, SUSCRITOS EN WASHINGTON EL 4 DE FEBRERO DE 2010, Y LAS NOTAS INTERCAMBIADAS, EN IGUAL FECHA Y LUGAR, RELATIVAS A DICHO CONVENIO

(9.258-10)


Oficio Nº 11.488


VALPARAÍSO, 25 de septiembre de 2014


Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio, y su protocolo”, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las notas intercambiadas, en igual fecha y lugar, correspondiente al boletín N°9258-10, del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébanse el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo, suscritos en Washington el 4 de febrero de 2010, y las Notas intercambiadas, en igual fecha y lugar, relativas a dicho Convenio.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo González Torres, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL REINO DE DINAMARCA, EN MATERIA DE PROGRAMA DE VACACIONES CON PERMISO DE TRABAJO (WORKING HOLIDAY PROGRAMME)”, SUSCRITO EN COPENHAGEN, DINAMARCA, EL 8 DE DICIEMBRE DE 2008

(9.439-10)


Oficio Nº 11.490


VALPARAÍSO, 25 de septiembre de 2014

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Dinamarca en Materia de Programa de Vacaciones con Permiso de Trabajo (Working Holiday Programme)”, suscrito en Copenhagen, Dinamarca, el 8 de diciembre de 2008, correspondiente al boletín N°9439-10, del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Dinamarca en Materia de Programa de Vacaciones con Permiso de Trabajo (Working Holiday Programme)”, suscrito en Copenhagen, Dinamarca, el 8 de Diciembre de 2008.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo González Torres, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A UN PROCEDIMIENTO DE COMUNICACIONES”, ADOPTADO POR LA ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS EL 19 DE DICIEMBRE DE 2011

(9.465-10)


Oficio Nº 11.487


VALPARAÍSO, 25 de septiembre de 2014


Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos del niño relativo a un procedimiento de comunicaciones”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 19 de diciembre de 2011, correspondiente al boletín N°9465-10, del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un Procedimiento de Comunicaciones”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 19 de diciembre de 2011.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo González Torres, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

5

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL ADMINISTRADOR PROVISIONAL Y ADMINISTRADOR DE CIERRE DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y ESTABLECE REGULACIONES EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN PROVISIONAL DE SOSTENEDORES EDUCACIONALES

(9.333-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain y la Honorable Diputada señora Cristina Girardi Lavín.

Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre, el Jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez, el Asesor, señor Patricio Espinoza, y la Jefa de Comunicaciones, señorita Tatiana Klima.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Ministra, señora Ximena Rincón, el Asesor, señor Francisco Pérez Walker, la Jefa de Comunicaciones, señora Andrea Bórquez, la Periodista, señora Rocío Sabauegh, y los Asesores, señores Ítalo Jaque, Luis Batatle y Juan Marcos Moreno.

De la Dirección de Presupuestos, DIPRES: el Abogado del Departamento Institucional Laboral, señor Branko Karelovic.

De la Federación de Instituciones de Educación Particular, FIDE: el Primer Vicepresidente, señor Guido Crino, el Secretario Ejecutivo Nacional, señor Carlos Veas, y los Abogados, señores Rodrigo Díaz y Bernardo Verdejo.

De la Asociación Gremial de Colegios Particulares de Chile, CONACEP: el Presidente Nacional, señor Hernán Herrera, la Tesorera Nacional, señora Ana Rosa Ramos, el Presidente Regional de la Quinta región, señor José Valdivieso, el Asesor, señor Camilo Mardones, y el Abogado Asesor, señor Eduardo Escalona.
De Educación 2020: La Asesora Legislativa, señora Patricia Schaulshon.
Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Juan Pablo Castillo.
De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Mauricio Holz.
Del Centro Latinoamericano de Periodismo, CELAP: el Asesor Legislativo, señor Juan Pablo Briones.
De la oficina del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio: el Asesor, señor José Luis Batlle.
De la oficina del Honorable Senador señor Allamand: el Asesor, señor Sebastián Bozzo.
Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Abogada, señora María Teresa Muñoz.
Del Diario Pulso: el Periodista, señor Tomás Martínez.

- - -

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que los artículos 9°, 20, 22 y 26 de la iniciativa de ley en informe tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del N° 11 del artículo 19 y en el artículo 77 de la Constitución Política de la República. El primero de dichos preceptos incide en la organización de los tribunales de justicia, en tanto que los cuatro restantes dicen relación con la revocación del reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, en tanto que el. Todas estas disposiciones, por lo tanto, que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 

Asimismo, y en lo que dice relación con el nuevo artículo 9° que la Comisión incorporó en este segundo informe, como consecuencia de la aprobación de la indicación número 23, que reemplaza el artículo 8° del proyecto de ley aprobado en general, y dando cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se recabó la opinión de Excelentísima Corte Suprema, toda vez que dicha norma incide en las atribuciones de los tribunales de justicia. 
 


Mediante oficio N° 73, de 19 de agosto de 2014, el máximo Tribunal emitió su opinión respecto del precepto consultado, reiterando juicios emitidos en anteriores oportunidades en cuanto a que deben ser los Juzgados de Letras los que conozcan en primera instancia de las reclamaciones administrativas.
 Y añade que, de esta forma, la regulación del procedimiento contencioso administrativo que pretende la indicación (sic) al proyecto de ley, en tanto otorga a la Corte de Apelaciones respectiva la competencia para conocer de la reclamación en única instancia, no se conforma con la opinión de la Corte Suprema y dado que en el proyecto que se informa se utilizó, en una acción especial, el conocimiento de una cuestión en un juzgado civil, no se ve razón que respecto de la reclamación que se informa se cambie de tribunal de primer grado a una Corte de Apelaciones.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 13, 15, 17, 26, 30, primero transitorio y segundo transitorio.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 3, 10, 19, 20, 21, 22, 23, 33, 36, 37, 38, 44, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 60, 67, 73, 78, 79, 80, 81, 82, 86, 89, 90 (letra g) del literal a) del numeral 2 y literal b) del numeral 2), 91, 92, 93 y 97. 


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 4, 16, 17, 31, 32, 39, 41, 55, 57, 66, 76 y 90 (letra f) del literal a) del numeral 2).


4.- Indicaciones rechazadas: número 87.



5.- Indicaciones retiradas: números 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12, 13, 14, 15, 18, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 34, 35, 40, 42, 43, 45, 46, 52, 54, 56, 58, 59, 61, 62, 63, 64, 65, 68, 69, 70, 71, 72, 74, 75, 77, 83, 84, 85, 88, 94, 98 y 99.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 95 y 96.

- - -

Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, la Comisión recibió en audiencia a la Federación de Instituciones de Educación Particular, FIDE, y a la Asociación Gremial de Colegios Particulares de Chile, CONACEP, a fin de conocer la opinión de dichas organizaciones en relación con las modificaciones que esta iniciativa de ley realiza a la ley N° 20.529, de 2011, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación, parvularia, básica y media y su fiscalización. Sobre el particular, es necesario precisar que la primera de las instituciones citadas centró sus observaciones en el proyecto de ley aprobado en general por esta rama del Congreso Nacional.

Asimismo, previo al análisis en detalle de los preceptos objeto de indicaciones, la Comisión recibió en audiencia al señor Ministro de Educación quien explicó, a grandes rasgos, las indicaciones presentadas por el Ejecutivo.
El Primer Vicepresidente de la Federación de Instituciones de Educación Particular, FIDE, señor Guido Crino, se detuvo, en primer lugar, en la propuesta de agregar, en el inciso segundo del artículo 87 de la ley N° 20.529, una oración final, nueva, posibilitando así, en casos calificados y por resolución fundada del Superintendente, prorrogar el plazo durante el cual el administrador provisional nombrado podrá ejercer sus funciones. Sobre el particular, observó que la facultad que contempla el artículo en estudio tiene el carácter de extraordinaria y, en consecuencia, no puede prorrogarse únicamente por medio de una resolución fundada. Apuntó que el servicio educacional para los alumnos que ingresan al segundo nivel de transición debería mantenerse hasta su egreso de la educación media. A la luz de lo anterior, advirtió que la modificación sugerida posibilitaría el ejercicio de las funciones del administrador provisional hasta por trece años. Aseguró que ello no sólo vulnera la libertad de enseñanza que contempla el numeral 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República sino que, además, constituye una facultad que no tiene límites, salvo que esté fundada ante la misma autoridad.

Por otro lado, se refirió a las innovaciones sugeridas para el artículo 89 del cuerpo legal citado, incorporando dos nuevas causales que posibilitan el nombramiento de un administrador provisional por medio de los literales f) y g), nuevos. Al respecto, hizo presente que la causal contemplada en la segunda de las letras mencionadas era excesivamente amplia. En efecto, ejemplificó que de producirse una toma en un establecimiento educacional, si el sostenedor no ordena el desalojo del mismo, podría entenderse que está interrumpiendo parcialmente el servicio educacional, debiendo, por lo tanto, nombrarse un administrador provisional.

Deteniéndose en la modificación sugerida al artículo 92 de la ley 20.529, aseveró que la inclusión del literal h) propuesto vulneraría la libertad de los padres para elegir el tipo de educación que desean para sus hijos, toda vez que la facultad de reubicar a los estudiantes queda entregada a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, sin que se tenga en consideración el parecer de ellos.

Finalmente, en relación con la sugerencia del Ejecutivo de incorporar un nuevo artículo 97 bis al texto legal en análisis, indicó que el precepto citado evitaría y haría difuso el control que debiera existir respecto de quienes son los funcionarios idóneos para asumir el cargo de administrador provisional. 

En seguida, el Abogado de la Federación de Instituciones de Educación Particular, señor Rodrigo Díaz, complementando la intervención anterior, estimó que el plazo que contempla el artículo 87 de la ley N° 20.529 no debiera extenderse por más de dos años escolares consecutivos. En consecuencia, propuso para el precepto aludido la siguiente redacción:

“El administrador provisional durará en su cargo sólo hasta el término del año escolar en curso, salvo lo establecido en el inciso segundo del artículo 94. Este plazo podrá prorrogarse por resolución fundada del Superintendente y en casos calificados, por el tiempo necesario que asegure la continuidad del servicio educativo, el que en ningún caso podrá extenderse por más de dos años escolares consecutivos.”
Respecto de las modificaciones sugeridas al artículo 89, en tanto, propuso limitar la redacción de los literales f) y g), nuevos. Añadió que en el caso del literal g) debiera incluirse, además del abandono del servicio educacional, el incumplimiento de las normas legales formales. A la luz de lo anterior, propuso la siguiente redacción para los literales citados:

“f) Cuando la solicitud de renuncia al reconocimiento oficial del Estado de un establecimiento educacional sea rechazada fundadamente por el Secretario Regional Ministerial de Educación por no cumplir con los requisitos legales para ello, y con ello se interrumpa el servicio educacional.”

g) Cuando el sostenedor interrumpa la prestación del servicio educacional de todo el establecimiento educacional, sin cumplir con los requisitos y formalidades establecidos en la normativa educacional, afectando gravemente el derecho a la educación de los y las estudiantes.”

Por último, en relación con las modificaciones sugeridas al artículo 92 de la ley N° 20.529, propuso que la reubicación de los y las estudiantes se llevara a cabo de manera con los padres.

Se deja constancia de que los señores Crino y Díaz acompañaron su presentación un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión. 

A su turno, el Abogado de la Asociación Gremial de Colegios Particulares de Chile, CONACEP, señor Eduardo Escalona, notó la necesidad que la legislación contemple la figura del administrador provisional para intervenir los establecimientos que han tenido un mal comportamiento. Al respecto, aseguró que las actuales causales que motivan el nombramiento de un administrador provisional dan cuenta de ese principio. Sin embargo, agregó que el proyecto de ley aprobado en general por esta corporación rompía el principio citado, permitiendo el nombramiento de la figura aludida en casos en que el comportamiento del establecimiento no podía ser cuestionado, como queda de manifiesto en el nuevo literal f) propuesto al artículo 89 de la ley N° 20.529. En este punto, estimó que en aquellos casos en que la solicitud de renuncia al reconocimiento oficial del Estado fuere rechazada, en lugar de nombrarse un administrador provisional, debiera imponerse la obligación que el sostenedor siguiera administrando el establecimiento durante un año, y, sólo en caso de volver a solicitarse y ser rechazada, proceder al nombramiento de la figura señalada. Con todo, fue enfático en sostener que las indicaciones presentadas al proyecto de ley aprobado en general por el Senado permitieron solucionar el problema recientemente descrito, quedando claramente establecido en nuestra legislación que la designación de un administrador provisional sólo tendrá lugar en casos que releven un mal comportamiento por parte del sostenedor.

Finalmente, comparando la figura del administrador provisional presente en la educación escolar con aquella propuesta para la educación superior, advirtió que el nombramiento de esta última supone un segundo control que no se advierte en el ámbito de la primera. En efecto, precisó, en la educación terciaria interviene, además, el Consejo Nacional de Educación.
El Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, deteniéndose en las presentaciones efectuadas por los representantes de la Federación de Instituciones de Educación Particular y de la Asociación Gremial de Colegios Particulares de Chile, aseguró que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo a la iniciativa de ley aprobada en general por el Senado recogían las observaciones y críticas formuladas a las innovaciones propuestas para la ley N° 20.529.

En la misma línea argumental, apuntó que, en el ámbito de la educación escolar, el objetivo es complementar la figura del administrador provisional, posibilitando su nombramiento en dos nuevos casos. Precisó que, de aprobarse las indicaciones presentadas, ello tendrá lugar cuando un establecimiento municipal solicite la renuncia del reconocimiento oficial y lo anterior suponga una grave afectación al derecho a la educación de los alumnos matriculados, y cuando un sostenedor, durante el año escolar, abandone su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.

Abocándose a las modificaciones efectuadas al Título I de la iniciativa de ley en estudio, estimó que las indicaciones formuladas por la Su Excelencia la Presidenta de la República se hacen cargo de muchas de las observaciones advertidas durante su discusión en general, sin afectar el derecho a la continuidad de estudio de los alumnos. En este contexto, detalló, se pone fin a la infracción al derecho de propiedad de quienes hubieren contratado con una institución de educación superior objeto de intervención, se brinda la posibilidad al plantel cuestionado de solucionar por sí mismo los inconvenientes advertidos antes de proceder al nombramiento de un administrador provisional y se adoptan medidas que aseguran el respeto a las normas del debido proceso, pudiendo la casa de estudios apelar ante el Ministerio de Educación, ante el Consejo Nacional de Educación y ante los tribunales del país.

Finalmente, puso de relieve que el Estado no puede ser indiferente frente a la situación de los estudiantes en casos como el ocurrido en la Universidad del Mar, debiendo hacerse cargo con prontitud de las consecuencias derivadas del mal comportamiento de una institución de educación superior.

En relación con la intervención anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró la disposición del Ministerio de Educación en orden a perfeccionar la normativa de ley en estudio. En efecto, aseguró que las indicaciones presentadas por Su Excelencia la Presidenta de la República resolvían muchas de las objeciones formuladas al proyecto de ley aprobado en general.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben o se describen, según el caso, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Título I

El Título referido lleva por epígrafe “del administrador provisional y el administrador de cierre de instituciones de educación superior.” 

Sobre dicho título recayó la indicación número 1), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, a fin de suprimir la expresión “y el administrador de cierre”, circunscribiéndolo, así, al administrador provisional de planteles de educación terciaria. 

- Fue retirada por su autor.

Artículo 1°
Dispone que la presente ley establece y regula tanto el procedimiento de designación como las facultades del administrador provisional y del administrador de cierre de instituciones de educación superior, y precisa que la función de dichos órganos consistirá en resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, garantizando la continuidad de sus estudios y el uso adecuado de todos los recursos de la casa de estudios.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, presentó, en consonancia con la indicación anterior, la indicación número 2), de manera de circunscribir el texto legal solo al administrador provisional de los planteles de educación terciaria.

- Al igual como la anterior, esta indicación fue retirada por su autor.
Artículo 2°
Sostiene que las normas de esta ley sólo serán aplicables a las universidades, a los institutos profesionales y a los centros de formación técnica.

La indicación número 3), de Su Excelencia la Presidente de la República, precisa que las disposiciones de la presente ley sólo serán aplicables a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que sean autónomos. 

- Puesta en votación la indicación, resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Navarro, Rossi y Walker, don Ignacio. 

Artículo 3°
Regula el periodo de investigación preliminar que debe iniciar el Ministerio de Educación y las causales que así lo exigen. Ellas son cuando tome conocimiento de antecedentes graves que afecten seriamente la viabilidad administrativa y, o financiera de un plantel de educación superior, el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos, o que puedan significar infracciones a sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, especialmente aquellas derivadas de su naturaleza jurídica, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 53, 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación. 

Añade la norma citada que la referida investigación preliminar y sus antecedentes deberán ponerse en conocimiento de los interesados, quienes podrán hacer sus descargos dentro de los quince días siguientes y solicitar un término probatorio por igual cantidad de tiempo. Concluido el plazo anterior, consigna la disposición, la Secretaría de Educación dictará resolución de término.

Finalmente, el artículo objeto de análisis consigna que la ley que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado regirá supletoriamente.


Este precepto fue objetos de varias indicaciones, las que describen a continuación, como el debate que se originó en torno a ellas.

En primer término, la indicación número 4), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone el reemplazo de la disposición.

El precepto sugerido precisa que el referido periodo de investigación será iniciado por el Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, cuando, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que el plantel de educación superior se encuentra en peligro de incumplir sus compromisos financieros, administrativos, y,o laborales; o en peligro de faltar a los compromisos académicos asumidos con sus alumnos o en riesgo de infringir gravemente sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica en el caso de las universidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N°2, en relación a los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.

El inciso segundo del precepto propuesto por la Mandataria faculta al Ministerio de Educación, para alcanzar los fines de esta indagación, a ingresar a la institución investigada, a acceder y a recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma. Adicionalmente, le brinda la posibilidad de solicitar a cualquier órgano de la Administración del Estado los antecedentes que consten en su poder y que sean pertinentes a los fines de la investigación, a excepción de aquellos que, por disposición legal, tengan carácter de secreto o reservado.

El inciso tercero impone al Ministerio de Educación, una vez concluida la investigación, la obligación de elaborar un informe que dé cuenta de los resultados de la misma. Dicho documento deberá ser puesto en conocimiento de la casa de estudios objeto de indagación, institución que tendrá un plazo de quince días para realizar sus descargos y que podrá solicitar un período de prueba no superior a igual término. Agrega que de acogerse los descargos o no constatarse algunas de las circunstancias a que refiere el inciso primero, la aludida Secretaría de Estado dictará resolución de término dando por finalizada la investigación. Con todo, precisa, podrá formularle recomendaciones para asegurar el mejor funcionamiento de la institución. 

Por el contrario, expirado el plazo para presentar descargos sin que estos se hayan formulado o rechazados estos, el Ministerio de Educación dictará resolución de término adoptando alguna de las medidas que contempla el artículo 4°.

El señor Ministro de Educación explicó que si bien en la actualidad la Secretaría de Estado que encabeza tiene la obligación de investigar los planteles de educación superior frente a irregularidades, sus facultades para ingresar a ellos y recabar antecedentes son limitadas, impidiendo desarrollar procedimientos de investigación adecuados. 

Por otro lado, indicó que la nueva redacción propuesta para el artículo 3° del proyecto de ley contempla que para dar inicio al periodo de investigación preliminar es necesario que concurran algunas de las causales claramente establecidas en él. Añadió que ellas dan cuenta de que los hechos advertidos revisten cierta gravedad, desterrando, en consecuencia, la posibilidad de comenzar esta etapa indagatoria en casos de poca relevancia.

Finalmente, notó que las modificaciones sugeridas al precepto en estudio dotan de mayor transparencia al referido periodo de investigación preliminar.

El Honorable Senador señor Allamand expresó su conformidad con la indicación presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, toda vez que ella recogía muchas de las críticas y comentarios formulados durante la discusión en general. 

Sin perjuicio de lo anterior, consideró necesario que el inicio del periodo de investigación preliminar no fuera una obligación para el Ministerio de Educación sino una facultad. En segundo lugar, estimó necesario recuperar la idea original que los antecedentes que motivan la referida indagación sean graves. De esta manera, precisó, el inicio del periodo de investigación preliminar tendrá lugar cuando el Ministerio de Educación tome conocimiento de antecedentes que, en su conjunto o por si solos, hagan presuponer que la institución de educación superior se encuentra en peligro grave de incurrir en alguna de las causales señaladas.

Por último, juzgó que una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación, junto con notificar a la institución de educación superior de los resultados del informe elaborado, debía ponerle en su conocimiento los cargos formulados. Comentó que lo anterior busca asegurar el principio del debido proceso. Adicionalmente, notó que si la norma brinda a la institución de educación superior la posibilidad de realizar sus descargos, dentro de los quince días siguientes a que se le notificó el citado informe, debe ponerse en su conocimiento los cargos que se le formulan.

El Honorable Senador señor Rossi, deteniéndose en la intervención del parlamentario que le precedió en el uso de la palabra, aseguró no compartir la propuesta de hacer del inicio del periodo de investigación preliminar una facultad, toda vez que adujo que el Ministerio de Educación tiene la obligación de iniciar dicha indagación cuando tome conocimiento de antecedentes que pueden comprometer la continuidad de estudio de los jóvenes.

Por otro lado, tampoco coincidió con la idea de posibilitar el uso de la herramienta de la investigación preliminar sólo en aquellos casos en que la institución de educación superior esté en peligro grave de incurrir en alguna de las causales establecidas. Hizo ver que recoger la idea anterior restringiría la utilización de este nuevo instrumento. A mayor abundamiento, recordó que el artículo objeto de análisis sólo regula las causales que motivan el inicio de un periodo de investigación y no aquellas que motivan el nombramiento de un administrador provisional. 

Por último, compartió la observación relativa a notificar a la institución de educación superior, al término de la investigación, de los cargos formulados. No obstante, recordó que el profesor Ferrada, durante la discusión en general del proyecto de ley, hizo presente que el principio del debido proceso no se extendía a las normas propuesta en esta iniciativa de ley.

En seguida, el Honorable Senador señor Navarro, refiriéndose a los planteamientos efectuados por el Honorable Senador señor Allamand, subrayó que el objetivo perseguido por la propuesta de ley en estudio consistía en asegurar el derecho a la educación y la continuidad de estudio de los alumnos, y no proteger a las instituciones de educación superior. Por la razón anterior, no compartió el planteamiento sugerido para que el uso de esta herramienta fuera facultativo. Por el mismo argumento, desterró la posibilidad de acoger la idea de iniciar el periodo de investigación preliminar sólo cuando existan antecedentes que hagan presuponer que una casa de estudios se encuentra en peligro grave de incurrir en alguna de las causales establecidas. En efecto, agregó, que el inicio de la indagación preliminar por parte del Ministerio de Educación consiste en evitar el agravamiento de los hechos y la intervención de las instituciones de educación superior.

En este mismo contexto de ideas, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, estimó preferible mantener la redacción propuesta en la indicación presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, en el sentido de considerar el uso de esta herramienta en términos perentorios. Por otro lado, si estuvo de acuerdo con la sugerencia de poner en conocimiento de la institución de educación superior, además del informe con los resultados de la investigación, la formulación de cargos.

En otro orden de consideraciones, propuso mantener la redacción original de este precepto, en orden a exigir que el Ministerio de Educación, para iniciar el periodo de investigación preliminar deba hacerlo mediante resolución fundada. Asimismo, consideró indispensable recuperar la proposición que los antecedentes que motivan la indagación preliminar sean graves. 
El Honorable Senador señor Rossi, deteniéndose en la proposición formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la idea que el Ministerio de Educación iniciara el periodo de investigación preliminar mediante resolución fundada, pero, por las razones expuestas precedentemente, fue contrario a exigir el calificativo de graves que se ha señalado.

Por último, recordó que las indicaciones presentadas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley en estudio son fruto de un acuerdo entre el Gobierno y la oposición. En consecuencia, sentenció que si no había intención de respetarlo, prefería rechazarlas, manteniendo la iniciativa de ley aprobada en general.

Sobre este último punto, el Honorable Senador señor Allamand subrayó que no existió una negociación entre el Gobierno y la oposición respecto de la normativa propuesta. En efecto, explicó que sólo hubo un mero acercamiento entre los equipos técnicos de ambos sectores. En el mismo sentido, aseguró que el Ejecutivo, sin acuerdo con la oposición, formuló las indicaciones.

Consignado lo anterior, se detuvo en las observaciones formuladas. Sobre el particular, erradicó la idea que con la primera de ellas el inicio del periodo de investigación preliminar fuera facultativo para el Ministerio de Educación. Por ello, no vio inconvenientes en mantener la redacción contenida en la indicación número 4. 

En relación con la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, calificó como indispensable que para comenzar la indagación preliminar existieran antecedentes graves que hagan pensar que la institución de educación superior se encuentra en peligro de incurrir en alguna de las causales previstas. Adicionalmente, apuntó que ello permitiría revestir de coherencia al inciso primero del artículo 3° que sólo contempla este adjetivo calificativo en el caso de la causal establecida en su literal c). A mayor abundamiento, enfatizó que un incumplimiento menor de los compromisos financieros, administrativos o laborales, así como el de los compromisos académicos asumidos con los estudiantes no podía motivar el inicio de un periodo de investigación preliminar.

El Honorable Senador señor Rossi insistió en que el artículo objeto de análisis sólo reglamenta las causales que permiten al Ministerio de Educación iniciar una indagación preliminar y no aquellas que motivan el nombramiento de un administrador provisional, por lo que la exigencia planteada no era necesaria y escapaba del objeto que tiene el precepto.

A su vez, el señor Ministro de Educación recordó que actualmente la cartera que representa tiene la obligación de investigar a una institución de educación superior cuando tome conocimiento de irregularidades. Agregó que a ella se pretende sumar aquella que es objeto de estudio y que otorga facultades al Ministerio para ingresar a la casa de estudios y para acceder y recopilar toda información que se estime necesaria. 

Precisado lo anterior, prefirió que el inicio de esta nueva indagación tuviera carácter facultativo, para lo cual solicitó recoger la primera observación realizada por el Honorable Senador señor Allamand. Justificando su petición, puso de relieve que de lo contrario un Secretario de Estado podía ser acusado constitucionalmente por no estimar que los antecedentes existentes sean graves. 

Este último planteamiento no fue compartido por el Honorable Senador señor Navarro quien hizo presente que los Gobiernos anteriores no investigaron casas de estudio en donde se cometían grandes irregularidades que afectaban el derecho a la educación de los alumnos, porque la indagación existente es facultativa.

Tampoco compartió las sugerencias planteadas por los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, en orden a que el Ministerio de Educación sólo inicie el periodo de investigación preliminar cuando existan antecedentes graves que hagan pensar que una institución de educación superior se encuentra en peligro, ya que el objetivo del referido periodo de investigación preliminar consiste en evitar que los hechos advertidos adquieran gravedad y comprometan el derecho a la educación de los jóvenes.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con el Honorable Senador señor Navarro respecto de que el inciso primero del artículo 3° estuviera redactado en términos imperativos. En atención a ello, insistió en su propuesta, consignada con anterioridad.

Por último, el señor Ministro de Educación, si bien comprendió y compartió los temores del Honorable Senador señor Navarro, puso de manifiesto que si la Secretaría de Estado que encabeza decide no dar inicio a una investigación, aunque ésta sea facultativa, recae sobre ella el peso de la prueba, debiendo, en consecuencia justificar su decisión.

- A continuación, el señor Presidente puso en votación la indicación número 4), como así también las enmiendas sugeridas en su redacción, resultando aprobada, con las modificaciones consignadas anteriormente, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Navarro, Rossi y Walker, don Ignacio.

En esa virtud, en lo que corresponde, la redacción de la disposición quedó de la siguiente manera:

“Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y mediante resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio, en aquellos casos que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que la institución de educación superior se encuentra en peligro de……”
“Una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación elaborará un informe que dará cuenta de los resultados de la misma. Este informe, junto con la formulación de cargos, será notificados a la institución investigada…..” 

Inciso primero
Se refiere, como se describió precedente, a la investigación preliminar y a las causales que la motivan

La indicación número 5), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y tiene por finalidad sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, podrá iniciar un período de investigación preliminar, en aquellos casos en que tome conocimiento de la existencia de antecedentes graves que signifiquen un riesgo para la viabilidad administrativa o financiera de una institución de educación superior. Dicha investigación tendrá por objeto verificar e identificar los problemas o dificultades que amenazaren la viabilidad de dicha institución.”.

En consecuencia, la redacción propuesta por el legislador citado persigue, por un lado, circunscribir la citada indagación al conocimiento de antecedentes graves que afecten la viabilidad administrativa o financiera de un plantel de educación terciaria y, por otro, precisar el objeto de la misma. 

- La indicación fue retirada por su auto.

La indicación número 6), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, propone eliminar como causal para iniciar la investigación preliminar la relativa al cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por las instituciones de educación superior.

- Fue retirada por sus autores.

Finalmente, la indicación número 7), de los mismos Parlamentarios recientemente aludidos, busca intercalar, después de la voz “cumplimiento”, la expresión “general”. Así, el Ministerio de Educación, en caso de advertir antecedentes graves que afecten seriamente el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por las casas de estudio, sólo podría iniciar el periodo de investigación preliminar cuando se afecte el cumplimiento general de los mismos.

- La indicación fue retirada por sus autores.

Inciso segundo

Establece que la referida investigación preliminar y sus antecedentes deberán ponerse en conocimiento de los interesados, quienes podrán hacer sus descargos dentro de los quince días siguientes y solicitar un término probatorio por igual cantidad de tiempo. Concluido el plazo anterior, consigna la disposición, la Secretaría de Educación dictará resolución de término.

La indicación número 8), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, precisa que lo que deberá notificarse a la institución de educación superior afectada será el resultado de la indagación, los cargos concretos que se le formulen y los antecedentes de la misma. 
- La indicación fue retirada por sus autores.

- - -

Seguidamente, la indicación número 9), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, agrega un inciso final, nuevo, al artículo 3°, en virtud del cual se dispone que en el caso de existir la eventual falta grave de cumplimiento de compromisos académicos, el Ministerio de Educación, a fin de acreditar la causal, deberá consultar la opinión de la Comisión Nacional de Acreditación.

- Fue retirada por sus autores. 

Artículo 4°
La disposición establece que terminado el periodo de indagación previa a que se refiere el artículo 3°, el Ministerio de Educación podrá adoptar alguna de las siguientes medidas:

a.- Darlo por finalizado, porque la institución de educación superior no se encuentra en alguna de las hipótesis señaladas.

b.- Elaborar un informe dando cuenta de los problemas advertidos y formulando recomendaciones a la institución de educación superior para que los subsane. Para ello, la casa de estudios tendrá un plazo de 120. Transcurrido dicho plazo, dentro de los quince días siguientes, deberá informar a la cartera referida las medidas adoptadas para solucionar los inconvenientes identificados. Si ellos se mantienen o en caso de no informarse respecto de las medidas adoptadas dentro del plazo anterior, se designará un administrador provisional o un administrador de cierre, según corresponda.

c.- Nombrar un administrador provisional o un administrador de cierre a la institución de educación superior, según corresponda. Siempre procederá la designación de la segunda figura citada en caso de revocación del reconocimiento oficial de la casa de estudios.


La norma fue objeto de varias indicaciones. 

En primer término, la indicación número 10), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar este artículo.

La nueva disposición, plantea que el Ministerio de Educación, al momento de dictar la resolución de término del periodo de investigación preliminar podrá, fundadamente y atendidas las características del plantel y la naturaleza y gravedad de los inconvenientes advertidos, adoptar alguna de las siguientes medidas:

a.- Ordenar la elaboración de un plan de recuperación, lo que procederá si se verifican incumplimientos graves de los compromisos financieros, administrativos, laborales y, o académicos asumidos por la institución.

b.- Nombrar un administrador provisional, en caso que se constaten problemas que pudieren configurar alguna de las causales que ameritan su designación.
c.- Dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial, media que procederá cuando se constaten inconvenientes de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquel. En consonancia con otras disposiciones del proyecto de ley en informe, se establece que de decretarse la aludida revocación, deberá designarse un administrador de cierre. 

Finalmente, la indicación agrega que en lo no previsto en esta ley, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley N° 19.880, cuerpo legal que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Navarro, Rossi y Walker, don Ignacio.


A continuación, se describen las demás indicaciones que se formularon a este precepto, como la decisión que se adoptó respecto de ellas.
En primer lugar, respecto del encabezamiento del artículo 4°, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, presentaron la indicación número 11), con el objeto de establecer en carácter obligatorio para el Ministerio de Educación, y no facultativo, la adopción de las medidas que prevé la disposición. 

- Los autores de esta indicación la retiraron. 

A continuación, la indicación número 12), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, sustituye la letra b) de este artículo, con el objeto de dar una nueva redacción a la medida de elaborar un informe que dé cuenta de los problemas identificados.

En lo sustantivo, la propuesta establece que el Ministerio de Educación dictará una resolución con tal finalidad, formulando recomendaciones a la institución de educación superior para subsanarlos, la cual tendrá 10 días para efectuar sus observaciones a la resolución, y  una vez vencido este plazo, el Ministerio de Educación tendrá 15 días para pronunciarse sobre las observaciones efectuadas por medio de una resolución final en que consten los problemas advertidos y recomendaciones.

Asimismo, la norma dispone que la institución tendrá un plazo de ciento veinte días para elaborar un plan de mejoras considerando la resolución final antes señalada, el que deberá implementarse dentro del plazo de un año contado desde su presentación al Ministerio de Educación, quien designará un veedor encargado de constatar la implementación de dicho plan. En cumplimiento de esta función, el veedor deberá informar trimestralmente al Ministerio de Educación.

Finalmente, el precepto propuesto señala que si dentro de los ciento veinte días señalados, la institución de educación superior no presenta al Ministerio de Educación el plan de mejoras, o si a juicio del Ministerio de Educación, con acuerdo del Consejo Nacional de Educación, no se observan resultados positivos transcurrido un año desde la adopción de medidas correspondientes, se procederá a la designación de un Administrador Provisional, y precisa que siempre procederá la designación de un Administrador de Cierre en caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior.

- La indicación fue retirada por sus autores. 

Luego, las indicaciones números 13) y 14), ambas del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, eliminan la posibilidad de nombrar un administrador de cierre, debiendo procederse a designar un administrador provisional, incluso en caso de revocación del reconocimiento oficial. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó que el objetivo perseguido por ambas proposiciones era que desaparezca la distinción entre administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior. Precisó que su propuesta apunta a que se otorguen al primero las facultades contempladas para el segundo. Enfatizó que la razón de ello descansa en que el administrador provisional, probablemente, conocerá a cabalidad la casa de estudio objeto de la medida y, en consecuencia, de advertirse una causal de pérdida del reconocimiento oficial, sería más adecuado que él asumiera ese proceso en lugar de nombrar una nueva figura.

- Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de la aprobación de la indicación número 10), su autor retiró ambas.

En seguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, formuló la indicación número 15), a fin de incorporar un nuevo literal al artículo 4°. En él se propone que cuando los inconvenientes advertidos afecten solamente una sede o carrera de una institución de educación superior, se podrá designar un administrador provisional para esa sola sede o carrera, limitándose las facultades que le otorga la presente ley a este ámbito restringido de sus funciones.
- La indicación número 15) fue retirada por su autor.

- - -

Posteriormente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 16), para intercalar un artículo nuevo. 

La referida disposición establece el procedimiento a seguir para el caso que el Ministerio de Educación adopte la medida de ordenar la elaboración de un plan de recuperación, a que se refiere la letra a) del artículo 4°, precedentemente aprobado por la Comisión.
 

Al respecto, se dispone que la casa de estudios tendrá un plazo de sesenta días para elaborar dicho plan y presentarlo a la Secretaría de Estado indicada. Dicho plan deberá contemplar las medidas necesarias para subsanar los inconvenientes advertidos y podrá considerar, entre otras, la suspensión de ingreso de nuevos alumnos durante uno o más periodos y el cierre de sedes, carreras o programas. Agrega que el plazo de implementación del aludido plan no podrá ser superior a dos años.

El precepto propuesto, consigna que el Ministerio de Educación deberá pronunciarse respecto del plan referido dentro de los diez días siguientes, ya sea aprobándolo o formulándole observaciones. Estas últimas deberán ser subsanadas por la casa de estudios dentro de los quince días siguientes. Presentadas las enmiendas, la Secretaría de Estado deberá resolver en un plazo de cinco días.

En caso de aprobarse el plan, la referida cartera de Estado tendrá la misión de supervigilar su cabal cumplimiento. A fin de posibilitar lo anterior, la institución de educación superior deberá remitirle informes trimestrales que den cuenta del estado de implementación del aludido plan. Con todo, añade, en cualquier momento, el Ministerio podrá requerir antecedentes sobre el particular. Adicionalmente, podrá nombrar a un funcionario de su dependencia para supervigilar su implementación, quien tendrá las facultades que contempla el inciso segundo del artículo 3°.

Concluido el plazo de implementación del señalado plan, el Ministerio de Educación deberá alzar la medida, a menos que el plantel de educación superior lo incumpliere, caso en el cual procederá a nombrarle un administrador provisional.

El Honorable Senador señor Allamand celebró la indicación presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, pues aseguró que ella contribuye a perfeccionar la normativa aprobada en general por la Sala del Senado. Asimismo, añadió que el nuevo artículo propuesto permite crear mecanismos de alerta temprana que permiten resguardar el derecho a la educación de los alumnos.

Con todo, consideró que el funcionario designado por el Ministerio de Educación para supervigilar la implementación del plan de recuperación debiera estar revestido de una determinada jerarquía, de manera que dejar de manifiesto la importante labor que realizará. Adicionalmente, añadió que dicho funcionario debiera tener las facultades necesarias para exigir a la institución de educación superior el cumplimiento del aludido plan. 


La Comisión estuvo de acuerdo con el planteamiento precedentemente formulado, y juzgó oportuno que el funcionario encargado de supervigilar la implementación de este plan tuviera el carácter de delegado ministerial, es decir, un personero que tuviera una relación directa e inmediata con el Ministro de Educación en la aplicación de esta medida.

- La indicación número 16) fue aprobada, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -

Artículo 5°
Regula la medida de nombramiento de un administrador provisional. Sobre el particular, sostiene que ello deberá realizarse por medio de resolución fundada del Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, el que requerirá el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio y deberá ser adoptado en sesión especialmente convocada a ese solo efecto. Añade que una vez adoptada la referida medida, la Secretaría de Estado procederá a nombrar un administrador provisional, designación que deberá ser ratificada por el Consejo Nacional de Educación en el plazo de cinco días.

El precepto agrega que si se acreditare una causal de revocación del reconocimiento oficial de la institución, deberá procederse a ella de conformidad a lo dispuesto en los artículos 64, 74 y 81 de la Ley General de Educación.

La indicación número 17), Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar este precepto.

La nueva disposición planteada, en lo sustantivo, mantiene la norma aprobada en general, pero incorporando en su contenido las causales que justifican la designación de un administrador provisional.


En efecto, se mantiene la idea que el nombramiento del referido órgano requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio y en sesión convocada a ese solo efecto, y luego precisa las causales para que ello sea procedente. Ellas son las siguientes:

a) Riesgo serio de no garantizar la viabilidad administrativa y, o financiera de la institución, afectando la continuidad de estudios de los y las estudiantes.

b) Incumplimientos graves y generalizados de los compromisos académicos asumidos por la institución con sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.

c) Imposibilidad de la mantención de las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que afecten la institución, sus sedes o sus bienes muebles o inmuebles.

d) Cuando se haya dictado resolución de reorganización de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta en conformidad a la ley Nº 20.720. En este caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 19 bis de esta ley.

e) Cuando el plan de recuperación, regulado en el artículo 5° de la presente ley, no fuere presentado oportunamente, habiendo sido presentado hubiere sido rechazado, o aprobado, posteriormente se incurriere en su  incumplimiento.

Aclara el precepto sugerido que la adopción de esta medida no procederá cuando la concurrencia de la o las causales sea atribuible a caso fortuito o fuerza mayor.

Asimismo, precisa que la casa de estudios objeto de la medida tendrá un plazo de cinco días para presentar sus alegaciones y antecedentes ante el citado Consejo, previo a su pronunciamiento. Si dicho organismo estima pertinente recabar mayor información, podrá solicitar antecedentes a la institución afectada y a otros órganos de la Administración del Estado.

Hace presente que no obstante lo señalado precedentemente, el Consejo deberá resolver dentro del plazo de quince días desde que recibe los antecedentes para su pronunciamiento. Ratificada la medida, el Ministerio de Educación, dentro del plazo de cinco días, procederá a nombrar al administrador provisional.
Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand puso de manifiesto que la indicación objeto de estudio recoge gran parte de las observaciones formuladas al artículo 5° durante la discusión en general. Sin embargo, subrayó la necesidad de agregar que la medida de nombramiento de administrador provisional no procederá, además, cuando la concurrencia de la o las causales en él previstas no sean imputables a culpa o negligencia de las autoridades responsables del gobierno o administración de la institución respectiva, pues las hipótesis de caso fortuito o fuerza mayor no incluyen todas las situaciones no atribuibles a un plantel de educación terciaria. 

El Asesor del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, indicó que la redacción sugerida por el Honorable Senador señor Allamand no era adecuada. En efecto, precisó que podrían presentarse casos que sin ser imputables a una institución de educación superior, sean graves y comprometan la continuidad de estudio de los alumnos y, en consecuencia, sea necesario el nombramiento de un administrador provisional. 
El Honorable Senador señor Allamand, insistiendo en su observación, explicó que la redacción propuesta por el Ejecutivo podría conducir, por ejemplo, a que frente a un inconveniente laboral relativo a la subcontratación de las personas encargadas del casino, del aseo o de la seguridad del plantel, se nombre un administrador provisional. Apuntó que hipótesis como las descritas no pueden motivar la intervención de una casa de estudios.

En relación con el punto objeto de discordia, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, resaltó que las hipótesis de caso fortuito y fuerza mayor incluyen casos que no son imputables a las instituciones de educación superior. En consecuencia, por estimar redundante la redacción propuesta, llamó a mantener la de Su Excelencia la Presidenta de la República.

En otro orden de consideraciones, planteó sustituir, en el literal b) del artículo 17, la voz “generalizados” por “reiterados”.

El señor Ministro de Educación manifestó que la intención del Ejecutivo es descartar que un conflicto menor pueda conducir al nombramiento de un administrador provisional. Por las razones anteriores, hizo ver su beneplácito hacia la modificación sugerida por el Honorable Senador señor Allamand.


A la luz de los planteamientos formulados por el señor Ministro, la Comisión estuvo de acuerdo en agregar, como otra hipótesis que no hiciera pertinente el nombramiento del administrador provisional, además de las de caso fortuito o fuerza mayor, la planteada por el Honorable Senador señor Allamand. Así también, aceptó la sugerencia de redacción sugerida por el Honorable Senador señor Walker.

- Puesta en votación la indicación número 17), con las enmiendas reseñadas precedentemente, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
- - -

La indicación número 18), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, busca intercalar el siguiente inciso segundo al artículo 5°:

“La resolución fundada a que hace referencia el inciso anterior, deberá señalar la o las causales acreditadas que motivan el nombramiento del administrador provisional y la forma en que fueron verificadas.”.

- Fue retirada por su autor.

- - - 
Artículo 6°

Letra b)

Este artículo reglamenta los requisitos que deberán cumplir quienes se desempeñen como administrador provisional. El literal citado establece que se deberá acreditar experiencia en gestión de instituciones de educación superior o en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño, conforme a la ley N° 20.416. En el primer caso el plazo será de cinco años, mientras que en el segundo, de diez, debiendo acreditarse, además, experiencia en actividades académicas en una o más casas de estudio.

La indicación número 19), de Su Excelencia la Presidenta de la República, tiene por finalidad exigir que la experiencia requerida en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño, sea relevante.

- Puesta en votación la indicación número 19), resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio. 

- - -

Seguidamente, se formuló por Su Excelencia la Presidente de la República la indicación número 20), con el objeto de establecer, mediante un nuevo inciso que se agrega a este precepto, que la idoneidad de la persona a designar en el cargo de administrador deberá ser evaluada considerando las características, el tamaño y complejidad de la institución, así como el proyecto educativo de ésta.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio. 

- - -

Artículo 7°
Establece el régimen de inhabilidades para desempeñarse como administrador provisional de una institución de educación superior. 
Inciso primero

Letra b)
Dispone que no podrá ser nombrado administrador provisional los fundadores o quienes tengan intereses económicos o patrimoniales comprometidos en la casa de estudios objeto de la medida o en alguna de sus entidades relacionadas. 
La indicación número 21), de Su Excelencia la Presidenta de la República, incluye en esta inhabilidad a quienes tengan el carácter de miembros o asociados de la institución.

- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la totalidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso cuarto
Precisa que el administrador provisional, responderá de culpa leve en su administración. Asimismo, agrega que dicho órgano deberá dar estricto cumplimiento al principio de probidad administrativa, aplicándosele, en consecuencia, los artículos 52, 53 y 62 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 22), a fin de eliminarlo, toda vez que su contenido, con otra redacción, se considera en la indicación número 86), que figura más adelante en este informe.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 8°
Establece la posibilidad que se nombre un administrador provisional, que cumpla con los requisitos que contempla el artículo 7°, sin que exista previamente un periodo de investigación preliminar, cuando se den algunas de las causales en él contempladas y que son las siguientes:

a) Cuando, con fundamentos en antecedentes graves, se encuentre en riesgo el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por la institución de educación superior con sus estudiantes y,o su viabilidad administrativa o financiera a causa de no contar con los recursos docentes, educativos, económicos, financieros y,o físicos necesarios y adecuados para ofrecer el o los grados académicos y el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.
b) Cuando se haga imposible la mantención de las funciones académicas de la institución a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que afecten a la institución, sus sedes o sus bienes muebles o inmuebles.
c) Cuando se haya dictado la resolución de liquidación de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta, caso en el cual las medidas adoptadas por el administrador provisional, para efectos de resguardar los derechos de los y las estudiantes, en lo relativo a la disponibilidad de los bienes muebles e inmuebles esenciales, necesarios para asegurar la continuidad de sus estudios, prevalecerán sobre las facultades del liquidador o veedor.
Agrega que un reglamento, que deberá entrar en vigencia antes de transcurrido un año de la publicación de esta ley, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. 
El precepto, finalmente, consigna que no procederá la adopción de esta medida cuando, a juicio del Ministerio de Educación, en acuerdo con el Consejo Nacional de Educación, la concurrencia de los antecedentes que pudieren ameritarlo sean atribuibles a caso fortuito o fuerza mayor.

La indicación número 23), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza este artículo. 

La nueva disposición brinda la posibilidad a la institución de educación superior a la cual se le hubiere impuesto la medida de nombramiento de administrador provisional, de reclamar de la legalidad de la misma ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio, dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución respectiva. Añade que dicho tribunal dará traslado de la reclamación al Ministerio de Educación, notificándolo por oficio. Dicha parte contará con un término de diez días hábiles para formular las observaciones que estime pertinentes. Evacuado el traslado por dicha Secretaría de Estado o vencido el plazo referido sin que lo hubiere hecho, la Corte ordenará traer autos en relación, debiendo agregarse la causa extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. Añade que esta instancia podrá abrir un término probatorio que no exceda de siete días y escuchar los alegatos de las partes si lo estima pertinente.

Añade que la interposición del reclamo no suspenderá los efectos de la resolución ni podrá la Corte de Apelaciones disponer medida alguna que apunte en esa dirección mientras se encuentre pendiente la reclamación

Por último, consigna que la sentencia deberá ser dictada dentro del término de quince días y será inapelable.

El Honorable Senador señor Rossi puso de relieve que la judicialización de la medida podría comprometer el éxito de la labor del administrador provisional, habida consideración de los tiempos que demoran, habitualmente, la tramitación de las causas.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que la indicación en estudio recoge una proposición planteada durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados.

Deteniéndose en la intervención del Honorable Senador señor Rossi, en tanto, comprendió la inquietud formulada por él. Sin embargo, aclaró que el inciso cuarto del artículo 8° propuesto señala claramente que la interposición del recurso no suspenderá los efectos de la resolución. Adicionalmente, remarcó que el precepto añade que la Corte de Apelaciones no podrá decretar medida alguna que apunte en esa dirección mientras se encuentre pendiente la reclamación.

El Honorable Senador señor Allamand recordó que no obstante no existir una disposición tal en el proyecto de ley aprobado en general por el Senado, era posible recurrir administrativamente de la resolución del Ministerio de Educación. Con todo, valoró la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República.

Seguidamente, llamó a analizar en profundidad los efectos de la interposición de la reclamación. Al respecto, enfatizó que si bien la redacción actual no impediría hacer frente a casos de emergencia, podría generar un problema serio a la institución de educación superior afectada y a los estudiantes en el caso que la Corte de Apelaciones acoja la reclamación y deje sin efecto la medida.

En consecuencia, llamó a armonizar ambas necesidades. Para ello propuso otorgar a la casa de estudios afectada con la medida la posibilidad de solicitar una orden de no innovar, para que sea la Corte, habida consideración de los fundamentos de la resolución y de la reclamación formulada, quien resuelva si se paraliza o no la intervención.

Sin perjuicio del planteamiento anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y al artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la norma en estudio debía ser consultada a la Corte Suprema. Al respecto, apuntó que dicha instancia podría dar una señal respecto a cómo proceder en un caso tal, sin entrabar la medida adoptada.

A reglón seguido, indicó que una alternativa sería establecer que por la interposición de la reclamación no se suspenderán los efectos de la resolución, salvo que la Corte, por resolución fundada, acceda a una petición de no innovar.

El señor Ministro de Educación vio con preocupación que la medida sugerida por el Honorable Senador señor Allamand fuera utilizada con fines dilatorios. Adicionalmente, recordó que la decisión de nombrar a un administrador provisional no queda entregada al mero arbitrio del Ministerio de Educación, toda vez que supone un periodo de investigación preliminar, la concurrencia de causales precisas y el acuerdo del Consejo Nacional de Educación.

El Honorable Senador señor Rossi, abocándose a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Allamand, compartió la preocupación respecto del desprestigio que se ocasionaría a la institución de educación superior afectada por una medida que más tarde es revocada por la Corte de Apelaciones. Sin embargo, resaltó la necesidad de resguardar el derecho a la educación de quienes están en planteles que incurren en irregularidades.

Por otro lado, haciendo suyas las palabras del señor Ministro de Educación, notó que el procedimiento que supone la adopción de la medida de nombramiento del administrador provisional destierra toda posibilidad de discrecionalidad, por cuanto precisa un periodo de investigación preliminar y, posteriormente, el acuerdo del Consejo Nacional de Educación.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso que el inciso tercero dispusiera simplemente que la interposición del reclamo no suspenderá los efectos de la resolución, eliminando, en consecuencia, la última frase.

Respecto de esta última proposición, el Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, afirmó que dicho inciso fue extraído de una norma similar existente para la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. Consignado lo anterior, sugirió aprobar la norma en los términos propuestos, sin perjuicio de evaluar la redacción del inciso una vez que se reciba la respuesta de la Corte Suprema sobre el particular.

- Puesta en votación, la indicación número 23) contó con el respaldo de la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes en la sesión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

Posteriormente, como consecuencia del análisis de la indicación número 87) y en virtud de lo dispuesto en el artículo 125 del Reglamento de esta Corporación, por acuerdo unánime de sus miembros, la Comisión acordó reabrir el debate respecto de esta indicación.

En esta oportunidad, el Honorable Senador señor Allamand propuso modificar el inciso cuarto del precepto en estudio, confiriéndole una nueva redacción del siguiente tenor:

“Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos de la resolución, salvo que existan antecedentes calificados que así lo ameriten.”

Al respecto, apuntó que con dicha proposición se dejaría claramente consignado en la ley que la regla general es que la presentación del recurso no suspenderá los efectos de la resolución impugnada, a menos que existan antecedentes graves que lo justifiquen. Observó que esta última posibilidad permitiría evitar el inicio de la administración provisional en casos calificados, cautelando el prestigio de la institución de educación superior y el derecho de los estudiantes.

El Honorable Senador señor Quintana fue enfático en sostener que no compartía los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand. A mayor abundamiento, sentenció que la Corte de Apelaciones, aunque no exista disposición específica al respecto, puede, de oficio, suspender los efectos de la interposición del reclamo.

El señor Ministro de Educación juzgó que el procedimiento de administración provisional era lo suficientemente garantista y, en consecuencia, consideró que la propuesta del Honorable Senador señor Allamand no se justificaba. En efecto, reiteró que la medida referida supone el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, dando cuenta de la seriedad de la decisión adoptada.

En el mismo sentido, agregó que la suspensión de los efectos de la medida podría significar aún más desordenes administrativos al interior de la institución de educación superior afectada.

Seguidamente, y a la luz de los planteamientos formulados por el señor Ministro de Educación, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand solicitaron votar separadamente el inciso cuarto del precepto propuesto por Su Excelencia la Presidenta de la República.

- Puesto en votación el inciso cuarto del nuevo precepto que propone la indicación número 23), fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- A continuación, se procedió a votar los demás incisos del artículo 4° propuesto por la indicación número 23), siendo aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.


Seguidamente, la Comisión analizó las demás indicaciones formuladas al artículo 8°.

Inciso primero
La indicación número 24), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, propone su sustitución, con el objeto de disponer que el nombramiento de un administrador provisional sólo podría tener lugar una vez concluido el periodo de investigación preliminar, y siempre que se cumpla alguna de las causales prevista en el aludido artículo 8°.

- La indicación fue retirada por sus autores, Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra a)

Establece que la designación de un administrador provisional tendrá lugar cuando existan antecedentes graves de que se encuentre en riesgo el cumplimiento de los compromisos académicos asumidos por la institución de educación superior con sus alumnos y, o la viabilidad administrativa o financiera a causa de no contar con los recursos docentes, educativos, económicos, financieros y, o físicos necesarios y adecuados para ofrecer el o los grados académicos y el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.

La indicación número 25), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, propone su reemplazo, con el objeto de establecer que la referida designación tendrá lugar sólo cuando existan antecedentes graves y reiterados de que el proyecto institucional se encuentra en la segunda situación establecida originalmente, es decir, el compromiso su viabilidad administrativa o financiera por las causas indicadas precedentemente.
- Fue retirada por sus autores. 
Letra b)

Permite el nombramiento de un administrador provisional cuando se torne imposible la mantención de las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que afecten al plantel, sus sedes o sus bienes muebles o inmuebles.

La indicación número 26), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, agrega que los bienes muebles o inmuebles afectados deben ser esenciales para el desarrollo del proyecto institucional, y que los bienes esenciales de una casa de estudio son aquellos sin los cuales no es posible dar cumplimiento a los compromisos académicos.

- La indicación fue retirada por sus autores.
Inciso tercero

Señala los casos en que, no obstante concurrir alguna de las causales que dispone el artículo en estudio, no procederá la adopción de la medida. Sobre el particular, se descarta la designación de un administrador provisional en aquellos casos en que el Ministerio de Educación y el Consejo Nacional de Educación estimen que las causales obedecen a situaciones de caso fortuito o fuerza mayor.

El inciso fue objeto de dos indicaciones, ambas de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 
La primera de ellas, indicación número 27) busca enfatizar que en ningún caso procederá la medida de nombramiento de un administrador provisional si las causales obedecen a situaciones de caso fortuito o fuerza mayor, y así lo estimen conjuntamente el Ministerio de Educación y el Consejo Nacional de Educación.

- La indicación fue retirada por sus autores.

La segunda, en tanto, indicación número 28), persigue agregar a los casos en que no procederá la aludida medida, aquellos que no sean imputables a la institución de educación superior.

- Fue retirada por sus autores.

Artículo 9

Regula las obligaciones que tendrá el administrador provisional nombrado. Ellas consisten en levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior; elaborar un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la casa de estudios; presentar un plan de administración provisional que garantice la adecuada gestión del plantel; presentar informes trimestrales respecto del avance de su gestión y dar cuenta documentada de ella al término de su gestión.

Inciso segundo
Encomienda al administrador provisional la labor de presentar, previa consulta de las autoridades de la institución de educación superior, un plan de administración provisional, instrumento que deberá ser aprobado por la Secretaría de Educación, el que debe contemplar las acciones necesarias que permitan subsanar las deficiencias que motivaron el nombramiento, pudiendo considerar, incluso, la reestructuración de la casa de estudios.

En relación con este inciso se presentaron dos indicaciones. La indicación número 29), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y la indicación número 30), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Ambas persiguen suprimir la posibilidad que el plan de administración provisional pueda llegar a reestructurar la institución de educación superior.

-Ambas indicaciones, las números 29) y 30), fueron retiradas por sus autores.
Inciso sexto

Este inciso faculta al administrador provisional a establecer un Consejo Triestamental de carácter consultivo, permitiendo así garantizar la participación de todos los estamentos de la institución afectada con la medida. El referido consejo estará integrados por dos representantes de cada uno de los estamentos presentes en el plantel, los que deberán ser electos democráticamente, y podrá constituirse dentro del plazo de quince días contados desde que el administrador lo convoque. La facultad que contempla la disposición en estudio deberá ejercerse dentro de los sesenta días siguientes a la asunción de su cargo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, presentó la indicación número 31), para reemplazar este inciso, estableciendo, en sustitución la facultad de conformar dicho Consejo, la obligación del administrador provisional de establecer mecanismos de consulta con representantes de los distintos estamentos de la institución de educación superior durante el desempeño de su cargo.

Explicando la indicación presentada, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sentenció que ella recoge la norma aprobada en general, pero le da un carácter imperativo a la otrora facultad de establecer mecanismos consultivos. 

En relación con la idea de eliminar el propuesto Consejo Triestamental, justificó dicha decisión en que en las universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales presentes a lo largo del país, las formas de participación varían mucho.
Precisado lo anterior, propuso que el administrador provisional no sólo estableciera mecanismos de consulta sino también de información con los representantes de los distintos estamentos del plantel educativo.

El señor Ministro de Educación puso de relieve que la indicación formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, no contaría con el respaldo de la Cámara de Diputados lo que obligaría a formar una Comisión Mixta que resuelva las divergencias entre ambas ramas del Congreso Nacional, demorando así la entrada en vigencia de la ley.

Por otro lado, estimó que la figura del referido Consejo asegurará la participación equitativa de todos los estamentos de la institución de educación superior afectada con la medida de administración provisional.

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana consideró que la redacción propuesta por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, no aseguraba la participación de todos los estamentos de una casa de estudios. Por lo anterior, estimó preferible conservar el texto aprobado en general.

A su vez, el Honorable Senador señor Allamand compartió la idea de dar cierta flexibilidad a los mecanismos de consulta, toda vez que, tal como lo advirtió el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, las realidades de los distintos planteles educativos no son las mismas. Asimismo, celebró la propuesta de transformar la referida facultad en una obligación del administrador provisional. 

Respecto de las inquietudes planteadas por el Honorable Senador señor Quintana y el señor Ministro de Educación, indicó que ellas podían resolverse precisando en el texto normativo que los representantes de los distintos estamentos deberán ser democráticamente electos.

Respecto de este último planteamiento, el señor Ministro de Educación hizo ver la necesidad que el administrador provisional consultara a los representantes que tuvieran dicha calidad de todos los estamentos presentes en una institución de educación superior.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación recalcó que la redacción aprobada en general tenía la virtud de contener criterios de constitución del Consejo Triestamental y aseguraba la participación equitativa de todos los estamentos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi advirtió que la aprobación de la indicación formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, podría limitar la participación de los estudiantes en el proceso de administración provisional.

En este mismo contexto de análisis, el señor Ministro de Educación sugirió asegurar una representación equilibrada entre los distintos estamentos, de manera que el establecimiento de los mecanismos de consulta e información no genere espacios a nuevos conflictos al interior de una institución de educación superior.

En seguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió, en concordancia con los planteamientos efectuados precedentemente, la siguiente redacción para esta disposición:

“El administrador provisional, en el desempeño de su cargo, deberá establecer mecanismos de consulta e información con representantes democráticamente electos de cada uno de los estamentos de la institución educativa.”

En su concepto, esta redacción mejora la aprobada en general y soluciona todas las críticas formuladas por el Ejecutivo. En efecto, precisó que el administrador provisional tendrá la obligación de establecer mecanismos de consulta e información con los representantes democráticamente electos de todos los estamentos presentes en la casa de estudios objeto de la medida.

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana comentó que si bien se daba a la consulta un carácter obligatorio, era preferible mantener la figura del Consejo Triestamental a fin de asegurar la participación equitativa de todos los estamentos de la casa de estudios objeto del proceso de administración.

A su turno, el Honorable Senador señor Allamand juzgó que la indicación objeto de análisis, con las adecuaciones sugeridas, resuelve de manera más adecuada los propósitos del Ejecutivo. En efecto, observó que los mecanismos de consulta e información serán obligatorios y en ellos tendrán participación cada uno de los estamentos de la institución educativa por medio de sus respectivos representantes democráticamente electos. Asimismo, permitirá recoger satisfactoriamente la realidad estamental de cada institución de educación superior objeto de administración provisional.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, valoró el carácter imperativo dado a los mecanismos de consulta e información, y resaltó que ello permitirá asegurar que los conflictos que originaron la administración provisional sean resueltos de la manera adecuada.

El Honorable Senador señor Rossi, a su vez, hizo ver la necesidad de implementar un sistema de consulta claro y con reglas precisas respecto de su constitución, y no uno difuso como el propuesto en la indicación objeto de estudio. 

En relación con el carácter obligatorio de los mecanismos de consulta, estimó que ello no tendría mayor relevancia, toda vez que, para que el administrador provisional pueda llevar a cabo adecuadamente la labor encomendada, necesariamente deberá establecer el citado Consejo, especialmente si se tiene en consideración que la casa de estudios estará atravesando por una crisis en la que todos exigirán ser escuchados.

El señor Ministro de Educación acotó que si bien la indicación del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, tenía la virtud de hacer de la consulta una medida obligatoria, presentaba el importante riesgo de no proporcionar un marco institucional a la participación de los estamentos, posibilitando discusiones relativas a la forma de hacerlo. 

- Puesta en votación la indicación número 31), ésta resultó aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Quintana y Rossi, con las modificaciones señaladas.
- - - 

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 32), para consultar un nuevo artículo en el que se consigna que la posibilidad de reestructurar la institución de educación superior, brindada al administrador provisional por medio de la presentación de un plan de administración provisional, deberá respetar los fines específicos del plantel expresados en su proyecto institucional y la limitación de no alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la casa de estudios sujeta a la medida. Con todo, precisa que dicha limitación no operará cuando sea indispensable para garantizar la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.

Agrega que la adopción de la medida de reestructuración requerirá la aprobación de la máxima autoridad colegiada de la respectiva institución, vigente a la fecha del nombramiento del administrador provisional, si la hubiere, o, de no existir aquella, de la máxima autoridad unipersonal a igual fecha. La aprobación deberá verificarse dentro del plazo de quince días contados desde la comunicación de la medida que realice el administrador provisional a dichas autoridades.

Rechazada la solicitud, o si dentro del plazo señalado la casa de estudios no ha dado respuesta a ella, el administrador podrá requerir, dentro del plazo de cinco días, la autorización de la misma al Consejo Nacional de Educación, mediante una solicitud fundada, acompañada de todos los antecedentes que la justifiquen.

Dentro del plazo de diez días contados desde la solicitud al Consejo, la institución, a través de la autoridad que se haya opuesto a la medida, podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes justificativos.

El Consejo resolverá dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud o de las alegaciones de la institución, según corresponda.
El Jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez, explicó que la indicación reglamenta aquellos casos en que el administrador provisional se ve en la necesidad de reestructurar la institución de educación superior. Agregó que si bien dicha medida ha sido objeto de críticas por parte de algunos de los senadores integrantes de la Comisión, e invitados, ella, en muchos casos, resulta trascendental, como quedó de manifiesto en el caso de la Universidad del Mar. Con todo, aseguró que ante una prerrogativa tal, la casa de estudios debe tener la posibilidad de pronunciarse sobre el particular. 

En sintonía con el punto anterior, indicó que esta proposición otorga ciertas garantías a la institución de educación superior afectada con la adopción de la medida referida, ya que será la máxima autoridad del plantel la encargada de aprobar la reestructuración del mismo. Añadió que de no ser así, o de no pronunciarse la institución dentro de cierto plazo, el administrador provisional podrá solicitar la referida autorización al Consejo Nacional de Educación, debiendo acompañar todos los antecedentes que justifiquen su demanda. Frente a esta situación, resaltó, la casa de estudios afectada podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes que justifiquen su postura ante el citado Consejo, organismo que deberá resolver.

En definitiva, concluyó, la indicación presentada da garantías al plantel afectado con la medida.

El Honorable Senador señor Allamand solicitó que los representantes del Ejecutivo detallaran el alcance que podría tener la medida objeto de análisis, la que, recordó, fue objeto de preocupación de muchos de los invitados recibidos durante la discusión en general en la iniciativa de ley.

Por otro lado, hizo ver la necesidad de precisar y separar las facultades que se entregarán al administrador provisional y al administrador de cierre de instituciones de educación superior, pues, estimó que el proyecto de ley no era claro sobre el particular. En este punto, hizo presente que mientras el primero debiera tener facultades de administración que le posibiliten solucionar los inconvenientes advertidos, el segundo debiera contar con facultades ligadas a la liquidación del plantel. 

Finalmente, deteniéndose en la situación que el administrador provisional coexista con un veedor y el administrador de cierre, con un liquidador, observó que pudieran generarse conflictos de competencias entre ellos. En consecuencia, llamó a aclarar las atribuciones de cada una de las figuras señaladas.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi, abocándose en la intervención del legislador que le antecedió en el uso de la palabra, puso de manifiesto que el administrador provisional y el administrador de cierre están llamados a cumplir misiones distintas, las que quedan claramente establecidas en la normativa propuesta. Al respecto, consignó que mientras el primero asume la administración de la casa de estudios, el segundo tiene a su cargo el cierre de la institución y la reubicación de los estudiantes, asegurándoles la continuidad de sus estudios y la conservación de sus beneficios estudiantiles.

El señor Ministro de Educación, en tanto, refiriéndose a la intervención del Honorable Senador señor Allamand, precisó, en primer término, que la reestructuración a que hace referencia la indicación en estudio es meramente administrativa y persigue dar viabilidad a la institución de educación superior.

En otro orden de consideraciones, apuntó que la función del administrador provisional descansa en tratar de solucionar los inconvenientes advertidos y reflotar la institución de educación superior, mientras que la del administrador de cierre radica en cerrarla, de manera ordenada, en aquellos casos en que no es posible otra medida. 

Respecto del posible conflicto de competencias entre el administrador provisional y el veedor y entre el administrador de cierre y el liquidador, desterró dicha posibilidad, toda vez que las figuras creadas en este proyecto de ley buscan asegurar el interés de los estudiantes, minimizando el uso de recursos públicos.

En sintonía con el punto anterior, puso de relieve que la reestructuración propuesta contempla la aprobación de la casa de estudios afectada y, en subsidio, del Consejo Nacional de Educación, institución que le dio la autonomía.

En otro orden de consideraciones, propuso intercalar un nuevo inciso segundo al artículo sugerido en la indicación objeto de análisis en el cual quede claramente establecido que para que el administrador provisional pueda enajenar inmuebles de la institución de educación superior, dicha solicitud deberá estar incorporada en el plan de administración provisional que deberá ser aprobado por las autoridades del plantel o, en subsidio, por el Consejo Nacional de Educación.

La redacción del referido inciso sería la siguiente:
“En el caso que el administrador provisional decida enajenar bienes raíces de la institución de educación superior, dicha medida deberá estar consignada en el plan de administración provisional.”

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Quintana indicó que si bien votaría a favor de la propuesta formulada por el Ejecutivo, le parecía más adecuada la redacción aprobada en general, pues aseguraba que el administrador provisional contaría con la totalidad de las facultades necesarias que permitan asegurar el derecho a la educación de los estudiantes.

En relación con este último comentario, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que la totalidad de la iniciativa de ley apunta a asegurar y resguardar el derecho a la educación de los estudiantes. Así, precisó, lo sostiene claramente el artículo 1°.

- Puesta en votación la indicación número 32), con la modificación recientemente consignada, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Rossi.

- - -

Artículo 10°
Regula el procedimiento de notificación de la resolución que designa un administrador provisional, la impugnación de la misma, la misión de dicho órgano, el tiempo durante el cual ejercerá sus funciones y la posibilidad de removerlo.

Inciso primero

Dispone que la resolución señalada precedentemente se notificará por medio de carta certificada al representante legal y, o a quien ejerza la dirección académica o administrativa de la casa de estudios, quienes podrán impugnarla administrativamente, ante el Consejo Nacional de Educación, quien resolverá en única instancia.

La disposición fue objeto de tres indicaciones.

La indicación número 33), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone su supresión. Hay que hacer presente que la supresión planteada se explica toda vez que el contenido de esta disposición, la posibilidad de impugnar la designación del administrador provisional, fue objeto de una nueva regulación, la que quedó consignada como un artículo 8°, nuevo, del proyecto de ley en informe.

La indicación número 34), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, establece que la referida notificación se hará solo al representante legal de la institución.

La indicación número 35), de los mismos Senadores, por último, permite que la resolución que dicte el Consejo Nacional de Educación sea apelable.

- Puesta en votación la indicación número 33), resultó aprobada por la totalidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

-Las indicaciones números 34) y 35), en tanto, fueron retiradas por sus autores, Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 
Inciso segundo

Establece que el administrador provisional durará en su cargo dos años, término que podrá ser prorrogado por una sola vez hasta por igual periodo, de ser necesario lo que deberá ser calificado por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.

La indicación número 36), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y la indicación número 37), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, limitan el ejercicio del cargo a un año.

- Fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero

Dispone que en la resolución que nombra al administrador provisional deberá consignarse la o las causales que originaron su designación, y asevera que la principal función de este órgano es la solución de ellas.

La indicación número 38), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, sustituye la expresión “principal función” por “función específica”.

- Resultó aprobada por la totalidad de los miembros de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso cuarto

Señala que el administrador provisional podrá ser removido por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando no dé cumplimiento al cometido para el cual fue designado, le fuere imposible actuar diligentemente, según lo establecido en el acto de su designación, o infrinja el principio de probidad administrativa. 

La indicación número 39) de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye las causales que pueden motivar la remoción, disponiendo que ella podrá proceder cuando exista incumplimiento grave del plan de administración provisional, imposibilidad, por cualquier causa, de ejercer sus atribuciones, o infracción a su deber de responsabilidad contemplada en la ley.
Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer expresó su consentimiento a las nuevas causales que se han señalado, pero estimó pertinente que la remoción del administrador provisional contara con la aprobación de la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación, tal como ocurre al momento de su designación, y que dicho acuerdo fuera adoptado en sesión especialmente convocada al efecto.

- Puesta en votación la indicación, con la modificación precedentemente señalada, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 11

Establece las facultades del administrador provisional, las limitaciones a las que estará sujeto y hace referencia a los honorarios del mismo.

Inciso primero

Entrega al administrador provisional, con plenos poderes, el gobierno y la administración de la institución de educación superior. Como consecuencia de ello, le otorga la representación legal de la misma y la facultad de ejercer todas aquellas funciones que la ley y los estatutos o la escritura social confieran a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funciones directivas.

La indicación número 40), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, mediante la sustitución de esta inciso, señala que para el cumplimiento de su objeto, el administrador provisional asumirá conforme al artículo 2.132 del Código Civil la administración de la institución de educación superior, correspondiéndole la representación legal y todas aquellas facultades que la ley y los respectivos estatutos o escritura social, según corresponda, le confieren a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funciones directivas.”.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand, recordó que la función específica del administrador provisional descansa en subsanar los problemas advertidos, de manera de reflotar la institución de educación superior. En ese espíritu, señaló, resulta indispensable que la figura citada cuente con todas las facultades de administración que le permitan cumplir el objetivo señalado, pero no aquellas que dicen relación con la liquidación.

En este mismo orden de ideas, precisó que la norma aprobada en general permite que el administrador provisional, en el ejercicio de sus funciones, pueda enajenar el conjunto de los bienes de la institución, cuestión que excedería la mera administración. A mayor abundamiento, notó que el texto sugerido en la indicación es similar al que contempla la ley N° 20.529 para la administración provisional de establecimientos de educación escolar.

El Honorable Senador señor Rossi puso de manifiesto que en materia de educación escolar, el administrador provisional asume en plenitud la totalidad de las funciones del sostenedor, lo que incluye el gobierno de la institución.

Consignado lo anterior, prefirió conservar la norma aprobada en general, pues adujo que la de los Senadores de la Alianza restringía las facultades del órgano aludido, lo que podría impedir el cumplimiento de su cometido.

Al respecto, el señor Ministro de Educación hizo presente que la redacción sugerida por su cartera no contiene incentivos para que el administrador provisional pueda llegar a adoptar una decisión como la planteada por el Honorable Senador señor Allamand. Adicionalmente, subrayó que dicha figura responderá de culpa leve en el desempeño de sus funciones y estará obligada a ceñirse al principio de probidad. Pese a lo anterior, se mostró dispuesto a limitar las atribuciones conferidas, de manera de asegurar que no se desviará de las funciones de administración.

El Honorable Senador señor Allamand coincidió con el señor Ministro en que el administrador provisional debía contar con todas las facultades necesarias para subsanar los inconvenientes y sacar adelante a la casa de estudios afectada. A la luz de lo anterior, subrayó que era indispensable consignar que para el cumplimiento de su misión, el administrador provisional asumirá, con plenos poderes, la administración de la institución de educación superior.

El Jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez, haciendo referencia a la indicación en discusión, hizo ver que la expresión “administración” podía no incluir la totalidad de las atribuciones y poderes con los que cuentan las autoridades de las instituciones de educación superior. En efecto, comentó que ellas poseen no sólo facultades de esta índole, sino también funciones de gobierno. En consecuencia, consideró preferible mantener la redacción propuesta por el Ejecutivo que permite cubrir todas las funciones propias de un rector y de las demás autoridades de un plantel.

El Honorable Senador señor Allamand remarcó que las facultades de gobierno podría ejercerlas el administrador provisional de estimar necesaria una reestructuración del plantel de educación terciaria.

Por otro lado, insistió en que no debía darse espacio a que la figura citada adoptara decisiones que dicen relación con el cierre de las instituciones como lo es la venta de la totalidad de los bienes de la casa de estudios.

El señor Ministro de Educación, recogiendo los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand, juzgó que podía dejarse consignado, para los efectos de la historia de la ley, que las facultades de gobierno se entregarían al administrador provisional sólo en cuanto fueren necesarias para la reestructuración de la casa de estudios.

La Honorable Senadora señora Von Baer compartió la propuesta del Secretario de Estado, pues adujo que otras instancias, además del rector, tienen funciones de gobierno y, en consecuencia, no resultaba apropiado transferir al administrador provisional la totalidad de las facultades.

El Honorable Senador señor Quintana, discrepando de los planteamientos de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand y de la propuesta del señor Ministro de Educación, hizo ver que era preferible mantener la redacción original del Ejecutivo para asegurar que el administrador provisional contara con las facultades necesarias que le permitan sacar adelante una institución de educación superior. En el mismo sentido, observó que las atribuciones de administración podían resultar insuficientes y que las de gobierno podían llegar a ser centrales para posibilitar el cumplimiento de su cometido.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartiendo la propuesta del señor Ministro de Educación, sugirió dejar consignado que, para el cumplimiento de su objeto, el administrador provisional asumirá el gobierno para los efectos de la reestructuración y, con plenos poderes, la administración de la institución. 

El Honorable Senador señor Rossi, a su turno, solicitó analizar con profundidad las facultades que se entregarán al administrador provisional y sentenció, en lo esencial, debía contar con todas aquellas que aseguraran el cumplimiento de su cometido. Asimismo, advirtió que limitar sus atribuciones podría conducir a la judicialización del asunto, impidiéndole actuar con prontitud.

Por las razones citadas, se inclinó por preferir la redacción de Su Excelencia la Presidenta de la República.

La Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que la redacción propuesta por el señor Ministro de Educación y por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, permitían hacer más coherentes entre si las disposiciones del proyecto de ley.

La Honorable Diputada señora Girardi, por su parte, solicitó precisar qué funciones de gobierno no debieran ser de competencia del administrador provisional.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand puso de relieve que el planteamiento debiese ser el opuesto, en el sentido que el administrador provisional no debería tener ninguna facultad de gobierno que fuera más allá de la reestructuración de la institución, toda vez que sus atribuciones no pueden exceder de aquello.

El señor Ministro de Educación sostuvo que preferiría que el administrador provisional no tuviera limitaciones en cuanto a sus facultades, de manera de asegurar el éxito de su intervención. Con todo, no se opuso a incluir ciertas medidas que permitan evitar una extralimitación en el desempeño de sus funciones.

El Jefe de la División de Educación Superior, en su calidad de ex Vice Rector de Universidad de Chile, relató que el concepto de administración si bien resulta adecuado en una empresa, no corre igual suerte en el caso de las instituciones de educación superior, sector en donde queda acotado a la administración financiera y a la de los bienes de la misma. Comentó que fuera de dichas decisiones existen otras de orden académico que pudieran quedar fuera de la expresión referida. 

En relación a la afirmación realizada por el Honorable Senador señor Allamand respecto a que la facultad de gobierno quedaría comprendida en la posibilidad de reestructurar un plantel, recalcó que dicha reestructuración constituye una dimensión extrema de dicha facultad, y no constituye la única expresión de ella.

El Honorable Senador señor Allamand aseveró que la voz “administración” superaba los aspectos meramente administrativos y financieros. En consecuencia, sugirió dejar constancia de que dicha expresión debía ser entendida en un sentido amplio y que las facultades de gobierno serían utilizadas en caso de reestructuración.

- Luego de este intercambio de ideas, la indicación número 40) fue retirada por sus autores, Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
La indicación número 41), de Su Excelencia la Presidente de la República, en tanto, precisa que las facultades que se entregan al administrador provisional, precedentemente reseñadas, las tendrá desde el momento de su designación.

El señor Ministro de Educación hizo ver la necesidad de, en el contexto de la discusión que se ha realizado de precisar las funciones que le corresponderá al administrador provisional, que a continuación de la expresión “asumirá”, se intercalara la frase “con la única finalidad de solucionar los problemas detectados en la investigación”.

- La indicación número 41), con la modificación citada, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Rossi.

Inciso segundo
El citado inciso agrega ciertas facultades especiales que tendrá el administrador provisional. 

Letra f)

Permite ejercer las acciones que correspondan para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las instituciones de educación superior, así como aquéllas destinadas a perseguir la responsabilidad de quienes incurrieron en dichos actos.

La indicación número 42), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, proponen que la referencia que hace el precepto sea solo a las universidades y no a las instituciones de educación superior. 

- Fue retirada por sus autores, Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
- - -

A continuación, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand formularon la indicación número 43) con la que añaden una nueva atribución consistente en devolver la administración de los bienes al gobierno y administración de la institución de educación superior al término de su gestión, aun cuando se dé lugar a lo dispuesto en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, es decir, que se revoque el reconocimiento oficial de la institución.

- Los autores de la indicación número 43) la retiraron.

- - -

Inciso tercero

Dispone que el administrador provisional, también podrá adoptar cualquier otra medida necesaria para garantizar el cabal cumplimiento de las obligaciones que le impone su mandato, debiendo utilizar siempre, en primer término, los recursos de la propia casa de estudios, en caso de requerirlos.

La disposición fue objeto de dos indicaciones, la número 44), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y la número 45), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
La indicación número 44) propone suprimir este inciso.

- Puesta en votación, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
Por su parte, la indicación número 45) sustituye la norma, estableciendo que las facultades del administrador provisional son indelegables.

- La indicación fue retirada por sus autores, Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Inciso cuarto

Señala que el administrador provisional no podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la casa de estudios objeto de intervención, a menos que existan razones para ello fundadas en la continuidad de estudios o en la titulación de los estudiantes. Dichas medidas deberán ser adoptadas por la Secretaría de Educación y requerirán acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación.
Respecto de esta parte del artículo 11, se hicieron presentes tres indicaciones. La primera (indicación número 46), la segunda (indicación número 47), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y la tercera (indicación número 48) de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

La indicación número 46), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, establece que el administrador provisional no podrá alterar el proyecto educativo. Sin embargo, posibilita introducir cambios en los programas y en la estructura de la institución de educación superior de que se trate, en la medida que cuenten con el respaldo del Consejo Nacional de Educación.

- El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, retiró la indicación número 46).
A su vez, las indicaciones números 47), de Su Excelencia la Presidente de la República y 48), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, proponen eliminar la excepción a la limitación que tiene el administrador provisional de alterar el modelo educativo y los planes y programas de la institución de educación superior sujeta a la medida.

Al respecto, el Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, explicó que resulta necesario eliminar la excepción aludida toda vez que ella se contempló al momento de referirse a la reestructuración de la institución de educación superior, norma que quedó incorporada en el artículo 11, nuevo.

- Ambas indicaciones contaron con el voto favorable de la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 49), que propone incorporar un inciso final a este precepto, disponiendo que las medidas que adopte el administrador deberán costearse con cargo a los recursos de la casa de estudios objeto de la medida. Asimismo, pone de relieve que la adopción de esta última no podrá significar asignación o aporte de recursos adicionales por parte del Estado a la institución.

- Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
- - -

Artículo 12
Faculta al administrador provisional, para asegurar la continuidad de estudio de los y las estudiantes, para adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a los objetivos que determinaron su nombramiento, a expensas de los bienes de propiedad de la institución de educación superior o de los que sean administrados por ella.

Las indicaciones número 50) y 51), de Su Excelencia la Presidenta de la República y de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, respectivamente, proponen su supresión.

- Puestas en votación ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio. 
Artículo 14

Contempla el procedimiento a que quedará sujeta la acción revocatoria que otorga el artículo 2.468 del Código Civil y que podrá ejercer el administrador provisional.

Al respecto, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand presentaron la indicación número 52), a fin de suprimir este artículo.

- Fue retirada por sus autores.
Número 6

Dispone que la apelación que se deduzca con ocasión del ejercicio de la acción revocatoria que contempla el artículo 2.468 del Código Civil se tramitará como en los incidentes, y gozará de preferencia para su vista y fallo.

Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 53), para eliminar la referencia a que la apelación se tramitará de acuerdo a las normas del procedimiento incidental.

- La indicación fue aprobada por la totalidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 16

Regula los efectos de la medida de administración provisional. Al respecto, se establece que una vez adoptada, las autoridades que ejerzan funciones directivas quedarán suspendidas de sus funciones, quedando, en consecuencia, inhabilitadas para ejercer cualquier función y celebrar actos o contratos en nombre de la casa de estudios que integran. Además, dispone que, desde el momento reseñado, dichas autoridades, los organizadores y los propietarios del plantel no podrán percibir remuneración alguna de parte de éste. 

No obstante lo reseñado anteriormente, la disposición permite que el administrador provisional autorice a una o más autoridades de las mencionadas para continuar ejerciendo sus funciones, percibiendo, por lo tanto, remuneración por ello. Sin embargo, quienes se encuentren en la situación serán responsables de todas las obligaciones que se hubieren generado con antelación a la designación del administrador provisional, persistiendo cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado por éstos.

Sobre esta norma recayó la indicación número 54), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirla.

- La indicación fue retirada por su autora.
Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 55), con el objeto de eliminar la idea considerada en la norma aprobada en general, consistente en que, desde el momento de la adopción de la medida, las autoridades, propietarios y organizadores de la institución de educación superior afectada no puedan percibir remuneración alguna por parte de ésta.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, explicó que la eliminación de la prohibición encuentra su fundamento en la advertencia realizada por expertos constitucionalistas quienes hicieron presente que ella podía afectar los contratos laborales vigentes y, en consecuencia, ser contraria a la Carta Fundamental. A mayor abundamiento, notó que la medida se enmarcaba dentro de la administración provisional y no en la de cierre.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer apoyó la indicación en estudio. Con todo, consideró necesario corregir la redacción del inciso primero de este precepto, de manera de establecer que las autoridades de la institución de educación superior quedarán suspendidas de sus funciones desde la notificación de la medida de administración provisional y no desde la fecha de su adopción.

- Puesta en votación la indicación número 55), con la modificación sugerida precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
Artículo 18

Considera la posibilidad que el Ministerio de Educación advierta que los hechos que motivaron la administración provisional sean imputables a alguna de las autoridades de la institución de educación superior. En este caso, la referida Secretaría de Estado podrá declarar, en la resolución que alza la medida, la inhabilidad de éstas para continuar ejerciendo sus funciones. Con todo, si por aplicación de lo anterior, se hiciere imposible la continuidad del servicio educativo, la administración provisional deberá extenderse hasta que se designen las nuevas autoridades.

Sobre el particular, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand formularon la indicación número 56) para suprimir el precepto.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand, explicando la indicación de su autoría, indicó que ella obedece a que las inhabilidades son de derecho estricto y no se aplican administrativamente. 

El Honorable Senador señor Rossi, por su parte, resaltó la importancia del artículo en estudio, toda vez que establece que las autoridades que dieron origen a los inconvenientes y, en consecuencia, motivaron la intervención del administrador provisional, no podrá continuar en el ejercicio de sus cargos una vez alzada la medida.

En el mismo sentido, puso de manifiesto que la medida sugerida estará contemplada en el informe final que deberá elaborar el administrador provisional, documento que deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y por el Consejo Nacional de Educación, que es un organismo colegiado, transversal y pluralista, Recordó que la referida aprobación está contemplada en el artículo 17 del texto aprobado en general y que, fruto de las enmiendas efectuadas en el segundo informe, pasó a ser artículo 18, en sus mismos términos.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, deteniéndose en la intervención del Honorable Senador señor Allamand, hizo ver que la inhabilidad de las autoridades que motivaron la intervención de la institución de educación superior para continuar en el ejercicio de sus cargos la establece la ley y no un órgano administrativo. A mayor abundamiento, agregó que la disposición analizada hace referencia a los criterios objetivos que la ley señala para decretar la medida señalada. 

Adicionalmente, puso de relieve que el precepto citado contempla un procedimiento para que la autoridad afectada con la medida pueda revertir la decisión.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, expresó sus dudas en cuanto a que una de las labores encomendadas al administrador provisional fuera determinar los culpables del hecho que motivó su intervención.

En otro orden de consideraciones, consultó quién sería encargado de designar las nuevas autoridades en el caso que las anteriores fueran declaradas inhábiles para continuar en el ejercicio de sus funciones.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, contestando las inquietudes de la Honorable Senadora señora Von Baer, observó que la decisión de calificar como culpables a determinadas autoridades de la casa de estudio objeto de intervención se contemplará en el informe final que deberá elaborar el administrador provisional, instrumento que deberá ser aprobado por la Secretaría de Estado que integra y por el Consejo Nacional de Educación, como ya se ha indicado.

En relación con la pregunta realizada, aclaró que el nombramiento de la o las nuevas autoridades corresponderá al plantel de educación terciaria que se encuentre en dicha situación.

- Concluido el debate, los autores de la indicación número 56), Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, habida cuenta de las explicaciones realizadas, la retiraron.

- - -

Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, formuló la indicación número 57), para consultar un nuevo precepto que faculta al administrador provisional, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, suscribir convenios con alguna de las universidades del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas o con otras instituciones de educación superior que cuenten con acreditación vigente por a lo menos cuatro años a fin de delegar, en todo o en parte, las facultades que le otorga la presente ley. 

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo notar que la indicación en estudio tuvo como antecedente la propuesta de ley presentada en conjunto con los Honorables Senadores señores Lagos y Zaldívar, y que se contiene en el Boletín N° 8.775-04. En ese sentido, puntualizó que la norma contempla la posibilidad que el administrador provisional pueda celebrar convenios con algunas universidades, centros de formación técnica o institutos profesionales, según sea el caso, de manera de delegar las facultades entregadas por esta iniciativa de ley en un órgano especializado en el tema.

Adicionalmente, apuntó que la norma propuesta recoge la idea sugerida por Su Excelencia la Presidenta de la República en el artículo 23 del texto aprobado en general, disposición que permite al administrador de cierre suscribir convenios con algunas de las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y, en casos calificados, con otras institución de educación superior que cuenten con acreditación vigente.

La Honorable Senadora señora Von Baer estimó que la medida sugerida en la indicación parecía adecuada en el caso de tratarse de una administración de cierre. Fundamentando su aseveración, recordó que el administrador provisional podría solucionar los inconvenientes advertidos y, en un caso tal, de haberse utilizado esta facultad, podrían generarse conflictos entre las institución de educación superior involucradas.

El señor Ministro de Educación sostuvo que si bien la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, pudo ser adecuada al momento de conocerse la situación de la Universidad del Mar, porque no existía una figura que pudiera hacerse cargo de la situación de los alumnos, hoy el escenario era diferente gracias a este proyecto de ley que crea el administrador provisional. A mayor abundamiento, notó que la medida sugerida podría generar inconvenientes toda vez que la institución nombrada no es un ente imparcial sino que tiene interés en el mercado estudiantil de la institución objeto de administración provisional. En el mismo sentido, sentenció que la casa de estudios con la cual se celebra el convenio no tendrá los incentivos adecuados para reflotar la a institución de educación superior intervenida.

El Honorable Senador señor Allamand si bien compartió el espíritu de la indicación objeto de análisis, coincidió con el señor Ministro de Educación en que su aplicación podría generar conflictos importantes entre las instituciones de educación superior involucradas. En consecuencia, hizo ver la necesidad de rescatar los aspectos positivos de la misma, eliminando los efectos adversos que ella pudiera generar.

Abocándose al análisis de las virtudes de la propuesta, resaltó que no existía persona más idónea para ocuparse de la educación de los estudiantes que han quedado a la deriva que una institución cuyo giro es el mismo que el de la casa de estudios intervenida, especialmente cuando esta última tiene gran cantidad de alumnos o sedes. Con todo, estimó que la delegación de facultades no podía ser absoluta, por lo que, sugirió modificar la indicación de manera que ella disponga que el administrador provisional podrá delegar, en parte, las facultades que le otorga la presente ley.

Por otro lado, con el fin de frenar los posibles efectos adversos que pudiera generar la implementación del planteamiento del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso que la atribución citada fuera aprobada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación. Adicionalmente, subrayó que debiera considerarse la posibilidad que la mencionada Secretaría de Estado revoque la delegación de estimarlo oportuno.

El señor Ministro de Educación, complementando su intervención anterior, estimó que la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, resultaba redundante toda vez que esta facultad podía ejercerla el administrador provisional en caso de reestructurar la institución de educación superior.

El Honorable Senador señor Rossi, coincidiendo con el señor Ministro de Educación, consignó que la facultad planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, ya estaba comprendida dentro de aquella que la normativa legal entrega al administrador provisional.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, juzgó que la delegación de atribuciones constituía una facultad esencial para asegurar el derecho a la educación de los estudiantes y la continuidad de sus estudios. Al respecto, notó que no existía ninguna figura más adecuada para reflotar a un plantel de educación terciaria que una institución par.

Respecto de las críticas formuladas por el Secretario de Estado, aseveró no compartir la aprensión por él expuesta.

En relación con la modificación planteada por el Honorable Senador señor Allamand, puso de manifiesto que el texto establece claramente que los referidos convenios deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación.

Deteniéndose en la observación de la Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, se mostró dispuesto a posibilitar que la referida delegación sólo tuviera lugar en el caso de la administración de cierre.

El señor Ministro de Educación insistió en que la discusión no se centraba en las capacidades técnicas de la institución con la cual se celebra el convenio, sino en si los incentivos eran adecuados o no.

El Honorable Senador señor Allamand resaltó la importancia que puede tener la aprobación de esta proposición, con la modificación señalada, en el caso que grandes instituciones de educación superior sean objeto de administración provisional.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, enfatizó que una norma similar contempla el artículo 23 de la iniciativa de ley aprobada en general, precepto que no pretende ser cambiado por parte de Su Excelencia la Presidenta de la República durante la discusión en particular.

Finalmente, el señor Ministro de Educación se mostró dispuesto a recoger el contenido de esta indicación, en la medida que la delegación de facultades fuera sólo parcial y fuera aprobada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, como se plantea en ella.

- Puesta en votación la indicación número 57), con las modificaciones consignadas anteriormente, ésta resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio. 
Con todo, por razones de técnica legislativa, esta instancia estimó que el contenido de esta indicación quedara incluido en el artículo 11 del texto aprobado en general, que corresponde al artículo 13 de este informe, referido a las atribuciones del administrador provisional, debiendo, en consecuencia, agregarse un literal g) a dicha disposición. Asimismo, como consecuencia de la aprobación de la indicación número 76, se redujo a tres los años de acreditación que deberán tener las instituciones de educación superior con las cuales el administrador provisional podrá suscribir convenios. 

- - -

Asimismo, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, presentó la indicación número 58) para intercalar un nuevo párrafo 3°, pasando los actuales 3° y 4° a ser 4° y 5°, con la consecuente modificación del articulado correlativo.

El referido párrafo lleva por epígrafe “De la Administración Delegada” y contempla las siguientes disposiciones:

Artículo ….- En los casos que el administrador provisional así lo determine, podrá convocar a instituciones de educación superior que cumplan las exigencias a que se refiere el artículo siguiente, para que asuman la administración delegada de la institución de que se trate, en cuyo caso las entidad adjudicataria tomará a su cargo el otorgamiento de las prestaciones educacionales que correspondan respecto de los alumnos que ya tienen la calidad de alumnos regulares en la institución  sin que proceda la aceptación de nuevos alumnos.

Artículo ….- Sólo podrán participar en las convocatorias que se efectúan para ejercer la administración delegada instituciones de educación superior acreditadas por un plazo no inferior a cuatro años y que cumplan las demás exigencias que se establezcan en las bases de la convocatoria.

Artículo ….- La selección de la entidad llamada a adjudicarse la administración delegada será aquella que a menor costo y en mejores condiciones garantice la prestación de un servicio de calidad en los términos exigidos en la propuesta. La institución seleccionada deberá constituir garantía de fiel cumplimiento en la forma, monto y oportunidad que establezca la convocatoria.

El costo a que se refiere el inciso anterior se financiará con cargo a los recursos que se recuperen de la institución intervenida.

Artículo ….- Seleccionada la entidad, la materialización de la administración delegada se efectuará mediante la dictación de una resolución fundada del Ministerio de Educación a petición del administrador provisional, traspasándole todas las facultades de éste a la entidad adjudicataria. La entidad que asuma la administración delegada quedará sujeta a la supervigilancia y control del Ministerio de Educación. Lo anterior sin perjuicio de las facultades que en virtud del artículo 87, letras f) y g) del DFL N° 2, del año 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del DFL N° 5, de 2005, le correspondan al Consejo Nacional de Educación.

Quien ejerza la administración delegada deberá informar al Ministerio de Educación cualquier hecho sustancial relacionado con el funcionamiento de la institución que administre, en especial, deberá informar sobre las medidas adoptadas para la consecución de estudios y titulación de los alumnos, en su caso, y sobre las medidas relativas al cumplimiento de los derechos laborales y previsionales del personal.

Artículo ….- La administración delegada se extenderá por el mismo plazo que establece esta ley para el administrador provisional.

Artículo ….- La entidad administradora adoptará todas las medidas necesarias para garantizar la adecuada conclusión de los servicios educativos de los estudiantes de que se trate y el respectivo proceso de titulación. En el caso de los títulos que se emitan respecto de los alumnos pertenecientes a la entidad sujeta a administración delegada, se dejará constancia la entidad bajo cuya administración delegada se concedió el título respectivo.

Artículo ….- Sin perjuicio de los demás derechos y obligaciones que se especifiquen en el decreto que determine la administración delegada, a la entidad que asuma este rol le corresponderá en lo que respecta a los aspectos académicos, lo siguiente:

a) Percibir los recursos asociados a los créditos y las becas que correspondieren a los alumnos que continuarán sus estudios.

b) Respetar los planes de estudios y créditos académicos cursados. En caso de constatar que determinados alumnos requieran cursos de nivelación académica, estos deberán ser propuestos al Ministerio de Educación, para su aprobación o rechazo. El costo a que se refiere este literal se financiará con cargo a los recursos que se recuperen de la institución intervenida.

c) Asegurar estándares de calidad académica equivalentes a los de la institución que asume la administración delegada en el proceso de egreso de los alumnos provenientes de la institución intervenida.

d) Utilizar, mantener y administrar la infraestructura y personal de la entidad sujeta a administración delegada.”.

- La indicación número 58) fue retirada por su autor, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

- - -
Párrafo 3°

Regula al administrador de cierre y las disposiciones especiales para la revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, formuló la indicación número 59), para, consecuentemente con indicaciones anteriores de su autoría, suprimir en su epígrafe la expresión “Del administrador de Cierre y”, quedando, de esta manera, el párrafo circunscrito a las disposiciones especiales para la revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicando su propuesta, sostuvo que no existía razón alguna para nombrar un órgano distinto del administrador provisional en caso de advertirse una causal de revocación del reconocimiento oficial. Sobre el particular, destacó que el interventor provisional se posiciona como la persona más adecuada para llevar a cabo el cierre de un plantel de educación terciaria, de ser necesario, toda vez que es él quien mejor lo conoce. 

A la luz del comentario anterior, sugirió trasladar las atribuciones que la propuesta de ley contempla para el administrador de cierre al administrador provisional.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación juzgó importante contar con dos órganos distintos, toda vez que ambos deben cumplir misiones diferentes. No obstante, precisó que en aquellos casos en que el administrador provisional advierte que es necesario proceder al cierre de la institución de educación superior, será él el encargado de dirigir dicho proceso.

En línea con el punto anterior, remarcó que podrían presentarse hipótesis en las cuales el administrador provisional no haya realizado una adecuada gestión o no sea especialista en el cierre de instituciones y, en consecuencia, sea necesario nombrar un administrador de cierre.

El Honorable Senador señor Quintana coincidió con el señor Espinoza en que las funciones de ambos órganos eran distintas. Asimismo, argumentó que contar con los podría evitar que, frente a inconvenientes de un plantel de educación superior, el administrador provisional proceda automáticamente a su cierre.

La Honorable Senadora señora Von Baer subrayó que lo importante era indicar con claridad en el proyecto de ley que existen dos tipos de administración. Apuntó que ello permitiría dar la señal que ambas persiguen objetivos diferentes, una, reflotar la institución de educación superior y la otra, cerrarla porque ya no caben más alternativas. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, insistió en que no existía razón alguna que justificara nombrar en calidad de administrador de cierre a una persona distinta del administrador provisional, habida consideración que este último se habrá sumergido profundamente en la institución intervenida.

El señor Ministro de Educación hizo hincapié en que, de conformidad a la normativa en estudio (artículo 19 del texto aprobado en general), el administrador provisional y el administrador de cierre podían recaer en una misma persona en aquellos casos en que el primero advirtiera la concurrencia de una causal de revocación del reconocimiento oficial.

- Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, habida consideración de las explicaciones realizadas por el Ejecutivo, retiró la indicación número 59).

Artículo 19

Considera dos situaciones que pueden motivar el inicio del procedimiento de revocación del reconocimiento oficial y señala los pasos que deberá seguir el Ministerio de Educación frente a ellas. 

Las hipótesis son cuando, una vez concluida la gestión del administrador provisional, a) no haya sido posible subsanar las deficiencias que dieron origen a la medida, por causas no imputables a él o; b) cuando se tome conocimientos de hechos que pudiesen constituir alguna de las causales que motivan la revocación del reconocimiento oficial.

La indicación número 60) de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega como causal que motiva el inicio del procedimiento de revocación del reconocimiento oficial, que se haya dictado resolución de liquidación de la respectiva institución de educación superior o de su entidad organizadora en conformidad a la ley N° 20.720.

- La indicación fue aprobada por la totalidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

La indicación número 61), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, por su parte, precisa que para dar inicio al aludido procedimiento se requeriría el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, el que deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.

- La indicación fue retirada por sus autores.

Inciso segundo

Regula la posibilidad que, durante su gestión, el administrador provisional considere inviable solucionar los problemas o deficiencias que originaron su designación, la que deberá informarse a la Secretaría de Educación para que adopte las medidas que estime adecuadas, pudiendo dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de considerarlo necesario.

La indicación número 62), los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, de manera similar a la anterior,  pone de relieve que la decisión de revocar el reconocimiento oficial deberá contar con el respaldo previo de la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación.

- Fue retirada por sus autores.
Inciso tercero

Faculta al Ministerio de Educación, en aquellos casos en que decrete la revocación del reconocimiento oficial, para nombrar como administrador de cierre a quien se hubiere desempeñado como administrador provisional.

La indicación número 63), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propone la eliminación del inciso. 

- El autor de la indicación la retiró.

La indicación número 64), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, en el mismo sentido de las anteriores indicaciones de su autoría, precisan que la citada designación supondrá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, el que deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio y en sesión especialmente convocada a ese sólo efecto.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand, fundamentando la indicación presentada, hizo presente que ella busca que el precepto analizado esté en coherencia con el resto del proyecto. En efecto, precisó que el nombramiento del administrador provisional requiere la aprobación del Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.

El Honorable Senador señor Rossi notó que, en este caso, la situación es diferente. En efecto, puntualizó que se trata de nombrar como administrador de cierre a quien se ha desempeñado como administrador provisional, el que, de acuerdo a la normativa ya aprobada por la Comisión, ha contado con el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación. En razón de ello, consideró redundante la indicación propuesta, ya que exige nuevamente el acuerdo del referido Consejo.

El Honorable Senador señor Allamand si bien compartió la observación del Parlamentario que le antecedió en el uso de la palabra, solicitó que en aquellos casos en que el nombramiento del administrador cierre recayera en una persona distinta de quien se hubiere desempeñado como administrador provisional, dicha designación cuente con el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.

La Honorable Senadora señora Von Baer hizo ver que, de conformidad al texto sugerido por el Ejecutivo, en el caso de revocación del reconocimiento oficial, lo único que debe tener el respaldo del Consejo Nacional de Educación es dicha decisión y no el nombramiento del administrador de cierre. En consecuencia, al igual que el Honorable Senador señor Allamand, solicitó que dicho nombramiento contara siempre con el acuerdo previo del referido organismo, salvo en aquellos casos en que se designa como administrador de cierre a quien se desempeñó como administrador provisional.

El señor Ministro de Educación se mostró de acuerdo con la precisión realizada por los Legisladores de la Alianza.

- Luego de la explicación anterior y habiendo dejado constancia de su planteamiento, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand retiraron la indicación número 64). 

Con todo, la Comisión, recogiendo dicha proposición, acordó dejar constancia en el texto que el nombramiento del administrador de cierre siempre requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros, en sesión especialmente convocada al efecto, salvo en aquellos casos en que la designación recaiga en quien se hubiere desempeñado como administrador provisional.

Inciso cuarto

Establece que el Ministerio de Educación, en caso de decretar la revocación del reconocimiento oficial, dictará una resolución en la que nombrará un administrador de cierre y fijará un plazo para proceder al cierre definitivo del plantel, atendiendo al tamaño de la institución, al número de alumnos matriculados y a la complejidad de las causales que la originaron.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, formuló la indicación número 65), para eliminarlo.

- La indicación fue retirada por su autor.
- - -

Por otro lado, la indicación número 66), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega un inciso final, nuevo, a este artículo, en virtud del cual se deja constancia que la personalidad jurídica de la casa de estudios cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado subsistirá para el solo efecto de la implementación del plan de administración, y, en especial, para que los planteles receptores de estudiantes puedan otorgar, a nombre de aquella, los títulos y grados académicos a los alumnos reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente la institución de origen.

El Honorable Senador señor Allamand puso de relieve que la indicación en estudio contempla la hipótesis que la institución de educación superior ha perdido su reconocimiento oficial. En este caso, añadió, la personalidad jurídica de la misma subsistirá para que las casas de estudio receptoras de estudiantes puedan otorgar, a nombre de aquélla, los títulos y grados académicos que correspondan a los estudiantes reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente. 

Precisado lo anterior, notó que la redacción propuesta permitiría que el plantel receptor otorgara dichos títulos y grados a nombre de la institución intervenida a los alumnos reubicados, aunque no medie convenio entre ambos. Ejemplificando su aseveración, puntualizó que quedaría comprendido en la hipótesis de la indicación en estudio el caso de un alumno de una institución que ha perdido el reconocimiento oficial y que se traslada a otro plantel por su propia voluntad, sin que exista convenio entre la casa de estudios de origen y la receptora. Al respecto, preguntó si esta última podía revivir la personalidad jurídica de la primera para otorgar, a nombre de aquella, los títulos y grados académicos que correspondan.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación puntualizó que la posibilidad brindada por medio de la indicación en discusión sólo tendrá lugar cuando exista un convenio entre la casa de estudios de origen y la receptora. En efecto, notó que el texto de la misma utiliza la expresión “instituciones receptoras de estudiantes”, lo que es indicativo de la existencia de tal convenio.

En este mismo orden de consideraciones, el señor Ministro de Educación explicó que la situación comprendida en la indicación en estudio es aquella en la cual una institución de educación superior se encuentra en proceso de administración de cierre, y se le ha revocado el reconocimiento oficial. En este caso, detalló, el administrador de cierre puede celebrar un convenio con otra casa de estudios a fin de recibir a los alumnos de la primera y le otorgue los títulos y grados académicos que correspondan a los alumnos reubicados. En este escenario, enfatizó, este plantel, en virtud de que el precepto propone que la personalidad jurídica de la institución intervenida subsistirá después de haber perdido el reconocimiento oficial, otorgará dichos títulos y grados a nombre de la que fue objeto de intervención y no a nombre propio.

Deteniéndose en la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Allamand, descartó que la hipótesis descrita anteriormente se extendiera a todas las instituciones receptoras de alumnos provenientes de casas de estudios intervenidas, y remarcó que sólo operaría en caso de mediar convenio entre ellas.

Luego de la aclaración realizada por los representantes del Ministerio de Educación, el Honorable Senador señor Allamand solicitó dejar claramente establecido en la normativa propuesta que la hipótesis objeto de análisis sólo operará en aquellos casos en que entre la institución de educación superior objeto de administración de cierre y la receptora se haya celebrado un convenio.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación insistió en que la disposición propuesta por medio de la indicación número 66) era clara sobre el particular y sólo operaba en caso de existir tales convenios. En efecto, reiteró, la frase “instituciones receptoras de estudiantes” da cuenta de ello. Con todo, recogiendo la solicitud formulada por el Honorable Senador señor Allamand, sugirió hacer referencia en la indicación 66) a los convenios.

- Puesta en votación la referida indicación, con la modificación sugerida, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -
Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República, por medio de la indicación número 67), propuso incluir un artículo que acote que las facultades del administrador provisional o del administrador de cierre, nombrados a causa de una resolución de reorganización o de liquidación, según corresponda, prevalecerán sobre las del liquidador o veedor, según sea el caso, únicamente respecto a los bienes muebles e inmuebles esenciales para asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes.

Esta norma añade que los conflictos que pudieren suscitarse entre el liquidador o veedor y el administrador provisional o de cierre serán resuelto por el juez que dictó la respectiva resolución de reorganización o liquidación, según sea el caso, oyendo previamente al Ministerio de Educación y al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, y propendiendo a la preeminencia del interés público asociado a la continuidad de estudios de los y las estudiantes de la institución afectada.

Por último, consigna que un reglamento, que deberá dictarse en el plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. 
- La indicación número 67) fue aprobada unánimemente por los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -
Artículo 20

Señala que, cuando se decrete la revocación del reconocimiento oficial, el Ministerio de Educación deberá designar un administrador de cierre, figura que deberá cumplir con los mismos requisitos exigidos a los administradores provisionales y que podrá ejercer las mismas facultades previstas para ellos, sin perjuicio de contar con atribuciones específicas para su cometido.

La indicación número 68) del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sustituye la locución “administrador de cierre” por “administrador provisional.” 

La indicación número 69), del mismo señor Senador, eliminar el texto que dispone que el administrador de cierre tendrá las mismas facultades que el administrador provisional, sin perjuicio de aquellas que se indicarán en los artículos siguientes.

- En consonancia con anteriores decisiones respecto de indicaciones de tenor similar, ambas fueron retiradas por su autor.


Sin perjuicio del retiro de las indicaciones anteriores, cabe hacer presente que la Comisión, para efectos de una mejor técnica legislativa, acordó suprimir este precepto, y su contenido incorporarlo en el artículo 19 del texto aprobado en general, con adecuaciones en su redacción, y considerando, según lo acordado precedentemente, que la designación del administrador de cierre, cuando recaiga en alguien distinto que el administrador provisional, deberá contar con el acuerdo del Consejo Nacional de Educación, en los términos que se dispuso.

Artículo 21

Establece que la resolución que nombra un administrador de cierre frente a un caso de revocación del reconocimiento oficial de un plantel de educación terciaria, fijará el procedimiento a seguir para tales efectos.

La indicación número 70), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone el reemplazo de esta disposición por la siguiente:

“Artículo 21.- En caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, la resolución que nombra al administrador de cierre deberá establecer el procedimiento a seguir para tales efectos.

Desde la fecha de adopción de la medida de administración de cierre, las autoridades de la institución de educación superior quedarán, para todos los efectos legales, suspendidos en sus funciones y estarán en consecuencia inhabilitadas para ejercer cualquier función o celebrar cualquier acto o contrato en nombre de la institución respectiva. A partir de la misma fecha no podrán percibir remuneración alguna por parte de ésta. La misma prohibición afectará a él o los organizadores o propietarios, según corresponda.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el respectivo administrador de cierre podrá autorizar que una o más autoridades de las allí referidas pueda continuar ejerciendo sus funciones, percibiendo remuneración, en la institución de educación superior.

Con todo, las personas señalas en el inciso anterior, serán responsables de todas las obligaciones que se hubieran generado en virtud del funcionamiento de la institución de educación superior con antelación a la designación del administrador provisional y persistirá cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado por éstos.”.

- La indicación número 70) fue retirada por su autora.

La indicación número 71), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, reemplaza la expresión “administrador de cierre” por “administrador provisional.”

- Fue retirada por su autor.

Artículo 22

Encomienda al administrador de cierre la obligación de elaborar un plan de administración, el que deberá contener, a lo menos, medidas que aseguren la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes de la institución de educación superior afectada, los plazos para concretar el cierre y el procedimiento que se utilizará para ello. Este documento deberá ser presentado dentro de los treinta días siguientes a su designación.

La indicación número 72), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, reemplaza esta disposición con el objeto de acotar su contenido solamente respecto del administrador provisional.
- La indicación fue retirada.

- - -

A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 73), agrega un inciso segundo a este precepto con el objeto de consignar que el referido administrador deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos si estima necesario contar con programas de nivelación académica u otros de similar naturaleza, teniendo la obligación de optar siempre por aquellos que suponga un costo menor para el fisco.

- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
- - -
Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, presentó la indicación número 74), que introduce el siguiente inciso segundo:

“Para estos efectos deberá otorgar los títulos y grados que correspondan y realizar las certificaciones que fueran necesarias en caso de ausencia del respectivo ministro de fe.”.

- Fue retirada por su autora.

- - -
Artículo 23

Este precepto ahonda en las medidas conducentes a asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes que deberá adoptar el administrador de cierre en su plan de administración. 

Inciso segundo

Esta parte de la norma objeto de análisis sostiene que para la reubicación de los alumnos, el administrador de cierre deberá tener en consideración la situación particular de cada uno de ellos, debiendo velar siempre por el respeto de sus planes y programas de estudio y por el avance académico logrado.

La indicación número 75), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, reemplaza la expresión “administrador de cierre” por “administrador provisional”.

- La indicación fue retirada por su autor.
Inciso quinto

Faculta al administrador de cierre a suscribir convenios para concretar la reubicación de los alumno, los que podrán celebrarse con algunas de las universidades del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y, en casos calificados, el Ministerio de Educación podrá suscribir convenios con otras instituciones de educación superior, en la medida que ellas cuenten con acreditación institucional vigente.

Este precepto fue objeto de dos indicaciones, indicaciones número 76), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, y número 77), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

La primera de ellas erradicar la distinción formulada entre las casas de estudios pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y aquellas que no. Para ello sugiere consignar que el administrador de cierre podrá celebrar convenios con cualquier institución de educación superior que cuente con acreditación institucional vigente.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer explicó que no existe razón alguna que justificara que, en principio, los convenios sólo podían celebrarse con algunas de las casas de estudio pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. Habida consideración de lo anterior, indicó que lo importante era que los planteles educativos con los cuales se celebrarán dichos acuerdos estén acreditados.

El señor Ministro de Educación se mostró de acuerdo con dicha proposición, aunque precisó que los planteles de educación terciaria debían estar acreditados por al menos tres años para poder celebrar los referidos convenios.

- Puesta en votación la indicación número 76), con la modificación señalada, fue aprobada por la totalidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

La segunda propuesta, indicación número 77), en tanto, apunta a sustituir la locución “administrador de cierre” por “administrador provisional”.

- La indicación número 77) fue retirada por su autor, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.
Inciso sexto

Precisa que los convenios que podrá celebrar el administrador de cierre tendrán por objeto la continuidad de los estudios de los alumnos reubicados, el término de los mismos y su titulación. Asimismo, consigna que estos estudiantes podrán ser exceptuados de la ponderación de los indicadores utilizados en la acreditación para evaluar a las instituciones, facultades y carreras receptoras. Igualmente, podrán ser exceptuados de las evaluaciones que incidan en la obtención de financiamiento y cumplimiento de metas.

La indicación número 78), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, precisar que los referidos convenios tendrán por objeto posibilitar los fines señalados.

La indicación número 79), de Su Excelencia la Presidenta de la República, consigna que la finalidad de los aludidos convenios será la continuidad y término de los estudiantes de los y las estudiantes reubicados, incluyendo sus procesos de titulación.

- Ambas indicaciones resultaron aprobadas por la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -
En seguida, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, mediante la indicación número 80), intercalar un nuevo inciso séptimo, a fin de subrayar que el otorgamiento de títulos y grados a los alumnos reubicados en virtud de los citados convenios corresponderá a la casa de estudios objeto de cierre. Adicionalmente, recuerda que si el título o grado es concedido una vez cerrada la institución de educación superior objeto de intervención, se deberá estar a lo dispuesto en el inciso final del artículo 20, vale decir, el título o grado será otorgado por el plantel receptor, quien utilizará para ello la personalidad jurídica de la institución de educación superior de origen.

- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
- - -
Artículo 24

Precisa la situación de los bienes esenciales de la institución de educación superior sometida a administrador provisional o administrador de cierre. Al respecto, señala que ellos quedarán afectos a la continuidad de la prestación educacional de los y las estudiantes.

Por otra parte, contempla la posibilidad que dichos bienes sea de dominio de un sujeto diferente del organizador. En este caso, detalla, los contratos en virtud de los cuales se cede, entrega o transfiere el uso y goce de los bienes a la institución de educación superior continuarán en vigor hasta el término de la medida de administración provisional o el cierre efectivo de la institución, según sea el caso, salvo acuerdo del respectivo administrador.
El artículo fue objeto de las indicaciones número 81), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y número 82), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, las que proponen suprimir el precepto.

- Amas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso primero

El tenor literal del citado inciso es el siguiente:

“Por el solo ministerio de la ley, el uso y goce de los bienes esenciales utilizados por la institución de educación superior sometida a administración provisional o administración de cierre para el desarrollo de sus funciones académicas, quedarán afectos a la continuidad de la prestación educacional de los y las estudiantes.”
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, presentó la indicación número 83) para sustituir la expresión “administrador de cierre” por “administrador provisional”.

- La indicación fue retirada por su autor.
Artículo 25

Dispone que la administración de los procesos asociados a las tareas del administrador provisional o de cierre corresponderá a la División de Educación Superior de la Secretaría de Educación.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, formuló la indicación número 84) que circunscribe el precepto a los procesos asociados a las tareas del administrador provisional.

- La indicación fue retirada por su autor.
Artículo 27

Esta disposición se refiere al reglamento que, elaborado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministerio de Hacienda, regulará las materias que trata esta ley. Apunta que deberá, especialmente, contener normas respecto del contenido de los informes que deberán presentar el administrador provisional y el administrador de cierre.

Sobre este precepto recayó la indicación número 85, del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para suprimir la referencia al administrador de cierre.

- La indicación número 85) fue retirada por su autor, tal cual ocurrió con las anteriores.
Artículo 28

Dispone que al administrador provisional y de cierre les serán aplicables todas las normas que dicen relación con la responsabilidad de los funcionarios públicos.

Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 86), para sustituirlo por otro que establece que dichas figuras responderán de culpa leve en el ejercicio de sus funciones. Asimismo, agrega que quedarán obligados a observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su función, con preeminencia del interés general por resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, en los términos de los artículos 52, 53 y 63 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

- Puesta en votación, fue aprobada por la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -
A continuación, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand formularon la indicación número 87), que consulta un artículo nuevo en el que se brinda la posibilidad a la institución de educación superior afectada con la designación de un administrador provisional o de un administrador de cierre de reclamar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de los quince días siguientes a la notificación de la resolución de nombramiento. El referido tribunal deberá pronunciarse en cuenta respecto de la admisibilidad del recurso.

Añade que admitido a tramitación la citada reclamación, la Corte deberá dar traslado al Ministerio de Educación, organismo que gozará de un plazo de quince días para evacuar el informe respectivo. Evacuado dicho documento o transcurrido el plazo sin que lo haya hecho, el tribunal ordenará traer autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la sala.

Adicionalmente, dispone que se podrán decretar todas las diligencias que la Corte estime necesarias.

Apunta que la sentencia de la Corte se dictará dentro del término de quince días, y sólo podrá ser apelada, ante la Corte Suprema, la resolución que designa un administrador de cierre dentro del plazo de diez días hábiles, la que resolverá en cuenta.

Por último, enfatiza que la presentación de este recurso judicial suspenderá la ejecución de la resolución impugnada.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que la indicación objeto de análisis regula la misma materia analizada con ocasión de la indicación número 23. Con todo, precisó que la única diferencia entre ambas radica en que esta última propone que la presentación de la reclamación suspende la ejecución de la resolución impugnada.

-Puesta en votación la indicación número 87), fue rechaza por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -
Artículo 29

Este precepto se encuentra  inserto en el Título II del proyecto de ley, que introduce, por medio de cuatro numerales, modificaciones en la ley N° 20.529, de 2011, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización. 

Dichas innovaciones apuntan a ampliar el tiempo durante el cual el administrador provisional puede ejercer sus funciones, a aumentar las causales que posibilitan su nombramiento, a extender sus facultades y a posibilitar al Superintendente de Educación nombrar a un funcionario de su dependencia que administre un establecimiento educacional y adopte las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal cuando no se pueda nombrar a un administrador provisional.

La indicación número 88), de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, proponen su supresión.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand explicó que la indicación de la que es coautor tiene su origen en el compromiso asumido por el señor Ministro de Educación durante la discusión en general de la iniciativa de ley en orden a eliminar las modificaciones introducidas a la ley N° 20.529, de no existir consenso sobre el particular entre los integrantes de la Comisión. Con todo, agregó que, habida consideración de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en relación con esta disposición, retiraría la indicación presentada.

- En atención a lo señalado, el Honorable Senador señor Allamand retiró la indicación número 88), en su calidad de coautor de la misma. 

Número 1)
Agrega un inciso segundo al artículo 87 de la ley N° 20.529, con el objeto de aumentar el tiempo durante el cual el administrador provisional podrá ejercer sus funciones. Concretamente aspira a que, en casos calificados y por resolución fundada del Superintendente, se pueda prorrogar más allá del término del año escolar el plazo durante el cual ejercerá su cargo.

En relación con este numeral, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 89), con el objeto de eliminarlo.

- Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Larraín, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio. 

Número 2)
Contiene dos literales que introducen modificaciones al artículo 89 de la ley N° 20.529, ya citada. 

Por medio de su literal a), aumenta en dos las causales que posibilitan el nombramiento de un administrador provisional, para lo cual propone incluir los literales f) y g), nuevos. El primero de ellos posibilita la designación del órgano citado cuando un establecimiento educacional solicite la renuncia de su reconocimiento oficial y ésta sea rechazada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, por no cumplir con los requisitos que para ello contempla el reglamento, y ello suponga un riesgo para el derecho a la educación de los y las estudiantes. El nuevo literal g), en tanto, permite la designación del referido administrador en aquellos casos en que el sostenedor interrumpa, por causa imputable a él, parcial o definitivamente, la prestación del servicio educacional, sin cumplir con los requisitos y formalidades establecidos en la normativa educacional, afectando gravemente el derecho a la educación de los y las alumnas.

Mediante su literal b), en tanto, reemplaza, en el inciso segundo, la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,), y añade a continuación de la letra “e)” la expresión “, f) y g)”.”.Con ello, advertida la ocurrencia de las causales contempladas en los nuevos literales f) y g), al igual como ocurre actualmente frente a las causales establecidas en los literales b), c), d) y e) del artículo 89 de la ley N° 20.529, el Director Regional de la Superintendencia de Educación deberá citar al sostenedor y proponer al Superintendente el nombramiento del administrador provisional, si procediere. La referida designación deberá notificarse por carta certificada al sostenedor para que éste, dentro del plazo de cinco días hábiles, pueda reclamar administrativamente ante el Superintendente de esa designación.
Respecto de este numeral, Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente la indicación número 90), a fin de sustituirlo por el siguiente: 

“2) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:

a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas:

“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento.

g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,) y agréganse a continuación de la letra “e)” la expresión “, f) y g)”.”.


Esta indicación fue objeto de un amplio debate en la Comisión, el cual se desarrolla a continuación. 

El señor Ministro de Educación sostuvo que el objetivo perseguido por los nuevos literales propuestos radica en posibilitar el nombramiento de un administrador provisional en aquellos casos en que el sostenedor interrumpe el servicio educacional, por causa imputable a él, durante el año escolar. Agregó que la finalidad de dicho nombramiento consiste en garantizar la continuidad del servicio educativo.

El Honorable Senador señor Rossi solicitó a los representantes del Ministerio de Educación precisar el sentido y alcance de la expresión “abandono” utilizada en el literal g), nuevo, propuesto.

Al respecto, el Abogado del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, aseveró que el abandono a que hace referencia el literal g) en análisis debe tener lugar durante el año escolar y traer como consecuencia la falta de prestación del servicio educacional.

El Honorable Senador señor Larraín, deteniéndose en la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Rossi, estimó conveniente precisar en el referido literal que el abandono a que hace referencia deberá tener una duración mínima para que opere la causal. Así, resaltó, se evitaría, por ejemplo, que se interprete que existe un abandono por parte del sostenedor en aquellos casos en que éste cierre por algunos días el establecimiento educacional con el objeto de efectuar reparaciones.

En relación con el literal f), en tanto, observó que la indicación presentada por el Ejecutivo excluyó a los sostenedores de establecimientos particulares, circunscribiendo la causal sólo a los establecimientos municipales. En este punto, consideró necesario precisar que la solicitud de renuncia al reconocimiento oficial que contempla el literal referido debía hacerla sólo el sostenedor del establecimiento municipal.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró la nueva redacción propuesta para los literales f) y g). 

Respecto del contenido del literal g), dejó sentado que debía entenderse que existe abandono por parte del sostenedor sólo cuando se interrumpa el servicio educacional.

Respecto del literal f), en tanto, vio con preocupación que la redacción propuesta no permitiera a los municipios, actuales sostenedores de los establecimientos municipales, cerrar efectivamente los colegios de su dependencia. En este punto, notó que existen circunstancias en que no existen más opciones para las municipalidades que la señalada.

El Honorable Senador señor Rossi, en relación con el comentario efectuado por los Honorables Senadores señores Larraín y Walker, don Ignacio, aseveró que votaría a favor de las indicaciones presentadas sólo en la medida en que se respetara el acuerdo alcanzado en el cual todas las partes debían ceder en sus posiciones. Agregó que de lo contrario las rechazaría, manteniendo así el texto original.

En otro orden de consideraciones y deteniéndose en el literal f), subrayó que la inclusión de esta nueva causal resulta fundamental en momentos en que muchos municipios han decidido cerrar los establecimientos educacionales de su dependencia, a fin de evitar que los inmuebles que los cobijan queden en manos de quienes, con la reforma anunciada por Su Excelencia la Presidenta de la República, tendrán la administración de la educación escolar pública.

Por su lado, el Honorable Senador señor Allamand, señaló que la redacción que contempla el literal f) propuesto, afecta la autonomía de los municipios. A mayor abundamiento, hizo presente que, aunque se cumplieran todos los requisitos necesarios para solicitar el reconocimiento oficial, los municipios podrían ver limitada su facultad de cerrar los establecimientos, debido a que se podría nombrar un administrador provisional. 

Adicionalmente, sentenció que el literal citado podría transformarse en una herramienta muy peligrosa para el Gobierno de turno, dada la presión que se podría generar para mantener abiertos los establecimientos que han solicitado la renuncia al reconocimiento oficial.

A su vez, el Honorable Senador señor Quintana valoró la disposición del Ejecutivo para perfeccionar la propuesta de ley aprobada en general. 

Respecto de la discusión suscitada con ocasión del nuevo literal f), apuntó que la causal en él contemplada resulta fundamental para resguardar la educación municipal y, especialmente, para velar por el derecho de los y las estudiantes matriculados en establecimientos públicos. En atención a ello, juzgó oportuno mantener la redacción propuesta en la indicación.

El señor Ministro de Educación aseguró que las nuevas causales objeto de análisis buscan proteger el derecho de las familias que han elegido un determinado establecimiento municipal para educar a sus hijos y el derecho a la educación de los alumnos, frente a la posibilidad que un sostenedor interrumpa la prestación del servicio educacional durante el año escolar. 

Añadió que en el caso de la causal contemplada en el literal f), la solicitud de renuncia al reconocimiento oficial debe acarrear una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dichos colegios. En el mismo sentido, indicó que si el número de matriculados en un determinado establecimiento de educación municipal era fácilmente reubicable en otros colegios, no se aplicaría la causal citada.

Al respecto, el Honorable Senador señor Larraín subrayó que la hipótesis contemplada en el nuevo literal f) no coincidía con los planteamientos del señor Ministro de Educación. 

Asimismo, consignó que la redacción propuesta para la letra en análisis podría obstar a que un municipio cerrara un establecimiento de su administración, pese a dar cumplimiento a todos los requisitos para solicitar la revocación del reconocimiento oficial, limitándose con ello la autonomía de dicho organismo.

Finalmente, coincidiendo con el Honorable Senador señor Allamand, hizo hincapié en que el tenor del literal f) podría generar un conflicto entre los municipios y el Gobierno.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, agradeció la explicación dada por el señor Ministro de Educación respecto de la inquietud planteada y adelantó que votaría favorablemente la indicación en estudio.

En relación con el literal f) propuesto, hizo ver que la causal sólo se configurará cuando de la solicitud de renuncia del reconocimiento oficial se derive una grave afectación al derecho a la educación de las y los estudiantes matriculados.

El Honorable Senador señor Navarro, en tanto, hizo presente que la aplicación de la figura del administrador provisional en la educación escolar ha sido muy escasa, debido a las deficiencias que presenta la ley N° 20.529. A la luz de lo anterior, estimó conveniente rechazar la indicación analizada, manteniendo así la redacción contemplada en el proyecto de ley aprobado en general.

En otra línea argumental, criticó la decisión del Ejecutivo de buscar consensos con la oposición respecto de esta iniciativa de ley. Sobre el particular, manifestó la necesidad de avanzar en la propuesta de ley, así como también respecto de la totalidad de la reforma educacional que pone en el centro a los estudiantes y a la protección del derecho a la educación.

Deteniéndose en la nueva redacción sugerida para el literal f), lamentó que la indicación dejara fuera a los establecimientos particulares, y se les diera, una vez más, un trato preferencial respecto del que tienen los municipales. En este sentido, puso de manifiesto que el hecho que un colegio sea particular no asegura calidad ni un adecuado cumplimiento de las normas legales.

Adicionalmente, notó que los términos utilizados en el literal referido quedarían obsoletos una vez aprobado el proyecto de ley sobre desmunicipalización, a menos que el Gobierno descarte la necesidad de terminar con la administración municipal de la educación pública.

En relación con el literal g) propuesto, sentenció que la nueva redacción era demasiado minimalista, dejando fuera, por ejemplo, casos en los cuales el sostenedor no realiza reparaciones al inmueble. Por la razón anterior, llamó a rechazar la indicación, manteniendo, en consecuencia, la redacción originalmente propuesta, la que, aseguró, da cabida a más situaciones.

El Honorable Senador señor Rossi, abocándose al literal g) propuesto en la indicación, consideró que en esta causal quedaba comprendida la hipótesis en que el sostenedor, durante el año escolar, solicita la renuncia del reconocimiento oficial y ella es denegada por el secretario regional ministerial de Educación respectivo por no cumplirse con los requisitos necesarios, poniéndose en riesgo el derecho a la educación de los y las estudiantes.

Ejemplificando su aseveración, apuntó que quedaría incluída en la expresión “abandono”, el caso de un colegio que, habiendo solicitado la renuncia del reconocimiento oficial, no entrega, antes de finalizar el año escolar, los antecedentes académicos que permitan a las familias encontrar otro colegio para sus hijos o bien no comunica la referida decisión dentro de los plazos contemplados en el reglamento.

Con relación a la intervención del Honorable Senador señor Rossi, el señor Ministro de Educación consignó que el objetivo de las indicaciones era más modesto que el planteado.

Respecto de la exposición realizada por el Honorable Senador señor Navarro, destacó que el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet tiene la convicción que resulta indispensable poner fin a la administración municipal de la educación pública. A mayor abundamiento, recordó que sobre el particular existe un consenso transversal. En efecto, puntualizó, la Honorable Senadora señora Von Baer ha advertido la referida necesidad en múltiples ocasiones, toda vez que los municipios carecen de adecuados mecanismos de rendición de cuenta, aumentando las posibilidades que abandonen los deberes educativos.

Finalmente, respecto de la observación formulada por el Honorable Senador señor Larraín, mostró su disposición a perfeccionar la redacción del literal f), de manera de dejar claramente establecido que la solicitud de renuncia al reconocimiento oficial en los establecimientos municipales sólo puede hacerla el sostenedor.

A continuación, y como consecuencia de las explicaciones y aseveraciones formuladas precedentemente, el Honorable Senador señor Larraín solicitó votar separadamente las nuevas causales que se consigan en la indicación para el nombramiento del administrador provisional de los establecimientos escolares.

Al respecto, el Honorable Senador señor Rossi remarcó que las nuevas causales en discusión, son fruto de que el Ejecutivo, con el objeto de lograr un consenso con la oposición, modificó muchas de las normas del proyecto de ley aprobado en general. Con todo, enfatizó que si el referido consenso no era respetado por parte de los senadores de la oposición, resultaba preferible desechar las indicaciones y mantener la propuesta aprobada en general por esta Comisión.

Por su parte, el señor Ministro de Educación expresó su extrañeza por la controversia que ha provocada la nueva redacción de los literales f) y g), toda vez que lo que se persigue con ella es proteger el derecho de las familias y de los estudiantes. A mayor abundamiento, notó que dicha redacción es fruto del acuerdo alcanzado con la oposición. No obstante, sostuvo que si ello no era así, el Ejecutivo podría retirar la indicación formulada.

El Honorable Senador señor Allamand, abocándose a la intervención del señor Ministro de Educación, recordó que las indicaciones presentadas por Su Excelencia la Presidenta de la República no fueron conocidas sino una vez publicadas en la página web del Senado. Agregó que sólo existió una conversación en la cual el Gobierno dio a conocer, en términos generales, las indicaciones que presentaría.


En ese mismo contexto de ideas, advirtió que respecto de ellas existía consenso entre el Ejecutivo y la oposición, con excepción del literal f). En atención a ello, compartió la demanda del Honorable Senador señor Larraín en orden a votar separadamente las causales en estudio.

En la misma línea argumental, juzgó que el literal g) contemplaba adecuadamente todas las hipótesis críticas de abandono. Sin embargo, consideró que el caso del literal f) era distinto. Precisó que la hipótesis que se contempla era aquella en que un municipio, previo acuerdo del concejo municipal y antes de concluir el año escolar, decide no continuar con el establecimiento, solicitando, en consecuencia, la renuncia del reconocimiento oficial. A la luz de la puntualización anterior, no compartió la idea que en un caso tal procediera el nombramiento de un administrador provisional.


Conforme lo solicitado por los Honorables Senadores señores Allamand y Larraín, el señor Presidente puso en votación, separadamente, los literales f) y g) que considera la indicación.

- Puesta en votación la causal contemplada en el literal f) del literal a) del numeral 2) del artículo 29, resultó aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Larraín y Allamand. 

La redacción aprobada para la aludida causal es la siguiente:

“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento.”

- A continuación se puso en votación la causal contemplada en el literal g) del literal a) del numeral 2) del artículo 29, la que contó con el respaldo de la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Larraín, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- Seguidamente, se puso en votación el literal b) del numeral 2) del artículo 29 del proyecto de ley, fue aprobado unánimemente por los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Larraín, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Número 4)
Agrega un artículo 97 bis, nuevo, a la ley N° 20.529, a fin que el Superintendente de Educación, mediante resolución fundada, en los casos señalados en el artículo 89, pueda nombrar a un funcionario de su dependencia que administre un establecimiento educacional y adopte las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que aseguren la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes, cuando no sea posible nombrar a un administrador provisional.
Este numeral fue objeto de las indicaciones números 91) y 92), de Su Excelencia la Presidenta de la República y del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respectivamente, las que proponen suprimir el referido numeral. 

- Puestas en votación, resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 31

Establece que el gasto que irrogue la aplicación de esta normativa legal será financiado con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Educación y a la partida presupuestaria del Tesoro Público, si los dineros de la primera no fueren suficientes.
Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 93), para precisar que el gasto señalado es “fiscal”.

- Puesta en votación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
- - -

Seguidamente, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand formularon la indicación número 94), a fin de incorporar a este precepto un inciso segundo y tercero.

El primero de ellos dispone que las instituciones intervenidas no podrán recibir fondos públicos que les permitan responder de sus deudas. De esta manera, se evita favorecer patrimonialmente a quienes incurrieron en alguna de las causales que posibilitan el nombramiento de un administrador provisional o de un administrador de cierre. 

El inciso tercero, en tanto, agrega que el administrador y sus colaboradores, mientras desempeñen las funciones que le encomienda la presente ley, no podrán percibir ingresos provenientes de fondos públicos. Asimismo, precisa que de vulnerarse la prohibición anterior, será sancionado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 233 del Código Penal, esto es, con las penas asignadas a quienes hubieren sustraído caudales públicos.

- La indicación fue retirada por sus autores.

- - -

En seguida, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, formularon la indicación número 95), que consulta un nuevo artículo que dispone que los alumnos de una institución de educación superior objeto de administración provisional que decidan matricularse en otro plantel de educación terciaria, que cuente con acreditación institucional vigente conforme a la ley N° 20.129, tendrán derecho a optar a una beca de mantención que les permita cubrir los costos que implica el cambio de institución. Dicha beca se extenderá por un plazo máximo de dos años y hará a la casa de estudios receptora acreedora de un bono complementario, el que se otorgará con solo acreditar que el estudiante cursa una carrera en ella.

- La indicación número 95) fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Rossi, por abordar materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

No obstante haber sido declarada inadmisible, el Honorable Senador señor Allamand solicitó al señor Ministro de Educación tener en consideración la propuesta en ella contenida ya que beneficiaría a los alumnos, y les facilitaría concluir sus estudios.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Francisco Martínez, estimó que lo adecuado era analizar, caso a caso, la situación de los estudiantes y, de ser necesaria una ayuda económica, se brindaría.

El señor Ministro de Educación, por su parte, valoró la propuesta formulada por los Parlamentarios de la Alianza, e indicó que el Ejecutivo estudiaría dicha posibilidad, pero no en el contexto de este proyecto de ley.

- - -

Los mismos senadores citados precedentemente, presentaron la indicación número 96), para incorporar un nuevo precepto que dispone la creación de un registro público de administradores provisionales y administradores de cierre que llevará el Consejo Nacional de Educación. En él se incluirán las personas naturales y jurídicas habilitadas para cumplir las funciones señaladas. Añade la disposición, por medio de un inciso segundo, que un reglamento deberá determinar el procedimiento de selección y los mecanismos de evaluación para figurar en dicho registro. Además, este instrumento precisará el tiempo de duración en el registro y las causales que motivan la salida de éste. Finalmente, mediante un inciso tercero, se deja consignado que el referido registro deberá estar siempre abierto para el ingreso. 

El señor Ministro de Educación valoró la propuesta de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. Con todo, estimó que no era la oportunidad para recogerla.

La Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que un instrumento tal facilitaría enormemente los procesos de administración provisional y de cierre.

- Seguidamente, la indicación número 96) fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Rossi, por el mismo fundamento que se señaló con ocasión de la anterior indicación, esto es, abordar materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - -

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

- - -

En primer término, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 97), a fin de considerar un nuevo artículo transitorio. Dicho precepto recoge el numeral 4) del artículo 29 del proyecto de ley aprobado en general por esta rama del Congreso Nacional, es decir, la posibilidad de nombrar, cuando no sea posible hacerlo de la nómina que figure en el registro, a un funcionario de la dependencia del Superintendente de Educación Superior como administrador provisional.
 Con todo, agrega que ello sólo tendrá lugar en casos excepcionales y por motivos de urgencia. Asimismo, pone de  manifiesto que esta posibilidad sólo regirá por el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que la indicación en estudio es similar a la indicación número 99 de la que es autor, y agregó que la única diferencia entre ambas descansa en el plazo durante el cual podrá aplicarse esta facultad excepcional.

El Asesor Jurídico del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, explicó que la disposición propuesta encuentra su origen en que, hasta el momento, no ha sido posible completar adecuadamente el registro público de administradores provisionales a que se refiere el artículo 97 de la ley N° 20.529. Adicionalmente, añadió que el plazo de dos años que se considera es el que consideró adecuado la Secretaría de Estado para que se pudiera utilizar este procedimiento excepcional. Por lo motivos anteriores, solicitó aprobar la indicación en los términos planteados por Su Excelencia la Presidenta de la República.

El Honorable Senador señor Navarro consultó a los representantes del Ministerio de Educación qué ocurriría si al cabo de los dos años no se completaba el registro de administradores provisionales. Recordó que el numeral 4) del artículo 29 de la iniciativa de ley aprobada en general permitía al Superintendente nombrar a un funcionario de su dependencia sin limitaciones de tiempo.

Al respecto, el señor Ministro de Educación sostuvo que el objetivo de la cartera que encabeza es que al cabo de 2 años el registro aludido esté completo.

A su vez, el Honorable Senador señor Rossi, compartiendo la preocupación del Honorable Senador señor Navarro, sugirió incluir en la redacción del nuevo artículo transitorio que si transcurrido dos años desde la publicación de la ley, el registro que a que se refiere el artículo 97 de la ley N° 20.529 no estaba completo, esta facultad del Superintendente podía prorrogarse por dos años más.

El Honorable Senador señor Navarro estimó de vital importancia encontrar una adecuada solución a este punto, toda vez que, aseguró que, en la actualidad, en los establecimientos de educación escolar que han incurrido en una causal que motiva el nombramiento de un administrador provisional esta figura no se ha nombrado, porque no existen personas que integren el citado registro.

El señor Ministro de Educación, en relación con la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Navarro, aclaró que la disposición transitoria propuesta por medio de la indicación número 97) permite al Superintendente de Educación, por el término de dos años, nombrar a un funcionario de su dependencia, en tanto no esté completo el registro público de administradores provisionales. 

Respecto de la sugerencia del Honorable Senador señor Rossi, juzgó que una redacción tal no incentivaría a completar el referido registro. 

Insistiendo en su preocupación, el Honorable Senador señor Navarro dejó consignado que no era partidario de restringir la facultad del Superintendente por un determinado lapso. Con todo, indicó que votaría a favor de la indicación propuesta a fin de dar una solución a aquellos estudiantes de establecimientos que han incurrido en causales que motivan el nombramiento de un administrador provisional.

Finalmente, preguntó a los representantes del Ejecutivo qué medidas adoptarían para incentivar la inscripción de personas en el registro de administradores provisionales a que se refiere el artículo 97 de la ley N° 20.529. Precisó que sólo ellas darían una solución definitiva a la realidad descrita.

El señor Ministro de Educación aseguró que la Secretaría de Estado estudiará qué medidas deberán adoptarse para incentivar la inscripción en el registro que contempla el artículo 97 de la Ley que Establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización. 

Por último, sentenció que pese a que, por el momento, no existen interesados en inscribirse en el registro citado, este instrumento era necesario.

- Puesta en votación la indicación número 97), fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Navarro, Rossi y Walker, don Ignacio. 
- - -
A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, formuló la indicación número 98), para, mediante la incorporación de un nuevo artículo transitorio, limitar la vigencia de este cuerpo legal a tres años, a contar de su fecha de publicación.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que la indicación en estudio encuentra su fundamento en que esta futura ley sólo tendría un carácter transitorio en tanto no se apruebe la normativa que regule la Superintendencia de Educación Superior.

El señor Ministro de Educación fue enfático en sostener que una vez que esté en vigencia la ley que crea la Superintendencia de Educación Superior, las normas contenidas en esta iniciativa de ley se integrarán a ella y no serán derogadas.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que su indicación apunta a instar al Ministerio de Educación a que se envíe prontamente a tramitación la propuesta de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior. Añadió que el proyecto de ley en estudio, en tanto, debiera quedar subsumido en ella.

- La indicación número 98) fue retirada por su autor.

- - -
Finalmente, y como lo adelantó precedentemente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por medio de la indicación número 99), sugirió incorporar un nuevo artículo transitorio, similar al propuesto por Su Excelencia la Presidenta de la República en la indicación número 97). 

En efecto, el precepto dispone que sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97 de la ley N° 20.529, en aquellos casos en que no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el registro a que se refiere el precepto citado, el Superintendente de Educación tendrá la facultad de designar a un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que asegure la continuidad del servicio educacional de los y las estudiantes. Dicho nombramiento sólo tendrá lugar por el plazo de un año desde la publicación de la presente ley, cuando se presente alguna de las causales que contempla el artículo 89 de la ley N° 20.529 y supondrá resolución fundada de la autoridad referida. 

- El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, habida consideración de la aprobación de la indicación número 97), retiró esta proposición, signada con el número 99).
- - -


Se deja constancia que la Comisión facultó a la Secretaría para realizar enmiendas de carácter formal  al texto aprobado por ella, cuya mención ha quedado registrada en el capítulo que sigue a continuación de este informe, de las “Modificaciones”.
- - -

MODIFICACIONES
En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 2°


Intercalar, a continuación del vocablo “Superior”, la expresión “autónomas, de aquellas”. 

(Indicación N° 3, unanimidad 5x0).
Artículo 3°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio, en aquellos casos que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que la institución de educación superior se encuentra en peligro de:


a) Incumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos o laborales;


b) Incumplimiento de los compromisos académicos asumidos con sus estudiantes;


c) Infracción grave de sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica en el caso de las universidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N°2, en relación a los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.


El Ministerio de Educación podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma. Para estos efectos podrá, además, solicitar a cualquier órgano de la Administración del Estado los antecedentes que consten en su poder y que sean pertinentes a los fines de la investigación, con la sola limitación de aquellos que, por disposición de la ley, tengan carácter de secreto o reservado.


Una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación elaborará un informe que dará cuenta de los resultados de la misma. Este informe, junto con la formulación de cargos, será notificado a la institución investigada, la que tendrá un plazo de quince días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


De acogerse los descargos o no constatarse las circunstancias a que hacen referencia los literales del inciso primero, se dictará resolución de término dando por finalizada la investigación, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Educación podrá formular recomendaciones para el mejor funcionamiento de la institución.


Expirado el plazo para los descargos o rechazados estos, el Ministerio de Educación dictará resolución de término en conformidad al artículo siguiente.”.

(Indicación N° 4, unanimidad 5x0).
Artículo 4°


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Artículo 4°.- En la resolución de término de la investigación preliminar el Ministerio de Educación podrá, fundadamente y atendida las características de la institución y la naturaleza y gravedad de los problemas constatados, adoptar una de las siguientes medidas:


a) Ordenar la elaboración de un plan de recuperación, si se verifican incumplimientos graves de los compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos asumidos por la institución. 


b) Nombrar un administrador provisional si se constatan problemas que pudieren configurar alguna de las causales previstas en el inciso primero del artículo 6º.


c) Dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial en caso que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquel. De decretarse la revocación, se procederá al nombramiento de un administrador de cierre.


En lo no previsto en esta ley, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley Nº 19.880.”.

(Indicación N° 10, unanimidad 5x0).
- - -


Intercalar el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°.- De aplicarse la medida del literal a) del artículo anterior, la institución tendrá un término de sesenta días para elaborar y presentar al Ministerio de Educación un plan de recuperación que tendrá por objeto que ella adopte las medidas necesarias para subsanar los problemas identificados. Dicho plan podrá considerar, entre otras medidas, la suspensión de ingreso de nuevos estudiantes durante uno o más períodos y el cierre de sedes, carreras o programas. El plazo de implementación del plan no podrá ser mayor a dos años.


El Ministerio de Educación deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días, sea aprobando el plan o formulándole observaciones, las que deberán ser subsanadas por la institución dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de las mismas. Presentadas las enmiendas, el Ministerio deberá resolver sobre ellas en un plazo de cinco días.


Una vez aprobado el plan, corresponderá al Ministerio de Educación supervigilar su cabal cumplimiento. Para estos efectos la institución deberá remitir al Ministerio de Educación informes trimestrales del estado de su implementación. Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento, el Ministerio podrá requerir antecedentes para dicho efecto. Asimismo, podrá designar un delegado ministerial para supervigilar su implementación, pudiendo al efecto ejercer las facultades señaladas en el inciso segundo del artículo 3º.


Al término del plazo de implementación del plan, el Ministerio de Educación decretará el alzamiento de la medida, salvo que proceda lo dispuesto en literal e) del inciso primero del artículo siguiente.”.

(Indicación N° 16, unanimidad 4x0).

- - -

Artículo 5°


Pasa a ser artículo 6°, reemplazado por el que se indica a continuación: 


“Artículo 6°.- La medida de nombramiento de administrador provisional podrá ser adoptada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando se constate la concurrencia de una o más de las siguientes circunstancias:


a) Riesgo serio de no garantizar la viabilidad administrativa o financiera de la institución, afectando la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


b) Incumplimientos graves y reiterados de los compromisos académicos asumidos por la institución con sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.


c) Imposibilidad de mantener las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que la afecten, a sus sedes o a sus bienes muebles o inmuebles.


d) Cuando se haya dictado resolución de reorganización de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta en conformidad a la ley Nº 20.720. 

e) Cuando el plan de recuperación, regulado en el artículo 5° de la presente ley, no fuere presentado oportunamente, habiendo sido presentado hubiere sido rechazado, o aprobado, posteriormente se incurriere en su  incumplimiento.


No procederá la adopción de esta medida, cuando la concurrencia de la o las causales a que se refiere el inciso anterior sea atribuible a un caso fortuito o fuerza mayor, o a circunstancias que no sean imputables a culpa o negligencia de las autoridades responsables del gobierno o administración de la institución.


El acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, a que se refiere el inciso primero, deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada a ese solo efecto.


La institución objeto de la medida a que se refiere este artículo tendrá un plazo de cinco días para presentar sus alegaciones y antecedentes ante el Consejo, previo a su pronunciamiento.


Si el Consejo estima pertinente recabar mayor información, podrá solicitar antecedentes a la institución afectada y a otros órganos de la Administración del Estado.


Con todo, el Consejo deberá resolver dentro del plazo de quince días desde que recibe los antecedentes para su pronunciamiento. Ratificada la medida, el Ministerio de Educación, dentro del plazo de cinco días, procederá a nombrar al administrador provisional.”.

(Indicación número 17, unanimidad 5x0).

Artículo 6°


Pasa a ser artículo 7°, con las siguientes enmiendas:
Letra b)


Intercalar, en la segunda oración, a continuación de la palabra “experiencia”, la voz “relevante”.

(Indicación N° 19, unanimidad 4x0).

- - -


Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“La idoneidad de la persona a designar en el cargo de administrador provisional deberá ser evaluada considerando las características, el tamaño y complejidad de la institución, así como el proyecto educativo de ésta.”.

(Indicación N° 20, unanimidad 4x0).

- - -

Artículo 7°


Pasa a ser artículo 8°, con las siguientes modificaciones:
Inciso primero

Letra b)


Intercalar, a continuación de la palabra “Fundadores”, la expresión “, miembros, asociados”.

(Indicación N° 21, unanimidad 4x0).

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia., que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

(adecuación formal)

Inciso cuarto


Eliminarlo.
(Indicación N° 22, unanimidad 4x0).

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 9°, reemplazado por el que se señala a continuación:

“Artículo 9°.- La institución de educación superior afectada por la medida de nombramiento de administrador provisional podrá reclamar la legalidad de la misma, a través de sus representantes, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Ministerio de Educación, notificándolo por oficio. Éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Ministerio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos de la resolución, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la que será inapelable.”.

(Indicación N° 23, unanimidad 5x0, con excepción del inciso cuarto, aprobado por mayoría 3x2).

Artículo 9°


Pasa a ser artículo 10, con la siguiente enmienda:

Inciso sexto


Sustituirlo por el siguiente:


“El administrador provisional, en el desempeño de su cargo, deberá establecer mecanismos de consulta e información con representantes elegidos democráticamente de cada uno de los estamentos de la institución educativa.”.

(Indicación N° 31, mayoría 3x2).

- - -


Consultar el siguiente artículo 11, nuevo:


“Artículo 11.- La reestructuración a que hace referencia el inciso segundo del artículo anterior, deberá respetar los fines específicos de la institución expresados en su proyecto institucional, así como la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 13. Con todo, dicha limitación no operará cuando sea indispensable para garantizar la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.


En el caso que el administrador provisional decida que debe procederse a la enajenación de bienes raíces de la institución de educación superior, ello deberá estar consignado en el plan de administración provisional.


La adopción de la medida de reestructuración deberá ser aprobada por la máxima autoridad colegiada de la respectiva institución, vigente a la fecha del nombramiento del administrador provisional, si la hubiere, o, de no existir aquella, por la máxima autoridad unipersonal a igual fecha. La aprobación deberá verificarse dentro del plazo de quince días contados desde la comunicación de la medida que realice el administrador provisional a dichas autoridades.


Rechazada la solicitud, o si dentro del plazo señalado en el inciso anterior la institución no ha dado respuesta a ella, el administrador podrá requerir, dentro del plazo de cinco días, la autorización de la misma al Consejo Nacional de Educación, mediante una solicitud fundada, acompañada de todos los antecedentes que la justifiquen.


Dentro del plazo de diez días contados desde la solicitud al Consejo, la institución, a través de la autoridad que se haya opuesto a la medida, podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes justificativos.


El Consejo resolverá dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud o de las alegaciones de la institución, según corresponda.”.

(Indicación N° 32, mayoría 4x1 abstención).

- - -

Artículo 10


Pasa a ser artículo 12, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Suprimido

(Indicación N° 33, unanimidad 5x0).

Inciso segundo


Pasa a ser inciso primero, con la siguiente modificación:


Sustituir la expresión “dos años” por “un año”.

(Indicaciones números 36 y 37, unanimidad 5x0).
Inciso tercero


Pasa a ser inciso segundo, con  la enmienda que se señala a continuación:


Reemplazar la expresión “principal función” por “función específica”.

(Indicación N° 38, unanimidad 5x0).

Inciso cuarto


Pasa a ser inciso tercero, reemplazado por el siguiente:


“El Ministro de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada a ese solo efecto, podrá remover al administrador provisional cuando:

a) Incumpla gravemente el plan de administración provisional a que se refiere el inciso segundo del artículo 10;

b) Le fuere imposible, por cualquier causa, ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 13, o



c) Infrinja lo establecido en el artículo 28.”.
(Indicación N° 39, unanimidad 5x0).

Artículo 11


Pasa a ser artículo 13, con las siguientes enmiendas:
Inciso primero


Intercalar a continuación de la expresión “asumirá,” la frase “desde el momento de su designación,”, y a continuación de la expresión verbal “poderes,” la frase “y para la única finalidad de solucionar los problemas detectados en la investigación,”.
(Indicación N° 41, mayoría 4x1 abstención).

Inciso segundo
- - -


Agregar la siguiente letra g), nueva:


“g) Suscribir convenios con alguna de las universidades o instituciones de educación superior que cuenten con acreditación vigente por un período de a lo menos tres años, conforme a lo previsto en la ley N° 20.129, con el objeto de delegar, parcialmente, las facultades que le otorga la presente ley. Dichos convenios deberán ser aprobados por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto.”.
(Indicación N° 57, unanimidad 5x0).

- - -

Inciso tercero


Suprimirlo

(Indicación N° 44, unanimidad 5x0).

Inciso cuarto


Pasa a ser inciso tercero, con la siguiente modificación:


Suprimir la siguiente frase y oración final:


“, salvo que existan razones para ello fundadas en la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes. Dichas medidas deberán ser adoptadas por el Ministerio de Educación con acuerdo del Consejo Nacional de Educación”.

(Indicaciones números 47 y 48, unanimidad 5x0).
Inciso quinto


Pasa a ser inciso cuarto, sin enmiendas.
- - -


Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Las acciones que ejecute el administrador provisional se realizarán con cargo a los recursos de la institución sujeta a dicha medida. En ningún caso, la adopción de ella podrá significar asignación o aporte de recursos del Estado a la institución de educación superior respectiva, distintos a los que pudieren corresponderle de no encontrarse sujeta a la misma.”.

(Indicación N° 49, unanimidad 5x0).

- - -

Artículo 12


Suprimirlo.

(Indicaciones número 50 y 51, unanimidad 5x0).
Artículo 13


Pasa a ser artículo 14, sin enmiendas.

Artículo 14

Pasa a ser artículo 15, con la siguiente modificación:

Número 6.


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“6. La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo.”.

(Indicación N° 53, unanimidad 5x0).

Artículo 15

Pasa a ser artículo 16, sin enmiendas.

Artículo 16

Pasa a ser artículo 17, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir la palabra “adopción” por “notificación”; reemplazar la expresión “artículo 11, inciso primero, de la presente ley”, por “inciso primero del artículo 13” y eliminar la oración “A partir de la misma fecha no podrán percibir remuneración alguna por parte de ésta.”.

(Indicación N° 55, unanimidad 5x0).

Inciso tercero


Reemplazar la palabra “anterior” por “primero”.

(Adecuación formal)

Artículo 17

Pasa a ser artículo 18, con la siguiente enmienda:

Inciso segundo


Reemplazar su segunda oración por la siguiente:


“La designación del administrador provisional será alzada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto, una vez aprobado dicho informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a dicha medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el administrador provisional.”.
(Adecuación formal)

Artículo 18


Pasa a ser artículo 19, reemplazando la expresión “artículo 11, inciso primero, de esta ley”, por “inciso primero del artículo 13”.

(Adecuación formal)

Artículo 19


Pasa a ser artículo 20, con las modificaciones siguientes:

Inciso primero


Intercalar, a continuación de la expresión “su gestión”, la siguiente frase: “, o se haya dictado resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley Nº 20.720,”.

(Indicación N° 60, unanimidad 5x0).

- - -


Intercalar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 


“Cuando se decrete la medida de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación deberá nombrar un administrador de cierre, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.


Quien sea designado como administrador de cierre, deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos para el administrador provisional, y tendrá las facultades que se enumeran en el artículo 13 y aquellas que se indican en los artículos siguientes.”.
- - -
Incisos segundo y tercero

Pasan a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, en sus mismos términos.

Inciso cuarto


Eliminarlo

(Artículo 121, inciso final,  del Reglamento del Senado)

Inciso quinto


Pasa a ser inciso sexto, sin enmiendas.

- - -


Agregar el siguiente inciso final:


“Por el ministerio de la ley, la personalidad jurídica de la institución de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado, se mantendrá para el solo efecto de la implementación del plan de administración establecido en el artículo 23, y en especial, para que las instituciones receptoras de estudiantes puedan otorgar a nombre de aquélla, los títulos y grados académicos que correspondan a los y las estudiantes reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente la institución de origen, según lo prevé el artículo 24.”.

(Indicación N° 66, unanimidad 5x0).

- - -

Artículo 20

Suprimirlo

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

- - -


Consultar el siguiente artículo 21, nuevo: 


“Artículo 21.- Las facultades del administrador provisional o del administrador de cierre, nombrados a causa de una resolución de reorganización o de liquidación, según corresponda, prevalecerán sobre las del liquidador o veedor, según sea el caso, únicamente respecto a los bienes muebles e inmuebles esenciales para asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes.

Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el liquidador o veedor y el administrador provisional o de cierre será resuelto por el juez que dictó la respectiva resolución de reorganización o liquidación, según sea el caso, oyendo previamente al Ministerio de Educación y al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, y propendiendo a la preeminencia del interés público asociado a la continuidad de estudios de los y las estudiantes de la institución afectada.

Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de  un año contado desde  la publicación de esta ley.”.
(Indicación N° 67, unanimidad 5x0).

- - -

Artículo 21


Pasa a ser artículo 22, sin enmiendas.

Artículo 22


Pasa a ser artículo 23, con la siguiente modificación:

- - -


Agregar el siguiente inciso segundo: 


“En el cumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, el administrador de cierre deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos en virtud de alguna de las medidas previstas en el inciso tercero del artículo siguiente, debiendo preferirse siempre aquéllas que impliquen un menor costo para el fisco en su aplicación.”.

(Indicación N° 73, unanimidad 5x0).

Artículo 23


Pasa a ser artículo 24, con las siguientes modificaciones:

Inciso quinto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Para efectos de lo señalado en el presente artículo, el administrador de cierre podrá suscribir convenios con alguna de las instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente de al menos tres años, conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129.”.

(Indicación N° 76, unanimidad 5x0).
Inciso sexto


Intercalar, a continuación de la palabra “objeto”, la voz “posibilitar”, y sustituir, en la primera oración, la frase “así como también su”, por “incluyendo sus procesos de”.

(Indicaciones números 78 y 79, unanimidad 5x0).
Inciso séptimo


Sustituirlo por el siguiente:

“Respecto de los alumnos reubicados en virtud de tales convenios, el otorgamiento del título o grado respectivo corresponderá a la institución de educación superior objeto de la medida de cierre. En caso que el título o grado sea concedido una vez que se haya procedido al cierre definitivo de la institución de origen, se estará a lo dispuesto a lo señalado en el inciso final del artículo 20.”.

(Indicación N° 80, unanimidad 5x0).

Artículo 24





Suprimirlo

(Indicaciones números 81 y 82, unanimidad 5x0).
Artículo 28


Reemplazarlo por el siguiente: 


“Artículo 28.- Los administradores creados por esta ley responderán de culpa leve en su administración, debiendo observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su función, con preeminencia del interés general por resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, en los términos de los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

(Indicación N° 86, unanimidad 5x0).

Artículo 29

Número 1)


Suprimirlo.

(Indicación N° 89, unanimidad 5x0).

Número 2)


Pasa a ser número 1), sustituyéndolo por el siguiente: 


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“1) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas: 


“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento. 


g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,) y agréganse a continuación de la letra “e)” las expresiones “, f) y g)”.

(Indicación N° 90, aprobada 3x2 (la letra f) propuesta) y 5x0 el resto de la indicación).

Número 3)


Pasa a ser número 2), sin modificaciones.

Número 4)


Suprimirlo

(Indicaciones números 91 y 92, unanimidad 5x0).
Artículo 31


Intercalar, a continuación de la palabra “gasto”, el vocablo “fiscal”.

(Indicación N° 93, unanimidad 5x0).
Artículos transitorios

- - -


Agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97 de la ley Nº 20.529, cuando no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el respectivo registro, en casos excepcionales y por motivos de urgencia, el Superintendente de Educación podrá, mediante resolución fundada, en los casos establecidos en el artículo 89 de la ley Nº 20.529, designar un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que aseguren la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.

Lo dispuesto en el presente artículo regirá por el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

(Indicación N° 97, unanimidad 5x0) 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:
En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo 1°.- La presente ley establece y regula el procedimiento de nombramiento y las facultades del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, cuyo objeto será resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución de educación superior, de cualquier especie que éstos sean, hasta el cumplimiento de sus respectivas funciones.


Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a las Instituciones de Educación Superior autónomas, de aquellas contempladas en el artículo 52, letras a), b) y c) del decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2005, del Ministerio de Educación, en adelante decreto con fuerza de ley N°2.

Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio, en aquellos casos que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que la institución de educación superior se encuentra en peligro de:


a) Incumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos o laborales;


b) Incumplimiento de los compromisos académicos asumidos con sus estudiantes;


c) Infracción grave de sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica en el caso de las universidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N°2, en relación con los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.


El Ministerio de Educación podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma. Para estos efectos podrá, además, solicitar a cualquier órgano de la Administración del Estado los antecedentes que consten en su poder y que sean pertinentes a los fines de la investigación, con la sola limitación de aquellos que, por disposición de la ley, tengan carácter de secreto o reservado.


Una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación elaborará un informe que dará cuenta de los resultados de la misma. Este informe, junto con la formulación de cargos, será notificado a la institución investigada, la que tendrá un plazo de quince días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


De acogerse los descargos o no constatarse las circunstancias a que hacen referencia los literales del inciso primero, se dictará resolución de término dando por finalizada la investigación, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Educación podrá formular recomendaciones para el mejor funcionamiento de la institución.


Expirado el plazo para los descargos o rechazados estos, el Ministerio de Educación dictará resolución de término en conformidad al artículo siguiente.

Artículo 4°.- En la resolución de término de la investigación preliminar, el Ministerio de Educación podrá, fundadamente y atendida las características de la institución y la naturaleza y gravedad de los problemas constatados, adoptar una de las siguientes medidas:


a) Ordenar la elaboración de un plan de recuperación, si se verifican incumplimientos graves de los compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos asumidos por la institución. 


b) Nombrar un administrador provisional si se constatan problemas que pudieren configurar alguna de las causales previstas en el inciso primero del artículo 6º.


c) Dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial en caso que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquel. De decretarse la revocación, se procederá al nombramiento de un administrador de cierre.


En lo no previsto en esta ley, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley Nº 19.880.


Artículo 5°.- De aplicarse la medida del literal a) del artículo anterior, la institución tendrá un término de sesenta días para elaborar y presentar al Ministerio de Educación un plan de recuperación que tendrá por objeto que ella adopte las medidas necesarias para subsanar los problemas identificados. Dicho plan podrá considerar, entre otras medidas, la suspensión de ingreso de nuevos estudiantes durante uno o más períodos y el cierre de sedes, carreras o programas. El plazo de implementación del plan no podrá ser mayor a dos años.


El Ministerio de Educación deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días, sea aprobando el plan o formulándole observaciones, las que deberán ser subsanadas por la institución dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de las mismas. Presentadas las enmiendas, el Ministerio deberá resolver sobre ellas en un plazo de cinco días.


Una vez aprobado el plan, corresponderá al Ministerio de Educación supervigilar su cabal cumplimiento. Para estos efectos, la institución deberá remitir al Ministerio de Educación informes trimestrales del estado de su implementación. Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento, el Ministerio podrá requerir antecedentes para dicho efecto. Asimismo, podrá designar un delegado ministerial para supervigilar su implementación, pudiendo al efecto ejercer las facultades señaladas en el inciso segundo del artículo 3º.


Al término del plazo de implementación del plan, el Ministerio de Educación decretará el alzamiento de la medida, salvo que proceda lo dispuesto en literal e) del inciso primero del artículo siguiente.
Párrafo 2°

Del Administrador Provisional


Artículo 6°.- La medida de nombramiento de administrador provisional podrá ser adoptada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando se constate la concurrencia de una o más de las siguientes circunstancias:


a) Riesgo serio de no garantizar la viabilidad administrativa o financiera de la institución, afectando la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


b) Incumplimientos graves y reiterados de los compromisos académicos asumidos por la institución con sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.


c) Imposibilidad de mantener las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que la afecten, a sus sedes o a sus bienes muebles o inmuebles.


d) Cuando se haya dictado resolución de reorganización de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta en conformidad a la ley Nº 20.720. 

e) Cuando el plan de recuperación, regulado en el artículo 5°, no fuere presentado oportunamente, habiendo sido presentado hubiere sido rechazado, o aprobado, posteriormente se incurriere en su  incumplimiento.


No procederá la adopción de esta medida, cuando la concurrencia de la o las causales a que se refiere el inciso anterior sea atribuible a un caso fortuito o fuerza mayor, o a circunstancias que no sean imputables a culpa o negligencia de las autoridades responsables del gobierno o administración de la institución.


El acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, a que se refiere el inciso primero, deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada a ese solo efecto.


La institución objeto de la medida a que se refiere este artículo tendrá un plazo de cinco días para presentar sus alegaciones y antecedentes ante el Consejo, previo a su pronunciamiento.


Si el Consejo estima pertinente recabar mayor información, podrá solicitar antecedentes a la institución afectada y a otros órganos de la Administración del Estado.


Con todo, el Consejo deberá resolver dentro del plazo de quince días desde que recibe los antecedentes para su pronunciamiento. Ratificada la medida, el Ministerio de Educación, dentro del plazo de cinco días, procederá a nombrar al administrador provisional.


Artículo 7°.- La designación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior deberá recaer en una persona que cumpla con los siguientes requisitos: 


a) Estar en posesión de un grado académico o título profesional de alguna institución reconocida oficialmente por el Estado.


b) Acreditar experiencia de al menos cinco años en gestión de instituciones de educación superior o diez años en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño, conforme a la ley Nº 20.416. En el segundo caso contemplado en esta letra, además, deberá acreditar experiencia relevante en actividades académicas en una o más instituciones de educación superior.

La idoneidad de la persona a designar en el cargo de administrador provisional deberá ser evaluada considerando las características, el tamaño y complejidad de la institución, así como el proyecto educativo de ésta.


Artículo 8°.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de una institución de educación superior:


a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los organizadores, representantes legales, directivos, autoridades superiores o administradores de la institución de educación superior o de alguna de sus entidades relacionadas.


Se entienden incorporados en la inhabilidad, asimismo, los acreedores o deudores de la institución de educación superior o de aquellas personas señaladas en el párrafo anterior.


b) Fundadores, miembros, asociados o quienes tengan intereses económicos o patrimoniales comprometidos en la institución de educación superior de que se trate o en alguna de sus entidades relacionadas.


c) Los administradores de bienes de cualquiera de las personas señaladas en la letra a).


d) Quienes, en el plazo de cinco años contados hacia atrás desde cuando proceda su nombramiento, se hayan desempeñado como administradores, gerentes o prestadores de servicios a la institución de educación superior de que se trate o de alguna de sus empresas relacionadas o de instituciones que hayan sido sancionadas en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2.

Para efectos de este artículo, se entenderán que son entes relacionados, las personas jurídicas y naturales señaladas en el artículo 100 de la ley N°18.045, de Mercado de Valores.

Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia., que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 9°.- La institución de educación superior afectada por la medida de nombramiento de administrador provisional podrá reclamar la legalidad de la misma, a través de sus representantes, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Ministerio de Educación, notificándolo por oficio. Éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Ministerio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos de la resolución, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la que será inapelable.

Artículo 10.- El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior, así como también un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la misma. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.


Dentro del mismo plazo de treinta días a que se refiere el inciso anterior, el administrador provisional deberá presentar, previa consulta con las autoridades de la institución de educación superior vigentes al momento de su designación, un plan de administración provisional tendiente a garantizar la adecuada gestión de la institución de educación superior afectada por la medida, el que deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación. En dicho plan se deberán señalar las acciones para subsanar las deficiencias que motivan el nombramiento del administrador provisional, pudiendo considerar incluso la reestructuración de la respectiva institución.


El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales del avance de su gestión al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación, así como también dar cuenta documentada de ella al término de su cometido.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar, cuando lo estime pertinente, informes parciales del estado de avance de la gestión desempeñada por el administrador provisional.


Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por el Ministerio de Educación, éstos serán incorporados a un registro de carácter público que para tal efecto deberá llevar la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


El administrador provisional, en el desempeño de su cargo, deberá establecer mecanismos de consulta e información con representantes elegidos democráticamente de cada uno de los estamentos de la institución educativa.

Artículo 11.- La reestructuración a que hace referencia el inciso segundo del artículo anterior, deberá respetar los fines específicos de la institución expresados en su proyecto institucional, así como la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 13. Con todo, dicha limitación no operará cuando sea indispensable para garantizar la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.


En el caso que el administrador provisional decida que debe procederse a la enajenación de bienes raíces de la institución de educación superior, ello deberá estar consignado en el plan de administración provisional.


La adopción de la medida de reestructuración deberá ser aprobada por la máxima autoridad colegiada de la respectiva institución, vigente a la fecha del nombramiento del administrador provisional, si la hubiere, o, de no existir aquella, por la máxima autoridad unipersonal a igual fecha. La aprobación deberá verificarse dentro del plazo de quince días contados desde la comunicación de la medida que realice el administrador provisional a dichas autoridades.


Rechazada la solicitud, o si dentro del plazo señalado en el inciso anterior la institución no ha dado respuesta a ella, el administrador podrá requerir, dentro del plazo de cinco días, la autorización de la misma al Consejo Nacional de Educación, mediante una solicitud fundada, acompañada de todos los antecedentes que la justifiquen.


Dentro del plazo de diez días contados desde la solicitud al Consejo, la institución, a través de la autoridad que se haya opuesto a la medida, podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes justificativos.


El Consejo resolverá dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud o de las alegaciones de la institución, según corresponda.

Artículo 12.- 
El administrador provisional durará en su cargo un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período, cuando ello sea necesario, según disponga el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio.


En la resolución que nombra al administrador provisional se consignarán la o las causales que justifican dicha designación, siendo la solución de aquellas la función específica del administrador.


El Ministro de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto, podrá remover al administrador provisional cuando:


a) Incumpla gravemente el plan de administración provisional a que se refiere el inciso segundo del artículo 10;


b) Le fuere imposible, por cualquier causa, ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 13, o



c) Infrinja lo establecido en el artículo 28.


Artículo 13.- Para el cumplimiento de su objeto, el administrador provisional asumirá, desde el momento de su designación, con plenos poderes, y para la única finalidad de solucionar los problemas detectados en la investigación, el gobierno y la administración de la institución de educación superior, correspondiéndole en consecuencia, la representación legal y todas aquellas facultades que la ley y los respectivos estatutos o escritura social, según corresponda, le confieren a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra nomenclatura que confiera alguna de las facultades señaladas en el presente inciso.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:


a) Ejercer toda acción destinada a garantizar el interés público asociado a la continuidad de los estudios de los y las estudiantes.

b) Solicitar al Servicio de Impuestos Internos, o a cualquier otra entidad del Estado, toda aquella información que estime conveniente para el buen cumplimiento de sus funciones.

c) Asumir aquellas funciones propias de las autoridades académicas de la institución que administra. Especialmente, a nombre de la institución de educación superior que administra, deberá otorgar los títulos y grados que correspondan y realizar las certificaciones que fueran necesarias en caso de ausencia del respectivo ministro de fe.


d) Adoptar la medida de suspensión de matrícula de nuevos alumnos durante el período que dure su administración.


e) Poner en conocimiento de las autoridades competentes cualquier hecho que pueda constituir una infracción de la ley, en particular denunciar ante el Ministerio Público cualquier hecho que pueda ser constitutivo de delito.


f) Ejercer las acciones que correspondan para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las instituciones de educación superior, así como aquéllas destinadas a perseguir la responsabilidad de quienes incurrieron en dichos actos.


g) Suscribir convenios con alguna de las universidades o instituciones de educación superior que cuenten con acreditación vigente por un período de a lo menos tres años, conforme a lo previsto en la ley N° 20.129, con el objeto de delegar, parcialmente, las facultades que le otorga la presente ley. Dichos convenios deberán ser aprobados por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto.

Con todo, el administrador provisional no podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la institución de educación superior sujeta a la medida.


Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a los ingresos que perciba la institución de educación superior, debiendo determinarse su cuantía conforme a las normas que señale el reglamento a que se refiere el artículo 27.


Las acciones que ejecute el administrador provisional se realizarán con cargo a los recursos de la institución sujeta a dicha medida. En ningún caso, la adopción de ella podrá significar asignación o aporte de recursos del Estado a la institución de educación superior respectiva, distintos a los que pudieren corresponderle de no encontrarse sujeta a la misma.

Artículo 14.- El administrador provisional tendrá la acción revocatoria que otorga el artículo 2468 del Código Civil.


Artículo 15.- La acción revocatoria a que se refiere el artículo anterior se tramitará conforme al siguiente procedimiento:


1. Deducida la demanda por el administrador provisional, el tribunal citará a una audiencia el quinto día hábil después de la última notificación, plazo que se ampliará si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


2. La audiencia se celebrará sólo con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse.


3. Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, el que no podrá ser superior a cinco días hábiles.


4. La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe pericial, en su caso.


5. La sentencia definitiva será apelable en el sólo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables.


6. La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo.


Artículo 16.- Si, con motivo del desempeño de sus funciones, el administrador provisional toma conocimiento de algún hecho que pudiese ser constitutivo de alguna de las causales señaladas en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, deberá informar al Ministerio de Educación.


Artículo 17.- Desde la fecha de la notificación de la medida de administración provisional, las autoridades de la institución de educación superior a que hace referencia el inciso primero del artículo 13, quedarán, para todos los efectos legales, suspendidos en sus funciones, y estarán en consecuencia inhabilitadas para ejercer cualquier función o celebrar cualquier acto o contrato en nombre de la institución de educación superior respectiva. La misma prohibición afectará a el o los organizadores o propietarios, según corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el respectivo administrador provisional podrá autorizar que una o más autoridades de las allí referidas pueda continuar ejerciendo sus funciones, percibiendo remuneración, en la institución de educación superior.

Con todo, las personas señaladas en el inciso primero serán responsables de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento de la institución de educación superior con antelación a la designación del administrador provisional y persistirá cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado por éstos.


Artículo 18.- Corresponderá al administrador provisional, una vez finalizada su gestión, la elaboración de un informe final que dé cuenta del resultado de ésta y del estado general de la institución de educación superior, en el cual deberá hacer mención expresa de la circunstancia de haberse o no subsanado los problemas detectados antes o durante su gestión.


El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del administrador provisional, el cual deberá ser aprobado por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación. La designación del administrador provisional será alzada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto, una vez aprobado dicho informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a dicha medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el administrador provisional.

En la resolución que levante la medida, se consignará que la administración y gobierno de la institución de educación superior sea asumida por las autoridades y directivos que correspondan de acuerdo a sus estatutos o escritura social, según sea el caso.


La referida resolución podrá establecer que la institución de educación superior efectúe adecuaciones o modificaciones en su estructura organizacional, con el objeto de evitar la reiteración de los problemas que motivaron la adopción de la medida de administración de que trata esta ley, o que hayan sido detectados por el administrador provisional durante su gestión.


Artículo 19.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, si el Ministerio de Educación determina que las circunstancias que dieron origen a la medida de administración provisional son imputables, en todo o parte, a algunas de las personas señaladas en el inciso primero del artículo 13, podrá declarar en la misma resolución la inhabilidad de éstas para continuar ejerciendo en aquélla los cargos o funciones de que se trate. Siempre habrá audiencia del afectado y podrá abrirse término probatorio por al menos diez días. Si, por aplicación de lo señalado precedentemente, se hace imposible la continuidad del servicio educativo, la administración provisional subsistirá hasta la designación de nuevas autoridades, según lo dispuesto en los estatutos o en la escritura social, según sea el caso.

Párrafo 3°
Del Administrador de Cierre y disposiciones especiales para la revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior


Artículo 20.- En aquellos casos en que, terminada la gestión del administrador provisional, no haya sido posible subsanar los problemas o deficiencias que dieron origen a su nombramiento por causas no imputables a su gestión, o se haya dictado resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley Nº 20.720, o se tome conocimiento de hechos que pudiesen constituir alguna de las causales que señalan los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2, el Ministerio de Educación, dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.

Cuando se decrete la medida de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación deberá nombrar un administrador de cierre, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.


Quien sea designado como administrador de cierre, deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos para el administrador provisional, y tendrá las facultades que se enumeran en el artículo 13 y aquellas que se indican en los artículos siguientes.

Sin perjuicio de lo anterior, el administrador provisional podrá, en cualquier momento durante su gestión, informar al Ministerio de Educación respecto de la inviabilidad de subsanar los problemas o deficiencias que originaron su designación para que éste adopte las medidas que corresponda. El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Para el caso que se decrete la revocación del reconocimiento oficial de acuerdo al inciso anterior, el nombramiento del administrador de cierre podrá recaer en quien haya sido designado administrador provisional.


La resolución que decrete la revocación del reconocimiento oficial de conformidad al inciso primero de los artículos 64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N°2, deberá consignar el plazo para proceder al cierre definitivo de la institución de educación superior. Para la determinación de este plazo deberá tenerse en consideración el tamaño de la institución, la cantidad de alumnos matriculados cursando sus estudios o en proceso de titulación, y la complejidad de las causales que dieron origen a la revocación del reconocimiento oficial. 

Por el ministerio de la ley, la personalidad jurídica de la institución de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado, se mantendrá para el solo efecto de la implementación del plan de administración establecido en el artículo 23, y en especial, para que las instituciones receptoras de estudiantes que hayan celebrado convenios puedan otorgar a nombre de aquélla, los títulos y grados académicos que correspondan a los y las estudiantes reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente la institución de origen, según lo prevé el artículo 24.

Artículo 21.- Las facultades del administrador provisional o del administrador de cierre, nombrados a causa de una resolución de reorganización o de liquidación, según corresponda, prevalecerán sobre las del liquidador o veedor, según sea el caso, únicamente respecto a los bienes muebles e inmuebles esenciales para asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el liquidador o veedor y el administrador provisional o de cierre será resuelto por el juez que dictó la respectiva resolución de reorganización o liquidación, según sea el caso, oyendo previamente al Ministerio de Educación y al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, y propendiendo a la preeminencia del interés público asociado a la continuidad de estudios de los y las estudiantes de la institución afectada.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de  un año contado desde  la publicación de esta ley.

Artículo 22.- En caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, la resolución que nombra al administrador de cierre deberá establecer el procedimiento a seguir para tales efectos.

Artículo 23.- El administrador de cierre deberá presentar un plan de administración, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento. Este plan deberá siempre contener las medidas para asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes de la institución de educación superior y los plazos y procedimientos para concretar el cierre de la institución de educación superior de que se trate.


En el cumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, el administrador de cierre deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos en virtud de alguna de las medidas previstas en el inciso tercero del artículo siguiente, debiendo preferirse siempre aquéllas que impliquen un menor costo para el fisco en su aplicación.

Artículo 24.- Dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes a que se refiere el artículo anterior, deberán considerarse aquellas que permitan su reubicación en otras instituciones de educación superior.


El administrador de cierre tomará en consideración la situación particular de los y las estudiantes, velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.

Si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre. Con todo, en casos excepcionales y en función de la protección de los derechos de los y las estudiantes, se podrán financiar con recursos fiscales los antedichos programas, mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá ser firmado por el Ministro de Educación.


Los y las estudiantes reubicados, respecto al plantel que los acoja, mantendrán plenamente vigentes los beneficios o ayudas estudiantiles otorgados por el Estado, tales como becas y créditos, como si no hubiesen cambiado de institución de educación superior.


Para efectos de lo señalado en el presente artículo, el administrador de cierre podrá suscribir convenios con alguna de las instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente de al menos tres años, conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129. 


Dichos convenios tendrán por objeto posibilitar la continuidad y término de los estudios de los y las estudiantes reubicados, incluyendo sus procesos de titulación. Se podrá exceptuar a dichos estudiantes en la ponderación de los indicadores utilizados para evaluar a las instituciones, facultades y carreras receptoras, para efectos de la acreditación de las mismas, así como de aquellas evaluaciones que incidan en la obtención de financiamiento y cumplimiento de metas.


Respecto de los alumnos reubicados en virtud de tales convenios, el otorgamiento del título o grado respectivo corresponderá a la institución de educación superior objeto de la medida de cierre. En caso que el título o grado sea concedido una vez que se haya procedido al cierre definitivo de la institución de origen, se estará a lo dispuesto en el inciso final del artículo 20.

En ningún caso podrán admitirse o matricularse nuevos estudiantes una vez decretada la revocación del reconocimiento oficial conforme a las disposiciones de este párrafo.

Párrafo 4°

Disposiciones finales


Artículo 25.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la División de Educación Superior, administrar los procesos asociados a las tareas del administrador provisional o de cierre.


Artículo 26.- Las instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial, mediante el decreto respectivo, perderán de pleno derecho la autonomía institucional que hayan alcanzado en virtud de lo dispuesto en el artículo 100 del decreto con fuerza de ley N°2. Con todo, los grados académicos o títulos profesionales y técnicos de nivel superior podrán ser otorgados por la institución cuyo reconocimiento oficial se revoca, en los términos previstos en la presente ley.


Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará las materias que trata esta ley, en especial el contenido de los informes que deben presentar, en cada caso, el administrador provisional y el administrador de cierre, de conformidad con la misma.


Artículo 28.- Los administradores creados por esta ley responderán de culpa leve en su administración, debiendo observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su función, con preeminencia del interés general por resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, en los términos de los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
Título II

Otras Disposiciones


Artículo 29.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº20.529:


1) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas: 


“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento. 


g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,) y agréganse, a continuación, de la letra “e)” las expresiones “, f) y g)”.


2) Agrégase al artículo 92 la siguiente letra h) nueva:


“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.


Artículo 30.- El que sin autorización del administrador provisional o de cierre, con posterioridad a la designación de éste, realizare cualquiera de las conductas que se señalan en las siguientes letras, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 200 a 500 unidades tributarias mensuales:


a) Ejercer cualquier autoridad que corresponda a funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra equivalente.


b) Celebrar cualquier acto o contrato sobre los bienes destinados a la prestación del servicio educativo, que utilice la institución de educación superior sometida a la medida señalada.


Artículo 31.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley será financiado con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículos transitorios


Artículo primero.- Las medidas y procedimientos previstos en la presente ley aplicables a instituciones de educación superior serán complementarias y se integrarán a las facultades fiscalizadoras y sancionatorias que le sean conferidas a una Superintendencia que en conformidad a la ley se cree.

Artículo segundo.- Las disposiciones del Título I de esta ley podrán ser aplicadas a instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial con anterioridad a la publicación de la misma, y cuyo cierre definitivo se encuentre pendiente de acuerdo al decreto que se haya dictado en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley Nº2.


Asimismo, se podrán aplicar estas disposiciones a aquellas instituciones respecto de las cuales, a la fecha de dicha publicación, se encuentre en curso un procedimiento de investigación tendiente a verificar la existencia de causales para la revocación de su reconocimiento oficial, en virtud de los artículos citados en el inciso anterior.

Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97 de la ley Nº 20.529, cuando no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el respectivo registro, en casos excepcionales y por motivos de urgencia, el Superintendente de Educación podrá, mediante resolución fundada, en los casos establecidos en el artículo 89 de la ley Nº 20.529, designar un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que aseguren la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.


Lo dispuesto en el presente artículo regirá por el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

- - -


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 23 de julio, 6, 11 y 12 de agosto con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn (Hernán Larraín Fernández) y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal (Alejandro Navarro Brain) e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 29 de agosto de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL ADMINISTRADOR PROVISIONAL Y ADMINISTRADOR DE CIERRE DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y ESTABLECE REGULACIONES EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN PROVISIONAL DE SOSTENEDORES EDUCACIONALES

(9.333-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

A las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Jefe de la División de Educación Superior, señor Francisco Martínez; los asesores, señores Patricio Espinoza, Exequiel Silva y Hugo Arias; la Jefa de Comunicaciones, señorita Tatiana Klima, y la periodista, señorita Carolina Araya.

De la Dirección de Presupuestos: la analista, señorita Susan Ortega, y el abogado del Departamento Institucional Laboral, señor Branko Karelovic.
 Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores, señores Giovanni Semería y Matías Valdés.
Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.
El asesor del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.
El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.
El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 10, inciso quinto; 13, incisos cuarto y quinto; 23, inciso segundo; 24, inciso tercero; 29, 30, y 31, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Crea el administrador provisional y el administrador de cierre de las instituciones de educación superior y establecer regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales.

- - -

Se hace presente que habiendo iniciado la Comisión de Hacienda su conocimiento de la iniciativa en informe, la Sala del Senado, en sesión de 10 de septiembre de 2014, acordó la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas en la secretaría de vuestra Comisión hasta las 12:00 horas del día 12 de septiembre del corriente.

Las indicaciones que en esa oportunidad se formularon, fueron signadas con los números 1 bis y 2 bis.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en su artículo 29, mediante la aprobación de las indicaciones 1 bis y 2 bis del señor Vicepresidente de la República.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda. 

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, manifestó que el proyecto de ley surge tanto por la contingencia de lo acontecido con la Universidad del Mar, como por lo informado por la anterior Ministra, referido a las complicaciones enfrentadas por el Ministerio, durante el proceso de cierre de la referida universidad, para dar garantías a los estudiantes sobre la continuación de sus estudios. Además, en ese mismo momento, existían varias universidades que eran objeto de investigación por eventuales infracciones al decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, que podían llevar a la pérdida del reconocimiento oficial, y la normativa vigente, si bien permite que el ministerio investigue, no le otorga todas las facultades que serían deseables para asegurar que las instituciones se sustenten en el tiempo y puedan superar situaciones de crisis.

Expuso que, teniendo en cuenta que en esta materia se encuentra involucrada la fe pública -dado que el Estado ha participado por intermedio del Ministerio de Educación y el Consejo Nacional de Educación otorgando la autorización de funcionamiento y el reconocimiento oficial-, se entiende que existe una garantía implícita por parte del Estado respecto de la validez y calidad de los estudios que se imparten.

Agregó que, en vista de lo expuesto, se está en presencia de lo que se denomina como seguro implícito, lo que conlleva el peligro de conductas de riesgo moral, por lo que constituye un deber de la política pública cautelar que no se abuse de dicho seguro.

Acotó que uno de los objetivos del proyecto de ley es cautelar y cuidar el uso de los recursos fiscales, de modo que el Estado pueda vigilar oportunamente la sustentabilidad de las instituciones de educación superior, evitando que se acumulen situaciones de crisis que impliquen el uso de grandes cantidades de recursos fiscales.

Asimismo, manifestó que se ha tratado de equilibrar el legítimo interés de los dueños de las universidades con el derecho de los estudiantes a que se honre la promesa del establecimiento y del Estado en cuanto al reconocimiento de los estudios que se les impartirían.

Respecto del uso de recursos públicos, indicó que constituyen un medio de última instancia, escalando el tipo de intervenciones por parte del Estado, desde una investigación previa en que la institución muestre su situación, pasando por un compromiso de reparación de los aspectos deficitarios, hasta llegar al nombramiento de un administrador provisional, que si no diera el resultado esperado, concluiría con un administrador de cierre. Sólo en el último caso mencionado podría darse lugar al uso de recursos fiscales si los ingresos propios de la institución no fueran suficientes para poder concluir con los compromisos adquiridos respecto de los estudiantes.

Acotó que en ningún caso los recursos fiscales podrían dar lugar al pago del cambio de universidad del estudiante, sólo podría financiarse que otro centro de estudios termine de dictar los cursos de la malla académica propia de la universidad en proceso de cierre.

Explicó que los gastos que podrían originarse con motivo de la administración provisional o de cierre son altamente conjeturales, y se dispone que la ley de presupuestos de cada año contemplará los recursos necesarios para poder cumplir los compromisos a los que se ha hecho referencia.

El Honorable Senador señor Lagos destacó que el proyecto de ley fue aprobado en su mayor parte por unanimidad en el trámite seguido antes la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y consultó si, cuando se habla del involucramiento de la fe pública en esta materia, lo es respecto de todas las instituciones, incluyendo las no acreditadas.
El señor Ministro señaló que la situación actual es la siguiente: al estructurarse y constituirse la universidad se encuentra bajo la tutela del Consejo Nacional de Educación durante un tiempo; una vez que demuestra de manera satisfactoria que puede desarrollar su proyecto educativo puede ser declarada como autónoma por parte del mismo Consejo, y la acreditación es un paso posterior, pudiendo darse que la institución sea autónoma y no acreditada –como universidad o como carrera específica-.

Observó que la fe pública se ve involucrada también en el caso de ser la institución autónoma y no acreditada. Asimismo, adelantó que esperan terminar con esta posibilidad, estableciendo que todas las instituciones autónomas deberán encontrarse acreditadas para serlo.

El Honorable Senador señor Coloma expresó haber seguido de cerca el proceso que involucró a la Universidad del Mar por las sedes con las que contaba en la Región del Maule. Consultó, en relación a ello, qué diferencias existirían en dicho caso en función a lo que se propone en la iniciativa legal.

Asimismo, planteó que la intervención del Ministerio se produce cuando existe un cierto nivel de incumplimiento en los planos administrativo, financiero o académico, y cada uno de ellos involucra aspectos muy diversos, siendo más complejo el caso de los incumplimientos académicos, lo que será difícil de interpretar. Agregó que más complicado aún será la decisión de la existencia de algún incumplimiento a nivel estatutario.

Se preguntó si la figura del administrador provisional no está más pensada para los casos de crisis administrativa o financiera y no tanto para lo académico-estatutario. 

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  que se trata de un proyecto de ley absolutamente necesario, como se comprobó con la crisis de la Universidad del Mar, dado que no existía un marco legal ni medidas que se pudieran adoptar en el caso de que una institución presente serias falencias y se requiere que siga funcionando para el cumplimiento de ciertos objetivos. Observó que, de acuerdo a la normativa vigente, a una institución en crisis -como la citada- sólo cabía permitirle continuar su funcionamiento o decretar el cierre de la misma.

Recordó que al Ministro de Educación de la época se le planteó la presentación de un proyecto de ley que afrontara la grave situación que dejó al descubierto la crisis de la Universidad del Mar, especialmente en cuanto a que la única medida que podía adoptarse era decretar el cierre de la institución. Añadió que no se tomó en cuenta la propuesta formulada por un grupo de parlamentarios y no se hizo nada al respecto en materia legislativa.

Indicó que de la experiencia recogida de la referida crisis, fue posible concluir que una buena medida a decretar, además de la administración provisional y la administración de cierre, es la de una administración delegada por un establecimiento universitario establecido, sin que se confundan las instituciones y aprovechando las sinergias que se provocan.

El Honorable Senador señor Montes destacó la relevancia de consignar lo planteado precedentemente, respecto del ofrecimiento efectuado al Ministro de Educación de la época para que se tramitara un proyecto de ley que diera soluciones a la crisis de la universidad antes mencionada, sin que existiera respuesta del referido personero.
Consultó si fue discutida la posibilidad de extender las medidas del proyecto de ley al nivel escolar, o si se ha pensado en modificar el decreto N° 315, de 2011, del Ministerio de Educación, debido a que se ha demostrado que presenta varios problemas.

Asimismo, preguntó cuál será el grado de responsabilidad del administrador por los pasivos de distinta naturaleza que deberá afrontar, como remuneraciones y cotizaciones previsionales, entre muchos otros, tomando en cuenta que normalmente no se cuenta con recursos suficientes para solventar dichos pasivos.

Respecto del modelo educativo de la institución, expresó que es una materia compleja, pero no por ello el administrador no debiera poder abordarla, e indicó que basta recordar el caso de la carrera de criminalística en la Universidad Tecnológica Metropolitana, UTEM, hace unos años, para visualizar que ese tipo de intervenciones también son necesarias.

Observó que no debieran establecerse soluciones muy rígidas, incluso respecto de seguir recibiendo matrículas nuevas, debido a que puede requerirse adoptar medidas que en un primer momento no aparezcan como convenientes. 

Por último, se refirió al rol del Consejo Nacional de Educación, que aparece como meramente procedimental frente a la administración provisional o de cierre, pero nada se dice sobre su responsabilidad si se equivoca en el cumplimiento de sus tareas.

El Honorable Senador señor Lagos expresó su interés en que quede consignado lo manifestado anteriormente por los Honorables Senadores señores Zaldívar y Montes, más aún considerando que en la zona que representa ni siquiera se alcanzó una solución aceptable para los estudiantes de la Universidad del Mar, a pesar de que al anterior Gobierno se le ofreció toda la colaboración que necesitasen para la adopción de las medidas que se requerían.
Además, consultó cuál será el rol que jugará la superintendencia del sector en estas materias.

El señor Ministro, respondiendo a las consultas efectuadas, señaló que el debido proceso se encuentra garantizado, primero se debe investigar y no basta la existencia de algún incumplimiento parcial sino que debe darse alguna de las causales enunciadas en el artículo 6°, y el conjunto de antecedentes deben dar cuenta que se encuentra en riesgo la sustentabilidad de la institución.

Agregó que la medida de nombramiento de administrador provisional es adoptada por el Ministerio previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación y dicha resolución es apelable.

En cuanto a la existencia de una administración delegada a otra institución de educación superior, expresó que el problema que se puede presentar es el potencial conflicto de intereses por ser competidora del ente que pase a administrar, por lo que concordaron una redacción como la contenida en la letra g) del artículo 13, en que se plantea la posibilidad de suscribir un convenio con alguna institución acreditada para delegar parcialmente las facultades, siempre que todos los involucrados estén de acuerdo en la celebración de dichos convenios.

Respecto de la educación escolar, señaló que existe un administrador provisional, figura que ahora se fortalecerá mediante una enmienda que el Ejecutivo busca introducir. Observó que si un sostenedor abandona el proyecto educativo sin el aviso previo correspondiente, la normativa actual plantea que se nombre un administrador provisional, y ahora se pretende que pueda recibir recursos fiscales adicionales para poder pagar remuneraciones y gastos fijos hasta terminar el año escolar.

Agregó que más adelante buscarán adelantar la fecha en que el sostenedor debe dar aviso de que no continuará con el proyecto educativo, la que actualmente es, como máximo, el mes de noviembre de cada año.

Asimismo, manifestó que las figuras del administrador de cierre y del liquidador de una sociedad en quiebra difieren porque el administrador tiene por objeto honrar la fe pública comprometida frente a los estudiantes, de modo que reciban los cursos comprometidos.

El Honorable Senador señor Zaldívar concordó en que no pueden confundirse ambas figuras, en que el liquidador interviene por un problema de orden financiero.
El Honorable Senador señor Montes expuso que a nivel escolar también ocurre que la parte académica no se puede separar de la parte administrativa y financiera, por lo que consultó cómo se pretende manejar este aspecto.
El señor Ministro indicó que una materia a  considerar es cómo se vinculan el administrador de cierre con el liquidador en el caso de una institución de educación superior, y otra materia es con qué recursos cuenta el administrador escolar, ámbito en el que se ha detectado que requiere más facultades para destrabar la gestión de los establecimientos.

En relación a la rigidez a la que se enfrentaría el administrador provisional para modificar aspectos académicos, expresó que ha sido una materia muy debatida y que ha generado rechazo en virtud de la autonomía de los planteles. Se consideró que el administrador provisional sí puede modificar planes de estudio o asuntos relacionados cuando no sea posible cumplir lo ofrecido por la malla académica, como, por ejemplo, si no existen profesores capacitados para impartir el curso que se consideraba.

En cuanto a la posibilidad de reabrir la matrícula del establecimiento, señaló que el administrador provisional contará con la facultad de hacerlo, no así el de cierre.

Respecto del rol del Consejo Nacional de Educación, planteó que existe un problema en cuanto al control y responsabilidad por sus decisiones, dado que no existe un ente que pueda reprocharle haber actuado equivocadamente en un determinado caso. Agregó que el Consejo tiene tareas operativas, por ejemplo, cuando vigila el actuar de las universidades hasta que logran su autonomía.

Con relación a la superintendencia del ramo, expresó que, idealmente, debieron haber comenzado con el proyecto de ley sobre la materia, pero en ese campo deben esperar a que se redefina el ámbito que debiera regular y supervigilar dicha institución para replantear la normativa correspondiente.

Volviendo a la garantía implícita que asume el Estado con los estudiantes, observó que lo que se busca es que el alumno pueda titularse con la malla curricular y el grado de la institución intervenida, y en ningún caso se compromete a reubicar a los estudiantes en otra institución de educación superior para recibir el título de esa nueva casa de estudios.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio, señor Francisco Martínez, expresó que, actualmente, en el caso que se deba cerrar una institución, no existe la posibilidad que se nombre un interventor del tipo administrador de cierre que se haga cargo de la continuidad de los estudios dentro de la propia institución afectada. Señaló que en el caso de la Universidad del Mar existe una continuidad de estudios bajo la administración propia de dicha casa de estudios.

Agregó que el traslado de los estudiantes a otras entidades ha demostrado ser de compleja implementación.

Además, indicó, que la continuidad de estudios se trata de una facultad para el administrador quien debe analizar si es la mejor opción respecto de la situación de la institución que administra.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que el informe financiero indica que el administrador de cierre “tomará en consideración la situación particular de los estudiantes velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado. Establece a su vez, que si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica, u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre.”, por lo que se pone en el caso de que el Estado deba financiar planes de nivelación académica en el caso de cierre de la institución.
El Honorable Senador señor García expuso que el informe financiero no es claro al indicar los posibles gastos que genere la aplicación del proyecto de ley.
El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que el administrador contará con los recursos que ingresen por el giro ordinario de la institución, y el costo fiscal no se puede calcular anticipadamente porque variará en cada caso en que se haga necesaria la intervención.
El Honorable Senador señor Coloma señaló que, más allá de que los costos fiscales sean eventuales y muy variables, el informe financiero entrega poca información sobre los aspectos que podrían implicar gasto fiscal y hasta cuánto podría llegar esa necesidad de recursos del Estado.

El abogado del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señor Branko Karelovic, sostuvo que la elaboración del informe financiero enfrentaba la dificultad de que todos los posibles gastos son eventuales y es difícil modelar algún cálculo que entregue certeza sobre el costo fiscal.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteó que debiera quedar constancia de que en todas las leyes de presupuestos que se envíen una vez aprobado el proyecto de ley, se debe considerar un ítem, asignación o glosa en la partida del Ministerio que se refiera al gasto que se puede generar por este concepto.
Finalmente, el señor Ministro reiteró que el Ejecutivo quiere presentar una indicación para permitir que el administrador escolar pueda recibir los ingresos que provienen de la subvención escolar y además se le suplementen los fondos hasta el monto necesario para poder terminar el año escolar.

El Honorable Senador señor García observó que la modificación que se propondrá, implicará cambiar el informe financiero para dar cuenta de los nuevos recursos que deberá entregar el Fisco en caso que sean requeridos por el administrador escolar.

- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Establece y regula el procedimiento de nombramiento y las facultades del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, cuyo objeto será resguardar el derecho a la educación de los estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución de educación superior, de cualquier especie que éstos sean, hasta el cumplimiento de sus respectivas funciones.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 10

Inciso quinto

El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá elaborar un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la institución. El inciso quinto dispone que, una vez que dichos informes hayan sido aprobados por el Ministerio de Educación, éstos serán incorporados a un registro de carácter público que para tal efecto deberá llevar la División de Educación Superior del Ministerio de Educación
Puesto en votación el inciso quinto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 13

Incisos cuarto y quinto

Establecen lo siguiente:

Que los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a los ingresos que perciba la institución de educación superior, debiendo determinarse su cuantía conforme a las normas que señale el reglamento a que se refiere el artículo 27.


Asimismo, que las acciones que ejecute el administrador provisional se realizarán con cargo a los recursos de la institución sujeta a dicha medida. En ningún caso, la adopción de ella podrá significar asignación o aporte de recursos del Estado a la institución de educación superior respectiva, distintos a los que pudieren corresponderle de no encontrarse sujeta a la misma.
Puestos en votación los incisos referidos, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 23

Inciso segundo

El administrador de cierre deberá presentar un plan de administración, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, el que deberá contener las medidas para asegurar la continuidad del servicio educativo. El inciso segundo dispone que, para el cumplimiento de dichas medidas, el administrador de cierre deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos en virtud de alguna de las medidas previstas en el inciso tercero del artículo 24, debiendo preferirse siempre aquéllas que impliquen un menor costo para el fisco en su aplicación.
Puesto en votación el inciso segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 24

Inciso tercero

Dispone que, si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre. Con todo, en casos excepcionales y en función de la protección de los derechos de los estudiantes, se podrán financiar con recursos fiscales los antedichos programas, mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá ser firmado por el Ministro de Educación.
Puesto en votación el inciso tercero, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 29


Introduce modificaciones en la ley Nº 20.529, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, del siguiente tenor:

“1) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas: 


“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento. 


g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,) y agréganse, a continuación, de la letra “e)” las expresiones “, f) y g)”.


2) Agrégase al artículo 92 la siguiente letra h) nueva:

“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.”.
En este artículo recayeron las indicaciones números 1 bis y 2 bis del señor Vicepresidente de la República, del siguiente tenor: 

La indicación número 1 bis es para agregar un nuevo numeral 2), pasando el actual 2) a ser 3):
“2) Agrégase un inciso cuarto, nuevo, al artículo 91 del siguiente tenor:

“Mientras dure la administración provisional de un establecimiento específico, excepcionalmente y por resolución fundada del Ministerio de Educación con la visación del Ministro de Hacienda, se podrán dejar sin efecto las retenciones de pago adoptadas por aplicación de lo previsto en el inciso 2º del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales; del artículo 69 de la ley Nº 20.529, que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, o en razón de otras medidas de carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago de la subvención escolar.”.”.

La indicación número 2 bis es para reemplazar el numeral 2, que ha pasado a ser 3), por el siguiente:

“3) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en la letra c), la expresión “y otros aportes regulares que entregue el Estado” por “, otros aportes regulares que entregue el Estado, así como los que pudiere disponer la ley de presupuestos para asegurar la continuidad del servicio educacional del respectivo establecimiento, solamente hasta el término del año escolar respectivo, siempre que concurran las siguientes condiciones: i) que los aportes regulares que corresponda recibir no sean suficientes para financiar las remuneraciones del personal docente y asistentes de la educación, el pago de suministros básicos y demás gastos indispensables para su funcionamiento; ii) que los hechos que originaron el nombramiento del administrador provisional, se produzcan durante el transcurso del año escolar respectivo; y iii) que dichos recursos se destinen íntegramente al pago relacionado con los gastos señalados en el numeral i) precedente”.

b) Agrégase la siguiente letra h) nueva:

“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.”.
El Ministro de Educación, señor Eyzaguirre, explicó que las indicaciones se fundan en la filosofía que el Estado -al otorgar el reconocimiento oficial a una institución educativa- asume la obligación de garantizar el servicio educativo, si el proveedor por alguna razón deja de cumplir sus compromisos.

En el caso de sostenedores escolares, municipales y particulares subvencionados, se trata de la situación en que abandonan la entrega del servicio educacional en el curso del año escolar, lo que dificulta en extremo el encontrar un nuevo establecimiento para los estudiantes.

Por lo anteriormente expuesto, lo que se propone en las indicaciones es abordar las siguientes situaciones:

1) En el caso de que en el establecimiento que ha sido abandonado por el sostenedor, existiesen retenciones de pago de subvenciones -debido al no pago de cotizaciones previsionales de los trabajadores del establecimiento-, se permite que el administrador provisional pueda pedir que se dejen sin efecto dichas retenciones para así poder dar continuidad al servicio educativo durante el año escolar en curso.

2) Si el referido abandono se verifica cuando la matrícula del establecimiento ha bajado considerablemente, de modo que no alcanzan a cubrirse los costos fijos con los ingresos del giro, se permite –con cargo a la ley de presupuestos respectiva- que el Estado entregue otros aportes para asegurar la continuidad del servicio educacional hasta el término del año escolar respectivo.

Agregó que la normativa vigente dispone que el sostenedor del establecimiento debe dar aviso, a más tardar, en el mes de noviembre de un año -respecto del año escolar siguiente-, del hecho que no continuará entregando el servicio educacional, y los casos a los que se refieren las indicaciones son aquellos en que el sostenedor no cumple dicha norma.

El Honorable Senador señor García planteó que, en la indicación número 2 bis, se dispone que una de las condiciones que deben cumplirse para obtener los aportes adicionales es “que los hechos que originaron el nombramiento del administrador provisional, se produzcan durante el transcurso del año escolar respectivo”. Sobre ello, consultó si no será un requisito demasiado restrictivo y que pudiera darse que los referidos hechos se produzcan en el año escolar anterior.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó, respecto de la indicación número 1 bis, si la disposición se aplicará sólo al pago de cotizaciones previsionales o también a otras obligaciones pendientes.

El Honorable Senador señor Montes señaló que debiera existir algún grado de flexibilidad para poder cubrir situaciones que se encuentren en el límite, como la precedentemente descrita por el Honorable Senador señor García.
Mencionó el caso de un establecimiento, Santiago Bueras, en que los sostenedores entraron en conflicto, lo que los llevó a enfrentarse en sede judicial, y en el intertanto la única vía para que siguiera operando el colegio fue por intermedio del administrador provisional.

Manifestó su preocupación por la norma que permite dar aviso de la no continuidad del servicio educativo en noviembre del año anterior, porque ello genera serios problemas a los apoderados y los estudiantes. Observó que, antaño, dicho aviso debía darse a más tardar en el mes de septiembre del año anterior al período escolar en que se dejaría de prestar el servicio. Planteó que el aviso debiera ser más extenso, idealmente, un período que cubra un año escolar completo.

Además, expresó que el pago de cotizaciones previsionales es uno de los problemas de mayor envergadura que se enfrenta en la administración de un establecimiento en crisis.

El señor Ministro señaló que deben distinguirse dos situaciones, una, en que los ingresos del giro, provenientes mayoritariamente de la subvención escolar, no alcancen para cubrir los costos fijos del establecimiento y, la otra, en que existen pasivos acumulados como pueden ser las cotizaciones previsionales impagas por parte del sostenedor que abandonó el establecimiento.

El asesor del Ministerio, señor Espinoza, expresó que los recursos que se está posibilitando obtener dentro de la administración provisional, se refieren a financiar los compromisos financieros que se generen dentro de dicha administración. Observó que aquellas obligaciones que excedan del período de administración provisional deberán resolverse en otra sede conforme a las reglas generales.

El señor Ministro observó que si existen obligaciones incumplidas por un sostenedor, debiese presentarse un liquidador que ejecute los bienes para pagar los pasivos acumulados, otra cosa diferente es que exista una administración provisional que cubra los costos de operación para poder terminar el año escolar.

El asesor del Ministerio, señor Espinoza, explicó que la disposición de la indicación número 1 bis, tiene por objeto permitir que se levante la sanción impuesta por la Superintendencia del ramo respecto del no pago de cotizaciones previsionales, que, precisamente, se constituye como causal para proceder al nombramiento de un administrador provisional.

Agregó que otra causal para proceder al nombramiento de un administrador provisional es la revocación del reconocimiento oficial por una infracción grave.

El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que la retención se decreta a favor de, o pensando en, los trabajadores que han sido afectados por el no pago de sus cotizaciones previsionales, y observó que al dejar sin efecto la retención se puede dar el caso que se paguen muchos gastos operacionales pero que, en definitiva, las cotizaciones previsionales sigan impagas, lo que no le parece correcto.

El señor Ministro expuso que se trata de una situación compleja, en que la posible sanción de retención tiene por objeto actuar como un disuasivo al no pago de las cotizaciones previsionales. Pero, agregó, una vez que el sostenedor ha incurrido no sólo en el incumplimiento de la obligación de pagar las mencionadas cotizaciones, sino que ha abandonado el establecimiento, ocurre que no sólo se encuentran afectados los derechos de los profesores sino también los de los estudiantes que no podrán continuar recibiendo el servicio educativo, y es por ello que se busca permitir al administrador provisional contar con el dinero de la subvención retenida para permitir, en primer lugar, el giro educacional. Observó que si, además, los recursos de la subvención alcanzan para pagar las cotizaciones previsionales adeudadas, ello se hará una vez solventados los costos fijos del establecimiento. 

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que se deben distinguir dos etapas. La primera, en que existe la posibilidad de sancionar al sostenedor que no paga las cotizaciones previsionales con la retención de la subvención, de modo de hacer más gravoso para aquél el incurrir en dicha infracción. Y, la segunda, una vez que el sostenedor ha abandonado el proyecto educativo incumpliendo múltiples obligaciones, por lo que se hace indispensable otorgar la facultad al administrador provisional de obtener que se liberen los aportes retenidos para poder costear, en primer lugar, los gastos necesarios para continuar entregando el servicio educativo. Acotó que, en la segunda etapa, el pago de las cotizaciones previsionales ya no se encuentra puesto en el centro de las prioridades, porque ahora dicho lugar lo ocupa el poder entregar el servicio educativo hasta el fin del año escolar.

El señor Ministro explicó que al abandonarse el colegio por el sostenedor, la principal tarea del administrador provisional es permitir la continuidad del servicio hasta el término del año escolar, y en un segundo orden de prelación queda el satisfacer los pasivos acumulados, como son, entre otras, las cotizaciones impagas por parte del sostenedor.

El Honorable Senador señor García planteó que la retención se establece como una sanción por el no pago de las cotizaciones previsionales, pero no necesariamente pasa a constituir una especie de fondo para pagar dichas cotizaciones atrasadas. Observó que parece razonable garantizar la continuidad del servicio educativo permitiendo pagar los costos fijos como los servicios básicos y las remuneraciones.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó entender que la indicación número 1 bis busca permitir liberar los aportes por subvención retenidos para dar continuidad de giro al establecimiento educacional. Asimismo, señaló que en la indicación número 2 bis se permite al Estado otorgar otros aportes, cuando falten, para asegurar la continuidad del servicio educativo hasta finalizar el año escolar. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, planteó que la duda que surge es si la deuda previsional acumulada previamente a la administración provisional puede ser cancelada o no con esos nuevos aportes.

El señor Ministro expresó que si el Estado se hiciera cargo de la deuda acumulada con anterioridad a la administración provisional, se estaría extendiendo el mencionado seguro implícito ya no sólo al derecho de los estudiantes a recibir el servicio educativo, sino también a los pasivos que son responsabilidad del sostenedor.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si la referida retención se produce solamente por concepto de cotizaciones impagas o puede producirse por otras causas.

El asesor del Ministerio, señor Espinoza, indicó que la retención se provoca sólo por el no pago de las cotizaciones previsionales.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que si la figura de la retención se estableció exclusivamente para cautelar el pago de las cotizaciones previsionales, parece un tanto contradictorio que con la excepción que se dispone para que el administrador pueda liberar los aportes retenidos, lo más probable es que las mismas cotizaciones queden impagas, quizás definitivamente.

El señor Ministro observó que el proyecto de ley tiene un objetivo acotado que es permitir garantizar el derecho de los estudiantes a continuar sus estudios en una situación de crisis, y no avanza sobre otras materias debatibles como, por ejemplo, respecto de los casos que autorizan a efectuar una retención o en qué plazo el sostenedor debe dar aviso de que no continuará con el proyecto educativo.

El asesor del Ministerio, señor Espinoza, señaló que en caso de no pago de las cotizaciones previsionales, el Ministerio de Educación retendrá de la subvención mensual un monto equivalente a las cotizaciones impagas hasta el mes anterior, el que será transferido al sostenedor cuando éste demuestre haber efectuado dichas cotizaciones.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó que la parte fundamental de la materia que se discute está contenida en la indicación número 2 bis, por cuanto los recursos retenidos sólo llegan al monto de las cotizaciones impagas y lo más probable es que falten recursos para completar el pago de los gastos operativos, los que se aportarán en base a la disposición contenida en la segunda indicación. Observó que, aun cuando el cuestionamiento planteado por el Honorable Senador señor Coloma es válido, lo verdaderamente central es lo que se propone en la indicación número 2 bis, y que además asegura el pago de las cotizaciones previsionales durante la administración provisional.

El Honorable Senador señor Montes consultó si los aportes adicionales del Estado se cobrarán posteriormente al sostenedor que abandona el establecimiento.
Asimismo, reiteró su pregunta sobre si el Ministerio ha estudiado o decidido cambiar la fecha en que el sostenedor debe dar aviso de que no continuará entregando el servicio educativo.
El Honorable Senador señor García planteó que la preocupación del Honorable Senador señor Coloma es razonable, desde el momento en que recursos que se retienen con el objetivo de que no se dejen de pagar las cotizaciones previsionales, una vez que se liberan dentro de la administración provisional, son destinados al pago de obligaciones corrientes del establecimiento, por lo que es muy probable que dichas cotizaciones se mantengan impagas.

Observó que todos los recursos involucrados en las indicaciones tienen origen fiscal, y en ese sentido se preguntó cuál es la conveniencia de cambiar el destino de dineros que servirían para pagar las referidas cotizaciones y que igualmente se pueden obtener en base a la disposición contenida en la indicación número 2 bis, sin hacerlo con perjuicio de la previsión de los trabajadores.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que, cuando se hace la retención del aporte por el total de lo adeudado en cotizaciones previsionales, no puede olvidarse que, en su momento, el sostenedor recibió la subvención que también incluía una parte destinada a pagar dichas cotizaciones y no las enteró. Agregó que si el Estado se hace cargo del pago de esas cotizaciones, que el sostenedor no pagó, conllevaría una suerte de riesgo moral respecto del actuar de los sostenedores.

El señor Ministro planteó que el hecho que la retención sea equivalente al monto total adeudado por cotizaciones previsionales, no implica que esos mismos recursos de la retención se encuentren afectados únicamente al pago de dichas cotizaciones. 
El Honorable Senador señor Lagos consultó si, ante establecimientos insolventes o en quiebra, qué ocurre actualmente con los montos retenidos y si los mismos son reclamados para formar parte de los bienes que se liquidan en juicio.
El señor Ministro señaló que los montos retenidos son requeridos y pasan a formar parte de la masa de bienes que se liquida.

Asimismo, reiteró que tratándose de una materia muy relevante, el pago de los pasivos dejados por el sostenedor que abandona el establecimiento no forma parte de los objetivos del proyecto de ley. Agregó que lo mismo ocurre respecto del cambio de fecha para que el sostenedor dé aviso de no proseguir con el servicio educativo, regulado por decreto N° 315, de 2011, del Ministerio de Educación, materia relevante que deben analizar en profundidad para plantear una propuesta más adelante.

El Honorable Senador señor Montes indicó que, en casi todos los casos, los recursos disponibles no alcanzan para pagar el costo operativo del establecimiento, por lo que el Estado, generalmente, deberá aportar montos adicionales y no sabe si el Fisco podrá repetir o cobrar contra los bienes del sostenedor.
El asesor del Ministerio, señor Espinoza, explicó que nuestro sistema no contempla que el Estado pueda repetir o cobrar los aportes que hace extraordinariamente una vez que el sostenedor ha abandonado el servicio educacional.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que en el caso de la indicación número 1 bis se abstendrá en su votación, debido a que mantiene dudas acerca de que se esté afectando involuntariamente derechos de los trabajadores, al permitir que se libere la retención para cubrir otros costos operacionales del establecimiento educacional.

El Honorable Senador señor García señaló que, aun entendiendo los argumentos que se han entregado durante el debate, los montos que se retienen buscan lograr que se paguen las cotizaciones previsionales y no le queda absolutamente claro que se esté resolviendo de la mejor manera dicha materia, por lo que se abstendrá en la votación de la indicación número 1 bis.
En votación la indicación número 1 bis, fue aprobada, con enmiendas formales, según se indicará en su oportunidad, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
En votación la indicación número 2 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 30


Es del siguiente tenor:

“Artículo 30.- El que sin autorización del administrador provisional o de cierre, con posterioridad a la designación de éste, realizare cualquiera de las conductas que se señalan en las siguientes letras, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 200 a 500 unidades tributarias mensuales:


a) Ejercer cualquier autoridad que corresponda a funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra equivalente.

b) Celebrar cualquier acto o contrato sobre los bienes destinados a la prestación del servicio educativo, que utilice la institución de educación superior sometida a la medida señalada.”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 31


Establece que el gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley será financiado con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 5 de mayo de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El Proyecto de Ley tiene por objeto resguardar el derecho a la educación de los estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios, así como también el buen uso de todos los recursos, que pudiese verse afectado por una deficitaria gestión institucional, académica o financiera de una determinada institución.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal.

En la eventualidad que fuese necesaria la acción de un Administrador de Cierre el Artículo 23 del proyecto de ley establece que, dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad del derecho educativo de los estudiantes de la respectiva institución, deberán considerarse aquellas que permitan la reubicación de los estudiantes en otras instituciones de educación superior.

Señala asimismo, que el Administrador de Cierre tomará en consideración la situación particular de los estudiantes velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.

Establece a su vez, que si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica, u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre.

El mayor gasto fiscal que irroguen estos eventuales programas de nivelación, se financiará con cargo a los recursos que provea la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, en el Programa 09-01-30, Educación Superior, del Presupuesto de la Subsecretaría de Educación.”.
Posteriormente, se presentó un informe financiero actualizado elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de septiembre de 2014, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

El Proyecto de Ley establece y regula el procedimiento de nombramiento y las facultades del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, cuyo objeto será resguardar el derecho a la educación de los estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios, así como también el buen uso de todos los recursos, que pudiese verse afectado por una deficitaria gestión institucional, académica o financiera de una determinada casa de estudios.

Asimismo, el Ejecutivo ha presentado en esta fecha una indicación al artículo 29 del Proyecto de Ley en comento, que modifica la ley N° 20.529, en relación a facultades y disponibilidad de recursos, en la eventualidad que se requiriera del Administrador Provisional.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal.

a) En la eventualidad que fuese necesaria la acción de un Administrador de Cierre el Artículo 23 del proyecto de ley establece que, dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad del derecho educativo de los estudiantes de la respectiva institución, deberán considerarse aquellas que permitan la reubicación de los estudiantes en otras instituciones de educación superior.

Señala también, que el Administrador de Cierre tomará en consideración la situación particular de los estudiantes velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.

Establece a su vez, que si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica, u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre.

b) Asimismo, la norma que se introduce en la indicación del Ejecutivo, establece que mediante resolución fundada del Ministerio de Educación se podrá dejar sin efecto las medidas legales que hayan tenido por objeto la disminución o no pago de la subvención escolar por los motivos que allí se señalan, como también la posibilidad de que el Administrador Provisional pueda disponer de aportes del Estado para poder asegurar la continuidad del servicio educacional hasta el término del respectivo año escolar.

c) El mayor gasto fiscal que eventualmente pudiere generarse por las situaciones descritas en las letras a) y b) anteriores, se financiará con cargo a los recursos del presupuesto de la Subsecretaría de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe:
Artículo 29

Numeral 2), nuevo
Incorporar el siguiente numeral 2), nuevo, pasando el numeral 2) a ser 3):
“2) Agrégase en el artículo 91, un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:

“Mientras dure la administración provisional de un establecimiento específico, excepcionalmente y por resolución fundada del Ministerio de Educación con la visación del Ministro de Hacienda, se podrán dejar sin efecto las retenciones de pago adoptadas por aplicación de lo previsto en el inciso segundo del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales; del artículo 69 de la presente ley, o en razón de otras medidas de carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago de la subvención escolar.”.”. (Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 1 bis del Vicepresidente de la República).
Numeral 2)
Reemplazar el numeral 2), que pasa a ser 3), por el siguiente:

“3) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en la letra c), la expresión “y otros aportes regulares que entregue el Estado” por “, otros aportes regulares que entregue el Estado, así como los que pudiere disponer la ley de presupuestos para asegurar la continuidad del servicio educacional del respectivo establecimiento, solamente hasta el término del año escolar respectivo, siempre que concurran las siguientes condiciones: i) que los aportes regulares que corresponda recibir no sean suficientes para financiar las remuneraciones del personal docente y asistentes de la educación, el pago de suministros básicos y demás gastos indispensables para su funcionamiento; ii) que los hechos que originaron el nombramiento del administrador provisional, se produzcan durante el transcurso del año escolar respectivo; y iii) que dichos recursos se destinen íntegramente al pago relacionado con los gastos señalados en el numeral i) precedente”.

b) Agrégase la siguiente letra h) nueva:

“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2 bis del Vicepresidente de la República).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo 1°.- La presente ley establece y regula el procedimiento de nombramiento y las facultades del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, cuyo objeto será resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución de educación superior, de cualquier especie que éstos sean, hasta el cumplimiento de sus respectivas funciones.


Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a las Instituciones de Educación Superior autónomas, de aquellas contempladas en el artículo 52, letras a), b) y c) del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2005, del Ministerio de Educación, en adelante decreto con fuerza de ley N°2.

Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio, en aquellos casos que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que la institución de educación superior se encuentra en peligro de:


a) Incumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos o laborales;


b) Incumplimiento de los compromisos académicos asumidos con sus estudiantes;


c) Infracción grave de sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica en el caso de las universidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N°2, en relación con los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.


El Ministerio de Educación podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma. Para estos efectos podrá, además, solicitar a cualquier órgano de la Administración del Estado los antecedentes que consten en su poder y que sean pertinentes a los fines de la investigación, con la sola limitación de aquellos que, por disposición de la ley, tengan carácter de secreto o reservado.


Una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación elaborará un informe que dará cuenta de los resultados de la misma. Este informe, junto con la formulación de cargos, será notificado a la institución investigada, la que tendrá un plazo de quince días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


De acogerse los descargos o no constatarse las circunstancias a que hacen referencia los literales del inciso primero, se dictará resolución de término dando por finalizada la investigación, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Educación podrá formular recomendaciones para el mejor funcionamiento de la institución.


Expirado el plazo para los descargos o rechazados estos, el Ministerio de Educación dictará resolución de término en conformidad al artículo siguiente.

Artículo 4°.- En la resolución de término de la investigación preliminar, el Ministerio de Educación podrá, fundadamente y atendida las características de la institución y la naturaleza y gravedad de los problemas constatados, adoptar una de las siguientes medidas:


a) Ordenar la elaboración de un plan de recuperación, si se verifican incumplimientos graves de los compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos asumidos por la institución. 


b) Nombrar un administrador provisional si se constatan problemas que pudieren configurar alguna de las causales previstas en el inciso primero del artículo 6º.


c) Dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial en caso que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquel. De decretarse la revocación, se procederá al nombramiento de un administrador de cierre.


En lo no previsto en esta ley, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley Nº 19.880.


Artículo 5°.- De aplicarse la medida del literal a) del artículo anterior, la institución tendrá un término de sesenta días para elaborar y presentar al Ministerio de Educación un plan de recuperación que tendrá por objeto que ella adopte las medidas necesarias para subsanar los problemas identificados. Dicho plan podrá considerar, entre otras medidas, la suspensión de ingreso de nuevos estudiantes durante uno o más períodos y el cierre de sedes, carreras o programas. El plazo de implementación del plan no podrá ser mayor a dos años.


El Ministerio de Educación deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días, sea aprobando el plan o formulándole observaciones, las que deberán ser subsanadas por la institución dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de las mismas. Presentadas las enmiendas, el Ministerio deberá resolver sobre ellas en un plazo de cinco días.


Una vez aprobado el plan, corresponderá al Ministerio de Educación supervigilar su cabal cumplimiento. Para estos efectos, la institución deberá remitir al Ministerio de Educación informes trimestrales del estado de su implementación. Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento, el Ministerio podrá requerir antecedentes para dicho efecto. Asimismo, podrá designar un delegado ministerial para supervigilar su implementación, pudiendo al efecto ejercer las facultades señaladas en el inciso segundo del artículo 3º.


Al término del plazo de implementación del plan, el Ministerio de Educación decretará el alzamiento de la medida, salvo que proceda lo dispuesto en literal e) del inciso primero del artículo siguiente.
Párrafo 2°

Del Administrador Provisional


Artículo 6°.- La medida de nombramiento de administrador provisional podrá ser adoptada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando se constate la concurrencia de una o más de las siguientes circunstancias:


a) Riesgo serio de no garantizar la viabilidad administrativa o financiera de la institución, afectando la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


b) Incumplimientos graves y reiterados de los compromisos académicos asumidos por la institución con sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.


c) Imposibilidad de mantener las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que la afecten, a sus sedes o a sus bienes muebles o inmuebles.


d) Cuando se haya dictado resolución de reorganización de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta en conformidad a la ley Nº 20.720. 

e) Cuando el plan de recuperación, regulado en el artículo 5°, no fuere presentado oportunamente, habiendo sido presentado hubiere sido rechazado, o aprobado, posteriormente se incurriere en su  incumplimiento.


No procederá la adopción de esta medida, cuando la concurrencia de la o las causales a que se refiere el inciso anterior sea atribuible a un caso fortuito o fuerza mayor, o a circunstancias que no sean imputables a culpa o negligencia de las autoridades responsables del gobierno o administración de la institución.


El acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, a que se refiere el inciso primero, deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada a ese solo efecto.


La institución objeto de la medida a que se refiere este artículo tendrá un plazo de cinco días para presentar sus alegaciones y antecedentes ante el Consejo, previo a su pronunciamiento.


Si el Consejo estima pertinente recabar mayor información, podrá solicitar antecedentes a la institución afectada y a otros órganos de la Administración del Estado.


Con todo, el Consejo deberá resolver dentro del plazo de quince días desde que recibe los antecedentes para su pronunciamiento. Ratificada la medida, el Ministerio de Educación, dentro del plazo de cinco días, procederá a nombrar al administrador provisional.


Artículo 7°.- La designación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior deberá recaer en una persona que cumpla con los siguientes requisitos: 


a) Estar en posesión de un grado académico o título profesional de alguna institución reconocida oficialmente por el Estado.


b) Acreditar experiencia de al menos cinco años en gestión de instituciones de educación superior o diez años en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño, conforme a la ley Nº 20.416. En el segundo caso contemplado en esta letra, además, deberá acreditar experiencia relevante en actividades académicas en una o más instituciones de educación superior.

La idoneidad de la persona a designar en el cargo de administrador provisional deberá ser evaluada considerando las características, el tamaño y complejidad de la institución, así como el proyecto educativo de ésta.


Artículo 8°.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de una institución de educación superior:


a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los organizadores, representantes legales, directivos, autoridades superiores o administradores de la institución de educación superior o de alguna de sus entidades relacionadas.


Se entienden incorporados en la inhabilidad, asimismo, los acreedores o deudores de la institución de educación superior o de aquellas personas señaladas en el párrafo anterior.


b) Fundadores, miembros, asociados o quienes tengan intereses económicos o patrimoniales comprometidos en la institución de educación superior de que se trate o en alguna de sus entidades relacionadas.


c) Los administradores de bienes de cualquiera de las personas señaladas en la letra a).


d) Quienes, en el plazo de cinco años contados hacia atrás desde cuando proceda su nombramiento, se hayan desempeñado como administradores, gerentes o prestadores de servicios a la institución de educación superior de que se trate o de alguna de sus empresas relacionadas o de instituciones que hayan sido sancionadas en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2.

Para efectos de este artículo, se entenderán que son entes relacionados, las personas jurídicas y naturales señaladas en el artículo 100 de la ley N°18.045, de Mercado de Valores.

Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia., que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 9°.- La institución de educación superior afectada por la medida de nombramiento de administrador provisional podrá reclamar la legalidad de la misma, a través de sus representantes, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Ministerio de Educación, notificándolo por oficio. Éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Ministerio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


Por la interposición del reclamo no se suspenderán los efectos de la resolución, ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la que será inapelable.

Artículo 10.- El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior, así como también un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la misma. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.


Dentro del mismo plazo de treinta días a que se refiere el inciso anterior, el administrador provisional deberá presentar, previa consulta con las autoridades de la institución de educación superior vigentes al momento de su designación, un plan de administración provisional tendiente a garantizar la adecuada gestión de la institución de educación superior afectada por la medida, el que deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación. En dicho plan se deberán señalar las acciones para subsanar las deficiencias que motivan el nombramiento del administrador provisional, pudiendo considerar incluso la reestructuración de la respectiva institución.


El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales del avance de su gestión al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación, así como también dar cuenta documentada de ella al término de su cometido.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar, cuando lo estime pertinente, informes parciales del estado de avance de la gestión desempeñada por el administrador provisional.


Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por el Ministerio de Educación, éstos serán incorporados a un registro de carácter público que para tal efecto deberá llevar la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


El administrador provisional, en el desempeño de su cargo, deberá establecer mecanismos de consulta e información con representantes elegidos democráticamente de cada uno de los estamentos de la institución educativa.

Artículo 11.- La reestructuración a que hace referencia el inciso segundo del artículo anterior, deberá respetar los fines específicos de la institución expresados en su proyecto institucional, así como la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 13. Con todo, dicha limitación no operará cuando sea indispensable para garantizar la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.


En el caso que el administrador provisional decida que debe procederse a la enajenación de bienes raíces de la institución de educación superior, ello deberá estar consignado en el plan de administración provisional.


La adopción de la medida de reestructuración deberá ser aprobada por la máxima autoridad colegiada de la respectiva institución, vigente a la fecha del nombramiento del administrador provisional, si la hubiere, o, de no existir aquella, por la máxima autoridad unipersonal a igual fecha. La aprobación deberá verificarse dentro del plazo de quince días contados desde la comunicación de la medida que realice el administrador provisional a dichas autoridades.


Rechazada la solicitud, o si dentro del plazo señalado en el inciso anterior la institución no ha dado respuesta a ella, el administrador podrá requerir, dentro del plazo de cinco días, la autorización de la misma al Consejo Nacional de Educación, mediante una solicitud fundada, acompañada de todos los antecedentes que la justifiquen.


Dentro del plazo de diez días contados desde la solicitud al Consejo, la institución, a través de la autoridad que se haya opuesto a la medida, podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes justificativos.


El Consejo resolverá dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud o de las alegaciones de la institución, según corresponda.

Artículo 12.- 
El administrador provisional durará en su cargo un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período, cuando ello sea necesario, según disponga el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio.


En la resolución que nombra al administrador provisional se consignarán la o las causales que justifican dicha designación, siendo la solución de aquellas la función específica del administrador.


El Ministro de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto, podrá remover al administrador provisional cuando:


a) Incumpla gravemente el plan de administración provisional a que se refiere el inciso segundo del artículo 10;


b) Le fuere imposible, por cualquier causa, ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 13, o



c) Infrinja lo establecido en el artículo 28.


Artículo 13.- Para el cumplimiento de su objeto, el administrador provisional asumirá, desde el momento de su designación, con plenos poderes, y para la única finalidad de solucionar los problemas detectados en la investigación, el gobierno y la administración de la institución de educación superior, correspondiéndole en consecuencia, la representación legal y todas aquellas facultades que la ley y los respectivos estatutos o escritura social, según corresponda, le confieren a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra nomenclatura que confiera alguna de las facultades señaladas en el presente inciso.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:


a) Ejercer toda acción destinada a garantizar el interés público asociado a la continuidad de los estudios de los y las estudiantes.

b) Solicitar al Servicio de Impuestos Internos, o a cualquier otra entidad del Estado, toda aquella información que estime conveniente para el buen cumplimiento de sus funciones.

c) Asumir aquellas funciones propias de las autoridades académicas de la institución que administra. Especialmente, a nombre de la institución de educación superior que administra, deberá otorgar los títulos y grados que correspondan y realizar las certificaciones que fueran necesarias en caso de ausencia del respectivo ministro de fe.


d) Adoptar la medida de suspensión de matrícula de nuevos alumnos durante el período que dure su administración.


e) Poner en conocimiento de las autoridades competentes cualquier hecho que pueda constituir una infracción de la ley, en particular denunciar ante el Ministerio Público cualquier hecho que pueda ser constitutivo de delito.


f) Ejercer las acciones que correspondan para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las instituciones de educación superior, así como aquéllas destinadas a perseguir la responsabilidad de quienes incurrieron en dichos actos.


g) Suscribir convenios con alguna de las universidades o instituciones de educación superior que cuenten con acreditación vigente por un período de a lo menos tres años, conforme a lo previsto en la ley N° 20.129, con el objeto de delegar, parcialmente, las facultades que le otorga la presente ley. Dichos convenios deberán ser aprobados por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto.

Con todo, el administrador provisional no podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la institución de educación superior sujeta a la medida.


Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a los ingresos que perciba la institución de educación superior, debiendo determinarse su cuantía conforme a las normas que señale el reglamento a que se refiere el artículo 27.


Las acciones que ejecute el administrador provisional se realizarán con cargo a los recursos de la institución sujeta a dicha medida. En ningún caso, la adopción de ella podrá significar asignación o aporte de recursos del Estado a la institución de educación superior respectiva, distintos a los que pudieren corresponderle de no encontrarse sujeta a la misma.

Artículo 14.- El administrador provisional tendrá la acción revocatoria que otorga el artículo 2468 del Código Civil.


Artículo 15.- La acción revocatoria a que se refiere el artículo anterior se tramitará conforme al siguiente procedimiento:


1. Deducida la demanda por el administrador provisional, el tribunal citará a una audiencia el quinto día hábil después de la última notificación, plazo que se ampliará si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


2. La audiencia se celebrará sólo con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse.


3. Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, el que no podrá ser superior a cinco días hábiles.


4. La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe pericial, en su caso.


5. La sentencia definitiva será apelable en el sólo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables.


6. La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo.


Artículo 16.- Si, con motivo del desempeño de sus funciones, el administrador provisional toma conocimiento de algún hecho que pudiese ser constitutivo de alguna de las causales señaladas en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, deberá informar al Ministerio de Educación.


Artículo 17.- Desde la fecha de la notificación de la medida de administración provisional, las autoridades de la institución de educación superior a que hace referencia el inciso primero del artículo 13, quedarán, para todos los efectos legales, suspendidos en sus funciones, y estarán en consecuencia inhabilitadas para ejercer cualquier función o celebrar cualquier acto o contrato en nombre de la institución de educación superior respectiva. La misma prohibición afectará a el o los organizadores o propietarios, según corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el respectivo administrador provisional podrá autorizar que una o más autoridades de las allí referidas pueda continuar ejerciendo sus funciones, percibiendo remuneración, en la institución de educación superior.

Con todo, las personas señaladas en el inciso primero serán responsables de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento de la institución de educación superior con antelación a la designación del administrador provisional y persistirá cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado por éstos.


Artículo 18.- Corresponderá al administrador provisional, una vez finalizada su gestión, la elaboración de un informe final que dé cuenta del resultado de ésta y del estado general de la institución de educación superior, en el cual deberá hacer mención expresa de la circunstancia de haberse o no subsanado los problemas detectados antes o durante su gestión.


El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del administrador provisional, el cual deberá ser aprobado por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación. La designación del administrador provisional será alzada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto, una vez aprobado dicho informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a dicha medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el administrador provisional.

En la resolución que levante la medida, se consignará que la administración y gobierno de la institución de educación superior sea asumida por las autoridades y directivos que correspondan de acuerdo a sus estatutos o escritura social, según sea el caso.


La referida resolución podrá establecer que la institución de educación superior efectúe adecuaciones o modificaciones en su estructura organizacional, con el objeto de evitar la reiteración de los problemas que motivaron la adopción de la medida de administración de que trata esta ley, o que hayan sido detectados por el administrador provisional durante su gestión.


Artículo 19.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, si el Ministerio de Educación determina que las circunstancias que dieron origen a la medida de administración provisional son imputables, en todo o parte, a algunas de las personas señaladas en el inciso primero del artículo 13, podrá declarar en la misma resolución la inhabilidad de éstas para continuar ejerciendo en aquélla los cargos o funciones de que se trate. Siempre habrá audiencia del afectado y podrá abrirse término probatorio por al menos diez días. Si, por aplicación de lo señalado precedentemente, se hace imposible la continuidad del servicio educativo, la administración provisional subsistirá hasta la designación de nuevas autoridades, según lo dispuesto en los estatutos o en la escritura social, según sea el caso.

Párrafo 3°
Del Administrador de Cierre y disposiciones especiales para la revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior


Artículo 20.- En aquellos casos en que, terminada la gestión del administrador provisional, no haya sido posible subsanar los problemas o deficiencias que dieron origen a su nombramiento por causas no imputables a su gestión, o se haya dictado resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley Nº 20.720, o se tome conocimiento de hechos que pudiesen constituir alguna de las causales que señalan los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N°2, el Ministerio de Educación, dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.

Cuando se decrete la medida de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación deberá nombrar un administrador de cierre, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.


Quien sea designado como administrador de cierre, deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos para el administrador provisional, y tendrá las facultades que se enumeran en el artículo 13 y aquellas que se indican en los artículos siguientes.

Sin perjuicio de lo anterior, el administrador provisional podrá, en cualquier momento durante su gestión, informar al Ministerio de Educación respecto de la inviabilidad de subsanar los problemas o deficiencias que originaron su designación para que éste adopte las medidas que corresponda. El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Para el caso que se decrete la revocación del reconocimiento oficial de acuerdo al inciso anterior, el nombramiento del administrador de cierre podrá recaer en quien haya sido designado administrador provisional.


La resolución que decrete la revocación del reconocimiento oficial de conformidad al inciso primero de los artículos 64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N°2, deberá consignar el plazo para proceder al cierre definitivo de la institución de educación superior. Para la determinación de este plazo deberá tenerse en consideración el tamaño de la institución, la cantidad de alumnos matriculados cursando sus estudios o en proceso de titulación, y la complejidad de las causales que dieron origen a la revocación del reconocimiento oficial. 

Por el ministerio de la ley, la personalidad jurídica de la institución de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado, se mantendrá para el solo efecto de la implementación del plan de administración establecido en el artículo 23, y en especial, para que las instituciones receptoras de estudiantes que hayan celebrado convenios puedan otorgar a nombre de aquélla, los títulos y grados académicos que correspondan a los y las estudiantes reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente la institución de origen, según lo prevé el artículo 24.

Artículo 21.- Las facultades del administrador provisional o del administrador de cierre, nombrados a causa de una resolución de reorganización o de liquidación, según corresponda, prevalecerán sobre las del liquidador o veedor, según sea el caso, únicamente respecto a los bienes muebles e inmuebles esenciales para asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el liquidador o veedor y el administrador provisional o de cierre será resuelto por el juez que dictó la respectiva resolución de reorganización o liquidación, según sea el caso, oyendo previamente al Ministerio de Educación y al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, y propendiendo a la preeminencia del interés público asociado a la continuidad de estudios de los y las estudiantes de la institución afectada.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de  un año contado desde  la publicación de esta ley.

Artículo 22.- En caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, la resolución que nombra al administrador de cierre deberá establecer el procedimiento a seguir para tales efectos.

Artículo 23.- El administrador de cierre deberá presentar un plan de administración, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento. Este plan deberá siempre contener las medidas para asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes de la institución de educación superior y los plazos y procedimientos para concretar el cierre de la institución de educación superior de que se trate.


En el cumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, el administrador de cierre deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos en virtud de alguna de las medidas previstas en el inciso tercero del artículo siguiente, debiendo preferirse siempre aquéllas que impliquen un menor costo para el fisco en su aplicación.

Artículo 24.- Dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes a que se refiere el artículo anterior, deberán considerarse aquellas que permitan su reubicación en otras instituciones de educación superior.


El administrador de cierre tomará en consideración la situación particular de los y las estudiantes, velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.

Si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre. Con todo, en casos excepcionales y en función de la protección de los derechos de los y las estudiantes, se podrán financiar con recursos fiscales los antedichos programas, mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá ser firmado por el Ministro de Educación.


Los y las estudiantes reubicados, respecto al plantel que los acoja, mantendrán plenamente vigentes los beneficios o ayudas estudiantiles otorgados por el Estado, tales como becas y créditos, como si no hubiesen cambiado de institución de educación superior.


Para efectos de lo señalado en el presente artículo, el administrador de cierre podrá suscribir convenios con alguna de las instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente de al menos tres años, conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129. 


Dichos convenios tendrán por objeto posibilitar la continuidad y término de los estudios de los y las estudiantes reubicados, incluyendo sus procesos de titulación. Se podrá exceptuar a dichos estudiantes en la ponderación de los indicadores utilizados para evaluar a las instituciones, facultades y carreras receptoras, para efectos de la acreditación de las mismas, así como de aquellas evaluaciones que incidan en la obtención de financiamiento y cumplimiento de metas.


Respecto de los alumnos reubicados en virtud de tales convenios, el otorgamiento del título o grado respectivo corresponderá a la institución de educación superior objeto de la medida de cierre. En caso que el título o grado sea concedido una vez que se haya procedido al cierre definitivo de la institución de origen, se estará a lo dispuesto en el inciso final del artículo 20.

En ningún caso podrán admitirse o matricularse nuevos estudiantes una vez decretada la revocación del reconocimiento oficial conforme a las disposiciones de este párrafo.

Párrafo 4°

Disposiciones finales


Artículo 25.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la División de Educación Superior, administrar los procesos asociados a las tareas del administrador provisional o de cierre.


Artículo 26.- Las instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial, mediante el decreto respectivo, perderán de pleno derecho la autonomía institucional que hayan alcanzado en virtud de lo dispuesto en el artículo 100 del decreto con fuerza de ley N°2. Con todo, los grados académicos o títulos profesionales y técnicos de nivel superior podrán ser otorgados por la institución cuyo reconocimiento oficial se revoca, en los términos previstos en la presente ley.


Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará las materias que trata esta ley, en especial el contenido de los informes que deben presentar, en cada caso, el administrador provisional y el administrador de cierre, de conformidad con la misma.


Artículo 28.- Los administradores creados por esta ley responderán de culpa leve en su administración, debiendo observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su función, con preeminencia del interés general por resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, en los términos de los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
Título II

Otras Disposiciones


Artículo 29.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.529:


1) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas: 


“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento. 


g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,) y agréganse, a continuación, de la letra “e)” las expresiones “, f) y g)”.
2) Agrégase en el artículo 91, un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:

“Mientras dure la administración provisional de un establecimiento específico, excepcionalmente y por resolución fundada del Ministerio de Educación con la visación del Ministro de Hacienda, se podrán dejar sin efecto las retenciones de pago adoptadas por aplicación de lo previsto en el inciso segundo del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales; del artículo 69 de la presente ley, o en razón de otras medidas de carácter administrativo que hayan tenido por objeto la disminución o no pago de la subvención escolar.”.
3) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en la letra c), la expresión “y otros aportes regulares que entregue el Estado” por “, otros aportes regulares que entregue el Estado, así como los que pudiere disponer la ley de presupuestos para asegurar la continuidad del servicio educacional del respectivo establecimiento, solamente hasta el término del año escolar respectivo, siempre que concurran las siguientes condiciones: i) que los aportes regulares que corresponda recibir no sean suficientes para financiar las remuneraciones del personal docente y asistentes de la educación, el pago de suministros básicos y demás gastos indispensables para su funcionamiento; ii) que los hechos que originaron el nombramiento del administrador provisional, se produzcan durante el transcurso del año escolar respectivo; y iii) que dichos recursos se destinen íntegramente al pago relacionado con los gastos señalados en el numeral i) precedente”.

b) Agrégase la siguiente letra h) nueva:

“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.

Artículo 30.- El que sin autorización del administrador provisional o de cierre, con posterioridad a la designación de éste, realizare cualquiera de las conductas que se señalan en las siguientes letras, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 200 a 500 unidades tributarias mensuales:


a) Ejercer cualquier autoridad que corresponda a funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra equivalente.


b) Celebrar cualquier acto o contrato sobre los bienes destinados a la prestación del servicio educativo, que utilice la institución de educación superior sometida a la medida señalada.


Artículo 31.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley será financiado con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículos transitorios


Artículo primero.- Las medidas y procedimientos previstos en la presente ley aplicables a instituciones de educación superior serán complementarias y se integrarán a las facultades fiscalizadoras y sancionatorias que le sean conferidas a una Superintendencia que en conformidad a la ley se cree.

Artículo segundo.- Las disposiciones del Título I de esta ley podrán ser aplicadas a instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial con anterioridad a la publicación de la misma, y cuyo cierre definitivo se encuentre pendiente de acuerdo al decreto que se haya dictado en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley Nº 2.


Asimismo, se podrán aplicar estas disposiciones a aquellas instituciones respecto de las cuales, a la fecha de dicha publicación, se encuentre en curso un procedimiento de investigación tendiente a verificar la existencia de causales para la revocación de su reconocimiento oficial, en virtud de los artículos citados en el inciso anterior.

Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97 de la ley Nº 20.529, cuando no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el respectivo registro, en casos excepcionales y por motivos de urgencia, el Superintendente de Educación podrá, mediante resolución fundada, en los casos establecidos en el artículo 89 de la ley Nº 20.529, designar un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que aseguren la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.

Lo dispuesto en el presente artículo regirá por el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 23 de septiembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín (Jorge Pizarro Soto).


Sala de la Comisión, a 24 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN  DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DEROGA LOS NUMERALES 1.° Y 2.° DEL ARTÍCULO 497 DEL CÓDIGO CIVIL, RELATIVOS A LA INCAPACIDAD DE CIEGOS Y MUDOS PARA DESEMPEÑAR TODA CLASE DE TUTELAS O CURATELAS

(9.409-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Isabel Allende y Lily Pérez y señores Alberto Espina, Felipe Harboe y Juan Pablo Letelier.




A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron, por el Ministerio de Justicia, el Subsecretario, señor Marcelo Albornoz; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina Vodanovic, y los abogados asesores, señor Gonzalo Rodríguez y señor Felipe Rayo.





En representación del Servicio Nacional de la Discapacidad, concurrieron el Director Nacional, señor Mauro Tamayo, y el Jefe Jurídico, señor Christian Finsterbusch. Por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, lo hizo la abogada señora Diana Maquilón.





Especialmente invitados, participaron los profesores de Derecho Civil, señora Ana María Watkins y señor Mauricio Tapia.





Por la Fundación Sin Odio, asistió su Presidente, señor Miguel Von Und Zu Liechtenstein.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, concurrió el abogado asesor, señor Juan Pablo Cavada.





Estuvieron presentes, además, los asesores legislativos que a continuación se mencionan: de la Honorable Senadora señora Allende, el señor Cristián Arancibia; del Honorable Senador señor Araya, el señor Robert Angelbeck; del Honorable Senador señor De Urresti, el señor Claudio Rodríguez, y del Honorable Senador señor Harboe, el señor Sebastián Abarca. Asistió, asimismo, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Octavio Del Favero.

OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto en estudio se enmarca en el propósito de eliminar de nuestro ordenamiento jurídico interno todo precepto que pugne con los principios que consagran la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria, permitiendo la plena inclusión de todos los habitantes de la República y el pleno ejercicio de sus derechos fundamentales. En este caso, concretamente se trata de derogar los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, que en la actualidad impiden que personas ciegas o mudas ejerzan tutelas y curadurías.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La iniciativa en análisis no contempla normas que requieran un quórum especial para su aprobación.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Derecho Interno

Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, particularmente sus artículos 1° y 19, números 2° y 16°, inciso tercero.


2) Código Civil, Libro I, De las Personas, Título XXX, De las Incapacidades y Excusas para la Tutela o Curaduría.


3) Ley N° 20.422, de 2010, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.


4) Ley N° 20.609, de 2012, que establece medidas contra la discriminación.
2.- Derecho Internacional

1.- Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 diciembre de 1948.


2.- Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada “Pacto de San José de Costa Rica”, suscrita por nuestro país el 22 de noviembre de 1969, promulgada por decreto supremo N° 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, publicado el 5 de enero de 1991.


3.- Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, de 1999, ratificada por Chile en el año 2002, mediante decreto supremo N° 99, de Relaciones Exteriores, publicado el 20 de junio de 2002.

4.- Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada el 29 de julio de 2008, por decreto supremo N° 201, de Relaciones Exteriores, publicado el 17 de septiembre de 2008.

4.- Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la ONU, ratificado por Chile el 10 de febrero de 1972, y promulgado por decreto supremo N° 326, de Relaciones Exteriores, publicado el 27 de mayo de 1989.


5.- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, suscrito por Chile el 16 de diciembre de 1966, y promulgado por decreto supremo N° 778, de Relaciones Exteriores de 1976, publicado el 29 de abril de 1989.

3. Derecho Comparado

La Comisión recabó de la Biblioteca del Congreso Nacional, un informe del siguiente tenor:

“Inhabilidades de tutores y curadores en la legislación comparada


Las tutelas, curatelas o curadurías son cargos impuestos a ciertas personas en favor de quienes no pueden dirigirse a sí mismos y/o administrar sus bienes y, que no se encuentran bajo potestad de su padre o madre (artículo 338 del Código Civil chileno).


En la legislación comparada, las inhabilidades para ser tutor o curador en general son reguladas a nivel legal y coinciden en exigir mayoría de edad y capacidad legal para ser nombrado y mantenerse en dicho cargo.


En las regulaciones analizadas se distinguen por un lado, inhabilidades de naturaleza objetiva, tales como: minoría de edad e incapacidad declarada judicialmente (en casi todos los países revisados); existencia de antecedentes penales (Estado de Illinois, Provincia de Queensland, España, México, Argentina, Colombia); encontrarse privado de la patria potestad (España); haber sido removido del cargo (España, Colombia); haber sido excluido por testamento (España), y encontrarse inhabilitado para celebrar contratos con el Estado (Colombia).

Por otro lado, existen inhabilidades relacionadas con las condiciones personales subjetivas del tutor o curador, para ser elegido tal. Entre ellas: incapacidad de cuidarse a sí mismo, por enfermedad física o mental, entre otros motivos (Estado de Texas); carecer de experiencia, educación u otra razón que lo haga incapaz de controlar o gestionar al pupilo (Estado de Texas); no ser capaz de proponer un programa adecuado para la tutela o curaduría (Estado de Illinois); tener intereses contrapuestos, antecedentes culturales o puntos de vista diferentes con el pupilo (Queensland); no ser competente ni tener conocimientos para llevar a cabo las funciones y ejercer las facultades de un tutor (Provincia de Queensland, Reino Unido), y no tener aptitud personal y para ejercer las funciones otorgadas (Suiza).


El Código Civil Argentino se refiere a las personas mudas como inhabilitadas para ejercer como tutor o curador. El Código Civil de Colombia contemplaba dicha inhabilidad, pero ésta fue derogada por la Ley N° 1.309, de 2009, para la Protección de Personas con Discapacidad Mental y que establece el Régimen de la Representación Legal de Incapaces Emancipados.


Las legislaciones que se refieren a la condición física o psíquica de la persona como causa de inhabilidad para ser nombrada tutor o curador, suponen que dicha condición la imposibilita para ejercer el cargo. Por ejemplo, en Texas no puede ser tutor/curador quien padece una enfermedad física o mental que le impide cuidarse a sí mismo; en España, quien presenta imposibilidad absoluta de hecho, la que puede producirse por enfermedad, entre otros motivos, y en México, quien padece de una enfermedad crónica contagiosa.

Introducción


En el marco de la discusión del proyecto de ley que deroga los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad de ciegos y mudos para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas, Boletín N° 9.409-07, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado solicitó información sobre la situación en el derecho comparado de la incapacidad (o capacidad) de ciegos y mudos para desempeñar toda clase de tutelas y curatelas.


Para determinar el encargo de la Comisión, este informe analiza las inhabilidades establecidas en legislaciones extranjeras para ejercer tutelas o curadurías en general, las que, en la mayoría de los casos, se encuentran reguladas en los Códigos Civiles de los respectivos países.


En algunos casos, las inhabilidades son establecidas explícitamente, es decir, la norma dispone quienes no pueden ser tutores o curadores. En otros, la ley se refiere a los requisitos necesarios para ser tutor o curador y a partir de ellos, se infieren las inhabilidades para ejercer dicho cargo.


Se revisó una muestra de nueve países, para analizar la situación de la regulación en países anglosajones (Estados Unidos de América, Australia y Reino Unido), europeos (Alemania, Suiza y España), y latinoamericanos (México, Argentina y Colombia).


Como se apreciará en el documento, las legislaciones hacen referencia indistintamente a “tutelas”, “curadurías”, “curatelas” y “guardas”. En algunos casos, ellas contemplan ciertas diferencias según el sujeto sobre el que recae, las características y atribuciones de cada caso y se distingue según si actúan sobre la persona y/o bienes del pupilo. Este documento no aborda las distinciones señaladas, sino que solo se refiere a las inhabilidades (o requisitos) establecidos para ejercer tutelas y curatelas en general, según la solicitud de su requirente.


Finalmente, se hace presente que si bien en el documento se utilizan los términos recogidos en las legislaciones revisadas (como “deficiente mental”, “demente”, “mudo”), la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por las Naciones Unidas el año 2006
 y vigente en Chile desde el año 2008
, utiliza el término “personas con discapacidad” para referirse a “quienes tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás” (artículo 1, inciso 2).


A lo anterior, puede mencionarse la tendencia a reemplazar dicha terminología por “personas en situación de discapacidad”
. Esta corriente busca situar la discapacidad en el entorno y no en la persona misma, en consonancia con lo dispuesto en el Preámbulo de la citada Convención, que dispone: “La discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”.

Países de raíz anglosajona

Estados Unidos de América

Estado de Texas


De acuerdo a los Estatutos de Texas (Estates Code, Título III, capítulo 1.101
), el curador es la persona nombrada por un tribunal con total o limitada autoridad respecto de una persona incapacitada (con limitaciones físicas o mentales) y solamente en lo necesario para promover y proteger el bienestar de dicha persona.


En la misma norma (Título 3, subtítulo H, capítulo 1.104, sección 1.104.351
), se dispone que no puede ser curador de una persona quien es menor de edad o incapacitado, o bien quien es incapaz de controlar o gestionar a la persona de quien es curador por carecer de experiencia, de educación, o cualquier otra razón.


Es incapacitado, a su vez, de acuerdo al Texas Probate Code (sección 601)
, el menor de edad o el adulto, que por razones físicas o psíquicas es sustancialmente incapaz de proporcionarse alimentos, ropa o refugio, cuidar su propia salud o controlar sus propios asuntos financieros. Ellas pueden incluir personas con enfermedades mentales, deficiencia mental, enfermedades físicas, enfermedades relacionadas con edad avanzada, el uso crónicos de drogas o alcohol o cualquier otra condición que le impide ser capaz de cuidarse a sí mismo.

Estado de Illinois


De acuerdo a la Probate Act de 1975 (755, ILCS) sección 1-2.08
, curador es el representante de un menor o de una persona con una discapacidad legal.

Por su parte, en la sección 11a-5
 se dispone que pueden ser curadores las personas mayores de 18 años, residentes en los Estados Unidos de América, que no sean dementes, no hayan sido condenados por delitos serios y que, además, sean aceptados por la Corte para cumplir el rol de curador, luego de demostrar que son capaces de proponer, activa y adecuadamente, un programa para la curaduría.

Australia: Provincia de Queensland


De acuerdo a la sección 12 de la Guardianship and Administration Act 2000
 de la Provincia de Queensland, un curador es la persona que representa a un pupilo cuando éste tiene deteriorada su capacidad de gestionarse respecto de su salud, propiedades o bienestar en general.


Según el Capítulo IV de la ley indicada, pueden ser curadores:


- Los mayores de 18 años.

- Quienes no tienen intereses que entren en conflicto con su pupilo.


- Sus puntos de vista, antecedentes culturales y formas de comunicación son compatibles con su pupilo.

- Está disponible para actuar en nombre del pupilo.


- Se encuentra accesible para interactuar con el pupilo.


- Es competente para llevar a cabo las funciones y ejercer las facultades de un tutor.


- Está dispuesto a actuar de conformidad con los deberes de un tutor.


- Esta dispuesto a respetar los principios especificados en la Guardianship and Administration Act 2000, particularmente en lo relativo a permitir al pupilo tomar decisiones conforme a su capacidad.


Además de los requisitos anteriores, la Corte deberá considerar que la persona del eventual tutor no debe tener antecedentes penales o haberse previamente negado o haber sido removido del nombramiento de tutor.
Reino Unido


Las funciones del tutor (“deputy”) son decididas, caso por caso, por la Corte. Sin embargo, de manera general, se puede decir que el tutor está encargado de administrar los bienes y otros asuntos de una persona que es incapacitada, incluyendo decisiones sobre su bienestar (cuidado) personal
.


La Ley de la Capacidad Mental de 2005 (Mental Capacity Act 2005) dispone, en su artículo 19, que el tutor nombrado por la Corte debe ser mayor de edad (18 años) y consentir a su nombramiento.


El Código de Práctica
, establecido en base a la Ley, específica que la Corte debe determinar si el futuro tutor tiene los conocimientos y habilidades necesarios para su función (en particular, en relación con los asuntos financieros y sus pertenencias) y si está dispuesto a asumir los correspondientes deberes y responsabilidades.


No se ha encontrado ninguna norma o recomendación que indique que personas con discapacidades físicas no puedan ser tutores.

Países europeos

Alemania


El tutor es una persona que representa legalmente a otra persona incapaz, por enfermedad o discapacidad, temporal o permanente, de administrar sus asuntos
.


El Código Civil alemán dispone en su parágrafo 1897, que la Corte debe nominar a un tutor que sea apto de gestionar los asuntos del pupilo dentro de los límites establecidos por la Corte y de cuidar del pupilo personalmente
.


Las asociaciones de tutela alemanas han elaborado una guía que especifica los prerrequisitos de aptitud de los tutores
. Según la guía, el tutor debe:


- Tener capacidad jurídica completa.


- Vivir en circunstancias económicas y personales ordenadas (en particular: no estar inscrito en el Registro Penal, no estar inscrito en un Registro de Deudores y no tener litigios pendientes).


- Tener las capacidades necesarias para documentar debidamente la relación de tutela, llevar y conservar la correspondencia formal correspondiente.


- Tener la capacidad de juntar y guardar los datos de la relación de tutela adecuadamente y según los estándares establecidos por la legislación de protección de datos.


- Tener los conocimientos suficientes para relacionarse con las asociaciones y oficinas gubernamentales relevantes, en particular para recibir el apoyo necesario para el pupilo.


- Asegurar el contacto telefónico y personal con el pupilo.


- Estar dispuesto a capacitarse y colaborar, y a buscar apoyo adicional en caso de necesidad.


- No tener conflictos de interés.


No se ha encontrado ninguna norma o recomendación que indique que personas con discapacidades físicas no puedan ser tutores.

Suiza


El tutor es una persona que se encarga de administrar los asuntos personales, financieros y jurídicos del pupilo, según la necesidad de este último
.


El artículo 400 del Código Civil suizo
 dispone que corresponde a la autoridad competente nombrar como tutor a una persona que sea apta, tanto desde el punto de vista personal como profesional, para ejercer las funciones otorgadas. Además, debe disponer del tiempo necesario al efecto y estar en condición de ejercer las funciones personalmente.


La guía de la autoridad tutelaria cantonal de Berna
 define la aptitud de la siguiente manera:


Los tutores deben tener las competencias sociales, profesionales y personales necesarias para ejercer sus funciones. Estas se concretan como sigue:


- Competencia social: el conjunto de aptitudes, conocimientos y actitudes personales que permite al tutor actuar de manera adecuada en su relación con el pupilo. Se trata, por ejemplo, de la empatía, de la capacidad de autocrítica y de cooperar, o de la capacidad de apoyar a personas vulnerables en situaciones difíciles.


- Competencia personal: el conjunto de aptitudes, conocimientos y actitudes con los que se expresa la ideología personal hacia el mundo y hacia los demás. Se trata, por ejemplo, de la confiabilidad, responsabilidad, motivación, experiencia de vida y capacidad de organización.


- Competencia profesional: el conjunto de conocimientos profesionales que permiten el apoyo del pupilo en asuntos personales, administrativos, financieros y jurídicos. Se trata por ejemplo de: conocimientos del derecho de tutela, la capacidad de entender diagnósticos sociales, sicológicos y médicos, y conocimientos de contabilidad.


No se ha encontrado ninguna norma o recomendación que indique que personas con discapacidades físicas no puedan ser tutores.

España


En España, la tutela y curatela proceden para la guarda y protección de la persona y bienes o solamente de la persona o los bienes de las personas menores de edad y de las personas declaradas judicialmente incapacitadas
.


Por regla general, pueden ser tutores todas las personas que se encuentren en pleno ejercicio de sus derechos civiles y que no tengan alguna causal legal de inhabilidad
. Si la inhabilidad es sobreviniente, será removido de la tutela
.


Según el Código Civil de España, no pueden ser tutores, las personas en las que recae alguna de siguientes inhabilidades
:


- Los privados o suspendidos por resolución judicial del ejercicio de la patria potestad, o total o parcialmente de los derechos de guarda y educación.


- Los legalmente removidos de una tutela anterior.

Los condenados a cualquier pena privativa de libertad, mientras cumplen la condena.


- Los condenados por cualquier delito que haga suponer fundadamente que no desempeñarán bien la tutela
.


- Las personas en quienes concurra imposibilidad absoluta de hecho. Según la doctrina citada, la “imposibilidad” puede producirse por razones personales (como enfermedades, edad, razones familiares, profesionales, lejanía de la persona o bienes del pupilo), o bien, en caso de ausencia o desaparición
.


- Los que tengan enemistad manifiesta con el menor de edad o incapacitado.


- Las personas de mala conducta o que “no tengan manera de vivir conocida”.


- Los que tengan importantes conflictos de intereses con el menor de edad o incapacitado, mantengan con él un pleito o actuaciones sobre el estado civil o titularidad de los bienes, o los que le adeuden sumas de consideración
.


- Los quebrados y concursados no rehabilitados, salvo que la tutela sea solo respecto de la persona.


- Los excluidos expresamente por testamento o documento notarial del padre o madre, salvo que el juez estime otra cosa en beneficio del menor de edad o incapacitado.

Países latinoamericanos

México


Según el Código Civil Federal de México
, la tutela tiene por objeto la guarda de la persona y bienes de quienes no estando sujetos a patria potestad, tienen incapacidad natural y legal o solo legal para gobernarse por sí mismos
.


El citado Código dispone que son inhábiles para desempeñarse como tutor
:


- Los menores de edad.


- Los mayores bajo tutela.


- Los inhabilitados o privados del cargo por sentencia judicial.


- Los condenados por robo, abuso de confianza, estafa o delitos contra la honestidad.


- Los que no tengan oficio o modo de vivir conocido.


- Los que tengan juicios pendientes con el incapacitado.


- Los deudores del incapacitado en cantidad considerable, salvo que haya sido nombrado por testamento con conocimiento de esta circunstancia.


- Los jueces, magistrados y demás funcionarios de la administración de justicia.


- El que no esté domiciliado en el lugar donde debe ejercerse la tutela.


- Los empleados públicos de Hacienda con responsabilidades pecuniarias.


- El que padezca enfermedad crónica contagiosa.


- Los demás que prohíba la ley.

Argentina


Según el Código Civil Argentino
, la tutela es el derecho que la ley confiere para gobernar la persona y bienes del menor de edad no sujeto a patria potestad
, mientras que la curatela es aquella que se da al mayor de edad declarado judicialmente incapaz de administrar sus bienes
.


El referido Código dispone, como personas inhabilitadas para ser tutor
 (aplicables también a los curadores
), las siguientes:


- Los menores de edad.


- Los mudos.


- Los privados de razón.


- Los que no tienen domicilio en la República.


- Los fallidos, mientras no hayan satisfecho a sus acreedores.


- El que hubiese sido privado de ejercer la patria potestad.


- Los que tienen que ejercer por largo tiempo, o por tiempo indefinido, un cargo o comisión fuera del territorio de la República.


- Las mujeres, con excepción de la abuela, si se conservase viuda.


- El que no tenga oficio, profesión o modo de vivir conocido, o sea notoriamente de mala conducta.


- El condenado a pena infamante.


- Los deudores o acreedores del menor por cantidades considerables.


- Los que tengan, ellos o sus padres, pleito con el menor por su estado o sus bienes.


- El que hubiese malversado los bienes de otro menor o hubiese sido removido de otra tutela.


- Los parientes que no pidieron tutor para el menor que no lo tenía.


- Los individuos del ejército y de la marina que se hallen en actual servicio, incluso los comisarios, médicos y cirujanos.


- Los que hubiesen hecho profesión religiosa.

Colombia


La Ley N° 1.309, de 2009, para la Protección de Personas con Discapacidad Mental y que establece el Régimen de la Representación Legal de Incapaces Emancipados de Colombia
, regula la gestión de los guardadores, entre quienes contempla a los curadores.


Hasta el año 2009, el Código Civil de Colombia consideraba (en su derogado artículo 586
) incapaces de ejercer tutela o curaduría a “los ciegos, los mudos, los dementes, aunque no estén bajo interdicción”, entre otros.


La Ley N° 1.309 derogó dicho artículo y estableció como incapaces de ejercer la guarda (que considera a los curadores, consejeros y administradores) a
:


- Las personas con discapacidad mental absoluta
, los inhábiles y los niños, niñas y adolescentes.


- Las personas que, a título de sanción, se encuentren inhabilitadas para celebrar contratos con la Nación o para ejercer cargos públicos.


- Los fallidos, mientras no hayan satisfecho a sus acreedores, incluidas las sociedades fiduciarias en proceso de liquidación administrativa.


- Los que carecen de domicilio en la Nación.


- Los que no saben leer ni escribir, con excepción de los padres llamados a ejercer la guarda legítima.


- Los de mala conducta notoria.


- Los condenados a una pena privativa de la libertad por un término superior a 1 año, aún si son sujetos de beneficios de subrogación o extinción de la pena.


- El privado de la patria potestad y el que por sentencia judicial haya perdido la administración y usufructo de los bienes de cualquiera de sus hijos, por dolo o culpa en el ejercicio de ésta.


- Los que por torcida y descuidada administración han sido removidos de una guarda anterior, o en el juicio subsiguiente a éste han sido condenados por fraude o culpa grave, a indemnizar al pupilo.


- El padrastro o madrastra en relación con sus entenados (hijastros
), salvo cuando se trate de menores adultos o inhábiles negociales que consientan en ello.


- El que dispute su estado civil al pupilo o aquel padre o madre que haya sido declarado tal en juicio contradictorio.”.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- La Moción

La Moción que dio inicio a la tramitación del proyecto de ley en estudio, señala que en nuestro ordenamiento jurídico existe una serie de preceptos que, en la práctica, importan restricciones y limitaciones al ejercicio de los derechos fundamentales por parte de personas con capacidades especiales o diferentes. Advierten que lo anterior ocurre pese a que nuestra Constitución Política consagra, en el numeral 2° de su artículo 19, la igualdad ante la ley y proscribe las diferencias arbitrarias.



Explica que, en este contexto, el Título XIX del Libro I del Código Civil, aborda las tutelas y curatelas en general, estableciendo en el artículo 338, que las tutelas y las curadurías o curatelas son cargos impuestos a ciertas personas a favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos, o administrar competentemente sus negocios, y que no se hallan bajo potestad de padre o madre que pueda darles la protección debida. La misma disposición agrega que las personas que ejercen estos cargos se llaman tutores o curadores y generalmente guardadores.


Agregan que, más adelante, se regulan las incapacidades para ejercer estas funciones y se establece, en los numerales 1° y 2° del artículo 497, que serán incapaces de toda tutela o curatela los ciegos y los mudos, lo que, según su parecer, constituye una discriminación arbitraria.




Manifiestan que es su voluntad adoptar las medidas legislativas que sean necesarias para expulsar del ordenamiento jurídico nacional toda norma o precepto que pugne con la inclusión o la cohesión social que una sociedad moderna debe procurar en relación a las personas con capacidades especiales o diferentes.





Hacen presente, enseguida, que nuestro país ha suscrito diversos tratados internacionales que lo obligan a adoptar medidas sobre la inclusión de todos los habitantes de la República. Mencionan, a este respecto, la Convención Internacional de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuyo artículo 4° contempla para los Estados Partes obligaciones que no pueden ser inobservadas.





En efecto, prosiguen, dicha norma los compromete a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, sin discriminación alguna por motivos de dicha discapacidad. A tal fin, los obliga a adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención.




La Moción también recuerda la dictación de la ley N° 20.609, de fecha 24 de julio de 2012, que establece medidas contra la discriminación, la cual, en su artículo 2°, define la discriminación arbitraria.





Tal precepto dispone que, para los efectos de esa ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.




Por las razones precedentemente expuestas, los autores de la Moción consideran que en la actualidad no existen justificaciones para impedir que personas con capacidades especiales o diferentes sean tutoras o curadoras, razón por lo cual se torna necesario derogar los ya mencionados números 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil.





Por consiguiente, el artículo único de la iniciativa presentada formula justamente esa proposición.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio a la discusión en general del proyecto anunciando que, dada la naturaleza del asunto en estudio y el hecho de haber tenido origen en una Moción parlamentaria, resultaba de interés conocer el parecer del Ejecutivo en relación a la misma. Agregó que, además, era indispensable escuchar a académicos especialistas en Derecho Civil y a representantes de otras instituciones vinculadas a la materia y conocer la experiencia que ofrece el derecho comparado en este ámbito.


Ofreció la palabra, enseguida, al Subsecretario de Justicia, señor Marcelo Albornoz.

El Subsecretario señor Albornoz agradeció la invitación de la Comisión y manifestó que el Poder Ejecutivo está de acuerdo con la idea de legislar en la materia que se discute y que comparte la propuesta en estudio.


Expresó que el Estado de Chile ha asumido un conjunto de compromisos en el ámbito internacional en relación al principio de igualdad y de no discriminación arbitraria y debe velar porque las normas constitucionales que los recogen estén incorporadas y reconocidas en la legislación civil.


Manifestó que, de acuerdo al artículo 338 del Código Civil, las tutelas y las curadurías o curatelas son cargos impuestos a ciertas personas a favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos o administrar competentemente sus negocios y que no se hallan bajo potestad de padre o madre que pueda darles la protección debida. La norma agrega que las personas que ejercen estos cargos se llaman tutores o curadores y generalmente guardadores.


Agregó que la tutela es una sola y se da a los impúberes. Precisó que la curatela puede ser general, de bienes, adjunta y especial, y que se confiere a los menores adultos, al resto de los incapaces y también a simples patrimonios como ocurre con la herencia yacente.



Expresó que solo la tutela y la curatela general imponen la obligación de velar por la persona y los bienes del pupilo. Por su parte, la curatela que no es general, cualquiera sea, se refiere sólo a la administración de los bienes.


Indicó que las tutelas y curatelas, atendiendo a su origen, pueden ser: (i) testamentarias, (ii) legítimas y (iii) dativas. Son testamentarias las que se constituyen por acto testamentario; legítimas, las que se confieren por ley a los parientes o cónyuge del pupilo, y dativas, las que confiere el magistrado (artículo 353).


En relación al proyecto de ley en estudio, constató que en él se eliminan los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, que establecen la incapacidad de las personas ciegas y mudas para desempeñar toda clase de tutelas o curadurías.


Hizo presente que la iniciativa legal en análisis se funda en lo dispuesto por la Constitución Política, cuyo artículo 1° establece que los chilenos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que es deber del Estado “crear las condiciones que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad su mayor realización espiritual y material posible”. Añadió que también forma parte de diversas garantías constitucionales, tales como la igualdad de trato ante la ley (artículo 19, N° 2), y, en particular, en el numeral 16 del mismo artículo, sobre la libertad de trabajo y su protección, que garantiza a toda persona la libre elección del trabajo y prohíbe cualquier discriminación que no se base en la capacidad e idoneidad personal.


Explicó que, por su parte, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada el 13 de diciembre de 2006 y vigente en Chile desde mayo de 2008, reafirma que todas las personas, cualquiera que sea su discapacidad, deben estar en condiciones de gozar plenamente de la totalidad de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Dicha Convención prohíbe toda discriminación fundada en algún tipo de discapacidad (artículo 5.2) y obliga a los Estados a adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos por ella reconocidos (artículo 4.1), entre ellos, “el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado” (artículo 27.1). Agregó que entre los principios que inspiran dicha Convención, se encuentra la participación e inclusión plena y efectiva en la sociedad de las personas con discapacidad (artículo 3).


Enfatizó que los mismos principios y derechos se encuentran presentes en la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y también en la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación y que define la discriminación arbitraria como “toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que causen privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política o en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como (…) discapacidad”.


Declaró, enseguida, que la incapacidad prevista por el legislador para ejercer los cargos de tutela y curatela no supera el test de restricciones y no es una medida idónea ni proporcional.


Consideró que para determinar si la incapacidad legal para ejercer la tutela o curatela por parte de personas ciegas y mudas prevista en el artículo 497 del Código Civil es una medida legítima, esto es, una restricción razonable a un derecho fundamental como es la libertad de trabajo, debe efectuarse lo que es conocido como el test de restricciones. Es decir, resolverse si la medida respeta el principio de legalidad, si se funda en la protección de un interés legítimo y si es necesaria, idónea y proporcional.


Consignó que en lo concerniente al respeto al principio de legalidad no existirían objeciones en este caso pues basta con expresar que la incapacidad es concebida por ley, tanto en sentido formal como material.



Concordó, enseguida, con que la medida persigue un interés legítimo, consistente en proteger adecuadamente los derechos e intereses de las personas consideradas por ley incapaces, incluidos los niños, niñas y adolescentes, que son también sujetos que por su condición de individuos en desarrollo merecen una protección especial. Lo anterior, puntualizó, implica administrar y conservar sus bienes y, en su caso, velar por la crianza, educación y cuidado del pupilo, esto último sólo en el caso de tutores y curadores generales.


Subrayó que, por esta razón, las normas que regulan las tutelas y curadurías son instituciones de interés social y las leyes que las reglamentan son de orden público, que los particulares no pueden derogar y que, como dice el propio legislador, se han establecido en beneficio de los incapaces y conforme a este principio deben interpretarse y aplicarse.



Sostuvo que, sin embargo, lo que sí merece reparos es que la medida resulte idónea y proporcional al fin perseguido. Ciertamente, afirmó, una persona ciega o muda, en la medida en que pueda darse a entender claramente, está en condiciones de administrar adecuadamente el patrimonio ajeno y, más aún, de criar, educar y cuidar al pupilo.



Expuso que para resguardar dichos intereses, se consagran antes, durante y después de la tutela o curatela una serie de obligaciones para el guardador, tendientes a proteger los derechos e intereses del pupilo. Lo anterior, sin perjuicio de las reglas generales sobre responsabilidad civil.


Precisó que sin perjuicio de lo anterior, debe tenerse presente que los cargos de tutor y curador son de carácter obligatorio o, como dice el legislador, “cargos impuestos a ciertas personas” (artículo 338). Por consiguiente, la no aceptación trae aparejada una sanción: son indignos de suceder el tutor o curador que, nombrados por el testador, se excusaren sin causa legítima, tal como reza el artículo 971.


Destacó que si bien toda guarda debe ser remunerada (por lo general, la remuneración corresponde a una décima parte de los frutos del pupilo sometidos a su administración), no debe olvidarse que durante el ejercicio de la misma, el tutor o curador queda sujeto a diversas cargas y obligaciones que, evidentemente, comprometen su responsabilidad.



Agregó que en cuanto a la responsabilidad del guardador, ésta se extiende hasta la culpa leve inclusive. Así lo establece el artículo 391, en su parte final, que confirma la regla según la cual todo el que administra bienes ajenos responde hasta de esta culpa. Al respecto, citó, respecto de los padres, el artículo 256; del albacea, el artículo 1299, y del mandatario, el artículo 2129.


Aseveró que en cuanto a la culpa leve, según el artículo 44 del Código Civil, ésta viene dada por la falta de aquella diligencia y cuidado que el buen padre de familia (el hombre ordinario) emplea ordinariamente en sus negocios propios. Afirmó que este es el estándar exigible al que se debe someter quien es designado tutor o curador. Y dado que la culpa se aprecia en abstracto, las discapacidades sensoriales que padezca el guardador no han de ser consideradas, pues su actuación ha de ser comparada con la del hombre promedio, esto es, el buen padre de familia.


Concluyó su intervención señalando que considera conveniente eliminar la ceguera y la mudez como causales de incapacidad.


Sugirió, finalmente, incorporarlas en el catálogo de excusas previsto en el artículo 514 del Código Civil, que son aquellas que excepcionalmente el guardador puede invocar válidamente para rechazar el cargo si no lo quiere ejercer, por la complejidad que en el caso concreto puede representar para él administrar bienes ajenos, sin verse al mismo tiempo expuesto a una sanción.

Enseguida, hizo uso de la palabra la Profesora de Derecho Civil, señora Ana María Watkins.


La señora Watkins agradeció la invitación de la Comisión y connotó el interés que ofrece la iniciativa en estudio, por cuanto representa la oportunidad de resolver algunas situaciones de nuestro ordenamiento civil en las cuales no se advierte la debida coherencia.


Hizo presente, como punto de partida, que el artículo 55 del Código Civil dispone que son personas todos los individuos de la especie humana, cualquiera sea su edad, sexo, estirpe o condición. Precisó, enseguida, que cuando se utiliza la expresión “condición”, ésta incluye la discapacidad.


Agregó que la derogación de los dos primeros números del artículo 497 del Código Civil es atendible, consideradas distintas situaciones que se presentan, que resultan ilógicas y que demuestran las ya indicadas desarmonías.


A título ejemplar, explicó que el artículo 43 de dicho cuerpo normativo señala que son representantes legales de una persona el padre o la madre, el adoptante y su tutor o curador. A su vez, el artículo 497 dispone que los ciegos y los mudos son incapaces de toda tutela o curaduría. En consecuencia, un padre que es ciego o mudo es el representante de su hijo mientras éste es menor de edad y también puede ejercer la patria potestad sobre aquel menor. Sin embargo, si este último tiene alguna incapacidad que hace necesario someterlo a tutela o curaduría, aquel padre ciego o mudo no podrá ejercerla.


Por otra parte, hizo presente que el artículo 367 del mismo Código dispone que los llamados a la tutela o curaduría legítima son, en general, primeramente, el padre del pupilo y, en segundo lugar, la madre. Ahora bien, si tanto el padre como la madre son ciegos o mudos, ninguno de los dos podrá ejercer la tutela o curaduría del pupilo, puesto que prevalecerán las limitaciones impuestas por el artículo 497.


Advirtió que otro argumento para derogar los dos primeros numerales del artículo 497 deriva de las normas que regulan la sociedad conyugal. En efecto, señaló, si el marido está afectado por un impedimento de larga o indefinida duración para administrar la comunidad, la mujer ciega o muda no podrá ejercer dicha administración.


Adicionalmente, informó que no pueden ser curadores ad litem los ciegos y los sordos. No obstante, indicó, hay abogados no videntes que, debido a la prohibición del artículo 497, no pueden ejercer dicho cargo.


Instó, en consecuencia, a atender estas situaciones que, indudablemente, dijo, constituyen incoherencias que es necesario solucionar.


A continuación, hizo uso de la palabra el Profesor de Derecho Civil, señor Mauricio Tapia.


El Profesor señor Tapia agradeció la invitación de la Comisión e inició su intervención señalando que las incapacidades son materias transversales del Derecho Civil, por lo que resulta difícil abordarlas de manera aislada.


Agregó que, en principio, la incapacidad, tal como la define la ley civil, es una institución de protección. En efecto, sostuvo, no se declara incapaces a las personas para discriminarlas, sino que para protegerlas.


Precisó que desde esa perspectiva, existe una regulación de la incapacidad a través de las incapacidades absoluta y relativa. Añadió que, asimismo, el Código Civil ha consagrado ciertas incapacidades especiales, que en algunos casos coinciden con las primeras.


Señaló, a continuación, que las guardas representan una de las materias más abandonadas de la ley civil, así como una de las que tiene menor desarrollo doctrinal. Hizo notar su curiosidad al respecto, en atención a que en nuestro país la población está envejeciendo, lo que hará necesario contar con instrumentos adecuados de protección.


Consignó que respecto a las guardas, las normas que las regulan provienen del siglo XIX y ponen acento, esencialmente, en la administración de los bienes del incapaz, siendo, por ende, una institución de protección de aquel.


Hizo presente que el artículo 497 del Código Civil, norma que se pretende modificar, repite reglas generales sobre la incapacidad, precisando una nómina de situaciones que es más estricta que el de las incapacidades generales.



Afirmó que, en todo caso, parece inexplicable que a los ciegos se les prive de la posibilidad de ejercer los cargos de tutor o curador.


Finalizó su intervención apoyando la derogación de los dos primeros numerales del artículo 497. Complementariamente, sugirió incluir en la nómina que contempla este precepto, a los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender claramente.


A continuación, se ofreció la palabra al Director del Servicio Nacional de la Discapacidad, señor Mauro Tamayo.


El señor Tamayo agradeció la oportunidad de participar en este debate y manifestó que el proyecto de ley en estudio constituye, sin lugar a dudas, una iniciativa muy positiva en el ámbito de la adecuación de nuestra legislación a los estándares internacionales en materia de derechos humanos e igualdad de oportunidades.


Expuso que el Servicio que dirige concuerda con el proyecto, el que se enmarcaría en el punto de partida de la tan esperada modificación a la capacidad jurídica de las personas en situación de discapacidad en nuestro ordenamiento jurídico, siempre dentro del propósito de adecuar nuestra legislación a los ya mencionados estándares internacionales que rigen en este ámbito.


Expresó que el Servicio Nacional de la Discapacidad tiene un rol técnico en esta materia, que se concreta en la obligación de promover la igualdad de oportunidades, la inclusión social, la participación y la accesibilidad de las personas en situación de discapacidad. Indicó que en dicho contexto, es relevante que el proyecto aborde la modificación de la incapacidad que poseen las personas en situación de discapacidad de origen auditivo y visual para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas.


Hizo presente que la ley N° 20.422, del año 2010, materializó un cambio de paradigma en el enfoque de la discapacidad, transitando desde un modelo rehabilitador o de asistencia a uno social o de derechos humanos. Agregó que este último modelo, consagrado, asimismo, en la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Chile el año 2008, se desarrolla con el objeto de dar una respuesta de las especiales necesidades existentes de las personas en situación de discapacidad, en un contexto de pleno reconocimiento a su dignidad como personas.


Adujo que, de esta manera, el modelo social supera los fundamentos del modelo rehabilitador y plantea que el origen de la discapacidad no son las limitaciones individuales, sino el hecho de que la sociedad no provea los servicios adecuados ni asegure que las necesidades de estas personas sean tenidas en cuenta. Por consiguiente, la exclusión y la segregación que sufren no es consecuencia necesaria de su deficiencia o limitación, sino más bien de la forma en que la sociedad ha dado, o dejado de dar, acomodo a la misma.


Afirmó que la aceptación del modelo social tiene como consecuencia que la sociedad debe acomodar sus estructuras económicas y políticas, respetando la dignidad de quienes son diferentes.


Señaló que el principio de igualdad se encuentra consagrado en diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, (artículo 2.1), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, (artículos 2 y 26), y la Convención Americana de Derechos Humanos, (artículos 1 y 24), entre otros. También mencionó la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, de 1999, ratificada por Chile en el año 2002.

Añadió que en nuestro ordenamiento jurídico, la Constitución Política contempla dicho principio en diversas disposiciones, tales como los artículos 1° y 19, N° 2. En materia específica de discapacidad, destacó la ley N° 20.422, de 2010, sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, y la ley N° 20.609, de 2012, sobre antidiscriminación.

Hizo notar que el principio de igualdad y la no discriminación son las dos caras de una misma moneda. Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos entiende que el principio de igualdad implica la obligación del Estado de “no introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas”.

Sostuvo que, por consiguiente, el principio de igualdad conlleva que el Estado deba tratar a todas las personas con igual respeto y consideración, de manera que aquellas que se encuentran en una misma situación sean tratadas de igual forma, mientras que los sujetos que se encuentran en una situación diferente sean, a su vez, tratados de una manera distinta.

Precisó que en este mismo sentido, la mencionada Convención de Naciones Unidas dispone que “…discriminación por motivos de discapacidad se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables” (artículo 2). Igualmente, la ley N° 20.422 define discriminación como “toda distinción, exclusión, segregación o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico” (artículo 6 letra a).

Agregó que la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación “…entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia (…), edad, (…), la enfermedad o discapacidad” (artículo 2).

Connotó que el Código Civil en su título XXX “De las incapacidades y excusas para la tutela o curatela”, establece la prohibición expresa para ciertas personas de ser tutores o curadores. El artículo 497 dispone:


“Son incapaces de toda tutela o curaduría:


1º. Los ciegos;

2º. Los mudos;

3º. Los dementes, aunque no estén bajo interdicción;…”


Subrayó que de conformidad a los argumentos indicados en párrafos precedentes, estas prohibiciones restringen directamente derechos fundamentales de las personas en situación de discapacidad, en particular el igual reconocimiento como persona ante la ley (artículo 12 de la ya indicada Convención de Naciones Unidas).

Enfatizó que la disposición en estudio constituye una evidente discriminación hacia las personas en situación de discapacidad, especialmente sensorial, pues vulnera el principio de igualdad y no discriminación.


Consignó que la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad aporta un enfoque profundamente transformador en lo referente a la capacidad jurídica de quienes están en situación de discapacidad establecida en el artículo 12 de este tratado, que dispone el igual reconocimiento de la persona ante la ley, estableciendo que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida.


Agregó que, por su parte, el año 2014 el Comité de la indicada Convención elaboró un documento específico denominado “Observación general sobre el artículo 12: igual reconocimiento como persona ante la ley”, en el que se vuelve a reiterar la obligación de los Estados en la necesidad de incorporación del reconocimiento de la capacidad jurídica en sus textos normativos.

Expuso que en las recomendaciones de aquel Comité a España y Argentina en relación a los informes iniciales presentados respecto de esta materia, éste fue enfático en señalar la falta de incorporación de estos países en su normativa interna de la capacidad jurídica de las personas en situación de discapacidad. A raíz de lo anterior, ambos países comenzaron un proceso de modificación normativa, existiendo proyectos de ley presentados por los Gobiernos al Parlamento.


Estimó que sucederá lo mismo cuando el Comité de Expertos efectúe sus recomendaciones al informe inicial presentado por Chile en agosto del año 2012, quedando, por tanto, en incumplimiento en esta materia, por lo que se sugiere la realización de un cambio normativo a la brevedad, partiendo por la modificación de nuestro Código Civil.


Indicó que, en términos generales, la noción de capacidad jurídica incluye dos componentes: la capacidad de ser titular de un derecho y la capacidad de obrar y ejercer el derecho, que incluye la capacidad de acudir a los tribunales en caso de afectación de esos derechos.


Declaró que es esta doble dimensión de la capacidad jurídica lo que propone resolver el artículo 12 del antes referido tratado de Naciones Unidas.


Precisó que en su inciso 1°, aquel artículo 12 establece que “Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica”. En su inciso segundo expresa que “Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida.”.


Añadió que otro elemento importante de este inciso es que subraya que la capacidad jurídica se podrá ejercer “en todos los aspectos de la vida”, sin hacer excepción alguna.


Consignó que el inciso tercero del artículo 12 prescribe, a su vez, que: “Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica.”.


Aseveró que el modelo innovador contenido en el tantas veces mencionado artículo 12 de esta Convención parte de la idea de que las personas con discapacidad son capaces de ejercer sus derechos y tomar decisiones y que en determinados casos, debido a condiciones específicas, podrían requerir algún tipo de apoyo (pero nunca una sustitución), que se puede regular en la normativa interna de cada país.


El inciso cuarto de este precepto, por su parte, fija las condiciones y límites de los apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica por parte de las personas con discapacidad, a fin de evitar abusos. Ese inciso y los siguientes disponen que:

“Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos.


Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos, por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e imparcial.


Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las personas.”.

Agregó que otro elemento a destacar es que esta norma sostiene que las medidas de apoyo se apliquen dentro del período más corto posible y que estarán sujetas a exámenes periódicos por operadores de la justicia, competentes, independientes e imparciales. Consideró que el último componente de esa regla también es de un gran valor, ya que establece una relación de proporcionalidad entre las medidas que se adopten para asegurar el ejercicio de la capacidad jurídica y el grado en que tales medidas afectarán los derechos e intereses de las personas.


Recalcó el enorme valor del ejercicio pleno de la capacidad jurídica, sea que la persona lo ejerza en forma independiente o con un apoyo adecuado, ya que si se le despoja de este derecho fundamental, se le está disminuyendo o anulando su condición y dignidad como persona y condenando a no ejercer y disfrutar de los demás derechos humanos.


Respecto a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad mental en Chile, reseñó que en el año 2008, nuestro país ratificó la referida Convención de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad y que, posteriormente, en el año 2010 promulgó la ley N° 20.422.


En lo que respecta a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, señaló que no existe implementación interna del artículo 12 de la Convención. Enfatizó que la armonización legislativa en este contenido crucial de la Convención es, entonces, una tarea pendiente de nuestro país.


Seguidamente, consignó que la primera parte del artículo 1447 del Código Civil dispone que “Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender claramente. Sus actos no producen ni aun obligaciones naturales, y no admiten caución….”


Planteó que dicha disposición debe ser modificada, eliminándose la mención a los dementes y a los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender claramente como incapaces absolutos, de manera de pasar de un sistema de sustitución de voluntad a otro de apoyo, en el sentido que estas mismas personas, en la realización de determinados actos y en el evento de ser necesario, tengan el apoyo de otra persona en circunstancias muy específicas, pues son individuos que pueden manifestar perfectamente su opinión y sus gustos y preferencias, siendo el sistema de sustitución de la capacidad jurídica evidentemente vulnerador de los derechos.


Manifestó que sin perjuicio de ello, cabe entonces concluir que, por regla general, las personas con discapacidad mental o psicosocial si caen en la categoría de “dementes", no pueden celebrar contratos, toda vez que la administración general de sus bienes pertenece a su representante legal curador, el que puede hacer responsable al patrimonio de su representado.


Advirtió que la norma tampoco regula qué se entiende por demencia, por lo que se ha entendido dentro de la misma a cualquier persona en situación de discapacidad mental, psíquica o intelectual.


Señaló que esta rigidez no se compadece con los diversos orígenes de las discapacidades neurocognitivas, a saber, trastornos del espectro autista, síndrome de Down, paranoia, psicosis, esquizofrenia, estado vegetativo persistente, alzheimer, etc.


Sostuvo que nuestro Código Civil no está a tono con otras legislaciones que en los últimos años han ido reformando las normas sobre incapacidad legal. Destacó que esas reformas permiten al juez establecer diferentes grados de incapacidad jurídica y proveer modalidades de ayuda o salvaguardias a las personas con discapacidad de origen neurocognitivo, de acuerdo a su situación personal, a la gravedad y a la extensión de las mismas.


A continuación, formuló un conjunto de sugerencias:

a) En relación al texto del proyecto, propuso que, atendido el sentido de la relevante modificación al Código Civil que se busca, el nombre del mismo sea “Proyecto de ley que deroga los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad de personas en situación de discapacidad para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas.”.

b) En cuanto a los numerales 1° y 2° de dicho precepto, coincidió con la idea de derogarlos.

c) Complementariamente, refiriéndose al numeral 3° del ya citado artículo 497, precisó que SENADIS también estima necesario modificarlo, de modo que consigne que serán incapaces de toda tutela o curaduría “Las personas en situación de discapacidad que, aún con los apoyos y salvaguardias necesarias, no puedan administrar por sí mismas su propio patrimonio.”.


d) Asimismo, para hacer armónica la modificación de la disposición anterior, sugirió modificar el artículo 510 del mismo Código, referido a las reglas relativas a la incapacidad sobreviniente.


e) Sin perjuicio de lo anteriormente planteado, sostuvo que las modificaciones propuestas deben realizarse en forma coordinada con la de otras normas del mismo Código que inciden en la incapacitación jurídica de las personas en situación de discapacidad. Al respecto, formuló las dos siguientes propuestas:

- Eliminar, en el artículo 1447 del Código Civil, la mención a los dementes y los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender claramente.

- Eliminar también en el artículo 723 del Código Civil, la mención a los dementes.

f) Adicionalmente y con el fin de armonizar toda nuestra normativa con el reconocimiento de la plena capacidad jurídica de las personas con discapacidad, sugirió los siguientes cambios:


a) La derogación de las normas del Código Civil que tratan sobre la curaduría del demente y que, en definitiva, constituyen el sistema legal de incapacitación o limitación de la capacidad de ejercicio de las personas con discapacidad. Se trata de los artículos 456 a 468 del Título XXV, “Reglas Especiales relativas a la Curaduría del Demente”, y los artículos 469 a 472 del Título XXVI, “Reglas especiales a la Curaduría del Sordomudo”.


b) Propuso, además, derogar la ley N° 18.600, de 1987, que establece normas sobre deficientes mentales, la cual, afirmó, se encuentra absolutamente obsoleta.

Sostuvo que el régimen de tutela debería aplicarse solo en caso de grave alteración de las facultades mentales de la persona. En el caso de la curatela, indicó que la persona debe conservar íntegros sus derechos, necesitando solo ser aconsejada o asistida en algunos actos específicos por un curador.


Señaló que tal como ocurre en países con mayor nivel de desarrollo, en el nuestro podría establecerse una salvaguardia o protección de justicia como medida de carácter temporal (un bimestre con renovación semestral ilimitada), concebida para alteraciones pasajeras o como medida transitoria previa a la designación de un tutor o curador, que se aplique al mayor de edad que necesite estar protegido en los actos de la vida civil por tener sus facultades “ligeramente limitadas”. En este caso, aquel mayor de edad conservará el ejercicio de sus derechos, de manera que no es un incapaz.


Concluyó señalando que el Servicio Nacional de la Discapacidad continuará a disposición del trabajo legislativo de la Comisión, teniendo en cuenta la gran deuda existente hacia las personas con discapacidad, la que se manifiesta en normas obsoletas y superadas por el nuevo enfoque de las reglas internacionales sobre derechos humanos, que obligan a adecuar nuestra legislación de forma íntegra y coherente.

Complementando su exposición, el señor Tamayo entregó a la Comisión un conjunto de antecedentes sobre el tema “Capacidad jurídica, El modelo de apoyo/salvaguardia en la toma de decisiones en el Derecho Comparado”.


En último término, la Comisión tomó conocimiento de un informe remitido por el Profesor señor Eduardo Court.

Su texto es el siguiente:

“INFORMA ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE DEROGA LOS

NUMERALES 1° Y 2° DEL ARTÍCULO 497 DEL CÓDIGO CIVIL

(Boletín N° 9.409-07)


En relación con el proyecto de ley que deroga los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad de los ciegos y mudos para desempeñar toda clase de guardas (Boletín N° 9.409-07), informo al Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorable Senador señor Felipe Harboe B., lo siguiente:

1.- El artículo 338, inciso 1°, del Código Civil define las tutelas y las curadurías o curatelas como cargos impuestos a ciertas personas a favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos o administrar competentemente sus negocios, y que no se hallan bajo potestad de padre o madre, que pueda darles la protección debida.

Quienes las ejercen se llaman tutores o curadores y, en general, guardadores. Las personas sobre las cuales se ejercen se llaman pupilos.


2.- El artículo 496 del Código Civil señala que hay personas "a quienes la ley prohíbe ser tutores o curadores", esto es, son incapaces de ejercer una guarda, por diversos motivos, que establecen los artículos 497 a 513 del mismo Código.


Por lo mismo, la incapacidad es la causa o motivo que impide al guardador el ejercicio de una guarda. En general, puede señalarse que las incapacidades deben declararse judicialmente y se les considera de orden público e irrenunciables.


El artículo 497 establece reglas de incapacidades "relativas a defectos físicos y morales", señalando en sus numerales 1° y 2° que son incapaces de toda tutela o curaduría los ciegos y los mudos.


En mi opinión, en la actualidad tales incapacidades no se justifican, toda vez que, a diferencia de lo que ocurre con los incapaces designados en los numerales 3°, 5° y 7° del artículo 497, los ciegos y los mudos son plenamente capaces de ejercicio (artículo 1446), puesto que los únicos incapaces (absolutos) en razón de un impedimento físico -contractualmente hablando- son "los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender claramente", según señala el artículo 1447, después de su reforma por la ley N° 19.904, de 3 de octubre de 2003.


3.- Mediante las guardas, la ley persigue proteger los intereses de quienes no están sujetos a patria potestad, dotándolos de un tutor o curador, quienes tienen facultad para representar al pupilo y para autorizarlo para sus actos judiciales y extrajudiciales (artículos 390 y 43) y para administrar los bienes del pupilo (artículo 391), sujetos a un estricto régimen de limitaciones legales que tienen por objeto velar por un correcto y adecuado uso de estas facultades por parte del guardador y proteger los intereses del pupilo.


Si los ciegos y mudos tienen plena capacidad para administrar sus bienes personales y, por otra parte, como guardadores deberán someterse a las reglas legales de protección de los intereses del pupilo, estimo que no existe ninguna justificación plausible para impedirles ejercer las guardas, que no constituyen derechos del guardador sobre la persona y bienes del pupilo, sino cargos (o cargas) impuestos al tutor o curador en favor del pupilo que no puede dirigirse a sí mismo o administrar competentemente sus negocios, y que no se halla bajo potestad de padre o madre.


4.- Por otra parte, si ciegos y mudos pueden ejercer la patria potestad sobre los bienes de sus hijos, con mayor razón debe concluirse que se encuentran capacitados para ejercer una guarda, que se encuentra sujeta a un régimen jurídico más estricto que el establecido para la patria potestad (artículos 243 y siguientes del Código Civil).


5.- Estimo, en consecuencia, que este proyecto se inserta en la dirección correcta de eliminar las “barreras" existentes para personas con discapacidades físicas que actualmente ya no se justifiquen.


Así, según lo dispuesto en los artículos 1005 N° 5, 1019 y 1023 del Código Civil, los ciegos y los mudos pueden otorgar testamento sujetos a formalidades especiales que tienden a resguardar la fidelidad de sus declaraciones de voluntad; pueden ser testigos en juicios civiles (artículos 356 y 357 del Código Procesal Civil), de familia (artículo 42 de la Ley de Tribunales de Familia), penales (artículos 98, inciso final, y 311 del Código Procesal Penal), etc.


6.- Sin embargo, cabe hacer presente que en la legislación actual subsisten otras inhabilidades que afectan a personas ciegas y mudas, ajenas a este proyecto. Entre éstas podemos mencionar:


6.1.- En el Código Orgánico de Tribunales, el artículo 256, numerales 3° y 4°, establecen que no pueden ser jueces los mudos y los ciegos (además de los sordos), y el artículo 465, número 2°, les impide ser notarios.


6.2.- En el Código Civil, el artículo 1012, números 5 y 7, les impide ser testigos en un testamento solemne, otorgado en Chile, y el artículo 16, número 4°, de la ley sobre Registro Civil, los inhabilita para ser testigos de una inscripción.

Obviamente, estas inhabilidades debieran ser objeto de un estudio particular para determinar -en su mérito- razones que justifiquen su mantención o supresión.


7.- Por último, en materia de incapacidades para las guardas, existen dos normas (los artículos 500 y 502 del Código Civil), que contienen errores u omisiones que debieran subsanarse. Estas son:


7.1.- La ley N° 19.221, de 1 de junio de 1993, que rebajó la mayoría de edad de 21 a 18 años, olvidó modificar el artículo 500 del Código Civil, que señala lo siguiente:


“No pueden ser tutores o curadores los que no hayan cumplido veintiún años.


Sin embargo, si es deferida una tutela o curaduría al ascendiente o descendiente, que no ha cumplido veintiún años, se aguardará que los cumpla para conferirle el cargo, y se nombrará un interino para el tiempo intermedio.

Se aguardará de la misma manera al tutor o curador testamentario que no ha cumplido veintiún años. Pero será inválido el nombramiento del tutor o curador menor, cuando llegando a los veintiuno sólo tendría que ejercer la tutela o curaduría por menos de dos años.".


7.2.- El artículo 502 del Código Civil prescribe que "El padrastro no puede ser tutor o curador de su entenado" (o hijastro). Pero, sin motivo, no establece igual inhabilidad para que la "madrastra" sea guardadora de su "entenado" (o hijastro).


Por último, debe tenerse presente que el artículo 497, número 4°, del Código Civil, declara incapaces de toda guarda a los "fallidos", expresión que ya no existe en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, sobre reorganización y liquidación de empresas y personas, de 9 de enero de 2014, que entrará en vigencia en octubre de 2014 y que eliminó términos como "quiebra", "fallido" o "síndico de quiebras". En consecuencia, ya no existen "fallidos", sino empresas deudoras o personas naturales deudoras sometidas a un procedimiento concursal.”.



Recibidas las opiniones anteriormente consignadas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe, ofreció la palabra a los miembros presentes de la misma.


El Honorable Senador señor Espina puso de relieve el interés y oportunidad que ofrece el proyecto en estudio, por cuanto permite que nuestra legislación interna se adecue a los estándares internacionales que nuestro país debe observar en virtud de los tratados que ha suscrito en materia de igualdad y de no discriminación.


Igualmente, valoró las intervenciones escuchadas, por cuanto además de respaldar la iniciativa en estudio, han planteado un conjunto de enmiendas adicionales que resultaría muy pertinente considerar, sea a propósito de este proyecto o de otro que se presente en el futuro, si se trata de enmiendas que excedan las ideas matrices del que ahora se estudia.


Por tal razón, sugirió aprobar solamente en general el proyecto en esta oportunidad, dejando constancia en forma detallada en el presente informe de la totalidad de las opiniones recibidas, de manera de tenerlas en cuenta una vez que se realice la discusión en particular.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con la importancia que ofrece el proyecto en estudio, a cuya idea de legislar anunció que apoyaría.


Igualmente, destacó el interés que ofrecen las distintas apreciaciones formuladas por los invitados a esta sesión, que anteriormente se han consignado.


Hizo presente que, sin embargo, muchas de dichas observaciones van más allá de la premisa central del proyecto y ponen de manifiesto la conveniencia de realizar un análisis de la totalidad de las reglas relativas a la capacidad de las personas.


Sobre el particular, expresó que no debía pretenderse resolver a través de este proyecto todas las situaciones que están pendientes en nuestra legislación civil en relación al indicado tema. Afirmó que la iniciativa en estudio representa por sí misma una potente señal en cuanto a la orientación que nuestra legislación debe seguir en cuanto a los principios de igualdad y de no discriminación, propósito que por sí solo justifica la enmienda al Código Civil que se está analizando.

Por ello, instó a concentrar los esfuerzos en la proposición concreta que se ha sometido al estudio de la Comisión, sin perjuicio de considerar, durante la discusión en particular del proyecto, otras enmiendas adicionales que guarden relación directa con aquella.


En cuanto a la posibilidad de realizar una evaluación global sobre el tema de la capacidad de las personas, estimó que era preferible reservarla para un proyecto posterior, que tenga un alcance más amplio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, puso de relieve el interés que ofrece la iniciativa en estudio y expresó que las intervenciones anteriores permiten apreciar que existe consenso en cuanto a la conveniencia de aprobar la idea de legislar.


Al mismo tiempo, connotó la importancia de las sugerencias planteadas por los distintos invitados, aun cuando advirtió que algunas de ellas excederían la idea matriz del proyecto en estudio.


Sin perjuicio de lo anterior, coincidió con la necesidad de realizar a la mayor brevedad un estudio más acabado acerca del tema de la capacidad, abordándolo en su globalidad. Desde esta perspectiva, consideró de la mayor relevancia la posibilidad de que el Ejecutivo desarrolle un trabajo coordinado con académicos civilistas y con representantes de otras entidades especializadas en esta materia, de manera de revisar el tema con una mirada más moderna y comprensiva y formular, posteriormente, las proposiciones que resulten procedentes.


Sugirió a la Comisión pronunciarse en esta oportunidad acerca de la idea de legislar, de manera que durante la discusión en particular puedan incorporarse al proyecto aquellas nuevas enmiendas que ayuden a perfeccionar la propuesta central contemplada por el proyecto.


El Profesor señor Tapia hizo presente que si se resuelve aprobar en general el presente proyecto, en la etapa de discusión en particular resultaría de particular interés revisar las excusas que podrían presentar las personas mudas y ciegas al momento de ser llamadas a ejercer los cargos de tutores o curadores. Consideró que lo anterior perfeccionará sustantivamente el texto de la iniciativa, sin exceder sus ideas matrices.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, declaró cerrada la discusión en general de la iniciativa y puso en votación la idea de legislar.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe (Presidente) y Larraín.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado anteriormente, aun cuando se trata de una iniciativa que consta de un artículo único, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar solamente en general, el siguiente:
PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Deróganse los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 22 de septiembre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) y Hernán Larraín Fernández.

Sala de la Comisión, 25 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PROHÍBE DISCRIMINACIÓN LABORAL FRENTE A ANÁLISIS GENÉTICOS

(7.709-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Senador señor Alejandro Navarro Brain.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez y el coordinador legislativo del mismo Ministerio, señor Francisco Del Río; la abogada asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; la abogada de la Subdirección de Racionalización de la Dirección de Presupuestos, señora Soledad Torrents Ramos; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin; los asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz, la periodista señora Andrea Valdés y el asesor señor Luis Díaz; del Senador Juan Pablo Letelier, el asesor señor José Fuentes y la Jefa de Gabinete de la ex Senadora señora Rincón, señora Tatiana Klima. Además, estuvieron presentes el periodista y la fotógrafa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Rodolfo Carrasco y señora María de los Ángeles Santos, respectivamente.


-El Senador señor Alejandro Navarro Brain concurrió a las dos sesiones que se dedicaron al análisis en general de la iniciativa de su autoría.

-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

-Establecer la prohibición de condicionar la contratación de trabajadores, su permanencia, promoción o movilidad en el empleo, a la ausencia o existencia de genes que evidencien la probabilidad de desarrollar enfermedades o anomalías físicas o psíquicas, prohibiendo asimismo la exigencia de exámenes en ese sentido.


-Contemplar la posibilidad de que el trabajador preste su consentimiento libre e informado para practicarse exámenes genéticos cuando se trate de asegurar que reúne las condiciones físicas o psíquicas necesarias para desarrollar faenas calificadas como peligrosas.


-Resguardar la intimidad del trabajador y garantizar un manejo reservado de sus datos genéticos, de acuerdo a la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La Constitución Política de la República.

2.- El Código del Trabajo.


3.- El Código Sanitario.


4.- La ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen al presente proyecto de ley fundamenta su propuesta legislativa en los argumentos desarrollados en un trabajo de investigación realizado por el profesor de Derecho del Trabajo de la Universidad de Chile, señor Claudio Palavecino Cáceres, publicado en la Revista de Derecho, Volumen XVIII – N° 2, de Diciembre de 2005. La exposición de motivos, entonces, remitiéndose al mencionado estudio, se sustenta en las ideas contenidas en el mismo y que, en lo sustancial, se reseñan a continuación.


Sobre la materia, la referida publicación señala que desde hace tiempo se sabe que las alteraciones genéticas pueden causar enfermedades, y que ya se conocen mil cien genes humanos cuyas mutaciones originan hasta mil quinientas enfermedades diferentes, aunque, según advierte, como no toda mutación produce enfermedad, sus consecuencias varían desde un estado normal de salud hasta enfermedades graves, según el gen, la alteración y las condiciones de cada individuo.


Indica que la información sobre las anormalidades genéticas de una persona se obtienen de los análisis, pruebas, exámenes o test genéticos, los que pueden tener el propósito de identificar o confirmar el diagnóstico de una enfermedad, detectar portadores sanos de genes recesivos -que sólo generarán daño si ambas copias del gen se encuentran alteradas-, establecer en forma presintomática que se sufrirá una determinada enfermedad o predecir las posibilidades que ellas ocurran y, también, para detectar una mayor resistencia a ciertas enfermedades. Agrega que las mutaciones genéticas tienen un vínculo de correlación y no de causalidad, ya que no siempre una alteración produce una enfermedad, aunque existan secuencias de material genético que normalmente se encuentran presentes en ciertos padecimientos y que, por tanto, pueden ser utilizadas para identificar los grupos de riesgo.


Expresa que en el ámbito laboral se realizan pruebas de este tipo para identificar a individuos que presentan gran susceptibilidad a ciertos riesgos laborales derivados de la contaminación del aire, radiaciones, sustancias químicas industriales u otros agentes, lo que permite adoptar decisiones de contratación o colocación de empleados. Añade que dicho exámenes también se realizan para detectar daños genéticos en los trabajadores ocasionados por la exposición a productos químicos o radiaciones ionizantes, por ejemplo, lo que permite prevenir riesgos futuros para la salud humana.


Manifiesta que el interés de los empresarios en la realización de estas pruebas se puede explicar por su constante búsqueda de formas de disminuir los costos e incrementar los beneficios, ya que la información que pueden obtener por esta vía les permite calcular si sus empleados, actuales o futuros, resultarán más onerosos -y por ello menos idóneos- para un trabajo según las enfermedades que podrían sufrir en el futuro, o también para asignarles funciones de acuerdo a ello, a fin de optimizar la organización y marcha de la empresa. Por otra parte, el conocimiento de tal información podría incluso derivar en la obligación del empleador de proteger la salud y la vida de sus trabajadores, evitando exponerlos a circunstancias riesgosas. 


Agrega que tampoco es posible descartar que al propio trabajador le interese someterse a pruebas genéticas, sea para orientar su futuro profesional de acuerdo con sus aptitudes físicas y psíquicas, buscando protección ante los riesgos que presente su salud, sea para determinar que su condición genética le otorga un perfil favorable para su contratación, ascenso, movilidad o permanencia en un puesto de trabajo determinado, o para esclarecer si las causas del daño que haya sufrido se explican por las sustancias a que se ha visto expuesto en su trabajo.


Indica que las naciones civilizadas han establecido ya algunos lineamientos con el propósito de que estos progresos científicos y técnicos respeten la dignidad y derechos de la persona humana. Ello impone entender que los individuos no se reducen a sus características genéticas, respetar el carácter único de cada uno de ellos y su diversidad, y resguardar que nadie sea discriminado en razón de dichas características.


Estos principios fundamentales han sido recogidos, a nivel internacional, mediante diversos instrumentos jurídicos, entre ellos, el Convenio del Consejo de Europa para la protección de los derechos humanos y la dignidad del ser humano con respecto a las aplicaciones de la Biología y la Medicina (Convenio relativo a los derechos humanos y la biomedicina), firmado en Oviedo, el 4 de abril de 1997, y la Declaración Universal de la UNESCO sobre Genoma Humano y los Derechos Humanos, de 11 de noviembre de 1997 y adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en 1998.


De igual manera, prosigue, el respeto a la privacidad y autonomía de las personas exige que el consentimiento que el trabajador presta para la realización de tales exámenes sea previo, libre e informado. Asimismo, ello importa que los resultados de las pruebas sean manejados de manera reservada, y que éstos sólo puedan ser comunicados al empleador con la expresa autorización del trabajador, requerida al efecto en forma previa, no pudiendo presumirse su asentimiento en razón de haber aceptado someterse a tales análisis. 

En esta materia, por tanto, cobra singular importancia el derecho de las personas a su intimidad, en sus diversas manifestaciones, esto es, corporal, en el ámbito genético, de información y decisoria. La publicación citada se refiere a cada una de ellas y las analiza no sólo a la luz de la normativa vigente -nacional y extranjera-, sino que también en función de la dignidad y los derechos fundamentales de la persona humana.


Conforme a ello, señala que en el ámbito de nuestro derecho interno estas prerrogativas encuentran un cierto reconocimiento general, por ejemplo, en diversas normas de la Constitución Política de la República, el Código del Trabajo, el Código Sanitario, la ley N° 19.779, que establece normas relativas al virus de inmuno deficiencia humana, o la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. Sin embargo, se advierte, en nuestro ordenamiento jurídico no existe una previsión normativa referida específicamente a los análisis genéticos.


El autor de la Moción, entonces, estima pertinente legislar en torno a esta materia.


Enseguida, la iniciativa se refiere a la legislación comparada que se ha ocupado expresamente sobre este tema. Al efecto, detalla la normativa vigente sobre el particular en países tales como Austria, Suiza, Estados Unidos de América, Bélgica, Francia y Argentina (este último, en el orden provincial). Así también, describe sendos proyectos de ley en actual tramitación en los Parlamentos de Costa Rica y Argentina (este último, ahora, a nivel nacional).

-------
DISCUSIÓN EN GENERAL

SESIÓN CELEBRADA EL 15 DE MAYO DE 2012


Al iniciarse el estudio de este proyecto de ley, en sesión de 15 de mayo de 2012, la Comisión escuchó al Senador señor Navarro, quien explicó que para presentarlo a tramitación legislativa tuvo en consideración un estudio del profesor de Derecho del Trabajo de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Claudio Palavecino Cáceres, el que ha investigado la utilización de exámenes de salud en los procesos de selección de personal, particularmente en lo relativo a las pruebas genéticas que pueden practicarse para tales efectos sin el consentimiento de los trabajadores, lo que afecta el ámbito de las relaciones laborales. 

 
Añadió que, en virtud de los últimos descubrimientos, se puede concluir que la bioética es una nueva forma de quehacer científico, entre cuyas áreas de investigación se analizan una serie de enfermedades con el objeto de analizar sus causas y conocer sus formas de evolución. Indicó que el resultado de la información que deriva de dichos estudios resulta ser muy valiosa, sin perjuicio de que, al permitirse el conocimiento por parte de las empresas de la condición genética de los trabajadores, se abre un campo de debate ético y jurídico de mucha relevancia. 

 
Sostuvo que ello puede ser advertido a propósito de los procesos de calificación laboral y selección de personal. A modo de ejemplo reseñó que, en naciones más desarrolladas, se realiza la toma de muestras genéticas a los trabajadores con miras a detectar ciertas anomalías biológicas, tal como ocurre a propósito de aquéllos exámenes cromosómicos cuyo objeto es medir los efectos de la radiación nuclear en las personas. Agregó que esta materia debe ser analizada, toda vez que se trata de una problemática acuciante que será objeto de controversia en el futuro.
 
En ese sentido, explicó que el proyecto de ley propone evitar que un empleador, para determinar el ingreso, permanencia o promoción de los trabajadores en el empleo, tome en consideración la existencia de parámetros genéticos que constituyan un indicio acerca de la posibilidad de desarrollar un determinado tipo de enfermedad futura. Añadió que ello debe diferenciarse de aquellas hipótesis en que el trabajador padece de una enfermedad que ha sido diagnosticada, en cuyo caso se deben practicar los respectivos tratamientos médicos. Detalló que el proyecto consigna que, sin que deba prohibirse expresamente la realización de exámenes genéticos, éstos sólo pueden practicarse previa autorización expresa del trabajador, y siempre que su resultado sea puesto en conocimiento oportunamente.

 
Seguidamente, manifestó que dicha hipótesis es asimilable a aquellos exámenes que deben rendir los pilotos de aeronaves o a aquellos trabajadores que realizan labores de alto riesgo, en cuyo caso el ingreso a tales empleos puede ser condicionado mediante el cumplimiento de requisitos físicos específicos. Explicó que, en ese ámbito, se ha tramitado un proyecto de ley en Argentina, relativo a la protección de los datos personales de los trabajadores, en cuyo contexto se establece que la información genética tiene un carácter reservado que debe ser cautelado, y que debe prohibirse cualquier discriminación que se funde en dichos antecedentes.

 
A continuación, abogó por la pronta tramitación de la iniciativa de ley en estudio, toda vez que ésta propone resolver una problemática futura mediante una regulación que pretende evitar la ocurrencia de discriminaciones arbitrarias, para lo cual resulta ser de suyo relevante recabar la opinión de especialistas en el ámbito del derecho laboral, la genética y la salud.

 
El Senador señor Bianchi sostuvo que efectivamente se trata de una materia que generará una serie de implicancias en el futuro, por lo que debe analizarse la necesidad de establecer una normativa sobre el particular. Con miras a ello, indicó que se debe recibir en audiencia a los expertos que puedan ilustrar de mejor manera el debate que debe promoverse sobre el particular.

 
El Senador señor Navarro añadió que, asimismo, podría sostenerse que se trata de una materia que actualmente resulta ser conflictiva, toda vez que las empresas cuentan con información biológica acerca del estado de salud de los trabajadores que desarrollan sus labores por sobre el nivel del mar, quienes han manifestado su inquietud respecto a la eventual utilización de dichas muestras para obtener información genética que determine la adaptabilidad del trabajador a dichas condiciones. 

 
La Senadora señora Rincón consultó acerca de la existencia de legislación comparada que, en forma reciente, haya resuelto esta problemática y respecto de la ocurrencia de algún hecho en particular que haya generado la necesidad de promover la iniciativa legal en estudio.

 
El Senador señor Navarro añadió que se ha considerado lo ocurrido a propósito del análisis de enfermedades preexistentes por parte de las ISAPRE. Agregó que, en el contexto de reclamaciones judiciales, tales entidades han hecho valer antecedentes genéticos de sus afiliados, por lo que resulta de suyo relevante regular lo relativo al consentimiento informado que los trabajadores deben manifestar y el derecho del trabajador a conocer oportunamente el resultado de dichos análisis. 

 
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que el proyecto de ley en estudio impone una serie de desafíos a la legislación laboral actualmente vigente, toda vez que aborda una serie de materias dentro del Código del Trabajo. En primer lugar, se vincula con el ámbito de la prevención de discriminaciones arbitrarias y el derecho a la intimidad del trabajador. Explicó que tales problemáticas hoy se encontrarían resueltas mediante el mecanismo de tutela de derechos fundamentales que establece el Código Laboral, que otorga especial protección a esfera de intimidad del trabajador, habida cuenta que ello constituye un límite al ejercicio de las facultades que la ley reconoce al empleador en el marco de la relación laboral.

 
Por otra parte, señaló que, en el contexto del desempeño de  actividades riesgosas para el trabajador, e invocando el cuidado de su seguridad, el empleador puede exigir la práctica de exámenes médicos específicos. Con todo, añadió que la normativa actualmente vigente prescribe que el trabajador debe cumplir tales parámetros médicos sólo en el momento en que debe desempeñar cierta labor, y no hacia lo futuro, pues, de lo contrario, se originaría una discriminación arbitraria en contra del trabajador, tal como ocurre, por ejemplo, con la solicitud de tests de embarazo por parte del empleador en el contexto de un proceso de selección de personal.

 
En consecuencia, destacó que, en lo tocante a la iniciativa legal en análisis, se deben considerar las facultades que el empleador puede invocar para conocer la aptitud psíquica y física de un trabajador para desempeñar determinadas labores específicas, sobre todo en aquéllos casos en que dicho análisis persiguen la detección de una predisposición para desarrollar enfermedades en el futuro.

 
La Senadora señora Rincón aseveró que se trata de una problemática muy compleja, que afecta actualmente a aquellos trabajadores que desempeñan labores en el sector de la minería y la pesca submarina, toda vez que los empleadores les solicitan exámenes pre- ocupacionales para poder desempeñar sus funciones. Asimismo, coincidió en la necesidad de promover un debate acerca del límite que la ley debe imponer a las facultades del empleador en esta materia, con miras a evitar la vulneración de los derechos fundamentales de los trabajadores.

 
El Senador señor Bianchi señaló que efectivamente la evaluación médica preventiva debe vincularse al tipo de actividad laboral de que se trate. Añadió que dicha hipótesis debe diferenciarse de aquellos casos en que, mediante un examen genético, un empleador intente conocer la predisposición de un trabajador a desarrollar una enfermedad en el futuro.

 
El Senador señor Navarro señaló que se trata de una problemática que será de frecuente ocurrencia tratándose de grandes empresas que desarrollan complejos procesos de selección de personal, sin perjuicio de que, en ciertas áreas específicas de producción, resulta ser legítimo que el empleador analice los antecedentes médicos de los trabajadores con la finalidad de determinar sus aptitudes. En ese sentido, reiteró que, tratándose de una materia que generará sus mayores efectos en el futuro, la legislación laboral debe anticiparse a la ocurrencia de dicha contingencia.

 
La Senadora señora Rincón consultó acerca de la necesidad de promover el debate de la iniciativa legal en estudio conjuntamente con la Comisión de Salud del Senado.

 
El Senador señor Navarro señaló que el proyecto debería analizarse en forma conjunta por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, con especial énfasis al momento de recabar la opinión de invitados especialistas en la materia.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 10 DE SEPTIEMBRE DE 2014

En la sesión celebrada el día 10 de septiembre de 2014, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso el parecer del Ejecutivo respecto del proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, aseveró que la prohibición de discriminación laboral frente a análisis genéticos constituye una temática que debe ser abordada prontamente, habida cuenta de las repercusiones que puede tener para la protección de los derechos fundamentales de los trabajadores y la prohibición de discriminación en el acceso al empleo. 

Dicha hipótesis, agregó, resulta lesiva de los derechos laborales en aquellos casos en que el empleador exige la realización de exámenes médicos para exponer al trabajador a actividades riesgosas o dañinas de su salud. Con todo, sostuvo que, cuando el empleador desarrolla actividades que se encuentran dentro del marco legal, con el debido resguardo de las normas sobre higiene y seguridad en las faenas, resulta legítimo que pueda solicitar aquellos exámenes que permitan conocer la predisposición del trabajador a desarrollar determinadas enfermedades.

Asimismo, sostuvo que la obtención de dichos exámenes, sin la regulación legal aplicable en su caso, podría producir hipótesis de discriminación en materia de administración del seguro social contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y afectar el funcionamiento del sistema de pensiones por vejez, al modificar los indicadores de expectativas de vida de sus afiliados.

En consecuencia, expuso la voluntad del Ejecutivo en torno a promover la aprobación de la iniciativa, habida cuenta de la relevancia y las consecuencias que la materia en análisis puede generar para la protección de los derechos de los trabajadores.

El Senador señor Larraín coincidió con la necesidad de regular las consecuencias que puede generar la realización de exámenes genéticos en la privacidad y los derechos fundamentales del trabajador, sin perjuicio de evaluar las implicancias que derivan de ello en el ámbito de la salud ocupacional.

Intervención del Senador señor Alejandro Navarro Brain

A continuación, el Senador señor Navarro reiteró la exposición de motivos y los fundamentos de la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, aseveró que, durante los últimos años, se ha producido una progresiva utilización de la información genética como requisito para acceder a desempeñar labores remuneradas, lo que vulnera una serie de derechos de los trabajadores.

En ese contexto, detalló que la iniciativa apunta a evitar que el material genético pueda ser utilizado para anticipar la ocurrencia de futuras enfermedades o incapacidades de los trabajadores. En la misma línea, reiteró que dicha situación se encuentra regulada en el derecho comparado y en convenciones internacionales que pretenden proteger su dignidad y sus derechos fundamentales.

Al efecto, detalló que, en la legislación austríaca, el parágrafo 67 de la ley sobre ingeniería genética dispone que los empleadores y los aseguradores -incluidos sus trabajadores y encargados- no pueden exigir, recibir y/o utilizar los resultados de análisis genéticos de sus trabajadores, o de personas en busca de trabajo, o de asegurados o personas interesadas en concluir un seguro, así como tampoco pueden exigir y/o aceptar tejido humano para fines de análisis genético.

Asimismo, añadió que, en Suiza, el artículo 4° de la ley sobre los exámenes genéticos en humanos establece que nadie puede ser discriminado por sus características genéticas, en tanto que, en Estados Unidos, la ley de no discriminación por información genética prohíbe la discriminación por los empleadores en base a los resultados de pruebas e información genéticas. Agregó que similar regulación se encuentra contenida en iniciativas legales o en la legislación laboral de Costa Rica, Bélgica y Francia.

Enseguida, sostuvo que, en el ordenamiento jurídico interno, la Constitución Política de la República, en el numeral 4° de su artículo 19, protege la vida privada y la honra de la persona y su familia, en tanto que el Código del Trabajo, en su artículo 2°, establece que las relaciones laborales deberán siempre fundarse en un trato compatible con la dignidad de la persona. Asimismo, dicha disposición establece que el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador tiene como límite el respeto a las garantías constitucionales de los trabajadores, en especial cuando pudieran afectar la intimidad, la vida privada o la honra de éstos.

En ese contexto, sostuvo que, aun cuando podría sostenerse que la regulación constitucional y legal vigente en nuestro país resultan suficientes para proteger el ámbito de privacidad de los trabajadores, la iniciativa legal en estudio apunta a resguardar, detalladamente, la práctica de exámenes genéticos como requisito previo a la contratación laboral, los estándares técnicos que éstos deben satisfacer y los efectos que pudieren generar en la salud de los trabajadores, su derecho a la intimidad y la reserva o registro de dicha información.

En la misma línea, sostuvo que debe evaluarse la licitud de prohibir la utilización de dichos exámenes como requisito para el ingreso, promoción, permanencia o movilidad del trabajador, tal como ocurre con las disposiciones del Código del Trabajo que prohíben las medidas discriminatorias que pudiere adoptar el empleador.

Por otra parte, añadió que, aun cuando el empleador pudiere evaluar la idoneidad y capacidad del trabajador para desempeñar determinadas labores, no resulta adecuado que tales características sean conocidas mediante la práctica de exámenes genéticos, lo que genera la necesidad de establecer dicha circunstancia, de modo expreso, en la legislación laboral vigente.

En consecuencia, enfatizó que, mediante la aprobación de la iniciativa, la legislación laboral puede anticiparse en la resolución de una problemática que, atendido el avance de la ciencia médica, afectará, en lo sucesivo, a un número cada vez mayor de trabajadores, con la finalidad de resguardar el ámbito de su ámbito de privacidad y sus derechos fundamentales. 

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora Muñoz y Senadores señores Allamand y Letelier.

TEXTO DEL PROYECTO

 
En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores, su permanencia o renovación de contrato, o la promoción o movilidad en su empleo, a la ausencia o existencia de genes en que se evidencie una probabilidad a desarrollar un determinado tipo de incapacidad que puede llegar a manifestarse o no durante el transcurso de la relación laboral, ni exigir para dichos fines certificado o examen alguno para verificar si el trabajador posee en su genoma humano material genético que pueda desarrollar o manifestarse en una enfermedad o anomalía física o psíquica en el futuro.


Artículo 2°.- El trabajador podrá manifestar su consentimiento libre e informado para realizarse un examen genético, siempre y cuando esté dirigido a asegurar que reúne las condiciones físicas o psíquicas necesarias e idóneas para desarrollar trabajos o faenas calificados como peligrosos, con la única finalidad de proteger su vida o integridad física o psíquica, como asimismo la vida o salud física o mental de otros trabajadores.

Artículo 3°.- Los establecimientos de salud y los laboratorios que realicen este tipo de exámenes, como asimismo los empleadores que accedan a esta información deberán adoptar todas las medidas de seguridad prescritas en la ley 19.628, con el fin de proteger la intimidad del trabajador y garantizar un manejo reservado de los datos.

El trabajador siempre tendrá derecho a acceder a la información que arroje un examen genético.”.
-------

Acordado en sesión celebrada el día 15 de mayo de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta), y Senadores señores Carlos Bianchi Chelech y Jovino Novoa Vásquez (Gonzalo Uriarte Herrera) y en sesión celebrada el día 10 de septiembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora, de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.

Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ARAYA, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA FERIADO EL DÍA 29 DE SEPTIEMBRE PARA LA COMUNA DE TOCOPILLA

(9.609-06)

Considerando:

1° Los antecedentes históricos señalan que Tocopilla fue fundada un 29 de septiembre de 1843 por el Ingeniero francés Domingo Latrille Loustauneau, existiendo en esa época una pequeña fundición metalúrgica de cobre, explotación guanera y un puerto de embarque para el guano y el cobre. En dichos años, era un puerto boliviano, bastante pequeño que poco a poco comenzó a expandirse y a convertirse en un espacio privilegiado para la minería.

Los historiadores señalan que Tocopilla viene de la expresión “Tikopillan”, la cual a su vez se puede descomponer en las expresiones “runasimi tiko”, que significa 'hueco' o 'rincón'; y del mapudungun “pillan”, que significa 'espíritu maligno o demonio'. Otra tesis respecto al nombre, es que proviene del mapudungun “trokof”, que significa 'bramido' o 'vozarrón' [de las olas en las rocas], y “pillan”. O por último, de las expresiones “runasimi toko”, que significa 'ventana', y del mapudungun “pillan”.

En la época de la república de Chile, Tocopilla tuvo un fuerte impulso salitrero y portuario, que se mantiene hasta el día de hoy. La pesca artesanal y la pequeña minería son actividades características, a lo que se suma la producción eléctrica a través de centrales térmicas y las actividades de comercio y servicios.

2° Actualmente tiene más de 25 mil habitantes y cada 29 de septiembre se festeja con desfiles cívico-militares, un show artístico y con la llegada de los característicos Centros de Hijos de Tocopilla, que son clubes de tocopillanos que residen en diferentes partes de Chile y el mundo y que cada año vuelven a su ciudad a rendir homenaje a la tierra que los vio nacer.

Esta última característica de los Centros de Hijos de Tocopilla es inédita y reconocida históricamente, y reafirma la identidad cultural propia que tiene dicha comuna.

3° Por su parte, otras comunas como Arica, Chillán, Chillán Viejo y Rancagua, entre otras, ya cuentan con feriados comunales en atención a diversas particularidades culturales en las que se ven envueltas, y que justifican un reconocimiento por parte del Estado en tal sentido.

4° Este 29 de septiembre de 2014, se celebran 171 años desde la fundación de la comuna de Tocopilla, ocasión en que creemos necesario otorgar este reconocimiento mediante la creación de un feriado legal comunal. En mérito de lo anterior, es que presentamos el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único: Declárese feriado el día 29 de septiembre de cada año para la comuna de Tocopilla, con ocasión de la celebración de su fundación.

(Fdo): Pedro Araya Guerrero, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR GARCÍA, SEÑORA VON BAER Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, COLOMA, CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA-HUIDOBRO, LAGOS, MATTA, ORPIS, OSSANDÓN, PROKURICA Y WALKER, DON PATRICIO, CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, EN EJERCICIO DE LA FACULTAD QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 75 DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 850 DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS, DE 1997, SE LIBERE DEL PAGO DE PEAJES A LOS VEHÍCULOS POLICIALES, CARROS DE BOMBEROS, AMBULANCIAS Y OTROS MÓVILES SIMILARES, EN SERVICIO DE LAS FUNCIONES INSTITUCIONALES RESPECTIVAS

(S 1.724-12)

CONSIDERANDO:
1.- Que, en varias oportunidades en los últimos años, han sido de conocimiento público, casos en que vehículos de emergencia, han tenido que hacer fila, pagar o no han contado con él dinero necesario para cancelar el respectivo peaje;
2.- Que, en las emergencias a las que concurren este tipo de vehículos, en muchas ocasiones, unos pocos segundos pueden hacer la diferencia entre la vida y la muerte de personas que se encuentran en peligro;
3.- Que, conforme a lo indicado mediante Oficio N° 1.090 de fecha 18 de agosto 2014, del Coordinador de Concesiones de Obras Públicas, al Coordinador de Solicitudes al Gabinete Subsecretaría de Obras Públicas; remitido a la señora Presidenta del Senado, mediante oficio N° 2.394 de fecha 10 de septiembre de 2014, con la firma del señor Ministro de Obras Públicas; el artículo 75 del DFL MOP N° 850, de 1997, faculta a S.E. el Presidente de la República, privativamente, para determinar qué vehículos no pagarán el peaje;
Por lo anterior, el Senado aprueba el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, hacer uso de la facultad del artículo 75 del DFL MOP N°850, de 1997, que le permite determinar qué vehículos no pagarán peaje, para garantizar de esta forma, el libre desplazamiento de las unidades de Bomberos, Ambulancias, Carabineros, PDI y, otros móviles similares, en el uso de sus funcionas institucionales.
(Fdo.): José García Ruminot, Senador.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- 
11

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, ARAYA, CHAHUÁN, DE URRESTI, GUILLIER, LAGOS, PROKURICA Y WALKER, DON PATRICIO, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE EL MINISTERIO DE SALUD ADOPTE MEDIDAS PARA INCORPORAR EN LA ATENCIÓN PRIMARIA UN NÚMERO IMPORTANTE DE MÉDICOS, INCLUIDOS PROFESIONALES EXTRANJEROS; ASIMISMO, QUE INCREMENTE LOS RECURSOS PARA PERSONAL OPERATIVO DE LOS NUEVOS ESTABLECIMIENTOS HOSPITALARIOS Y AUMENTE LA DOTACIÓN DE ESPECIALISTAS EN EL SECTOR PÚBLICO

(S 1.725-12)
Desde larga data el sistema de salud de nuestro país está al borde de su capacidad, y en varios casos, superado a pesar de los esfuerzos realizados en los últimos gobiernos. Es en esta línea, que hemos manifestado nuestra preocupación por las consecuencias que traen para las personas, las falencias del sistema y la incapacidad del Estado como tal, para dar respuesta a uno de los principales servicios que requiere un país.
El tema estuvo hace poco en la palestra, parte de los actores del sistema se reunieron en julio pasado con el fin de atender la preocupante y creciente falta de médicos en la atención Primaria de Salud. La urgente necesidad de sumar facultativos a los consultorios surge a partir del llamado de atención que realiza la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM) en donde advierte que al estar cerca de 92% de la atención primaria pública del país administrada por los municipios, estos se ven imposibilitados de cubrir la demanda, especialmente, en los casos de emergencia sanitaria y aún más en las zonas extremas.
Algunos de los parámetros a considerar como causantes del déficit de profesionales es el largo periodo que toma la formación de los médicos; la falta de financiamiento para el sector y lo poco atractiva que resulta la oferta desde el punto de vista económico versus el desarrollo de la carrera en el campo privado; el aumento de la población; la longevidad de la misma, con el consecuente aumento de las enfermedades; y las malas condiciones en que muchas veces se trabaja en los hospitales públicos, entre otros.
El problema de fondo es la seria falta de recursos, no debemos confundir a un médico con un misionero, muchos profesionales tienen una verdadera vocación por mejorar a la gente y ayudarles a recuperar y mantener la salud pero, es ilógico esperar que aplacen sus propios interés a costa de su tiempo y las condiciones de vida de sus familias y que además del periodo que ya trabajan de manera gratuita durante el internado, posterguen sus propias aspiraciones porque no hay financiamiento suficiente para el sector, sus empleados y el funcionamiento de las infraestructuras del mismo.
Especialmente importante es atender a la escasez de profesionales en vistas a los anuncios hechos en la cuenta pública del 21 de mayo. Estamos felices que muchas localidades al fin contarán con hospitales e instalaciones idóneas pero, ¿qué sentido tiene crear sólo la infraestructura si no existe personal que se haga cargo?
Doy un ejemplo, dramático y cercano, En Puerto Natales, una ciudad de alrededor de 25 mil habitantes, estamos actualmente sin pediatra y con sólo un cirujano que además, ya anunció su salida del sistema. Frente a este tipo de realidades hay que tomar medidas, ojalá de fondo, que permitan ir solucionando el problema desde sus bases aunque sea de manera gradual pero, constante y real.
Algunas de las soluciones sondeadas, al menos en lo que a atender el déficit urgente que según la Asociación Chilena de Municipalidades alcanzaría a 30 mil personas que sencillamente no pueden ser atendidas, se refiere a mecanismos que de manera excepcional habilitan a profesionales formados en el extranjero a desempeñarse en el servicio público, antes de lograr su acreditación. Esto, visado por la Contraloría, se estima como una herramienta útil para incorporar a más profesionales. En razón de lo dicho, se aprecia que podría ampliarse este régimen de excepción pero de manera temporal y cumpliéndose determinados requisitos pues, si bien queremos que haya médicos en nuestras regiones, igualmente queremos que estos sean eficientes y tengan las condiciones profesionales idóneas para atender a nuestra gente.
En este orden de ideas proponemos que se permita el desempeño en el servicio público de quienes se inscriban para dar el examen de habilitación pero, que se determine un plazo dentro del cual este debe darse y aprobarse dicho examen pues, en ningún caso queremos bajar la calidad de la salud, ya bastante en entre dicho por factores externos a los que no queremos sumar factores humanos.

Por otro lado, consideramos que es imprescindible un aumento de los recursos destinados a mejoras salariales pues, se requiere una inyección de fondos importantes para estabilizar el sector y atraer nuevos profesionales tanto de personal médico, como personal de enfermería, dentistas y matronas.
Si abordamos el escenario de los especialistas el tema se complejiza mucho más, la dificultad intelectual, la dedicación y el largo tiempo que se requiere y los altísimos costos e inversión que significan, hacen que estos profesionales sean aún más escasos y que además estos suelan arrastrar deudas millonarias por la inversión en estudios o que se hallen atados a contratos que los cautivan por años, luego de los cuales y no sin fundamentos, los profesionales rehúyen el mundo público. En este ámbito aún más grave es la situación en las regiones extremas, donde simplemente no se cuenta con especialistas y a las dificultades propias de vivir menos conectados, se suman los altos costos de los viajes por motivos de salud. Requerimos se cree una línea de acción que permita remediar estos graves problemas.
Hoy en día el país está envuelto en una reforma histórica de la educación, la que esperamos aprovechar con altura de miras para hacer de Chile un país avanzado en materia de educación y comprometido con sus estudiantes. Sin embargo y sin perjuicio de lo anterior, dejo la inquietud respecto de que tipo de atención puede prestar en clase un niño enfermo, que tipo de productividad puede exigirse a trabajadores enfermos, que calidad de vida pueden tener nuestros adultos mayores enfermos.
La Salud es el presupuesto necesario de cualquier aventura, emprendimiento o desarrollo, que aspiremos a tener en nuestras vidas.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo:
Solicitar a la Excelentísima Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet y a la Ministra de Salud doña Helia Molina, que en uso de sus facultades tomen las medidas y ajustes que permitan:
Habilitar un número importante de profesionales médicos para la atención primaria, facilitando la incorporación de profesionales formados en el extranjero cumpliéndose determinados requisitos.
Aumentar los recursos destinados a remuneraciones para, primero, tener personal suficiente para hacer operativos los proyectos relacionados con nuevas instalaciones hospitalarias y segundo, incorporar más especialistas al sistema público.
Iniciar una necesaria reforma en salud, considerando especialmente las zonas extremas o con mayor déficit de profesionales de la salud.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- 
� Oficio N° 78/2014, de 6 de agosto del año en curso.


� En su oficio la Excelentísima Corte Suprema, trae a colación, en sustento de su opinión, diversos oficios. A saber, el oficio N° 24 de 20 de marzo de 2012, en que el Pleno informó que "el criterio reiterado de la Corte Suprema al informar proyectos de ley que establecen procedimientos  contencioso-administrativos, es que las reclamaciones sean conocidas en primera instancia por juzgados de letras en lo civil y, en segunda, por las Cortes de Apelaciones"; el oficio N° 32-2012, de 3 de abril de 2012, la Corte insiste en “la conveniencia de que sean los juzgados civiles quienes conozcan en primera instancia de las reclamaciones, y no las Cortes de Apelaciones respectivas o la Corte de Apelaciones de Santiago en particular", y el oficio N° 73-2012 de 18 de julio de 2012, el Pleno vuelve a insistir en que "las etapas lógicas de conocimiento de una decisión administrativa son su resolución en primera instancia por un juzgado de letras, en segunda instancia por la Corte de Apelaciones y, por último, la Corte Suprema en su calidad de Tribunal de Casación, en los casos que corresponda".





� Páginas 54 y siguientes del primer Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


� Indicación número 10).


� Como se indicó al inicio del informe, consultada la opinión de la 77 Excelentísima Corte Excelentísima Corte Suprema, está señaló, en lo pertinente, que en caso de mantener el conocimiento de esta acción en la Corte de Apelaciones, el procedimiento puede ser mejorado para brindar un mejor derecho de defensa de las partes, con las siguientes medidas: 1.- Parece más conveniente que la recepción de la prueba se decida luego de las observaciones del Ministerio de Educación, sujeto pasivo de la reclamación y no durante la vista de la causa. Lo anterior se debería decidir por la Sala de cuenta del tribunal. 2.- En cuanto a lo que se señala en el inciso tercero de la indicación, se reitera la inconveniencia de agregar el asunto en la tabla extraordinaria, vista de urgencia que se reserva, con razón, para recursos relacionados con infracción a garantías fundamentales. El sistema procesal civil asegura una prontitud en el conocimiento de la cuestión sobre la base de una preferencia, de modo que la causa se agrega a la tabla ordinaria, pero con preferencia para su vista y fallo como lo regula el artículo 162 del Código de Procedimiento Civil en su inciso segundo. 3.- En el inciso final se dispone que la sentencia deberá dictarse en el término de quince días, la que será inapelable. Esta norma tiene los siguientes reparos: a) Tal cual está redactado el precepto, el procedimiento es de única instancia, lo cual, por su importancia, deteriora el derecho al debido proceso de ley, para el debido examen de los hechos; b) En todo caso, como la sentencia será dictada por una Corte de Apelaciones, no impide entonces que esa resolución sea impugnada por el recurso de casación, lo que no parece ser el sentido del proyecto, de modo que si estima que la sentencia no admite recurso, la formula habría de ser "sin ulterior recurso .





� Cabe hacer presente que el contenido de esta indicación, con otra redacción fue incluida en el nuevo artículo 6° del proyecto de ley, que enumera las causales para el nombramiento de un administrador provisional. (Indicación número 17), pág. 21 de este informe)


� Indicación número 23).


� Ver indicación número 23, página 24 y siguientes.


� Este numeral fue suprimido por la indicación N° 91) a fin de incluirlo en esta parte del proyecto de ley en informe.


� Naciones Unidas. Resolución A/RES/61/106 de 13 de diciembre de 2006.


� Promulgada por el Decreto N° 201, de 25 de agosto de 2008 del Ministerio de Relaciones Exteriores.


� En ese sentido, Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS)�.


� Sección disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9qx" �http://bcn.cl/1n9qx� (Septiembre, 2014).


� Sección disponible en: � HYPERLINK "http://www.statutes.legis.state.tx.us/Docs/ES/htm/ES.1104.htm" �http://www.statutes.legis.state.tx.us/Docs/ES/htm/ES.1104.htm� (Septiembre, 2014).


� Sección disponible en:  � HYPERLINK "http://law.onecle.com/texas/probate/601.00.html" �http://law.onecle.com/texas/probate/601.00.html� (Septiembre, 2014).


� Sección disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9cq" �http://bcn.cl/1n9cq� (Septiembre, 2014).


� Sección disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n8b1" �http://bcn.cl/1n8b1� (Septiembre, 2014).


� Ley disponible en: � HYPERLINK "http://www.austlii.edu.au/au/legis/qld/consol_act/gaaa2000304/" �http://www.austlii.edu.au/au/legis/qld/consol_act/gaaa2000304/� (Septiembre, 2014).


� Más información disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9r0" �http://bcn.cl/1n9r0� (Septiembre, 2014).


� Code of Practice, disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9r1" �http://bcn.cl/1n9r1� (Septiembre, 2014).


� Definición disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9r2" �http://bcn.cl/1n9r2� (Septiembre, 2014).


� Ley disponible en: � HYPERLINK "http://dejure.org/gesetze/BGB/1897.html" �http://dejure.org/gesetze/BGB/1897.html� (Septiembre, 2014).


� Guía disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9r3" �http://bcn.cl/1n9r3� (Septiembre, 2014).


� Artículo 391 del Código Civil, disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9r5" �http://bcn.cl/1n9r5� (Septiembre, 2014).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.gesetze.ch/sr/210/210_044.htm" �http://www.gesetze.ch/sr/210/210_044.htm� (Septiembre, 2014).


� Guía disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n8tj" �http://bcn.cl/1n8tj� (Septiembre, 2014).


� Artículo 215, Código Civil de España. Real Decreto de 24 de julio de 1889, texto de la edición del Código Civil mandada publicar en cumplimento de la Ley de 26 de mayo último (Vigente hasta el 15 de julio de 2015). Disponible en: � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/cc.l1t10.html" \l "l1t10" �http://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/cc.l1t10.html#l1t10� (Septiembre, 2014). En materia de incapacidad, el Código Civil de España dispone que solo procede la declaración de incapacidad por sentencia judicial y en virtud de las causas establecidas en la ley (artículo 199, Código Civil de España). Entre éstas se mencionan: “las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico, que impidan a la persona gobernarse por sí misma.”. (artículo 200, Código Civil de España ).


� Artículo 241, Código Civil de España. 


� Artículo 247, Código Civil de España.


� Artículos 243, 244, 245, Código Civil de España.


� Esta causal se excepciona si el tutor fue designado en disposiciones de última voluntad de los padres, encontrándose éstos en conocimiento de la inhabilidad, salvo que el juez disponga otra cosa en beneficio del menor de edad o incapacitado. Artículo 246, Código Civil de España.


� Aragonés, Rosa. Constitución de la Tutela. Nombramiento de Tutor. Inventario y Fianza, p. 39. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.derechoycambiosocial.com/revista022/constitucion_de_la_tutela.pdf" �http://www.derechoycambiosocial.com/revista022/constitucion_de_la_tutela.pdf� (Septiembre, 2014).


� Esta causal se excepciona si el tutor fue designado en disposiciones de última voluntad de los padres, encontrándose éstos en conocimiento de la inhabilidad, salvo que el juez disponga otra cosa en beneficio del menor de edad o incapacitado. Artículo 246, Código Civil de España. Ob. cit.


� Código Civil de México. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/2_241213.pdf" �http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/2_241213.pdf� (Septiembre, 2014).


� Artículo 449, Código Civil de México.


� Artículo 503, Código Civil de México.


� Código Civil Argentino. Disponible en:  � HYPERLINK "http://bcn.cl/x9s6" �http://bcn.cl/x9s6� (Septiembre, 2014).


� Artículo 398, Código Civil Argentino.


� Artículo 468, Código Civil Argentino.


� Artículo 398, Código Civil Argentino.


� Artículo 475, Código Civil Argentino.


� Ley N° 1.309 de 2009 para la Protección de Personas con Discapacidad Mental y que establece el Régimen de la Representación Legal de Incapaces Emancipados. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1n9wc" �http://bcn.cl/1n9wc� (Septiembre, 2014).


� Norma derogada del Código Civil. Disponible: � HYPERLINK "https://www.oas.org/dil/esp/Codigo_Civil_Colombia.pdf" �https://www.oas.org/dil/esp/Codigo_Civil_Colombia.pdf� (Septiembre, 2014).


� Artículo 73, Ley N° 1.309 de 2009.


� A las personas con discapacidad mental absoluta se les considera incapaces absolutos. Artículo 15, Ley N° 1.309 de 2009.


� Acosta Arengas, Leonardo, y otra. El Hijo de Crianza en Colombia. disponible en: � HYPERLINK "http://www.redsociojuridica.org/escenarios/edicion-6/El-hijo-de-crianza-en-Colombia.pdf" �http://www.redsociojuridica.org/escenarios/edicion-6/El-hijo-de-crianza-en-Colombia.pdf� (Septiembre, 2014).
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